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CAPÍTULO II

DESARROLLO DE LOS OBJETIVOS PROPUESTOS

1. Desarrollo de los Objetivos Propuestos:

Conforme habremos podido apreciar en la Primera Parte de nuestra Investigación, referente al Planteamiento Metodológico, en el numeral 3., de su Capítulo Único, nominado como Finalidad y Objetivos de la Investigación; nos hemos propuesto los siguientes objetivos:

OBJETIVO GENERAL:
«Nuestro Objetivo General es determinar si el Tribunal Constitucional protege la Libertad Individual y los Derechos Constitucionales Conexos al resolver los Procesos de HABEAS CORPUS y cuál es la relevancia cualitativa y cuantitativa, respecto de la derogada Legislación Disgregante de Habeas Corpus».

OBJETIVOS ESPECÍFICOS:
a. Desde el punto de vista comparativo, establecer los móviles o las razones por las que el Tribunal Constitucional declaraba y declara Fundada, Infundada o Improcedente las resoluciones sometidas a su conocimiento vía el Recurso Extraordinario (según la derogada legislación) y el Recurso de Agravio Constitucional, en mérito al vigente Código Procesal Constitucional; en materia de Habeas Corpus.
b. Determinar si la Legislación Vigente, Jurisprudencia y Doctrina Constitucional constituyen una sólida fuente a la protección de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.
c. Determinar si la disgregante normativa constitucional y la carencia de una legislación global, en materia de Habeas Corpus, constituía un demerito a la interpretación jurídica, así como a la aplicabilidad jurídica – protectora de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.  
d. Determinar si la puesta en vigencia del Código Procesal Constitucional, es producto de un tratamiento integral  y concienzudo de la legislación positiva, tomando como base lo resuelto por el Tribunal Constitucional, en materia de Habeas Corpus y la Aplicabilidad Jurídico – Protectora de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.
e. Determinar las cuestiones conexas al problema y el tratamiento que se les ha dado desde el punto de vista jurídico – doctrinario.
1.1. Objetivo General:
«Determinar si el Tribunal Constitucional protege la Libertad Individual y los Derechos Constitucionales Conexos al resolver los Procesos de HABEAS CORPUS y cuál es la relevancia cualitativa y cuantitativa, respecto de la derogada Legislación Disgregante de Habeas Corpus».

a. Fijación Preliminar: El Tribunal Constitucional (TC) se encuentra definido en el texto de la Constitución como el “Órgano de Control de la Constitución”, esto significa que el documento de 1 993, al consagrar su existencia dentro del Título V: “De las Garantías Constitucionales”, ha optado de manera clara y meridiana por el denominado control ad hoc de la constitucionalidad, o también conocido como «Justicia Constitucional Concentrada o Modelo Austriaco o Europeo», pero sabiamente a la puesta en vigencia  de    la    Constitución de 1 979,  hasta  la  actual  de 1 993 se dejó vigente el «Control Difuso de la Constitucionalidad o Modelo Americano», con todo lo que ello implica en su génesis, historia, desarrollo, evolución y alcances(408).

La función de control que la Constitución ha asignado al Tribunal Constitucional, se halla definida en tres facultades o potestades específicas a saber del Art. 202º de la CPE:

i. La determinación en instancia única, que una Ley, o norma con rango de tal, o normas regionales de alcance general u ordenanzas municipales, debe ser derogada erga omnes por contravenir la Constitución en la forma y en el fondo.

ii. La resolución en última y definitiva instancia de las resoluciones provenientes del Poder Judicial en la acciones de garantía constitucional de Habeas Corpus, Amparo, Habeas Data y Acción de Cumplimiento, siempre  que su sentido haya sido desestimatorio al demandante en Sede Judicial; también llamada jurisdicción de la libertad; y,

iii. La dirimencia de los Conflictos de Competencia o de Atribuciones de los Órganos Constitucionales según la interpretación del alcance de las mismas en la Constitución, con arreglo a su Ley Orgánica.

Para el caso de nuestro estudio, es la segunda facultad la que nos interesa, es decir la referida a resolver las resoluciones provenientes del Poder Judicial en materia de Acción de Habeas Corpus.

b. Potestad Resolutoria del Tribunal Constitucional: La potestad de resolver en última y definitiva instancia las denegatorias de la Acción de Habeas Corpus es denominada como la Jurisdicción Negativa de la Libertad que se le atribuye al Tribunal (TC) de manera excepcional que implica el necesario control de parte de la tarea judicial en el funcionamiento de las acciones de garantía constitucional, siempre que hayan sido denegadas al pretensor, por el Poder Judicial y siempre que, al mismo tiempo, haya mediado Recurso Extraordinario, al amparo de de la Ley Nº 23 506 y sus modificatorias y complementarias – Legislación Disgregante (Arts. 41º y 42º de la Ley Nº 26 435: LOTC) – o Recurso de Agravio Constitucional  al amparo de la Ley Nº 28 237 que pone en vigencia el Código Procesal Constitucional.

Esto significa que en la facultad excepcional de la Jurisdicción Negativa de la Libertad, el TC realiza una tarea judicial antes que una función de controlador de la actividad judicial, y de control directo de la constitucionalidad de las leyes. En tal caso, si hay un caso concreto, y si hay partes adversarias y si hay derechos subjetivos en controversia(409).

c. Verificación de la Aplicación Correcta de la Ley de la Materia (Habeas Corpus), no la Inconstitucionalidad de una Norma: En ese orden de ideas, los asuntos que sobre Habeas Corpus son sometidas a conocimiento del Tribunal Constitucional no implica verificar la inconstitucionalidad o no una determinada norma, sino únicamente establecer si se aplicó en forma correcta la ley de la materia que permita determinar con precisión la conculcación de algún derecho individual nominativo de la Libertad Individual.

Como se podrá apreciar de lo analizado a través de los Títulos y Capítulos precedentes, el Habeas Corpus es una Acción de Garantía Constitucional que protege la Libertad Física y Corporal de las Personas. Esta dirigida a restituir la libertad que ha sido vulnerada o amenazada por actos u omisiones provenientes de autoridades, funcionarios o particulares. Tiene por finalidad, precisamente el restablecimiento de la libertad personal vulnerada.

En ese mismo sentido, el Tribunal Constitucional (TC) en reiteradas resoluciones o sentencias materia de estudio, ha definido que al Habeas Corpus como: «La garantía constitucional de trámite inmediato y que está vinculada en esencia a la protección de la Libertad Individual de la persona humana y demás derechos constitucionales conexos, a fin de protegerla contra los actos coercitivos practicados por cualquier autoridad, funcionario o persona, que atenten contra aquellos derechos, cuando tales actos aparezcan de modo arbitrario».

Consecuentemente, la finalidad de esta acción de garantía es el restablecimiento de la libertad personal vulnerada o amenazada, siempre y cuando dicha vulneración o amenaza del Derecho a la Libertad Personal sea arbitraria. Esto significa, regresar a la situación anterior en que se encontraba el sujeto, en uso de su libertad.

En ese sentido, resulta perfectamente claro que frente a un arresto en que se priva de la libertad corporal en forma arbitraria, se ordene la libertad inmediata como consecuencia de amparar la acción de garantía; sin embargo, resulta un tanto impreciso, pero no por eso menos efectivo, cuando se trata de otros aspectos de la libertad personal, como por ejemplo, en la omisión de otorgar un pasaporte o el de ser asistido por un abogado en caso de encontrarse detenido ilegalmente o en caso de incumplimiento de una excarcelación ya ordenada.

d. Incidencia de la Afectación del Derecho a la Libertad Corporal en los Recursos Tramitados ante el TC: Teniendo en cuenta la anterior precisión efectuada, debemos indicar que del Universo y Muestra investigadas en los Años en cuestión (2 004 y 2 005), tenemos que un 63% de las resoluciones analizadas resuelven asuntos relativos a la Libertad Corporal, es decir, proveniente de la detención, sea que ésta haya ocurrido por mandato del Juez, sea que se produjo por la Policía en caso de flagrancia, para el caso judicial poniendo énfasis en el Art. 137º del Código Procesal Penal, cuya aducción legal establece Exceso de Detención Preventiva cuando el procesado permanece recluido por más de 18 meses sin haber sido sentenciado, para los Procesos Ordinarios, y 36 meses para los complejos. Del mismo modos tenemos que durante el Año 2 004 se resolvieron un 30% de procesos relativos a cuestionar el Debido Proceso que en materia penal vulneraban manifiestamente el Derecho a la Libertad Individual; a diferencia del Año 2 005 en el que se resolvieron un 23% de procesos relativos a cuestionar esta materia, con lo cual tenemos una diferencia  palpable  de  un -7%  a  favor,  respecto  del  año  precedente (2 004); es decir, y como ya lo habíamos manifestado en el Capítulo anterior, durante el Año 2 005 a la entrada en vigencia del Código Procesal Constitucional y las consecuentes derogatorias de normas disgregantes, tenemos que el cuestionamiento al Debido Proceso obtiene mayor relevancia en cuanto a su aplicabilidad se refiere, por lo que apreciemos lo establecido numérica y porcentualmente en los Cuadros Nº 9, 10, 11 y 12 y sus Gráficos Nº XVII, XVIII, XIX, XX, XXI, XXII, XXIII y XXIV. Por lo que los demás derechos protegidos por el Habeas Corpus son los que no tienen mayor incidencia en nuestra sociedad – conforme se desprende de las resoluciones objeto de estudio – de tal manera que los ciudadanos o no la ejercitan por desconocimiento o por desconfiar de la Justicia Constitucional o, simplemente, no se transgreden tales derechos; lo cual respecto de esta última acepción, resulta casi efímero, considerando las innumerables formas o modos como se transgreden este tan importante derecho. Sin embargo dentro de estos otros derechos que enunciativamente conforman la Libertad Individual es importante mencionar que un gran número están relacionadas a restablecer derechos que enunciativamente conforman derechos protegidos por la Acción de Amparo erróneamente y por la mala aplicabilidad de los Abogados Defensores.
e. Plazo Mediático para Resolver las Acciones de Garantía: En ese sentido, se debe precisar que la mayoría de las resoluciones analizadas, expresamente las correspondientes a la Muestra del Año 2 004 amparadas y resueltas a mérito a la Legislación Disgregante (Leyes Nº  23 506, 25 011, 25 398, 26 248, 26 435, 27 235, Decreto Ley Nº 25 659, Decretos Legislativos Nº 824, 895, 900 y 922) fueron resueltas excediéndose del plazo fijado por la Ley, convirtiéndose, por tanto, en irreparable el daño cometido y sometido al conocimiento de los Magistrados. Sin embargo sobre este mismo marco, el Código Procesal Constitucional puesto    en vigencia mediante Ley Nº 28 237 del 31 May. 2 004, nos muestra el reparo que tuvo en cuanto a su configuración, para poder determinar de modo más consecuente los fallos a partir de su entrada en vigencia (01 Dic. 2 004), respecto de la forma, el fondo y consiguientemente dentro de ellos los plazos que indudablemente representan el alcance mediático de la acciones de garantía y el reparo que sus recurrentes tienen en cuanto a su espera.

f. Comparativa Porcentual  de  las  Resoluciones  del TC, de los Años  2 004 y 2 005 y su Efecto Protector: Analizadas las Resoluciones y conforme se podrá apreciar en los Cuadros Nº 5: Efecto,   Cantidad  y   Valor   Porcentual de las Resoluciones del  TC  en   los    Procesos    Constitucionales    de   Habeas Corpus   en   el   año   2 004, respecto del Universo; y el Cuadro Nº 6 : Efecto, Cantidad y Valor Porcentual de las Resoluciones del TC en los Procesos Constitucionales de Habeas Corpus en el año 2 004, respecto del la Muestra; asimismo graficadas en los Gráficos Nº IX, X, XI y XII, del Capítulo precedente, concerniente  al  Universo y Muestra analizadas, correspondiente al Año 2 004, el 87% de los casos contienen resoluciones denegatorias de la Acción de Garantía interpuesto para proteger la Libertad Individual, con lo cual podemos establecer que en la expedición de sus resoluciones, el Tribunal Constitucional no protegía la Libertad Individual, ni los Derechos Constitucionales Conexos. Sin embargo, podemos precisar que los Cuadros Nº 7: Efecto,   Cantidad  y   Valor   Porcentual de las Resoluciones del  TC  en   los    Procesos    Constitucionales    de   Habeas Corpus   en   el   año   2 005, respecto del Universo; y el Cuadro Nº 8: Efecto, Cantidad y Valor Porcentual de las Resoluciones del TC en los Procesos Constitucionales de Habeas Corpus en el año 2 005, respecto del la Muestra y representadas gráficamente  en los Gráficos Nº XIII, XIV, XV y XVI, el 80% de los casos contienen resoluciones denegatorias de la Acción de Garantía, con lo cual y desde el punto de vista cuantitativo podemos apreciar la diferencia respecto del precedente ámbito (2 004) y cuantificada en +7% de resoluciones más a favor del Derecho Tutelado por el Habeas Corpus, además de apreciar una notable configuración de la forma y el fondo de las resoluciones y un énfasis mucho mayor en cuanto a la Interpretación Jurídico – Constitucional se refiere, lo cual deriva en una apreciación mucho más favorable al Derecho Tutelado; independientemente a que aún existen rezagos del antiguo manejo resolutorio por parte del TC, lo cual nos aboca a decir mediáticamente que el Tribunal Constitucional a la entrada en vigencia del Código Procesal Constitucional protege la Libertad Individual y los Derechos Constitucionales Conexos.
Sin embargo, debemos precisar que, aún cuando existían un porcentaje elevado de resoluciones desestimatorias del Recurso Extraordinario sea por Improcedente o por Infundada, las razones por las que el justiciable recurría vía esta Garantía Constitucional, estaba supeditada, en su mayoría, a la existencia de Proceso Judicial. No obstante, ello no significa que el fundamento de las resoluciones realmente obedezca a una motivación razonada con argumentación jurídica adecuada, muy por el contrario, desde nuestro punto de vista, podemos afirmar que las resoluciones emitidas por el TC carecerían de motivación y de argumentación jurídica, denotando un total desconocimiento, por parte de los Magistrados, de los principios de la lógica moderna. Muy por el contrario, aún cuando el porcentaje de las resoluciones desestimatorias del Recurso de Agravio Constitucional siga siendo elevado, sea por Improcedente o Infundada, las razones que merece justificarlas  obedecen a una motivación razonada y con argumentación jurídica adecuada, dado que se ha optado por la forma y el fondo resolutorio plasmada como ejemplo en las Jurisprudencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, las mismas que contienen un fervor interpretativo de los derechos fundamentales y el significado que ello implica cuando se deba dar un fallo a favor o en contra.

Ahora si tenemos en cuenta que se trata de resoluciones provenientes del máximo órgano encargado de no sólo interpretar la Constitución, sino de interpretar, también, las leyes. Asimismo, los ciudadanos esperamos confiados que el TC vele por el fortalecimiento de la democracia y la protección de los Derechos Constitucionales, que, aún cuando en última y definitiva instancia, se sometan a su conocimiento vía los recursos en mención y en su época de prevalencia y de acuerdo a su legislación de mérito.

g. Argumentación, Motivación e Interpretación Normativa en las Resoluciones del TC en los Años 2 004 y 2 005: En efecto, un 60% de las resoluciones correspondiente a la materia de estudio de la Muestra del Año 2 004, simplemente contienen un resumen de lo actuado, es decir, en el rubro referido a los antecedentes se hace un resumen del proceso en sí y, sobre todo, de lo resuelto en las dos últimas instancias precedentes, y el mismo porcentaje de resoluciones contiene una casi transcripción de los fundamentos esgrimidos por la Corte Superior; consecuentemente, no existe un aspecto fundamentativo e innovador, mucho menos una correcta Interpretación de los Derechos Humanos, fundamentalmente, del Derecho a la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos, que son consustanciales a todo ser humano. Muy por el contrario, un 85% de las resoluciones materia de estudio correspondiente a la Muestra del Año 2 005, contienen un rubro mucho más consecuente, desde el punto de vista que la muestra y el resumen de los antecedentes no sólo constituye una elementalidad breve, sino que por el contrario contiene toda una estructura interpretativa, partiendo desde considerar de suma importancia el contenido de los antecedentes y tomándose el tiempo y la sapiencia de todo buen Magistrado Constitucional, para reinterpretar dichos antecedentes tanto de primera como de segunda instancia y fundamentar su conformidad o disconformidad con lo resuelto, todo ello habrá de servir para luego de hacer un extenso y fundamentado análisis material del petitorio, resolver favorable o desfavorablemente, quedando en todo caso el regazo y la conformidad del recurrente, por cuanto el trabajo Magistral de los Miembros de la Sala del TC lo pone en manifiesto finalmente.

Así pues, como se dijo, la Acción de Habeas Corpus, tiene como objetivo la de reponer las cosas al estado anterior de la violación o amenaza de violación de un Derecho Constitucional, siendo ello así, se advierte de que el TC, al haber resuelto los Recursos Extraordinarios, transgredía nuestro Sistema Legal Sustantivo, así como nuestro ordenamiento constitucional, ya que aún cuando existe evidente amenaza de violación al Derecho Constitucional y la violación de los Principios Generales del Derecho, como son los casos de Economía y Celeridad Procesal, el Tribunal resolvía en atención al conflicto interno producido entre las autoridades que intervinieron en la detención sin tener en cuenta la verdadera y real causa que dio lugar a la detención. Con lo cual, una vez más se evidencia la carencia que existía en cuanto a la argumentación y motivación de las resoluciones, máxime si se trata de un Órgano Supremo de Interpretación de la más elemental norma de un país, es decir, de la Constitución del Estado, y en el caso particular de nuestro Estudio, de la norma que reglamentó la Garantía Constitucional del Habeas Corpus al que hemos denominado a lo largo de todo nuestro trabajo como Legislación Disgregante.

Por nuestro lado, el TC, al haber resuelto  los Recursos de Agravio Constitucional, es notorio que existe una línea favorable en cuanto al respeto y aplicación del Sistema Legal Sustantivo, así como al Ordenamiento Constitucional, la aplicación de los Principios Generales del Derecho, son expuestas a lo largo de todo el acto resolutivo. De las resoluciones plasmadas en los fallos del TC, podemos resaltar, a diferencia de la anterior Muestra, que se resuelve en mérito a la evaluación y apreciación objetiva de las reales causas que propiciaron la detención, no dejando de lado el orden interno de las autoridades intervinientes en la detención; con lo cual podemos concretar una afirmación clara cuando decimos que el Tribunal Constitución como Órgano Supremo de la Interpretación Constitucional, hoy en día reafirma su razón de ser, al darle contenido motivante y  argumentativo, así como la aplicación de los márgenes legales constitucionales, considerando la Primacía de los Derechos Fundamentales, más específicamente el Derecho a la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos; pero todo ello tiene un asidero fundamental dentro de este Proceso Constitucional, cual es el Código Procesal Constitucional, norma que reglamenta esta Garantía Constitucional.

Por otro lado, debemos tener en cuenta que las resoluciones emitidas por el TC, sienta precedente de cumplimiento obligatorio y, por lo tanto, se debe tener mucho cuidado en expedir resoluciones de tan alta envergadura e importancia para toda la Nación.

Y, al resolver sin tener en cuenta las garantías procesales de motivación y argumentación, se vulnera elementales garantías de naturaleza constitucional, tales como la transgresión a la libertad individual que todo ciudadano ostenta aún cuando contra él existiera Procesos Judicial abierto o en trámite, siempre que este sea irregular por afectar el Debido Proceso(410) o por excederse del plazo de detención fijado por Ley.

h. La Aplicación de los Plazos al Resolver los Recurso ante el TC, y la Transgresión del Daño Irreparable del Derecho Tutelado: En efecto, la existencia de un Proceso Judicial no impide la interposición de la Garantía Constitucional del Habeas Corpus en razón a que si  bien es cierto que el Art. 2º, Inc. 24, Lit., f) de la Constitución de 1 993, preceptúa de que “nadie puede ser detenido sino por mandato escrito u motivado del Juez o por la autoridades policiales en caso de flagrante delito”, cierto también es que dicha detención está supeditada al cumplimiento de determinados plazos que expresamente señala la Ley.

Y es precisamente que el Código de Procedimientos Penales, así como el Código Procesal Penal que prevén los plazos de detención según se trate de la comisión de un delito común o de la comisión de un delito especial, tales como el Tráfico Ilícito de Drogas o Terrorismo.

En caso de exceder el plazo de la detención establecido sin que existiera resolución final, se estaría incurriendo en Detención Ilegal, precisamente por exceder el plazo de detención fijado por Ley. Y es que los plazos que se fijan para la detención de un ciudadano están enmarcados dentro de un tiempo prudencial, dentro del cual se debe resolver en definitiva su situación legal toda vez que el detenido no puede permanecer en forma permanente privado de su libertad.

De igual modo, como se puede apreciar en nuestra Carta Magna, así como de la Norma Sustantiva Penal, en nuestro ordenamiento jurídico no existe la Detención Preventiva como afirma el TC con lo cual no se ha respetado la Garantía Constitucional del Derecho a la Libertad Individual.

En efecto, no procede ningún otro tipo de detención, sino sólo en los casos establecidos en nuestra Constitución; por tanto, no procede para el respecto una “Detención Preventiva”  efectuada por la Policía Nacional del Perú, según dure y se lleve a cabo una investigación policial, si no existe orden de detención motivada por el Juez. Y es, precisamente, con este hecho que se viola la Libertad Individual de Tránsito del Ciudadano.

Es totalmente lógico suponer que, deviene en irreparable el derecho propugnado a pesar de que con posterioridad se ordene judicialmente la restricción de la libertad personal. Siendo ello así, y no habiendo sido resuelto el Recurso Extraordinario con arreglo a Ley, se crea una indefensión posterior en el Derecho a la Libertad de Tránsito hasta el momento de la violación; con lo cual, el TC transgredió evidentemente una norma de contenido constitucional y los principios lógicos de coherencia con la norma jurídica, sentando con ello, uno de los precedentes más funestos para nuestra Justicia Constitucional y el deber social.

i. Confluencia del Código Procesal Constitucional, cuando la Amenaza o Violación se ha Convertido en Irreparable: Respecto de lo precedentemente tratado, y a diferencia de la Legislación Disgregante (Ley Nº 23 506, sus complementarias y modificatorias), el Código Procesal Constitucional (CPC), en su Art. 5º: Causales de Improcedencia, Inc. 5., estipula al igual que la precedente legislación la improcedencia de la Acción de Garantía, si es que “A la presentación de la demanda ha cesado la amenaza o violación de un derecho constitucional o se ha convertido en irreparable” , pero atinadamente esta misma legislación en su Art. 1º estipula que “[...] Si luego de presentada la demanda cesa la agresión o amenaza por decisión voluntaria del agresor, o si ella deviene en irreparable, el Juez, atendiendo  al agravio producido, declarará Fundada la demanda, precisando los alcances de su decisión...”.(411) Como hemos podido ver, considerando las etapas previas de primera y segunda instancia, en la actual legislación existe un buen reparo a favor del Derecho a la Libertad Individual, comparativamente a la anterior derogada, la cual representaba un demerito desprotector del derecho tutelado. Ahora es cuando ya el TC, evita resolver este tipo de Recursos Instanciales (Recurso de Agravio Constitucional), resulta a decir de la legislación, una carga menos para el máximo Tribunal; y en caso que así lo sea la misma legislación le permite revocar la resolución violatoria del derecho tutelado y reponer las cosas al estado anterior en que fueran resquebrajadas.

j. Resultado Final del Objetivo Planteado: En suma, se encuentra plenamente determinado que el TC no protegía la Libertad Individual ni los Derechos Constitucionales, al resolver los Recursos Extraordinarios que sobre Habeas Corpus fueron sometidos a su conocimiento vía el Recurso Extraordinario. Debido a que por un lado los resolvía en forma totalmente extemporánea, haciendo que el derecho violado se convirtiera en irreparable y, por otro lado, carecían de motivación y argumentación las resoluciones expedidas, máxime si tenemos en cuenta su alta envestidura.

Finalmente, por el lado de la actual legislación vigente plasmada mediante Ley Nº 28 237: Código Procesal Constitucional, podemos afirmar de manera plena, que el TC protege de manera la Libertad Individual y los Derechos Constitucionales Conexos al resolver los Recursos de Agravio Constitucional, que en materia de Habeas Corpus, fueron puestos a su conocimiento vía instancial suprema. La Comparativa Contradictoria existente con la anterior gestión tutelar, radica en una estructura legislativa plena y protectora, que es la base para el afinamiento de los fallos, asimismo los plazos resultan consecuentes respecto de la anterior gestión, independientemente que la alta carga procesal en que aún se cierne el TC, resulta un ápice a la protección tutelar del derecho conculcado. Asimismo, actualmente existe una total diferencia en las resoluciones expedidas, dado que la fundamentación, motivación y argumentación contextual de las mismas resultan ampliamente ligadas al Derecho, la Doctrina y la Jurisprudencia, que son la base para la sustentación justa de un fallo; es importante mencionar que la importancia de estos tres elementos estructurales de la Justicia Constitucional, representan la base para la aplicación de un justo e imparcial fallo.
1.2. Objetivos Específicos:
a. Desde el punto de vista comparativo, establecer los móviles o las razones por las que el Tribunal Constitucional declaraba y declara Fundada, Infundada o Improcedente las resoluciones sometidas a su conocimiento vía el Recurso Extraordinario (según la derogada legislación) y el Recurso de Agravio Constitucional, en mérito al vigente Código Procesal Constitucional; en materia de Habeas Corpus.
b. Determinar si la Legislación Vigente, Jurisprudencia y Doctrina Constitucional constituyen una sólida fuente a la protección de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.
c. Determinar si la disgregante normativa constitucional y la carencia de una legislación global, en materia de Habeas Corpus, constituía un demerito a la interpretación jurídica, así como a la aplicabilidad jurídica – protectora de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.
d. Determinar si la puesta en vigencia del Código Procesal Constitucional, es producto de un tratamiento integral  y concienzudo de la legislación positiva, tomando como base lo resuelto por el Tribunal Constitucional, en materia de Habeas Corpus y la Aplicabilidad Jurídico – Protectora de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.
e. Determinar las cuestiones conexas al problema y el tratamiento que se les ha dado desde el punto de vista jurídico – doctrinario.
Para resolver los Objetivos Específicos, habremos de desarrollar uno por uno los objetivos propuestos, ello todo en base al análisis de las resoluciones materia de análisis y la fundamentación lógica de cada una. Consideremos que nuestros objetivos tratados tendrán incidencia en el largo histórico de tan importante Garantía Constitucional, ya que como ya sabemos, hemos considerados la máxima jurisprudencia emitida por el Tribunal Constitucional dentro de sus dos etapas más importantes de su historia; aquella cuyo asidero legal estuvo enmarcado por la denominada Legislación Disgregante y aquel cuyo asidero legal y normativo está constituido por el Código Procesal Constitucional, denominado en nuestro estudio como la Legislación Global. A partir de este estudio podremos resolver márgenes de tratativa doctrinaria y jurisprudencial – todo ello –, considerando que el TC constituye el Órgano Supremo de la Interpretación Constitucional y que como ya es sabido de acuerdo al Objetivo General planteado y resuelto párrafos precedentes, representó un Órgano que evidentemente no protegió el Derecho a la Libertad Individual y los Derechos Constitucionales Conexos, por los motivos y márgenes tratados, pero que sin embargo y a partir de la entrada en vigencia del Código Procesal Constitucional, la variación consecuente obtuvo otro nivel de representatividad jurídica, por cuanto, el Derecho, la Doctrina y la Jurisprudencia constituyen – ahora – uno de los fundamentos lógicos para la Interpretación Constitucional y su aplicación, cuando el TC resuelve la Acciones de Habeas Corpus, en su última y definitiva instancia, constituyendo por tanto, una jurisprudencia sólida y firme respecto de la histórica precedente.

a. Desde el punto de vista comparativo, establecer los móviles o las razones por las que el Tribunal Constitucional declaraba y declara Fundada, Infundada o Improcedente las resoluciones sometidas a su conocimiento vía el Recurso Extraordinario (según la derogada legislación) y el Recurso de Agravio Constitucional, en mérito al vigente Código Procesal Constitucional.
Como es lógico, en este rubro desarrollaremos en forma separada lo resuelto por el Tribunal Constitucional, según se trate de Resoluciones que declaran Improcedentes, Infundadas y Fundadas respectivamente; ello en mérito a los Ámbitos Cuantitativo (Universo y Muestra) y Temporal considerados en nuestra Investigación. Para lo cual necesariamente esgrimiremos todos los fundamentos de hecho y de derecho que sustentan las resoluciones en estudio, y que son base indispensable para decidir las causas en cuestión y además constituyen sustento jurisprudencial para fallos futuros.

1.2.1. Resoluciones Improcedentes:
a. Muestra correspondiente al Año 2 004:
EXP Nº 1511-2004-HC/TC                                                      
CAÑETE

LUIS ALBERTO 

SÁNCHEZ VICENTE

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a 4 de agosto de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Alva Orlandini, Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por doña Flor Esther Vicente Campo, a favor de don Luis Alberto Sánchez Vicente, contra la Resolución de la Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Cañete, de fojas 54, su fecha 13 de abril de 2004, que declara improcedente la acción de hábeas corpus de autos. 

ANTECEDENTES:
Con fecha 26 de marzo de 2004, la recurrente interpone acción de hábeas corpus contra el Juez de Familia José Gutiérrez Villalta, solicitando que se declare nula la Resolución N° 1, su fecha 1 de setiembre de 2003, obrante a fojas 29, por afectar el derecho del beneficiario a la libertad individual, por cuanto ha ordenado internamiento preventivo en el Centro de Diagnóstico y Rehabilitación de Lima, alegando que ello es improcedente porque el inculpado, a la fecha, es mayor de edad, y, por tanto, se vulnera el artículo 211° de la Ley del Niño y el Adolescente, agregando que el proceso no se sustanció regularmente y que el beneficiario está exento de responsabilidad.

El emplazado aduce que el proceso se tramitó con regularidad, dándosele al inculpado, en todo momento, acceso para ejercer sus derechos a la defensa y a la pluralidad de instancias. 

El Segundo Juzgado Penal de Cañete, con fecha 26 de marzo de 2003, declaró improcedente la acción, por considerar que las medidas dictadas por el Juzgado Especializado de Familia de Cañete son conformes a ley.

La recurrida confirmó la apelada, considerando que no existió violación de los derechos invocados y que las anomalías del proceso deben resolverse en el mismo, y no mediante acción de garantía, de acuerdo con la Ley N.° 23506; agregando que no procede la acción de hábeas corpus contra una resolución emanada de procedimiento regular, como es el caso. 

El titular del Juzgado Especializado en Familia de Cañete, José Milton Gutiérrez  Villalta, en recurso de fecha 23 de  julio de 2004,  dirigido al Tribunal Constitucional,  adjunta copia de la  Sentencia emitida por el Quinto Juzgado de Familia Especializado en lo Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima, su fecha 3 de junio de 2004, imponiendo al adolescente infractor  Luis Alberto Sánchez Vicente la medida socioeducativa de DOCE MESES DE INTERNAMIENTO en el Centro Juvenil de  Diagnóstico de Lima, la misma que vence el 24 de marzo de 2005.

FUNDAMENTOS:
1. La acción de hábeas corpus procede cuando se vulnera o amenaza la libertad individual, conforme al artículo 12° de la Ley de Hábeas Corpus y Amparo N° 23506. 

 El artículo 6° esta ley establece las causales de improcedencia: “no proceden contra resolución judicial o arbitral emanada de un procedimiento regular”. El artículo 239º del Código del Niño y el Adolescente, aprobado por Ley N° 27337, señala, bajo el título Excepción, que “Si el adolescente adquiere la mayoría de edad durante el cumplimiento de la medida, el Juez podrá prolongar cualquier medida hasta el término de la misma. Si el Juez Penal se hubiera inhibido,  por haberse establecido la minoría de edad al momento de los hechos, asumirá competencia el Juez de Familia aunque el infractor hubiera alcanzado la mayoría de edad. En ambos casos, la medida terminará compulsivamente al cumplir [se] los veintiún años de edad”, resultando improcedente la acción interpuesta contra la Resolución N.° 1, que declara internamiento preventivo.

 Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú  

HA RESUELTO

 Declarar IMPROCEDENTE la acción de hábeas corpus.

 Publíquese y notifíquese.
 SS.

 

ALVA ORLANDINI

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA 

EXP. N° 2452-2004-HC/TC

HUAURA

HILDER AGUIRRE ALAYO
RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
Huacho, 22 de setiembre de 2004
VISTO:

El recurso Extraordinario interpuesto por don Hilder Aguirre Alayo contra la resolución de la Sala Especializada Penal de la corte superior de Justicia de Huaura, de fojas 126, su fecha 24 de junio de 2004, que, revocando la apelada, declara improcedente la acción de hábeas corpus de autos interpuesta contra don Francisco Rivera Navarro, fiscal adjunto de la Segunda Fiscalía Provincial de Barranca, y contra el jefe de la Delegación Policial de Paramonga y demás efectivos policiales de dicha dependencia policial; y,

ATENDIENDO A:
1. Que, con fecha 28 de mayo de 2004, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra la Delegación Policial de Paramonga, manifestando que sus efectivos policiales sin mandato judicial, lo detuvieron, obligándolo, por la fuerza, a autoinculparse, amenazándolo con seguir con los maltratos. Agrega que se consignó irregularmente la presencia fiscal, sin que el representante del Ministerio Público emplazado hubiese estado durante la toma de su manifestación indagatoria, por lo que se vulneraron sus derechos al debido proceso y a la libertad individual.

2. Que del tenor de la demanda se deduce que se solicita un pronunciamiento sobre la supuesta detención arbitraria de la que habría sido objeto el actor, así como sobre la autoinculpación registrada en el Atestado Policial N.° 039-2004-VII-DITERPOL-L-JEF-SEG-C-UI-SEINPOL. Asimismo, se cuestiona su incidencia en la libertad personal.

3. Que al respecto, es necesario precisar que, aunque la norma constitucional reconoce a la libertad personal, no solo como un derecho fundamental, sino también como un valor superior del ordenamiento jurídico, este derecho no es absoluto, pues se encuentra regulado por el artículo 12° de la Ley N.° 23506, que establece los derechos protegidos y la procedencia de la acción de hábeas corpus.

4. Que de autos se advierte que el actor se encuentra detenido por mandato judicial dictado por el Primer Juzgado Penal de Barranca, en la causa penal N.° 287-2004, seguida en su contra por el delito de robo agravado (f. 72-76); en consecuencia, ha operado la sustracción de la materia del hecho controvertido, conforme lo establece el artículo 6°, inciso 1, de la Ley N.° 23506.

5. Que, respecto a la autoinculpación contenida en el Atestado Policial y al valor probatorio que pudiera atribuírsele, es preciso señalar que, por disposición de la ley procesal específica, dicho documento es considerado un medio de prueba que, al igual que otros elementos probatorios, deberá ser actuado en el juicio oral, donde el juzgador, al emitir el fallo, explicará las razones que lo llevaron a determinar la inocencia o culpabilidad del procesado.

En este orden de ideas, el valor probatorio del referido atestado policial, en el caso que fuera considerado elemento probatorio, deberá ser confirmado con otros de igual naturaleza, y mencionado expresamente en la sentencia a expedirse; por lo tanto, existe la posibilidad de que el juzgador le atribuya valor probatorio, en cuyo caso señalará qué pruebas o medios de prueba lo confirman, de manera que la amenaza que se le atribuye a dicho documento no es concreta.

6 Que, finalmente, es necesario puntualizar que el representante del Ministerio Público ha formulado denuncia en ejercicio de sus atribuciones y en su condición de titular de la acción penal, lo que no implica la vulneración de ningún derecho constitucional.

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le confiere la Constitución Política del Perú

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE la demanda.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

REVOREDO MARSANO
EXP. Nº  1016-2003-HC/TC

LIMA

SEGUNDO NICOLÁS 

LÓPEZ TRUJILLO 

 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 17 días del mes de agosto de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los señores magistrados Alva Orlandini, Presidente; Gonzales Ojeda y  García Toma,  pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Segundo Nicolás Trujillo López contra la sentencia de la Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 122, su fecha 27 de enero de 2003, que declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
El recurrente, con fecha 20 de diciembre de 2002, interpone acción de hábeas corpus contra el Vocal integrante de la Sala Penal Especial de la Corte Superior de Justicia de Lima, don Marco Antonio Lizárraga Rebaza, sosteniendo que el emplazado, en el Proceso Penal N.° 02-02, actuando como vocal instructor, resolvió abrirle investigación judicial por la comisión de delitos contra la tranquilidad pública, la administración de justicia y la administración pública, habiéndole impuesto la medida de detención, pese a que no concurren los presupuestos procesales que fundamentan esta medida de coerción, vulnerándose su libertad personal.

Realizada la investigación sumaria, el magistrado demandado rinde su declaración explicativa manifestando que el mandato de detención fue motivado razonada y suficientemente, conforme lo dispone el artículo 135° del Código Procesal Penal.

El Vigésimo Quinto Juzgado Penal de Lima, con fecha 30 de diciembre de 2002, declaró improcedente la demanda, por estimar que en el caso del accionante los criterios que sustentan su detención son suficientes y razonados, siendo de aplicación el artículo 6°, inciso 2) de la Ley N.° 23506.

La recurrida confirmó  la apelada, por los mismos fundamentos. 

FUNDAMENTOS:
1. El recurrente sostiene que se atenta contra su libertad personal por haberse dictado arbitrariamente mandato de detención en su contra.

2. Al respecto, del análisis tanto de la resolución de fecha 6 de diciembre de 2002, que decreta contra el accionante la cuestionada medida de detención, como de los actuados que obran en el expediente, se concluye que en ella se expone la fundamentación de hecho y de derecho que justifica con suficiencia y razonabilidad la adopción de esta medida de restricción de la libertad personal, habiendo cumplido el magistrado emplazado con el deber jurisdiccional constitucional de motivar las resoluciones judiciales. Por otro lado, debe precisarse que las alegaciones y constataciones de hecho de índole probatorio que efectúa el demandante en su escrito postulatorio de demanda, son aspectos cuya valoración no le corresponde a este Tribunal, sino que deben ser dilucidadas en sede penal.

3. Siendo así, resulta de aplicación al caso el artículo 6°, inciso 2 de la Ley N° 23506.

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO

Declarar IMPROCEDENTE la acción de hábeas corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA
EXP Nº 1102–04-HC/TC

AYACUCHO

MAXIMILIANO 

VARGAS ESPINOZA
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
En Lima, a 24 de agosto de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Alva Orlandini, Gonzales Ojeda y García Toma,  pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Maximiliano Vargas Espinoza contra la Resolución de la Segunda Sala Mixta, de fojas 38, su fecha 9 de febrero de 2004, que declara improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 19 de enero de 2004, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra los vocales Marcial Jara Huayta, Rojas Ruiz de Castilla y Cárdenas Peña, integrantes de la Segunda Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Ayacucho, alegando que se han vulnerado sus derechos constitucionales a la libertad individual y al libre tránsito, al debido proceso y a la tutela jurisdiccional, al haberse limitado el beneficio penitenciario al que se hallaba acogido, ya que, mediante sentencia de fecha 30 de marzo de 2001, se le condenó por el delito de trafico ilícito de drogas, así como por delitos económicos y financieros conexos, en agravio del Estado, a 18 años de pena privativa de libertad, la que impugnó junto con el Ministerio Público, después de lo cual se emitió Auto con fecha 13 de julio de 2001, el cual integró la sentencia anterior corrigiéndola en el extremo que declaró de aplicación a la situación del condenado el artículo 297° del Código Penal; agregando que ello lo perjudica y le impide gozar de los beneficios penitenciarios a los que estaba acogido, pues estos se restringen únicamente a los condenados bajo el artículo 296° del Código Penal. Considera que este Auto aclaratorio es un incremento de su pena, en evidente contradicción de la Ley N.° 27454, que modificó el artículo 300° del Código de Procedimientos Penales, que señala que, en una resolución impugnada por uno de los sentenciados y el Ministerio Público, solo puede confirmarse o reducirse la pena, mas nunca aumentarse.

El Primer Juzgado Penal de Huamanga, con fecha 20 de enero de 2004, declara improcedente la acción, por considerar que, al haberse interpuesto recurso de nulidad junto con el Ministerio Público, la Corte Suprema simplemente confirmó el quántum de la pena impuesta, efectuando una simple adecuación del tipo penal al artículo 297° del Código Penal, con lo cual las resoluciones y autos en cuestión se enmarcaron en un orden judicial; añadiendo que, de haber discrepancias, estas deben ventilarse dentro del mismo proceso, según lo dispone la Ley N.° 25398, y que el auto aclaratorio constituía una resolución judicial firme contra la cual no podían interponerse acciones de garantía.

La recurrida confirma la apelada argumentando que la demanda carece de fundamento fáctico y legal, pues es atribución del Tribunal Supremo modificar la pena a criterio, según lo señalado en el artículo 300° del Código de Procedimientos Penales.

FUNDAMENTOS

1. La Ley N.° 27454, de 24 de mayo de 2001, modificó el artículo 300° del Código de Procedimientos Penales, estableciendo las formas en que el juzgador puede proceder en casos de impugnación de sentencias, dependiendo de quienes sean las partes que impugnen. Al respecto, señala que “Si el recurso de nulidad es interpuesto por uno o varios sentenciados, la Corte Suprema solo puede confirmar o reducir la pena impuesta y pronunciarse sobre el asunto materia de impugnación (...). Si el recurso de nulidad es interpuesto por el Ministerio Público, la Corte Suprema podrá modificar la pena impugnada, aumentándola o disminuyéndola cuando esta no corresponda a las circunstancias de la comisión del delito”. El accionante considera que con el Auto aclaratorio de sentencia, emitido el 13 de julio de 2001, se ha realizado un ilegal incremento de la pena, que lo perjudica al impedírsele acceder a los beneficios penitenciarios del artículo 296° del Código Penal.

2. El auto en cuestión, de fecha 13 de julio de 2001 (f. 10), no modifica el quántum de la pena impuesta inicialmente, ya que en la sentencia de fecha 30 de marzo de 2001 (f. 1),  se lo condena por el delito de tráfico ilícito de drogas en agravio del Estado, subsumido en el artículo 296° del Código Penal. El Código de Procedimientos Penales, en su artículo 298°, segundo parágrafo, establece que “los jueces y tribunales están facultados para completar o integrar en lo accesorio, incidental o subsidiario, los fallos y resoluciones judiciales”. Así, en uso pleno de esta facultad, que no afecta ni es incompatible con el debido proceso ni la tutela jurisdiccional efectiva, se emite el Auto de aclaración, en el cual se integra la anterior sentencia, condenándose al demandante conforme al artículo 297°, inciso 7, pero sin variarse el quántum de la pena impuesta, manteniéndose esta en 18 años, por lo cual el argumento del accionante no se sostiene, pues no ha habido incremento irregular en la pena.

3. La Ley N° 23506, de Hábeas Corpus y Amparo, señala, en su artículo 6°, inciso 2, que las acciones de garantía no proceden “contra resolución judicial o arbitral emanadas de procedimiento regular”, lo que ha quedado acreditado en autos. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar IMPROCEDENTE la acción de hábeas corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA
EXP. N° 1732-2004-HC/TC 

LIMA  

ROBERTO LORENZO 

RODRÍGUEZ ARÉVALO 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a 20 de julio de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Presidente; Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO 

Recurso Extraordinario interpuesto por Roberto Lorenzo Rodríguez Arévalo contra la resolución de la Primera Sala Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 142, su fecha 23 de enero de 2004, que declara  improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES

Con fecha 21 de noviembre de 2003, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra la Sala Nacional de Terrorismo, integrada por los vocales Piedra Rojas, Bendezú Gómez y De Vinatea Vara Cadillo; contra el titular del Tercer Juzgado Especializado de Terrorismo, Walter Castillo Yataco, y el titular de la Cuarta Fiscalía Provincial Especializada en Terrorismo, Juan Héctor de la Cruz Aguilar; solicitando que se declare inaplicable a su caso el Decreto Ley 25475, nulos los Decretos Legislativos N.os 921 y 922, por ser inconstitucionales, y también la Resolución de la Sala, de fecha 6 de octubre de 2003 y el auto de apertura de instrucción, e insubsistente la denuncia fiscal; y que, en consecuencia, se disponga su inmediata libertad. Manifiesta que se le abrió instrucción por el presunto delito de terrorismo, sobre la base del atestado policial de fecha 20 de abril de 1995, documento que sería nulo puesto que se le obligó a autoincriminarse, vulnerándose no solo los principios constitucionales de tipicidad, legalidad y del juez natural, sino los derechos constitucionales al debido proceso, al desviársele de la jurisdicción predeterminada por ley, y de defensa.

Realizada la investigación sumaria, el actor se ratifica en los términos de su demanda, y solicita que, vía control difuso, se declare inaplicable a su caso el Decreto Ley 25475; en tanto que el titular del Tercer Juzgado Especializado en Terrorismo de Lima, señor Castillo Yataco, declara que no se ha vulnerado el principio del juez natural y que la competencia para conocer de procesos de terrorismo se estableció mediante Resolución N.º 03-2003-SPPCS, comprendida en los alcances de la Tercera Disposición Complementaria del Decreto Legislativo N.º 922, sin carácter discriminatorio ni arbitrario, sino como consecuencia de la carga procesal existente. Por su parte, el fiscal emplazado sostiene que no es atribución del Ministerio Público pronunciarse sobre la constitucionalidad e inconstitucionalidad de las normas, y los vocales emplazados Bendezú Gómez y De Vinatea Vara Cadillo declaran que no existe vulneración constitucional, pues el mandato de detención se decretó en un proceso regular; agregando que los supuestos de hecho descritos en el tipo penal de traición a la patria se encuentran descritos en las modalidades de terrorismo preexistente, conforme a lo establecido por el Tribunal Constitucional.

El Trigésimo Juzgado Penal de Lima, con fecha 12 de diciembre de 2003, declara improcedente la demanda, por considerar que no proceden las acciones de garantía contra resolución judicial emanada de proceso regular.

La recurrida confirma la apelada por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS 
1. La presente acción de hábeas corpus cuestiona el auto de apertura de instrucción que se habría sustentado en la denuncia fiscal formulada sobre la base de un atestado policial supuestamente nulo; es decir, que se pretende que, mediante control difuso, se declare inaplicable al accionante el Decreto Ley 25475.

2. De autos se advierte que el accionante se encuentra sujeto a nuevo juzgamiento por el delito de terrorismo (f. 21-56), proceso regulado por el Decreto Ley N.º 25475, que establece penalidad para los delitos de terrorismo y los procedimientos para la investigación, la instrucción y el juicio. Siendo ello así, son materia de análisis no solo el valor probatorio concedido al atestado policial que sustenta la denuncia fiscal, el auto que abre instrucción y el nuevo juzgamiento al que está siendo sometido el demandante, sino también el mencionado Decreto Ley.

3. Con respecto al atestado policial, cuyo vicio o irregularidad no precisa el actor, es necesario mencionar que, por disposición de la ley procesal específica, este medio probatorio, al igual que todos los aportados al proceso, debe actuarse durante el juicio oral, a fin de establecer la responsabilidad penal. Asimismo, es necesario indicar que su valor probatorio, en caso de ser considerado como prueba, deberá estar corroborado con otras de igual naturaleza, y mencionado expresamente en la sentencia a expedirse. Se advierte, también, que el valor probatorio que le atribuye el accionante no es concreto y que la denuncia del representante del Ministerio Público se formula en ejercicio de sus atribuciones y en su condición de titular de la acción penal, lo que no implica la vulneración de ningún derecho. 

4. Finalmente, respecto al cuestionamiento del nuevo juzgamiento por el delito de terrorismo, conforme a la jurisprudencia de este Tribunal, la declaración de inconstitucionalidad del tipo penal previsto en el Decreto Ley N.° 25659 no impide que los que fueron sentenciados como autores del delito de traición a la patria puedan volver a ser procesados, esta vez, por el delito de terrorismo previsto en el Decreto Ley N.° 25475, toda vez que los mismos supuestos de hecho del primero se encuentran regulados en el Decreto Ley N.° 25475, cuyo tipo penal se ha declarado constitucional (cf. STC 010-2002AI/TC); en consecuencia, no existe vulneración del principio de tipicidad  invocado.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO

Declarar IMPROCEDENTE la acción de hábeas corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS. 

ALVA ORLANDINI 

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA
EXP Nº 2141-2004-HC/TC

HUÁNUCO

ANÍBAL CHÁVEZ ARIAS

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 25 de agosto de 2004

VISTO:
El Recurso Extraordinario interpuesto por don Hernán Gorin Cajusol Chepe a favor de don Aníbal Chávez Arias, contra la resolución expedida por la Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Huánuco, de fojas 218, su fecha 7 de abril de 2004, que, confirmando la apelada, declara infundada la acción de hábeas corpus de autos; y,

ATENDIENDO A:
1. Que el recurrente, con fecha 18 de febrero de 2004, interpone acción de hábeas corpus contra el Juez del Tercer Juzgado Penal de Huánuco, doctor David Beraun Sánchez, alegando que el auto de fecha 20 de enero de 2004, de fojas 14, emitido por el despacho del mencionado magistrado, lesiona su derecho a la libertad individual, por librar una orden de ubicación y captura inmediata en su contra; consecuentemente, solicita que se levante ésta, aduciendo que en el proceso seguido en su contra se han cometido una serie de irregularidades que afectan su derecho a un debido proceso, puesto que no se le permitió ejercer su derecho de defensa y se le juzgó por un delito que no fue materia de instrucción.

2. Que el accionado manifiesta que no existió la violación del debido proceso alegada, aduciendo que las órdenes de detención dictadas en contra del justiciable obedecen a que él, junto con otras personas, estaban siendo procesados por los delitos de apropiación ilícita, fraude en la administración de personas jurídicas, contra la fe pública, en la modalidad de falsificación de documentos en general, y corrupción de funcionarios en la modalidad de corrupción activa, en agravio de la Universidad Privada de Huánuco y el Estado, previstos y penados por los artículos 190°, 198°, 361°, 399° y  427° del Código Penal, con mandato de detención, de modo que el accionante tenía la calidad de acusado ausente con orden de captura, la cual fue constantemente  renovada en virtud de lo dispuesto por la Segunda Sala Penal de Huánuco, negándose, en todo momento, a ponerse a derecho, razón por la cual adquirió la condición de reo ausente. Agrega que, emitirse el auto ampliatorio de instrucción por delito de apropiación ilícita agravada, tras el dictamen fiscal ampliatorio de denuncia emitido por la Fiscalía como titular de la acción penal y en uso de las facultades que le confiere su Ley Orgánica, el auto que declara prescripción de los otros delitos, de fecha 23 de enero de 2003, obrante a fojas 11, en ningún momento anuló o dejó sin efecto el proceso en lo referido a este último delito, ni los actuados previamente, ni mucho menos las reiteradas órdenes de ubicación y captura, por lo cual la orden dada en el auto apertorio de instrucción del 20 de enero de 2004 cuestionado, en virtud de la instrucción por el nuevo delito, fue válida y legal, por lo que no es procedente dictar un nuevo mandato al respecto.

3. Que el Cuarto Juzgado Penal de Huánuco, mediante Resolución de fecha 20 de febrero de 2004, declaró improcedente la demanda, estimando que el auto ampliatorio de instrucción en contra del demandante se ajustó al debido proceso; y que el accionante y sus co procesados en ningún momento interpusieron los recursos impugnatorios que les franquea la ley.

4. Que la recurrida confirmó la apelada, por los mismos fundamentos, agregando que el mandato de detención dictado junto con el auto de apertura de instrucción, de fecha 24 de setiembre de 1996, siguió vigente tras la declaratoria de prescripción, y fue confirmado por la Sala Suprema mediante Resolución de fecha 13 de octubre de 2003, en la que se resuelve la nulidad presentada por el abogado del inculpado, confirmando la apertura de instrucción por apropiación ilícita agravada, sin que se afecte la libertad individual del demandante por esta nueva situación, pues anteriormente había adquirido condición de reo ausente. Concluye señalando que el juzgamiento oral se dará inicio en cuanto el demandante y los otros citados se pongan a derecho, tal como consta en reiteradas sentencias que reservaron su juzgamiento, según consta de fs. 60 y 86 de autos.

5. Que las acciones de garantía proceden en los casos en que se violen los derechos constitucionales por acción u omisión de actos de cumplimiento obligatorio, de conformidad con el artículo 2°  de la Ley N.° 23506; más aún, el inciso a) del artículo 16° de la Ley N.° 25398 dispone que no procede la acción de hábeas corpus cuando el recurrente tenga instrucción abierta o se halle sometido a juicio por los hechos que originan la acción de garantía. 

6. Que, con posterioridad a la elevación de los autos a este Tribunal Constitucional en vía de recurso extraordinario, la Sala Penal Superior de Huánuco emitió el auto aclaratorio de fecha 14 de abril de 2004, integrando la Resolución del 13 de octubre de 2003, de acuerdo a las facultades conferidas por el artículo 298° del Código de Procedimientos Penales, segundo párrafo, disponiendo que se levanten las órdenes de ubicación y captura dictadas contra el accionante; el cual fue complementando mediante auto de fecha 9 de julio de 2004, que le dicta orden de comparecencia restringida, precisando que el accionante adquirió la condición de reo libre, y estableciendo una serie de normas de conducta, bajo apercibimiento de revocarse el mandato de comparecencia.

7. Que la emisión del auto citado anteriormente, que integró la Resolución de fecha 13 de octubre de 2003, así como ésta, son etapas de un proceso que continúa en trámite. Por consiguiente, no procede la interposición de acción de garantía, pues las anomalías del proceso se resuelven mediante los mecanismos previstos dentro del mismo, tales como las solicitudes de revocación de mandato de detención que, cabe subrayar, interpuso el demandante, las cuales fueron revocadas por el órgano pertinente. Asimismo, este Tribunal, al haber tomado conocimiento del auto de fecha 14 de abril de 2004, considera que ha operado la sustracción de materia, prevista en el inciso 1) del artículo 6° de la Ley N.° 23506, al haber cesado la situación violatoria del derecho que se invoca en la demanda.

8. Que debe tenerse en cuenta que el auto del 27 de abril de 2004, citado precedentemente, ordenó la devolución de los actuados al Tercer Juzgado Penal de Huánuco, a fin de que éste proceda a calificar la situación jurídica del procesado respecto del auto ampliatorio de instrucción, consignando, en su considerando quinto, que: “(...) en ninguna etapa de la instrucción seguida el reo ausente Chavez Arias se presentó a brindar su declaración instructiva, a pesar de tener pleno conocimiento de los hechos ilícitos que se le incriminaron, denotándose su ánimo de eludir la acción de la justicia (...)”, agregando en el mismo párrafo, que: “(...) se advierte de lo mencionado la renuencia del recurrente de concurrir al juzgamiento correspondiente por los hechos ilícitos que se le atribuyen, así como su persitente resistencia a colaborar con la justicia, (...)” criterios que deben ser tomados en cuenta por el Colegiado encargado del proceso al momento de resolver.

9. Que consentir la acción de hábeas corpus como vía indirecta para la liberación del actor, implicaría desnaturalizar su carácter teleológico, pues permitiría que éste se sustraiga de un debido procedimiento. En todo caso, el accionante deberá hacer valer sus derechos en sede judicial, donde serán las instancias pertinentes las que resuelvan su situación jurídica.

Por los considerandos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE  la acción de hábeas corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA
EXP. N° 0248-04-HC/TC

HUAURA

EXAR ROLANDO ESPINOZA CASTILLO

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 20 de Abril de 2004

VISTO:
El Recurso Extraordinario interpuesto por Roberto Wilfredo Rojas Bazalar, abogado de don Exar Rolando Espinoza Castill contra la sentencia de la Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Huaura, de fojas 233, su fecha 19 de diciembre de 2003, que, confirmando la apelada, declaró improcedente la acción de hábeas corpus amparo de autos interpuesta contra la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Huaura; y,

ATENDIENDO A:
1. Que el objeto de la demanda es que se declare insubsistente e inaplicable la Resolución N.° 05 de fecha 27 de setiembre de 2003, y la Resolución N.° 19 de fecha 19 de junio de 2003, dictadas en el proceso que se le sigue por el delito contra el patrimonio; y en consecuencia, solicita que se revoque el mandato de detención y se ordene mandato de comparecencia restringida.

2. Que, el artículo 6°, inciso 2) de la Ley N.° 23506, señala que no proceden las acciones de garantía contra resolución judicial emanada de proceso regular y el artículo 10° de la Ley N° 25398 establece que las anomalías que pudieran cometerse dentro del proceso regular deberán ventilarse y resolverse en el mismo proceso.

Que, en el caso de autos, se cuestiona el mandato de detención señalando que no se ha acreditado la responsabilidad penal del beneficiario de la presente acción, situación que no corresponde ser analizada en el presente proceso; sino dentro del mismo proceso con la interposición que las normas procesales establecen.

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le confiere la Constitución Política del Perú y  su Ley Orgánica, 

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE la acción de hábeas corpus

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

GONZALES OJEDA

GARCIA TOMA
EXP Nº 2757-2004-HC/TC

MADRE DE DIOS

EMERSON VILLAGARAY 

GUTIERREZ

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 23 de noviembre de 2004

VISTO:
El Recurso Extraordinario interpuesto por don Emerson Villagaray Gutiérrez contra la resolución de la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Madre de Dios, de fojas 150, su fecha 12 de julio de 2004, que declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos; y,

ATENDIENDO A:
1. Que, con fecha 14 de abril de 2004, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra el Juez del Primer Juzgado Mixto de Tambopata, señor Alfredo Lechuga Escalante, y contra los Vocales de la Sala Mixta de Justicia de la Corte Superior de Justicia de Madre de Dios, señores Reyes Delgado, Aguilar Lasteros y Prada Onton, solicitando que se declare fundado su pedido de semilibertad, alegando que la Sala Mixta de Justicia de Madre de Dios aplicó arbitrariamente a su caso la Ley N.° 27507, denegando su pedido; considera que dicha aplicación es analógica, lo que contradice el inciso 24-d) del artículo 2° de la Constitución vigente.

2. Que el artículo 4° de la Ley N.° 27507  estipula que está prohibido conceder beneficios penitenciarios de semilibertad a las personas condenadas por delito de violación sexual cuando la víctima es menor de 14 años de edad. Al respecto, de la sentencia de fecha 29 de enero de 2003, por la cual se impuso al actor la pena de 5 años de prisión, se tiene que fue condenado en aplicación del artículo 173° y otros del Código Penal, no habiendo, por tanto, aplicación analógica alguna de la citada ley. Por otro lado, el artículo 16° del Código Penal, invocado por el actor como sustento de su pretensión, especifica como una de las facultades del juzgador la de graduar la pena, lo cual no implica, de ningún modo, que se tenga que dispensar un tratamiento penitenciario distinto a la tentativa respecto de la comisión, más aún cuando el actor ha sido hallado responsable de tentativa en la resolución antes citada.

3. En consecuencia, las resoluciones cuestionadas proceden de un proceso regular en el que no hubo arbitrariedad o irregularidad alguna contra el debido proceso; razón por la que resulta aplicable al caso el inciso 2) del artículo 6° de la Ley N.° 23506. 

Por estos considerandos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política del Perú le confiere,

RESUELVE: 

Declarar IMPROCEDENTE la demanda de hábeas corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GARCÍA TOMA
EXP. N° 2356-2004-HC/TC

LIMA

FRANKI BUSTAMANTE SUPO 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 12 días del mes de agosto de 2004, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, con la asistencia de los señores magistrados Bardelli Lartirigoyen, Revoredo Marsano y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Franki Bustamente Supo contra la sentencia de la Cuarta Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Suprema de Justicia de Lima, de fojas  204, su fecha 11 mayo de 2004, que declara improcedente la demanda interpuesta.

ANTECEDENTES:
Con fecha 12 de febrero de 2004, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra el Juez del Tercer Juzgado de Paz Letrado de La Victoria solicitando que cese la amenaza de detención ordenada por la autoridad judicial demandada, y que se deje sin efecto la orden de detención dictada en su contra. Manifiesta que en el proceso judicial seguido en su contra sobre indemnización por accidente de tránsito (Expediente N° 225-91, mediante Resolución N° 93 de fecha 21 de octubre de 2002, se ordenó trabar embargo sobre los bienes de su propiedad hasta por la suma de S/. 2,999.00, designándosele como depositario de una refrigeradora marca Goldstar; que, posteriormente, mediante Resolución N.° 102, se ordenó que el refrigerador sea entregado al nuevo depositario; que, por diferentes motivos, no le fue posible realizar la entrega del refrigerador al nuevo depositario; y que, mediante Resolución N° 112, se le requirió para que ponga a disposición de la judicatura el refrigerador, bajo apercibimiento de detención.

Practicadas las diligencias de ley se recibe la declaración de la Juez del Juzgado de Paz de La Victoria, Dra. Milagros Requena Vargas, quien manifiesta que el mandato de detención cuestionado es producto del reiterado incumplimiento de la orden expedida por su despacho, a efectos de que el accionante ponga a disposición del Juzgado una refrigeradora que fue embargada en su domicilio. Agrega que el proceso que origina esta acción se ha seguido en forma regular y respetando los derechos procesales de cada una de las partes.

El Cuadragésimo Noveno Juzgado Penal con Reos en Cárcel de Lima, con fecha 8 de marzo de 2004, declara infundada la demanda, por considerar que la decisión judicial cuestionada se encuentra amparada por ley, toda vez que el Código Procesal Civil (artículo 53°, inciso 2) prevé que el juez puede disponer la detención hasta por 24 horas de quien resiste su mandato sin justificación.

La recurrida, revocando la apelada, declaró improcedente la demanda, por considerar que la resolución cuestionada fue emitida en un proceso regular. 
FUNDAMENTOS

1. El objeto del presente proceso es que se deje sin efecto la orden de detención dictada contra el accionante por resolución de fecha 30 de enero de 2004, en el proceso judicial seguido entre éste y Alfredo Henríquez Atalaya sobre indemnización por accidente de tránsito.

2. La acción de hábeas corpus procede cuando el agente agresor vulnera o amenaza arbitrariamente la libertad individual; sin embargo, en el caso de autos no se evidencia que existan tales conductas, apreciándose que, por el contrario, la autoridad judicial emplazada ha  procedido en forma regular, habida cuenta de que: a) conforme obra en autos, se ha cumplido con respetar los derechos procesales que corresponden a las partes, como el de notificar en forma debida cada una de las resoluciones emitidas por la señora Juez de Paz Letrado del Módulo Corporativo de La Victoria; b) el mandato de detención fue ordenado por la magistrada en pleno uso de sus atribuciones, habiéndose estimado que era el más conveniente para garantizar la ejecución de la medida real y bajo el apercibimiento correspondiente de disponerse la detención judicial; y c) la detención que motiva el recurso ha sido ordenada por juez competente dentro de un proceso regular, por lo que resulta aplicable al caso el inciso 2) del artículo 6° de la Ley N° 23506. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confieren la Constitución Política del Perú y su Ley Orgánica

HA RESUELTO

Declarar IMPROCEDENTE la demanda de autos. 

Publíquese y notifíquese.

SS,

BARDELLI LARTIRIGOYEN

REVOREDO MARSANO

GARCÍA TOMA
EXP. N° 2941-2003-HC/TC

LIMA

ASOCIACIÓN DE COMERCIANTES 

MALVINAS II – SAN JUAN DE LURIGANCHO 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 12 días del mes de julio de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los señores magistrados Alva Orlandini, Presidente; Bardelli Lartirigoyen y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por la Asociación de Comerciantes Malvinas II -  San Juan de Lurigancho, debidamente representada por don Julio Tolomeo Huerta Rondán, contra la sentencia de la Sexta Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 138, su fecha 9 de setiembre de 2003, que resolvió inhibirse del conocimiento de la  acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 21 de julio de 2003, la recurrente interpone acción de hábeas corpus contra los señores Mauricio Rabanal Torres, Ysrael Máximo Acuña Raya y Yonny Anyosa Rojas, solicitando que se ordene el cese de los actos de amenaza de violación del derecho constitucional a la libertad individual de sus asociados conforme al cual, según señala, nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ya que los demandados pretenden que desalojen el inmueble que ocupan, utilizando incluso medios violentos,  que atentan contra la integridad física y psicológica de sus miembros.

Refiere que viene ocupando desde hace varios años el terreno de un área de 1, 521.210 metros cuadrados, ubicado en el distrito de San Juan de Lurigancho, donde realiza actividades comerciales, y que la administración anterior de la municipalidad emitió la Resolución de Alcaldía N° 387, de fecha 27 de marzo de 2001, la misma que fue confirmada por la Resolución de Concejo N° 033, de fecha 28 de noviembre de 2001, y que ordena desalojar dicho terreno. Agrega que el acto de desalojo referido no pudo concretarse puesto que el Ejecutor Coactivo de la municipalidad lo declaró inejecutable, ya que dicha entidad no se encontraba facultada legalmente para hacerlo.

Realizada la investigación sumaria, conforme consta en autos a fojas 54, 55, 57 y 83 se constató que la recurrente viene ocupando el terreno en disputa, y que fue notificada por la emplazada para que lo desocupe en un plazo de 45 días improrrogables. Asimismo que dicho lote no reúne las condiciones mínimas de seguridad para su funcionamiento, tal como consta (fojas 44 a 53) en los documentos emitidos por la Contraloría General de la República, la Jefatura de la Unidad de Defensa Civil y COFOPRI.

El Cuadragésimo Tercer Juzgado Penal de Lima, con fecha 25 de julio de 2003, declaró improcedente la demanda, por considerar que la presente acción emana de un proceso regular y, por lo tanto, la medida también lo es, por lo que ésta no vulnera ningún derecho constitucional.

La recurrida se inhibió del conocimiento de la acción de hábeas corpus y ordenó se remita todo lo actuado al Juez Especializado en lo Civil competente, para los fines de ley.

FUNDAMENTOS:
1. Mediante la presente acción la recurrente solicita que se ordene a los demandados que cesen los actos por los cuales viene requiriendo a sus miembros que desalojen el terreno que ocupan, ya que dichos actos vulneran la libertad individual de estos, al pretender obligarlos a realizar lo que la ley no manda. 

2. Según el artículo 12° de la Ley N.° 23506, la acción de hábeas corpus sólo procede en los supuestos comprendidos en dicho artículo, y siempre que se vulnere o amenace la libertad individual; de la revisión de autos se concluye que, en el caso, tales supuestos no existen, siendo los derechos en disputa de naturaleza distinta a los que protege esta acción de garantía, por lo que no pueden ventilarse en esta vía.  En todo caso, la presunta afectación estaría referida a los derechos protegidos en el inciso 10) del artículo 24° de la Ley N.° 23506, que son materia de una acción de amparo, por lo que el presente caso debe ser remitido a la vía correspondiente.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confieren la Constitución Política del Perú y su Ley Orgánica,

HA RESUELTO

1. Declarar IMPROCEDENTE la acción de hábeas corpus.

2. Ordena que se remita todo lo actuado al Juez Especializado en lo Civil competente, para los fines de ley.

Publíquese y notifíquese

SS.

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GARCÍA TOMA
EXP.  N° 2153-2004-HC/TC

LIMA

CÉSAR JERÓNIMO CENTENO
RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima,  12 de agosto de 2004

VISTO:
El Recurso Extraordinario interpuesto por don César Jerónimo Centeno contra la resolución de la Primera Sala Penal con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 34, su fecha 19 de abril de 2004, que, confirmando la apelada, declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos; y,

ATENDIENDO A:
1. Que, con fecha 9 de marzo de 2004, el recurrente interpone, a favor de los vecinos del distrito de Lince, acción de hábeas corpus contra el alcalde de la Municipalidad Distrital de Lince, don César Gonzales Arribasplata, solicitando que se le ordene clausurar aquellos bares y discotecas del distrito que se dedican a la prostitución. Manifiesta que el funcionamiento de los mencionados establecimientos vulnera los derechos de todos los vecinos de Lince a la tranquilidad, al libre tránsito, a la inviolabilidad del domicilio y atenta contra su integridad física. Agrega que la pasividad del emplazado frente a esta situación constituye una omisión de acto debido.

2. Que, si bien es cierto que es atribución de los alcaldes defender y cautelar los derechos de los vecinos, como lo establece el inciso 1) del artículo 20° de la Ley Orgánica de Municipalidades, así como ordenar la clausura transitoria o definitiva de establecimientos o servicios cuando su funcionamiento está prohibido legalmente o constituye peligro o riesgo para la seguridad de las personas o produzcan ruidos u otros efectos perjudiciales para la salud o la tranquilidad del vecindario, como lo señala el artículo 49.° de la misma norma, también lo es que la acción de hábeas corpus no puede ser utilizada para exigir a la autoridad municipal el cumplimiento de estas atribuciones, puesto que su objeto es otro: el reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de algún derecho constitucional, y, específicamente, cuando se vulnere o amenace la libertad individual, supuestos que no han sido acreditados por el actor. 

Por las consideraciones precedentes, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

RESUELVE


Declarar IMPROCEDENTE la acción de hábeas corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

Bardelli lartirigoyen

gonzales ojeda
EXP. Nº 2915-2004-HC/TC

LIMA

FEDERICO TIBERIO 
BERROCAL PRUDENCIO 

 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTIUCIONAL

En Lima, a los 23 días del mes de noviembre del año 2004, el Tribunal Constitucional en sesión de Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los señores magistrados Alva Orlandini, Presidente; Bardelli Lartirigoyen; Vicepresidente, Revoredo Marsano, Gonzáles Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Federico Tiberio Berrocal Prudencio contra la sentencia de la Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Huaura, de fojas 74, su fecha 15 de septiembre de 2004, que declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
El recurrente, con fecha 27 de agosto de 2004, interpone acción de hábeas corpus contra el Juez de Tercer Juzgado Penal de Huaura, Dr. Miguel Alzamora Zevallos, por considerar vulnerado su derecho a la libertad personal. Refiere que se encuentra internado en el Penal de Carquin desde el 13 de febrero de 2003, por la presunta comisión de los delitos de robo agravado, tenencia ilegal de armas y tráfico ilícito de drogas (TID); y sostiene que a la fecha lleva más de 18 meses detenido, motivo por el cual, en aplicación del artículo 137° del Código Procesal Penal corresponde ordenar su inmediata excarcelación.

El emplazado manifiesta que el proceso es seguido contra 5 personas en agravio de 4. Sostiene que con fecha 17 de febrero de 2004, se elevaron a la Sala los informes finales; que, sin embargo, con fecha 22 de abril de 2004, el expediente fue devuelto al juzgado con la finalidad de que se amplíe el auto apertorio de instrucción en contra de un sexto imputado; y que, a la fecha, no tiene obligación de excarcelar al recurrente, puesto que el artículo 137° del Código Procesal Penal permite que el plazo máximo de detención se duplique en los procesos seguidos por el delito de TID.

El Primer Juzgado Penal de Huaura, con fecha 31 de agosto de 2004, declaró improcedente la demanda, por considerar que el plazo máximo de detención previsto en el artículo 137° del Código Procesal Penal no ha vencido, puesto que el recurrente se encuentra procesado, entre otros delitos, por la supuesta comisión del delito de tráfico ilícito de drogas.

La recurrida confirmó la apelada, por considerar que el proceso seguido contra el recurrente es de naturaleza compleja, pues se investigan tres delitos; y que el plazo máximo de detención previsto en el artículo 137° del Código Procesal Penal no ha vencido, por cuanto uno de los delitos investigados es el de tráfico ilícito de drogas.

FUNDAMENTOS:
1. El recurrente solicita que se ordene su inmediata excarcelación por considerar que se ha vencido el plazo máximo de prisión preventiva previsto en el artículo 137º del Código Procesal Penal (CPP), sin haberse dictado sentencia en primera instancia. En tal sentido, el derecho que se alega como vulnerado es el de no ser detenido provisionalmente más allá de un plazo razonable.

2. En atención a la importancia creciente del tema en revisión, se procederá a analizar su naturaleza e implicancia desde una perspectiva general y con vocación vinculante. 

§1. Presupuestos para la Legitimidad de la Detención Preventiva:
3. Son dos los factores sustanciales que deben ser atendidos por la judicatura al momento de evaluar la razonabilidad y proporcionalidad de la limitación del derecho a la libertad personal materializada en una detención judicial preventiva: de un lado, las causales que la justifican; y, de otro, la duración de la medida. 

El Tribunal Constitucional, en el Caso Silva Checa (Exp. N.° 1091-2002-HC/TC), ha tenido oportunidad de pronunciarse in extenso respecto de las causas que justifican el dictado de una medida de detención; siendo éstas, básicamente, la presunción de que el acusado ha cometido un delito (como factor sine qua non, pero en sí mismo insuficiente), el peligro de fuga, la posibilidad de perturbación de la actividad probatoria (que pudiera manifestarse en la remoción de las fuentes de prueba, colusión, presión sobre los testigos, entre otros supuestos), y el riesgo de comisión de nuevos delitos. Cabe enfatizar que cada una de las razones que permiten presumir la existencia del denominado peligro procesal, deben permanecer como amenazas efectivas mientras dure la detención preventiva pues, en caso contrario, ésta, automáticamente, deviene en ilegítima. 

4. En esta sentencia se ingresa a evaluar el límite temporal de la medida. 

§2. El Derecho al Plazo Razonable de la Detención Preventiva como Manifestación Implícita del Derecho a la Libertad Personal en el Orden Constitucional y Explícita en el Orden Internacional:
5. El derecho a que la prisión preventiva no exceda de un plazo razonable, no se encuentra expresamente contemplado en la Constitución. Sin embargo, se trata de un derecho que coadyuva el pleno respeto de los principios de proporcionalidad, razonabilidad, subsidiariedad, necesidad, provisionalidad y excepcionalidad que debe guardar la aplicación de la prisión provisional para ser reconocida como constitucional. Se trata, propiamente, de una manifestación implícita del derecho a la libertad personal reconocido en la Carta Fundamental (artículo 2º24 de la Constitución) y, en tal medida, se funda en el respeto a la dignidad de la persona humana.

6. Por lo demás, la interpretación que permite a este Tribunal reconocer la existencia implícita del referido derecho en la Constitución, se encuentra plenamente respaldada por su Cuarta Disposición Final y Transitoria, que exige que las normas relativas a los derechos y las libertades que la Constitución reconoce se interpreten de conformidad con los tratados sobre derechos humanos ratificados por el Perú.

Al respecto, debe señalarse que existen diversos tratados en materia de derechos humanos ratificados por el Estado que sí reconocen expresamente este derecho. Tal es el caso del artículo 9°3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que establece que “[t]oda persona detenida (...) tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad”. Por su parte, el artículo 7°5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, reconoce el derecho de “[t]oda persona detenida o retenida (...) a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso”.

En consecuencia, el derecho a que la detención preventiva no exceda de un plazo razonable forma parte del núcleo mínimo de derechos reconocido por el sistema internacional de protección de los derechos humanos y, por tanto, no puede ser desconocido.

7. Es necesario precisar que el derecho a la razonabilidad del plazo de la prisión preventiva es distinto –tanto en su contenido como en sus presupuestos – del derecho a la razonabilidad del plazo del proceso en su totalidad, al que hace alusión el artículo 8°1 de la Convención Americana. 

Así, tal como ha establecido la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: “Un atraso que constituya violación de la disposición del artículo 7.5 puede estar justificado según el artículo 8.1” (Informe N.° 12/96, Caso N.° 11,245, párrafo 110), por el sencillo motivo de que mientras en el primero de los casos de lo que se trata es de garantizar un tiempo limitado de detención, en el segundo se busca garantizar el límite temporal entre el inicio y el fin del proceso.
Esta sentencia se ocupa sólo del primero de los referidos derechos, es decir, del derecho de toda persona a no sufrir detención preventiva más allá de un plazo razonable.

§3. La Detención Preventiva como Medida Excepcional y Subsidiaria:
8. La medida de encarcelamiento ha sido instituida, prima facie, como una fórmula de purgación de pena por la comisión de ilícitos penales de determinada gravedad. En tal sentido, su aplicación como medida cautelar en aras de asegurar el adecuado curso de las investigaciones y la plena ejecutabilidad de una eventual sentencia condenatoria, debe ser la última ratio por la que puede optar un juez para asegurar el éxito del proceso penal. 

9. Tal como establece el artículo 9º3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, “(...) la prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general”. Lo propio queda expuesto en la regla 6.1 de las denominadas Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas privativas de la libertad (Reglas de Tokio), que precisa que: “sólo se recurrirá a la prisión preventiva como último recurso”. Asimismo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha subrayado: “(...) la detención preventiva es una medida excepcional y que se aplica solamente en los casos en que haya una sospecha razonable de que el acusado podrá evadir la justicia, obstaculizar la investigación preliminar intimidando a los testigos, o destruir evidencia. Se trata de una medida necesariamente excepcional en vista del derecho preeminente a la libertad personal y el riesgo que presenta la detención preventiva en lo que se refiere al derecho a la presunción de inocencia y las garantías de debido proceso legal, incluido el derecho a la defensa”. (Informe N.° 12/96, párrafo 84).

10. Por ello, su dictado presupone que el juez penal haya evaluado y –a la luz de las particulares circunstancias de cada caso–, descartado, la posibilidad de dictar una medida menos restrictiva de la libertad personal. Sin embargo, aun en esas circunstancias, resulta inconstitucional que la medida de detención exceda de un plazo razonable. 

§4. Plazo Razonable de la Detención Preventiva, Presunción de Inocencia y Persecución del Delito: 

11. El contenido del derecho a que la detención preventiva no exceda de un plazo razonable se expresa en el adecuado equilibrio entre los dos valores que se encuentran en contrapeso al momento de aplicar la medida: por una parte, el deber del Estado de garantizar sentencias penales justas, prontas y plenamente ejecutables; y, por otra, el derecho de toda persona a la libertad personal (artículo 2º24) y a que se presuma su inocencia, mientras no se declare judicialmente su culpabilidad (artículo 2º24.e).

12. La presunción de inocencia se mantiene “viva” en el proceso penal siempre que no exista una sentencia judicial que, como corolario del cauce investigatorio llevado a cabo con las garantías inherentes al debido proceso, logre desvirtuarla. Mientras ello no ocurra dicho principio debe informar a todos y cada uno de los actos de la judicatura, máxime si existe una medida de detención vigente. La duración desproporcionada de dicha medida desvirtúa la funcionalidad del principio en el seno del proceso, generando la mutación de una medida cautelar en una sanción que, a diferencia de la pena impuesta por una resolución judicial condenatoria, agota su propósito en el abatimiento del individuo, quien deja de ser “sujeto” del proceso, para convertirse en “objeto” del mismo.

13. Tal como ha establecido la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: “(...) el principio de legalidad que establece la necesidad de que el Estado proceda al enjuiciamiento penal de todos los delitos, no justifica que se dedique un período de tiempo ilimitado a la resolución de un asunto de índole criminal. De otro modo, se asumiría de manera implícita que el Estado siempre enjuicia a culpables y que, por lo tanto, es irrelevante el tiempo que se utilice para probar la culpabilidad.” (Informe N.° 12/96, párrafo 78). 

§5. Razonabilidad del Plazo de Detención:
14. Como resulta evidente, no es posible que en abstracto se establezca un único plazo a partir del cual la prisión provisional pueda reputarse como irrazonable. Ello implicaría asignar a los procesos penales una uniformidad objetiva e incontrovertida, supuesto que es precisamente ajeno a la grave y delicada tarea que conlleva merituar la eventual responsabilidad penal de cada uno de los individuos acusados de la comisión de un ilícito. 

15. Este criterio es compartido, por ejemplo, por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), al referir que “el plazo razonable (...) no puede traducirse en un número fijo de días, semanas, meses o años, o en varios períodos dependiendo de la gravedad del delito" (Caso Stogmuller. Sentencia del 10 de noviembre de 1969, párrafo 4).

16. En tal sentido, para determinar si dicha razonabilidad ha sido rebasada, es preciso atenerse a las específicas circunstancias de cada caso concreto.

17. Sin embargo, la imposibilidad de establecer un plazo único e inequívoco para evaluar la razonabilidad o irrazonabilidad de la duración de la prisión preventiva, no impide el establecimiento de criterios o pautas que, aplicadas a cada situación específica, permitan al juez constitucional determinar la afectación del derecho constitucional a no ser privado de la libertad preventivamente más allá del tiempo razonablemente necesario. A continuación, el Tribunal procede a desarrollar los referidos criterios.

§6. Criterios de Evaluación de la Razonabilidad del Plazo de la Prisión Preventiva:
a) Actuación de los Órganos Judiciales: “Prioridad y Diligencia Debida”:
18. Es deber del juez penal dotar de la prioridad debida y actuar con una diligencia especial en la tramitación de las causas en las que el inculpado se encuentre en condición de detenido de un lado porque: “(...) el poder del Estado para detener a una persona en cualquier momento del proceso constituye el fundamento principal de su obligación de sustanciar tales casos dentro de un plazo razonable” (Informe N.° 2/97, párrafo ); y, de otro, porque el procesado que afronta tal condición sufre una grave limitación de la libertad que, strictu sensu, la ley ha reservado sólo a los que han sido efectivamente condenados.

19. De no tenerse presente ello, una medida que debería ser concebida como cautelar y excepcional, se convertiría en un instrumento de excesiva aflicción física y psicológica para quien no tiene la condición de condenado, resquebrajando su capacidad de respuesta en el proceso y mellando el propio principio de dignidad.

Tal como lo ha establecido la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: “[l]a situación jurídica de la persona que se encuentra en prisión preventiva es muy imprecisa: existe una sospecha en su contra, pero aún no ha logrado demostrarse la culpabilidad. Los detenidos en tales circunstancias sufren usualmente grandes tensiones personales como resultado de la pérdida de ingresos, y de la separación forzada de su familia y comunidad. Debe enfatizarse igualmente el impacto psicológico y emocional al que son sometidos mientras dura esta circunstancia.” (Informe N° 2/97. Casos N.os 11205 y otros, párrafo 7).

20. En consecuencia, a efectos de determinar la razonabilidad del plazo de detención, es preciso analizar si el juez penal ha procedido con la "diligencia especial" debida en la tramitación del proceso. (Caso Kenmache. Sentencia del TEDH, párrafo 45).
21. Para determinar si en la causa se ha obrado con la debida diligencia, no sólo se deberá analizar, propiamente: a) la conducta de las autoridades judiciales, sino también, b) la complejidad del asunto, y c) la actividad procesal del interesado. (Caso Toth. Sentencia del TEDH del 12 de diciembre de 1991, párrafo 77/ Caso Genie Lacayo. Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 27 de enero de 1995. Serie C, núm. 21, párrafo 77; aunque en este último caso los criterios fueron utilizados para evaluar la razonabilidad de la duración de la totalidad del proceso).

22. En lo que respecta a la actuación de los órganos judiciales, será preciso evaluar el grado de celeridad con el que se ha tramitado el proceso, sin perder de vista en ningún momento el especial celo que es exigible a todo juez encargado de dilucidar una causa en la que se encuentra un individuo privado de su libertad. En tal sentido, serían especialmente censurables, por ejemplo, la demora en la tramitación y resolución de los recursos contra las decisiones que imponen o mantienen la detención preventiva; las indebidas e injustificadas acumulaciones o desacumulaciones de procesos; o, como estableciera el TEDH, los repetidos cambios de juez instructor, la tardanza en la presentación de un peritaje o en la realización de una diligencia en general (Caso Clooth, párrafo 45).

23. La falta de diligencia de los órganos judiciales tendría lugar, incluso, en aquellos supuestos en los que su actuación se viera “formalmente” respaldada por el ordenamiento legal, puesto que, tal como ha establecido la Corte Interamericana de Derechos Humanos: “(...) nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que –aun calificados de legales– puedan reputarse como incompatibles con el respeto de los derechos fundamentales del individuo, por ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles, o faltos de proporcionalidad”. (Caso Gangaram Panda. Sentencia del 4 de diciembre de 1991. Serie C, núm. 12, párrafo 47).

Así, por ejemplo, tal como ocurriera en el Caso Toth vs. Austria, ventilado en el seno del TEDH, sería atribuible a la falta de diligencia de los órganos judiciales la aplicación de leyes de procedimiento que tengan un injustificado efecto suspensivo sobre las investigaciones en diversas oportunidades. (Sentencia de 12 de diciembre de 1991, párrafo 77).

24. El análisis de la debida o indebida actuación por parte de las autoridades judiciales, debe abarcar el tiempo transcurrido desde que la persona se encuentra efectivamente detenida, hasta el dictado de la sentencia (Caso Wemhoff. Sentencia del TEDH del 27 de junio de 1968, párrafo 16).

b) Complejidad del Asunto:
25. Para valorar la complejidad del asunto es menester tomar en consideración factores tales como la naturaleza y gravedad del delito (Caso Tomasi. Sentencia del TEDH del 27 de agosto de 1992), los hechos investigados, los alcances de la actividad probatoria para el esclarecimiento de los eventos, la pluralidad de agraviados o inculpados, o algún otro elemento que permita concluir, con un alto grado de objetividad, que la dilucidación de una determinada causa resulta particularmente complicada y difícil.

c) Actividad Procesal del Detenido:
26. En lo que respecta a la valoración de la actividad procesal del detenido a efectos de determinar la razonabilidad del plazo, es preciso distinguir el uso regular de los medios procesales que la ley prevé y la falta de cooperación mediante la pasividad absoluta del imputado (muestras ambas del ejercicio legítimo de los derechos que el Estado Constitucional permite), de la denominada “defensa obstruccionista” (signo inequívoco de la mala fe del procesado y, consecuentemente, recurso repudiado por el orden constitucional).

27. En consecuencia, “(...) la demora sólo puede ser imputable al acusado si éste ha abusado de su derecho a utilizar los resortes procesales disponibles, con la intención de atrasar el procedimiento” (Informe N.° 64/99, Caso 11.778, Ruth Del Rosario Garcés Valladares. Ecuador, 13 de abril de 1999. Asimismo, Caso Wemhoff, TEDH, párrafo 2; y Caso Neumeister, TEDH, párrafo 2).

28. Entre las conductas que podrían ser merituadas como intencionalmente dirigidas a obstaculizar la celeridad del proceso, se encuentran la interposición de recursos que desde su origen y de manera manifiesta, se encontraban condenados a la desestimación, o las constantes y premeditadas faltas a la verdad que desvíen el adecuado curso de las investigaciones. Es pertinente tener presente que “[s]i bien todo procesado goza del derecho fundamental a la no autoincriminación, una de cuyas manifestaciones incluso autoriza al inculpado a guardar un absoluto silencio y la más imperturbable pasividad durante el proceso, en el correcto supuesto de que debe ser la parte acusatoria la encargada de desvanecer la inocencia presunta, ello no le autoriza para que mediante actos positivos se desvíe el camino del aparato estatal en la búsqueda de la verdad dentro del proceso” (Caso Bozzo Rotondo, Exp. N.° 0376-2003-HC/TC, FJ. 9).

29. Por otra parte, “[l]as recusaciones constituyen una hipótesis corriente y que suele demorar el curso de un proceso. Aun cuando tales situaciones no justifiquen retardos irrazonables, sí cabe descartar la defensa [del encausado] basada en que, durante su resolución, es posible que intervenga otro juez: pues aunque esto fuese teóricamente posible, lo cierto es que difícilmente puede pedírsele a otro magistrado que prosiga inmediatamente con la instrucción, sobre todo si ésta es prolongada y compleja, pues la sola ‘puesta en autos’ de aquél puede necesitar mucho tiempo” (Gialdino, Rolando. La prisión preventiva en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Artículo publicado en la página web de la Comisión Andina de Juristas: www.cajpe.org.pe/guia/g-prisi.htm).

30. Sin perjuicio de lo expuesto, conviene destacar que, en principio, no podría generar perjuicios para el procesado la repetida presentación de recursos que tengan por objeto la reevaluación de la pertinencia y suficiencia de las razones que, prima facie, legitimaron el dictado del mandato de detención en su contra. Y es que dicha evaluación constante constituye un deber del juez penal, aun en circunstancias en las que no medie una solicitud de parte, de manera tal que, desde el mismo instante en que se desvanece la pertinencia de la motivos que sirvieron de fundamento para el dictado de la medida, ésta debe ser revocada.

31. En todo caso, corresponde al juez penal demostrar la conducta obstruccionista del imputado.

§7. Análisis Constitucional de los Límites Legales del Plazo de la Detención Preventiva:
32. El hecho de que el plazo razonable de duración de la detención preventiva no pueda ser valorado a nivel abstracto, no significa que el ordenamiento jurídico se inhiba de establecer una regulación que sirva de parámetro objetivo para el enjuiciamiento de un caso concreto en el que haya sido dispuesta la medida.

Así lo ha reconocido la Comisión Interamericana de Derechos Humanos cuando afirma que: “La Comisión ha mantenido siempre que para determinar si una detención es razonable, se debe hacer, inevitablemente, un análisis de cada caso. Sin embargo, esto no excluye la posibilidad de que se establezca una norma que determine un plazo general más allá del cual la detención sea considerada ilegítima prima facie, independientemente de la naturaleza del delito que se impute al acusado o de la complejidad del caso. Esta acción sería congruente con el principio de presunción de inocencia y con todos los otros derechos asociados al debido proceso legal.” (Informe N.° 12/96, párrafo 70). 

33. En líneas generales, a nivel del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, dicha regulación es vista como “una muestra inequívoca de buena voluntad” por parte de los Estados, al autovincularse a parámetros previamente establecidos. (Informe N.° 2/97, párrafo 56).

34. En el caso del ordenamiento jurídico nacional, el artículo 137° del Código Procesal Penal regula el plazo máximo de la prisión preventiva. Dicho artículo –en lo que ahora interesa mencionar– establece lo siguiente: 

“La detención no durará más de nueve meses en el procedimiento ordinario y de dieciocho meses en el procedimiento especial siempre y cuando se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 135 del Código Procesal Penal. Tratándose de procedimientos por delitos de tráfico ilícito de drogas, terrorismo, espionaje y otros de naturaleza compleja seguidos contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas, o del Estado, el plazo límite de detención se duplicará. A su vencimiento, sin haberse dictado la sentencia de primer grado, deberá decretarse la inmediata libertad del inculpado, debiendo el Juez disponer las medidas necesarias para asegurar su presencia en las diligencias judiciales.

Cuando concurren circunstancias que importen una especial dificultad o una especial prolongación de la investigación y que el inculpado pudiera sustraerse a la acción de la justicia, la detención podrá prolongarse por un plazo igual.

La prolongación de la detención se acordará mediante auto debidamente motivado, de oficio por el Juez o a solicitud del Fiscal y con conocimiento del inculpado. Contra este auto procede el recurso de apelación, que resolverá la Sala, previo dictamen del Fiscal Superior dentro del plazo de setenta y dos horas. (...)”.
El primer párrafo del artículo 137° del CPP

35. El primer párrafo del citado artículo establece la existencia de dos “tipos” de plazo máximo de detención, distinguibles en razón del delito imputado y de la complejidad de la causa: 

a) De un lado se encuentra el plazo máximo aplicable a los procesos que versan sobre la generalidad de los delitos y cuyo encausamiento, en principio, no reviste mayor complejidad, el cual, a su vez, se divide en razón del tipo procedimiento en que debe ser merituada la causa, de manera tal que si se trata del procedimiento ordinario (denominado sumario por el Código de Procedimientos Penales), el plazo máximo es de 9 meses, y si se trata del procedimiento especial (denominado ordinario por el Código de Procedimientos Penales), 18 meses.

b) De otra parte, tenemos el plazo máximo aplicable a los delitos de tráfico ilícito de drogas, terrorismo, espionaje y otros de naturaleza compleja seguidos contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas, o del Estado, en cuyo caso el plazo máximo es de 36 meses. Se trata de una presunción legal de complejidad, prima facie que, desde luego, podría quedar desvirtuada a la luz del caso concreto.

36. El Tribunal Constitucional encuentra razonable esta diferenciación de los plazos, en la medida en que se tome en cuenta el siguiente factor, que resulta medular al momento de garantizar el contenido del derecho a que la prisión preventiva no exceda de un plazo razonable: los plazos “máximos”. Por ello, es plenamente factible que, luego de un análisis de razonabilidad llevado a cabo bajo los criterios que han sido reseñados en los FF.JJ. 18 a 31, supra, o como consecuencia de la desaparición de las causales que en su momento sirvieron de base para el dictado de la detención, ésta resulte ilegítima aun antes del cumplimiento de los plazos previstos en el artículo 137°.

37. En efecto, tal como lo estableciera la Comisión Interamericana, al evaluar la legislación argentina que se ocupa de la materia: “No se puede juzgar que un plazo de detención preventiva sea ‘razonable’ per se, solamente basándose en lo que prescribe la ley”. La detención sin condena puede no ser razonable aunque no exceda del plazo previsto legalmente. (Informe N° 12/96, párrafos 67 y 72). “[L]a razonabilidad debe estar fundada en la prudente apreciación judicial. (...). En principio, la autoridad judicial tiene la obligación de asegurarse de que la prisión preventiva de un acusado no exceda un plazo razonable. Para tal efecto, debe analizar todos los elementos relevantes a fin de determinar si existe una necesidad genuina de mantener la prisión preventiva, y manifestarlo claramente en sus decisiones referentes a la excarcelación del procesado. La efectividad de las garantías judiciales debe ser mayor a medida que transcurre el tiempo de duración de la prisión preventiva.” (Informe N.° 2/97, párrafos 18 y 19).

38. Así, por ejemplo, dado que en el caso de los delitos de tráfico ilícito de drogas, terrorismo, espionaje, seguidos contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas, o del Estado, la ley ha presumido una complejidad prima facie que, desde un punto de vista abstracto, no resulta inconstitucional, nada obsta para que tal complejidad sea descartada a la luz del caso concreto, siendo deber del juez penal advertirlo a efectos de no mantener vigente el mandato de detención dictado. 

En buena cuenta, no se trata sino de la concreción de la diligencia debida que el juez debe tener al momento de tramitar una causa en la que el procesado se encuentre privado de su libertad.

El Segundo y Tercer Párrafo del Artículo 137° del CPP: La Prolongación del Plazo de Detención:
39. De otra parte, a tenor del segundo y tercer párrafo del artículo 137°, “mediante auto debidamente motivado, de oficio por el Juez o a solicitud del Fiscal y con conocimiento del inculpado”, se concluye que es posible prolongar el plazo máximo de detención “por un plazo igual” a los establecidos en su primer párrafo “cuando concurren circunstancias que importen una especial dificultad o una especial prolongación de la investigación y que el inculpado pudiera sustraerse a la acción de la justicia”. 

40. Una interpretación literal de los preceptos aludidos, se desprendería que, presentadas las circunstancias descritas, los plazos podrían extenderse a 18 meses en el caso de los delitos merituados en procedimiento ordinario, a 36 meses en el caso de los delitos merituados en el procedimiento especial, y a 72 meses en el caso de los delitos de tráfico ilícito de drogas, terrorismo, espionaje y otros seguidos contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas, o del Estado.

41. Sin embargo, al momento de aplicar dichos preceptos, el juez penal debe tener presente los siguientes criterios, a efectos de evitar afectar el derecho fundamental del procesado: 

a) Se trata de plazos máximos que no pueden ser sobrepasados bajo ninguna circunstancia (límite absoluto al plazo de duración de la prisión preventiva).

b) Todos los criterios para valorar la razonabilidad de la duración del plazo (FF.JJ. 18 a 31, supra) son aplicables cuando se pretenda prolongarlo en los casos de la generalidad de los delitos merituados en procedimiento ordinario (hasta 18 meses) y de los delitos merituados en el procedimiento especial (hasta 36 meses). 

c) Sin embargo, a la luz de una interpretación pro homine y favor libertatis del segundo párrafo del artículo 137° del CPP, se concluiría en que la “especial dificultad” o “especial prolongación de la investigación”, que permite justificar la prolongación del plazo de detención en el caso de los delitos de tráfico ilícito de drogas, terrorismo, espionaje y otros seguidos contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas, o del Estado (más de 36 meses), sólo podría fundamentarse en retrasos atribuibles objetiva e inequívocamente al propio interesado, sin que para tales efectos sea posible recurrir a una supuesta “complejidad del asunto”. Son distintas las razones que permiten arribar a tal conclusión:

i) En primer término porque, tal como quedó dicho en el FJ. 35.b., supra, en los supuestos descritos la complejidad, prima facie, que reviste el asunto, ya se encuentra explícitamente incorporada en el primer párrafo del artículo en comentario, que permite que el plazo máximo de detención se extienda hasta 36 meses.

ii) En segundo término, porque el derecho subjetivo a la libertad personal del procesado cuya culpabilidad no ha sido judicialmente declarada, no puede sacrificarse por la inoperancia de un aparato judicial que –aun teniendo presentes todas las vicisitudes propias de la complejidad que pueda ser atribuida a un proceso concreto – ha rebasado todo margen de razonabilidad al dilatar un proceso sin haber expedido sentencia.

En situaciones tales, no es que en un juicio de ponderación abstracto el derecho a la libertad de procesado se haya impuesto al deber objetivo del Poder Judicial de asegurar el éxito del proceso. Es sólo que en un análisis concreto la conclusión no podría ser otra, si son razones atribuibles al propio sistema judicial las que han determinado que ese deber no pueda materializarse en los hechos.

iii) Finalmente, porque la posibilidad de aceptar la propia conducta maliciosa del procesado como la última ratio en base a la cual pueda prevalecer la razonabilidad de un plazo de detención dilatado, se desprende de una interpretación sistemática del mismo artículo 137°, cuando en su sexto párrafo establece que: “(...) no se tendrá en cuenta para el cómputo de los plazos establecidos en este artículo, el tiempo en que la causa sufriere dilaciones maliciosas imputables al inculpado o su defensa”.

En consecuencia, el Tribunal Constitucional advierte que toda resolución judicial que pretenda prolongar el plazo de detención provisional por un período superior a 36 meses, debe encontrarse necesariamente motivada en causas suficientes y objetivamente atribuibles al procesado, pues en caso contrario se vulneraría el derecho fundamental de toda persona a no ser sometida a detención provisional más allá de un plazo razonable.

d) En ningún caso el plazo de detención provisional de un procesado puede exceder el de la pena privativa de libertad preestablecida para el delito del que se le acusa.

42. El Tribunal Constitucional anteriormente se ha pronunciado sobre la posibilidad de prolongar los plazos de detención previstos en primer párrafo del artículo 137° del Código Procesal Penal (vg., las sentencias recaídas en los Exps. Nos 290-2002-HC, FJ. 6; 1300-2002-HC, FF.JJ. 18 y 19; 419-2003-HC, FF.JJ. 3 y 4; 1407-2003-HC, FJ. 3; entre otras). Sin embargo, en ninguna de estas resoluciones el Colegiado tuvo oportunidad de detenerse en el análisis interpretativo de los supuestos concretos que autorizarían dicha prolongación, tal como se ha realizado en el fundamento jurídico precedente, el cual constituye criterio de observancia obligatoria para toda la judicatura, en virtud de lo dispuesto por la Primera Disposición General de la Ley N° 26435 —Orgánica del Tribunal Constitucional—. En consecuencia, aunque prima facie no podría considerarse inconstitucional el supuesto de prolongación del plazo de detención previsto en el segundo párrafo del artículo 137° del Código Procesal Penal, tal como ha quedado dicho, este Tribunal considerará ilegítima toda prolongación que no se ajuste a lo expuesto en el punto c) del fundamento jurídico precedente.

Debe advertirse claramente al Poder Judicial que si bien el artículo 4° del Decreto Legislativo N.° 922-2003 prescribe que el plazo de límite de detención de los procesados por delito de terrorismo se inicia a partir del auto de apertura de instrucción del nuevo proceso; debe procurarse una acción diligente y eficaz a efectos de no colocar al Estado peruano en una situación litigiosa ante los organismos internacionales de justicia vinculados con la defensa de los derechos humanos.

§8. De la Ilegitimidad de la Detención Preventiva a la Libertad Procesal:
43. La libertad procesal es un derecho del encausado a obtener la aplicación de una medida cautelar menos gravosa que la detención preventiva, cuando al vencimiento del plazo legal establecido en el artículo 137° del Código Procesal Penal, este no hubiere ejercido una defensa obstrucionista afectante del principio de celeridad judicial y, pese a ello, no se le haya dictado sentencia en primera instancia. De alli que la doctrina y la jurisprudencia comparada califiquen dicha situación como arbitraria.

La libertad procesal supone, en este caso, la previa existencia de una negligencia jurisdiccional, al haberse negado o no haberse podido juzgar al encausado dentro del plazo legal establecido en el artículo 137° del Código Procesal Penal.

La variación de la medida cautelar se sustenta en la acreditación objetiva, atribuible a la exclusiva responsabilidad del juzgador, de la vulneración del plazo razonable para sentenciar.

La modificación de la situación del justiciable no debe menguar en modo alguno la continuación del proceso, ni tampoco impedir la adopción de medidas de prevención para asegurar su éxito.

En ese orden de ideas, los presupuestos materiales que configurarían la libertad procesal serían los siguientes:

a) Vencimiento del plazo de duración de la detención preventiva.

b) Inexistencia de una sentencia en primera instancia.

c) Conducta procesal regular del encausado en la tramitación de la causa; vale decir, no incurrir en una defensa obstrucionista atentatoria de la celeridad y éxito judicial. 

§9. Análisis de Constitucionalidad del Caso Concreto:
44. Según quedó dicho en el FJ. 1, supra, el recurrente considera que debe ordenarse su inmediata libertad, pues afirma que el plazo máximo de detención previsto en el primer párrafo del artículo 137° del Código Procesal Penal, en lo que a su caso incumbe, ha vencido.

45. Del auto apertorio de instrucción obrante a fojas 24, se tiene que el recurrente se encuentra procesado por el delito de tráfico ilícito de drogas, motivo por el cual el plazo máximo de detención, en su caso, no es de 18 meses –tal como erróneamente sostiene – sino de 36.

46. Sin embargo, tal como se ha mencionado en los FF.JJ. 35 a 37, supra, la complejidad prima facie que supone un procesamiento por el delito de tráfico ilícito de drogas podría quedar desvirtuada a la luz de los criterios aplicables a la situación concreta, en cuyo caso la afectación del derecho a que la detención preventiva no se extienda más allá de un plazo razonable se produciría aun sin haberse cumplido el plazo máximo previsto en el primer párrafo del artículo 137°. Por ello, corresponde que este Colegiado efectúe dicha valoración.

47. De autos no se desprende ningún elemento manifiesto y objetivo que permita deducir una falta de diligencia del emplazado en la tramitación de la causa, ni tampoco un factor que acredite una conducta obstruccionista por parte del imputado (recurrente en este proceso). Por tal motivo, la razonabilidad del tiempo que lleva detenido el recurrente (a la fecha 21 meses y medio, aproximadamente), debe ser evaluada a la luz de la eventual complejidad del asunto.

48. El Tribunal Constitucional considera que, en el presente caso, la complejidad prima facie de un procesamiento por el delito de tráfico ilícito de drogas, lejos de quedar desvirtuada, se confirma por las siguientes consideraciones:

a) Además del delito de tráfico ilícito de drogas, al recurrente se le imputa la comisión del delito de robo agravado y tráfico de armas. 

b) El recurrente se encuentra en calidad de coprocesado junto a otros 4 sujetos, por la supuesta comisión de los referidos delitos, en agravio de 4 personas.

c) Elaborados los informes finales, con fecha 28 de junio de presente año, el Fiscal Provincial amplió la denuncia penal contra un sexto imputado, solicitando que se tome su declaración instructiva, así como las de los agraviados a fin de que se ratifiquen en el acta de reconocimiento obrante a fojas 65 del expediente penal. En virtud de dicha solicitud, con fecha 16 de agosto de 2004 se amplió al auto apertorio de instrucción comprendiendo en el proceso al nuevo denunciado por la Fiscalía.

49. En consecuencia, la complejidad del asunto mantiene plena materialidad a la fecha, sin perjuicio de lo cual, a la luz de los fundamentos expuestos de la presente sentencia, será deber del emplazado mantener especial diligencia y celeridad en la tramitación de la causa.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política del Perú  le confiere,

HA RESUELTO

1. Declarar IMPROCEDENTE la acción de hábeas corpus de autos.

2. Integrar en el fallo los FF.JJ. Nos 41, 42 y 43, supra.

Poner la presente sentencia en conocimiento del Poder Judicial y exhortarlo a compatibilizar, a través de una actuación diligente y eficaz, su elemental deber objetivo de aseguramiento del éxito del proceso con el derecho subjetivo a la libertad personal del procesado sin culpabilidad judicialmente declarada.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

REVOREDO MARSANO

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA

Análisis Cualitativo de la Jurisprudencia:

Del total de las resoluciones materia de la Investigación correspondiente al Año 2 004, el 40% (12) de fueron declaradas Improcedentes, la mayoría de los cuales se refieren a acciones promovidas como consecuencia de Detenciones Ilegales o Arbitrarias, sea ocurrido por Mandato Judicial o sea el caso de flagrancia, es decir, sea que la detención efectuada por la Policía  en ejercicio de sus funciones haya excedido el plazo fijado por la Constitución para que el ciudadano se mantenga en dicha situación, convirtiéndose en arbitrario;  o sea que la detención haya ocurrido por Mandato Judicial, cuando la detención excede, también, del plazo fijado por Ley sin que exista sentencia definitiva.

Y, con la finalidad de tener cabal conocimiento de los fundamentos en que se sustentan las denegatorias de la Acción Garantía, procederemos a analizarlas en forma sucinta de tal manera que nos permita conocer con claridad las razones de la improcedencia. 

Antes de ello, es necesario precisar que las declaraciones de improcedencia de la Acción de Garantía de Habeas Corpus no resuelven el Fondo del asunto sometido a conflicto, sino únicamente la Forma, es decir, el aspecto intrínseco del recurso. Sentido este que nos lleva a someternos al análisis unitario de las Resoluciones y Sentencias precedentemente señaladas.
Como sabemos, las normas comprendidas en el Código Penal, así como en el Código de los Niños y Adolescentes, es de aplicación específica al Infractor que comete un delito, previo a las circunstancias y agravantes del caso. Este hecho debió ser corroborado con el criterio rector de imputabilidad o inimputabilidad que presenta el sujeto de la infracción y por ende una vez que el Juzgador ha realizado tal calificación, disponer las medidas pertinentes del caso. Situación ésta que el TC no considero al realizar su investigación sumaria y emitir su fallo pertinente. (Exp. 1511-2004 HC/TC)
Asimismo, y como se dijo precedentemente, el Art. 2º, Inc. 24, Lit. f) de la nuestra Carta Magna, preceptúa que nadie puede ser detenido sino por mandato escrito y motivado del Juez o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito. La excepción a este hecho, son los casos de Terrorismo, Tráfico Ilícito de Drogas y Espionaje, en cuyos casos, si se produce una detención preventiva por un tiempo no mayor de 15 días.

Sin embargo el Tribunal Constitucional, al momento de conocer cobre el Recurso Extraordinario, no resolvía pronunciándose sobre el fondo del asunto, sino que sólo tomaba en cuenta las cuestiones de forma en su contenido meramente elemental y se desdecía de los demás elementos incidentales por el cual se recurre al Habeas Corpus. Con lo cual se dejaba en total desamparo al ciudadano que en la creencia de encontrar satisfacción a sus derechos reclamados encontraba desidia y hasta menosprecio de parte de tan importante Órgano Autónomo del Estado, a quien, como es obvio, se le dotó de todos los poderes respectivos, referidos a la aplicación de la Constitución y, sobre todo, a la defensa de los Derechos fundamentales cuando éstos son transgredidos de manera arbitraria o ilegal. Ello implica que dentro de la fundamentación del Recurso Interpuesto se aduce elementos tales como la Detención Arbitraria por parte de efectivos policiales, así como su autoinculpación y la calificación ilegal de la presencia del Fiscal en la toma de la manifestación del agraviado, dado que este último se aduce no estuvo presente en este acto. Al respecto el TC dentro de su investigación sumaria no consideró elementos incidentales que tengan como fin llegar al fin de lo atribuido por el agraviado, sino más bien, sólo se limitó por un lado a someter dichos elementos de prueba subjetiva al proceso judicial en sí y su curso respectivo, dejando de lado con ello la protección fundamental y los fines protectores de su Alta Magistratura. (Exp. N° 2452-2004-HC/TC).
En el mismo sentido, y en forma por demás arbitraria de parte del Tribunal Constitucional – quien resolvía, casi excusándose –, amparándose en el Art. 6º, Inc. 2) de  la  Ley Nº 23 506, sin tener en cuenta la restricción a la libertad en forma directa o indirecta ocurrida.

En ese orden de ideas, la aplicación de dicho dispositivo, devenía en un defecto anómalo – jurídico, toda vez de que no se estaba aplicando la norma según el derecho preterido, sino sólo en virtud de un deslinde de actuación procesal emanadas de procedimiento regular por parte de los operadores de justicia, ya que, si tal como establece el Tribunal, este Organismo en uso de sus atribuciones protectoras, debió efectuar una valoración probatoria de nivel sumario y considerando los efectos violatorios fundamentados; pero por el contrario tras un resumido fallo y justificación legal remite dichos medios probatorios al curso del Proceso Penal regular, dejando con ello un ápice desprotector al Derecho Tutelado que como sabemos, es el atributo más elemental y consustancial a toda persona la misma que no sólo se encuentra protegida a nivel interno por la Constitución y las leyes, sino también se encuentra protegida a nivel internacional a través de la Convención Americana de Derechos Humanos y otros organismos internacionales de los que Perú es parte y, como tal, incorporó dentro de las leyes nacionales a aquellas normas que contienen los respectivos organismos que reglan o se refieren a los Derechos Fundamentales. (Exp. Nº 1016-2003-HC/TC).

La regularidad o irregularidad de un proceso, lo determina la Ley. En virtud de ello, cuando se establece de que el derecho a la libertad no debe ser restringido, es porque no se deben cometer excesos injustificados, pues resulta claro en este juego de palabras, esgrimidos por el Tribunal, de que existía una incoherencia lógica – legal, entre lo fundamentado por el agraviado y lo estipulado por las normas penales; y nuevamente justifica su fallo en el Art. 6º, Inc. 2) de la Ley Nº 23 506. (Exp Nº 1102–04-HC/TC).

Como se dijo precedentemente, mediante la Acción de Habeas Corpus, se pretende reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de la Libertad Individual ocasionado por cualquier autoridad, funcionario o persona, que transgrede este derecho, o los derechos constitucionales conexos. El término «que VULNERA O AMENAZA» LA LIBERTAD INDIVIDUAL, mediante cualquier «HECHO U OMISIÓN», se producen cuando se pone en riesgo a la persona y a su propia libertad. Riesgo que, de todas maneras tiene que ser provocado de manera ilegal y arbitraria, es decir, sin justificación alguna. Al respecto, y de acuerdo a lo establecido por el Dec. Ley. 25 475, y el Dec. Leg. Nos 921 y 922, mediante los cuales se establece la nulidad de los procesos por el Delito de Traición de la Patria y su adecuación a un nuevo proceso en los márgenes de garantía procesal constitucional, lo cuestionable respecto de este elemento jurisprudencial gira en torno sólo en torno a que muchos procesos penales por delitos de traición a la patria tuvieron sustento en Atestados Policiales obtenidos vulnerando los principios elementales de tipicidad, legalidad y juez natural, dado que se le obligó al agraviado a autoinculparse, y como es de verse en anteriores fallos – al respecto – el TC siempre resuelve considerando que cualquier cuestionamiento vulneratorio deberá ceñirse al Proceso Penal, más no en materia de garantía constitucional, obviando con ello el mérito de su investigación sumaria y la posibilidad de dotar de garantía protectora de probarse tales efectos vulneratorios. Sobre los márgenes legislativos anotados precedentemente no existen cuestionamientos por nuestra parte y su aplicación se rige sobre efectos procesales propios. (Exp. N° 1732-2004-HC/TC).
El hecho de tener procesos ante una instancia judicial y la orden de detención implantada en dicho proceso es supuestamente regular, éste se convierte en irregular por simple negligencia cuando la detención supera los límites establecidos en nuestro ordenamiento sustantivo; entonces en ese momento cabe amparar el derecho conculcado y proceder con arreglo a ley, ya que el imputado no es culpable hasta que no se compruebe fehacientemente su responsabilidad penal, ello en virtud a la Presunción de Inocencia que todo ciudadano ostenta como derecho fundamental. En tal sentido, y a mérito de la Sentencia analizada se tiene que el TC resolvió la Improcedencia del Recurso Extraordinario aduciendo haber operado la Sustracción de la Materia y que cualquier anomalía del proceso penal, debería tramitarse dentro del mismo. Sin embargo no cuestiona para nada, que posteriormente a la interposición del Recurso, la Emplazada emitió un Auto que Aclaratorio que levanta las órdenes de captura del Agraviado, lo cual debería tener valor sustantivo para el Tribunal, pues la Sala emplazada asiente subjetivamente haber errado; pero que sin embargo y a lo largo de la jurisprudencia emitida por el TC sobre los márgenes de la Legislación Disgregante, tenemos que circunscribe sus fallos en la Sustracción de la Materia, que muchas veces fue efectivizada posteriormente a la interposición del Recurso  Extraordinario.  (Exp Nº 2141-2004-HC/TC). 

Efectos análogos analizados en la Resolución precedentemente señalada lo encontramos en las resoluciones siguientes, adheridas a ellas un total desmérito en cuanto a la fundamentación y lógica jurídica se refiere; dado que la simplicitud y la magnitud efímera de sus contenidos nos muestran un total desinterés protector de tan Alto Tribunal. (Exp. N° 0248-04-HC/TC – Exp Nº 2757-2004-HC/TC)

Si bien es cierto el Art. 53º del Código Procesal Civil faculta al Juez para disponer la detención hasta por 24 horas, por resistirse a su mandato sin justificación, no resultando esta una detención arbitraria, cierto también es que pasado las 24 horas no pone en libertad al detenido, la detención se convierte en arbitraria. Pues si pasado las 24 horas se hubiera puesto en libertad al detenido, entonces se hubiera producido la sustracción de la materia con nombre propio. Sobre el orden material de la presente resolución tenemos que no existió detención y que los márgenes procesales de algún modo se cumplieron; considerando al fallo como un elemento relativamente válido desmerituado en todo caso sólo por los defectos de la carencia doctrinaria y jurisprudencial que le daría mucho más sustento jurídico a su efecto final. (Exp. N° 2356-2004-HC/TC)

Por otro lado, es importante señalar que los Recursos Extraordinarios interpuestos en su momento, muchos de ellos carecían de argumentación y lógica jurídica por parte de los recurrentes, ello implica de que la relación entre el derecho invocado y el tutelado por el Habeas Corpus, para el caso concreto en análisis, no se encuentran entrelazados, consiguientemente el derecho enunciativo invocado no corresponde materialmente al Habeas Corpus, lo que nos lleva a afirmar que sobre este aspecto el TC al analizar las causas resuelve Improcedente el pedido y lo remite al órgano Jurisdiccional Competente, es decir, al Juez Especializado en lo Civil, para que resuelva la causa que según considera corresponde a la Acción de Amparo. Acá la responsabilidad de la mala formulación de la demanda corresponde generalmente a los Abogados Defensores que son los elementos técnicos del derecho no formulan de acuerdo a Ley sus patrocinios. (Exp. N° 2941-2003-HC/TC – Exp. N° 2153-2004-HC/TC).
Sobre este bloque de análisis tenemos que a la promulgación del Código Procesal Constitucional, el 28 May.        2 004, y durante el tiempo previo a su puesta en vigencia (01 Dic. 2 004), se tiene que existió toda una preparatoria técnica – jurídica por parte de los Magistrados, tanto del Poder Judicial, así como de nuestro más Alto Tribunal en Materia Constitucional (TC),  y ello nos avoca a expresar que en la Sentencia materia de análisis tenemos que se materializa resolver una causa de tipología compleja, pero con un consecuente motivación técnica por parte del TC, respecto de su apreciación constitucional sobre la Detención Preventiva y una amplia performance jurisprudencial, así como una fundamentación jurídica nacional y supranacional; que le da mérito resolutorio; y que si bien es cierto, el fallo resuelve la Improcedencia del recurso, ello  no implica desprotección al derecho tutelado por Habeas Corpus. Sin embargo existe todavía un demérito en cuanto a la aplicación doctrinaria en los fallos del TC. 
La presente sentencia en análisis, tiene el tope margen de la entrada en vigencia del Código procesal Constitucional (CPC), y que independientemente a haber sido resuelto bajo los márgenes normativos de la Ley Nº 23 506, tiene toda la versatilidad que desde ya exigía el CPC. (Exp. Nº 2915-2004-HC/TC).

Por lo demás, de las 12 resoluciones analizadas, 08 de ellas fueron resueltas teniendo en cuenta como sustento la existencia de instrucción abierta; 04 de ellas fueron resueltas teniendo en cuenta que resulta Improcedente la acción cuando la orden de captura es emitida por un Órgano Jurisdiccional en un Proceso Regular en donde debe hacerse valer sus derechos y resolver su situación jurídica en forma definitiva.

Por último, se debe apreciar que, aún cuando no es la mayoría, se pudo apreciar que varias resoluciones carecían de una adecuada fundamentación por parte de los Magistrados del TC, ya que las mismas no precisan  cuales son los antecedentes por el cual se recurre ante esta instancia, y menos precisa los fundamentos por el cual argumentativamente resolvía el Recurso Extraordinario, coadyuvando con ello, al quebrantamiento de los Principios Lógicos de Concordancia y Legitimidad Jurídica atribuida por Ley Nº 23 506 y 25 398.
b. Muestra correspondiente al Año 2 005:
EXP. N° 6167-2005-PHC/TC

LIMA

FERNANDO CANTUARIAS 
SALAVERRY

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 28 días del mes febrero de 2006, el Tribunal Constitucional en sesión de Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los magistrados García Toma, Presidente; Gonzales Ojeda, Vicepresidente; Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia, con el Fundamento de voto, adjunto, del magistrado Gonzales Ojeda

I. ASUNTO:
Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Fernando Cantuarias Salaverry contra la Resolución de la Cuarta Sala Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 476, su fecha 19 de julio de 2005, que declara infundada la demanda de hábeas corpus de autos.  

II. ANTECEDENTES:
1. Demanda:
Con fecha 13 de mayo de 2005, don Renee Quispe Silva interpone demanda de hábeas corpus como procurador oficioso del abogado Fernando Cantuarias Salaverry, contra el Fiscal de la Trigésimo Octava Fiscalía Provincial Penal de Lima, señor Silvio Máximo Crespo Holguín, alegando la presunta amenaza de su libertad individual por violación de sus derechos constitucionales a la tutela procesal efectiva, al debido proceso y a la contradicción o defensa, puesto que dicho Fiscal formalizó denuncia penal contra Fernando Cantuarias Salaverry, mediante acusación de fecha 10 de mayo de 2005, por los delitos de falsedad genérica y fraude procesal en agravio de Compañía de Exploraciones Algamarca S.A. y el Estado, respectivamente. 

Fundamentos de Hecho:

· Fernando Cantuarias Salaverry fue designado para integrar un Tribunal Arbitral con los señores Jorge Santistevan de Noriega y Víctor Ávila Cabrera, colegiado que llevó a cabo el proceso arbitral entre la Compañía de Exploraciones Algamarca S.A. (en adelante Algamarca) y Minera Sulliden Shahuindo SAC (en adelante Sulliden).

· En el referido proceso arbitral, el árbitro Fernando Cantuarias Salaverry fue recusado por Algamarca, alegando que su padre se desempeñaba, conjuntamente con el doctor Enrique Lastres Berninzon – representante de Sulliden en el proceso arbitral-, como director de otra empresa llamada Cía. Minera Poderosa S.A. El planteamiento de recusación señala, además, que en 1996 Fernando Cantuarias Salaverry había ejercido la representación legal de esa empresa Cía. Minera Poderosa S.A. en otro arbitraje instaurado entre dicha empresa y Minera Pataz EPS. 

· Mediante Resolución N° 75, de fecha 25 de noviembre de 2004, el Tribunal Arbitral declaró infundada dicha recusación.

· El 2 de diciembre de 2004, Algamarca plantea un pedido de nulidad sustancial de la resolución que declaró infundada la recusación, aduciendo que Fernando Cantuarias Salaverry era socio del Estudio Jurídico Cantuarias, Garrido Lecca & Mulanocich Abogados y, por tanto, se encontraba impedido de intervenir como árbitro teniendo aparente interés personal. Ante este planteamiento, el recurrente afirmó que en junio de 1996 se retiró de la calidad de abogado de planta del estudio de su padre, para aceptar la designación de Gerente Legal de COFOPRI mediante Resolución Suprema publicada en el diario oficial El Peruano. 

· Sin embargo, el Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 97, de fecha 30 de diciembre de 2004, desestimó la nulidad por considerar que ninguno de los hechos nuevos daban lugar a recusación alguna y, además, declaró improcedente la renuncia presentada por Cantuarias Salaverry.

· Frente a ello, el 27 de enero de 2005 Algamarca acudió a la vía penal, donde el fiscal demandado denunció a Fernando Cantuarias Salaverry por delitos de falsedad genérica y fraude procesal. Contra dicha resolución el recurrente interpone la presente demanda de hábeas corpus. 

Fundamentos de Derecho:

· En el expediente formado en mérito a la denuncia interpuesta en contra del doctor Cantuarias Salaverry, no se han actuado las pruebas suficientes y necesarias para crear convicción en el titular del despacho de la Trigésimo Octava Fiscalía Provincial de Lima sobre la concurrencia de elementos suficientes que justifiquen el ejercicio de la acción penal en su contra, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 94° de la Ley Orgánica del Ministerio Público. De esta forma, se ha vulnerado el derecho constitucional a la tutela procesal efectiva (artículos 4° y 25°, último párrafo del Código Procesal Constitucional).   

· Se ha vulnerado el derecho a la obtención de una resolución fundada en derecho, pues el demandado Fiscal Silvio Máximo Crespo Holguín, ha emitido una arbitraria denuncia sin efectuar el proceso de subsunción típica. Es decir, no establece por qué los hechos que describe son típicos conforme a los artículos 438° y 416° del Código Penal, ya que sólo describe hechos sin argumentar jurídicamente, lo que viola, además, el principio de legalidad previsto en el artículo 2°, inciso 14, literal d) de la Constitución Política.

· Se ha afectado igualmente el derecho de defensa, pues el beneficiario de la presente acción no fue citado por la autoridad correspondiente para efectuar sus descargos, conforme lo establece el artículo 139°, inciso 14 de la Constitución Política. El Fiscal demandado formalizó denuncia sin que se haya recibido la correspondiente declaración indagatoria de Cantuarias Salaverry.    

· Procede la interposición de un hábeas corpus preventivo porque existe la amenaza inminente de que se inicie un proceso penal en contra del beneficiario sobre la base de una denuncia violatoria de la Constitución y la legalidad. Y se podrían dictar medidas cautelares en su contra que afectarían su libertad o su patrimonio.  

2. Contestación de la Demanda:

Con fecha 18 de mayo de 2005, el doctor Silvio Máximo Crespo Holguín, Fiscal de la Trigésima Octava Fiscalía Provincial en lo Penal de Lima, se apersona al proceso y formula descargos sosteniendo que no existe vulneración de los derechos constitucionales del demandante, pues durante la investigación indagatoria se le reconocieron las garantías necesarias para hacer valer sus derechos. Agrega que formalizó denuncia porque existen suficientes elementos de cargo que lo vinculan con el ilícito penal investigado, criterio que es compartido por el órgano jurisdiccional, pues el Sexto Juzgado Penal de Lima procedió a abrir instrucción; de modo contrario hubiera dispuesto el No Ha Lugar a la apertura de instrucción.

Con fecha 18 de mayo de 2005 se apersona al proceso el Procurador Público adjunto a cargo de los asuntos judiciales del Poder Judicial, señor Rolando Alfonzo Martel Chang, y contesta la demanda solicitando que se declare improcedente, por los siguientes fundamentos:

Fundamentos de Hecho:

· Pese a que se argumenta que el fiscal accionado procedió a abrir instrucción a escondidas y sin otorgarle al señor Fernando Cantuarias Salaverry derecho de defensa, esta información no se ajusta a la realidad, pues el señor Cantuarias ha tenido pleno conocimiento de esta investigación, habiendo sido citado por el fiscal hasta en cuatro oportunidades para que rinda su declaración indagatoria; sin embargo, no concurrió en ningún momento.

· El señor Cantuarias no argumenta ni prueba las razones por las cuales no serían válidas las notificaciones que él mismo ha acompañado al escrito de su demanda.

· La investigación fiscal no se realizó sin actividad probatoria puesto que el señor Cantuarias tuvo oportunidad de presentar sus descargos con relación al delito imputado. Adicionalmente, atendiendo la solicitud del señor Cantuarias, el fiscal solicitó la declaración del señor Jorge Santistevan de Noriega y del señor Víctor Ávila Cabrera, los mismos que no concurrieron a las citaciones efectuadas.

· Durante la investigación no se privó al accionante del derecho a ser escuchado por el Fiscal porque incluso se programó un informe oral a su petición, que tampoco efectuó alegando que la actividad probatoria no había concluido. Argumento que resultaría impertinente por no contar con asidero legal.

· No se trata de una amenaza cierta e inminente a un derecho constitucional, puesto que existe la posibilidad de que, efectuada la denuncia fiscal, el juez decida archivar el caso.

Fundamentos de Derecho:

· En el caso de autos, el fiscal procedió a abrir investigación fiscal conforme a lo dispuesto en el artículo 94º, numeral 2) de la Ley Orgánica del Ministerio Público, que señala que el Fiscal puede optar entre abrir investigación en el ámbito fiscal o formalizar la correspondiente denuncia penal en su calidad de titular de la acción penal.

· La ley no ordena que el Fiscal actúe la totalidad de medios probatorios que sean ofrecidos por las partes para formalizar la denuncia. Por tanto, el fiscal demandado no habría cometido infracción alguna al actuar los elementos probatorios que consideró necesarios.

· En concordancia con lo dispuesto por el artículo 94º del Ministerio Público, el Fiscal demandado procedió a formalizar su denuncia penal por considerar que contaba con el material probatorio necesario para llevarla a cabo.

· Conforme a lo establecido por el artículo 200º, inciso 1, el hábeas corpus procede cuando se amenaza la libertad individual o derechos conexos. Pero esta amenaza debe ser interpretada como cierta e inminente, para que sea tal; y no meramente subjetiva o conjetural, como ocurre en el presente caso.

3. Resolución de Primera Instancia:

Con fecha 7 de junio de junio de 2005, el Trigésimo Noveno Juzgado Penal de Lima, declara fundada la demanda de hábeas corpus; por los siguientes fundamentos:

a. El demandado violó el derecho de defensa del accionante al haberlo denunciado sin que se le haya tomado su declaración hasta en cuatro oportunidades, las cuales resultaron inválidas, excepto la última de ellas, respecto de la cual se solicitó reprogramación. Así, la primera notificación del juzgado llegó a un domicilio distinto, la segunda al domicilio señalado en autos, pero un día después de programada la diligencia, la tercera nuevamente a un domicilio distinto y la cuarta a su domicilio, que fue la única notificación válida que citaba a Cantuarias Salaverry para el 5 de mayo de 205, ante lo cual la defensa pidió una nueva fecha y hora, obteniéndose por toda respuesta la denuncia fiscal por parte del demandado. 

b. Ante esta decisión fiscal, el demandante manifestó la imposibilidad legal de efectuar el informe oral porque no se habían actuado aún los medios probatorios que él había ofrecido en su defensa, sin que el Fiscal atienda dicho pedido. Ello desnaturaliza la finalidad del acto procesal en referencia desde que el informe oral de los abogados ante el magistrado decidor tiene que producirse necesariamente al término de la actividad probatoria, y no antes, ya que se trata de exposiciones finales de defensa cuando el estado de la causa es precisamente el de decisión terminal. 

c. Asimismo, la resolución expresa que el Ministerio Público emitió, no contiene pronunciamiento alguno sobre la procedencia o improcedencia de algunos de los descargos, los que servirían para formar un criterio razonable al momento de adoptar  la decisión.

d. La investigación fiscal preliminar se ha desarrollado con un desorden que niega la adecuada organización, ya que no existe una resolución que abra dicho proceso de investigación y las pruebas han sido acumuladas de manera irracional y no sistematizada, lo que, a no dudarlo, afecta el derecho del denunciado al debido proceso legal. 

4. Resolución de Segunda Instancia:

Con fecha 19 de julio de 2005, la Cuarta Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, emite la resolución de fojas 476 que revocando la apelada, declara infundada la demanda, por los siguientes fundamentos:

a. La denuncia fiscal, porque en ella se llega a establecer la relación laboral indirecta entre el recurrente y el doctor Lastres Berninzon, en la Compañía Minera Poderosa S.A., que contrató los servicios del Estudio Jurídico Cantuarias, Garrido Lecca & Mulanovich Abogados, del cual el doctor Cantuarias Salaverry es socio. 

b. El hecho de haberse  notificado al denunciado a efectos de que asista a la toma de su declaración indagatoria y el apersonamiento de su abogado al proceso, desvirtúan la indefensión acotada. 

c. La denuncia es una prerrogativa que la Constitución y la Ley Orgánica le confiere al Fiscal Provincial en lo Penal para plantearla ante el órgano jurisdiccional, o denegarla, y al no encontrarse regulado un procedimiento especial como para llegar a determinar que ha existido la vulneración del debido proceso, en el presente caso, al existir participación del favorecido en la etapa prejudicial, tanto a través de su abogado defensor como directamente, no se ha producido la vulneración de los derechos constitucionales alegados.

III. DATOS GENERALES:

1. Petitorio Constitucional:

· Se declare la insubsistencia de la denuncia fiscal de fecha 10 de mayo de 2005 formalizada ante el Poder Judicial por el fiscal demandado contra el señor Fernando Cantuarias Salaverry.

· Se ordene notificar al Juez Penal de Lima para que asuma la calificación de la denuncia fiscal, y disponga su devolución a la Trigésimo Octava Fiscalía Penal de Lima, de modo que sea remitida a la Fiscalía Decana correspondiente a fin de que ésta disponga que la denuncia sea calificada por otro fiscal.

2. Materias Constitucionalmente Relevantes:

Respecto a las condiciones de procedibilidad de la presente demanda de hábeas corpus, corresponde señalar que, en el caso, el cuestionamiento de la investigación fiscal de fecha 10 de mayo de 2005 formalizada ante el Poder Judicial en contra del recurrente, hace necesario que este Colegiado, como cuestión previa, efectúe un análisis de los supuestos de excepción que habiliten la intervención de la jurisdicción ordinaria en un proceso arbitral. Ello con el objeto de que pueda proyectarse una interpretación que sirva como doctrina jurisprudencial constitucional para posteriores casos, ya sea tanto a nivel de la justicia ordinaria como de la justicia constitucional especializada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo VI, in fine, del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional.

1. EL MARCO CONSTITUCIONAL DE LA JURISDICCIÓN ARBITRAL:
· Justificación de la institución arbitral.

· Naturaleza y características de la jurisdicción arbitral.

· Criterios para el control constitucional de las resoluciones arbitrales.

·  Relaciones  con  la función jurisdiccional (artículo 139º, inciso 1 de la Constitución): Supuesto constitucional de excepción y la apreciación de razonabilidad.

2. EL PROCEDIMIENTO PREJUDICIAL PENAL:
· Actividad fiscal previa al inicio del proceso penal.

· La investigación y posterior acusación fiscal.

· Ausencia de normatividad en la materia. Principios y criterios aplicables: Principio de interdicción de la arbitrariedad, principio de legalidad; debido proceso y tutela jurisdiccional.

· Investigación, acusación fiscal y proceso de hábeas corpus.

· Hábeas corpus reparador y procedimiento de investigación fiscal

· Hábeas corpus preventivo y procedimiento de investigación fiscal
IV. FUNDAMENTOS:

1. Según la Constitución, todo acto u omisión que vulnere o amenace la libertad personal o algún derecho conexo amerita la presentación de una demanda de hábeas corpus por quien se sienta afectado (artículo 200°, inciso 1). Tal como lo prescribe el Código Procesal Constitucional, se considera como derecho conexo a la libertad personal el referido a la tutela procesal efectiva (artículo 4°). 

Por tal razón, es pertinente que se plantee la presente demanda de hábeas corpus sobre la base de una supuesta vulneración del derecho fundamental a la tutela procesal efectiva del demandante, por lo que este Colegiado se encuentra habilitado para responder a las inquietudes formuladas sobre la base de un análisis constitucional estricto y pro homine de la denuncia fiscal cuestionada. 
2. Al respecto, la jurisprudencia constitucional, en tanto doctrina sobre las interpretaciones de los derechos fundamentales previstas en la Constitución o en la ley, vincula a todos los jueces en los fundamentos relevantes que han incidido en la solución del conflicto de derechos (ratio decidendi). Mas, la identificación del ámbito de vinculación es competencia del juez que va a aplicar la jurisprudencia vinculante en los términos en que lo hace el referido artículo VI del Código Procesal Constitucional. Ello configura una institución constitucional-procesal autónoma, con características y efectos jurídicos distinguibles del precedente vinculante(1), con el que mantiene una diferencia de grado.  

§1 EL MARCO CONSTITUCIONAL DE LA JURISDICCIÓN ARBITRAL:

§1.1. Justificación de la Institución:

3. A finales del siglo XX y desde la regulación del arbitraje en la mayor parte de las legislaciones del mundo, se concibe a esta institución como el proceso ideal, en donde los particulares son protagonistas de la dirección y administración de la justicia. El arbitraje se configura como un juicio de conocimiento en donde “jueces particulares”, a través de un laudo, toda la amplitud de validez intrínseca y extrínseca de una sentencia judicial. 

Así, se presenta como un  mecanismo orientado a la consecución de la verdad legal, pretendiendo despojarse de los trámites, muchas veces engorrosos y formalistas, de la justicia tradicional. Entonces, históricamente en sus orígenes, el arbitraje se justificó en su carácter de proceso expedito y efectivo.

4. El desarrollo de esta institución en el derecho comparado ha sido enorme en los últimos años: es prácticamente el proceso más utilizado para resolver conflictos comerciales. La configuración de un nuevo orden económico internacional ha requerido del arbitraje como el prototipo de proceso de resolución de conflictos entre particulares e incluso entre estos y los Estados, lo que le otorga una importancia significativa, formando parte integrante del modelo jurisdiccional ad hoc a la resolución de controversias, no sólo entre particulares, en el marco de la Constitución económica.

En el Perú el arbitraje es obligatorio, según las normas de contratación del Estado, además forma parte de los contratos de inversión suscritos por el Estado y de todos los contratos de estabilidad jurídica regidos por los Decretos Legislativos N.os 758 y 662. 

§1.2. Naturaleza y Características de la Jurisdicción Arbitral 

5. El principio de unidad y la exclusividad de la función jurisdiccional reconocido en el artículo 139°, inciso 1 de la Constitución, prescribe que: “No existe ni puede establecerse jurisdicción  alguna independiente, con excepción de la arbitral y la militar. No hay proceso judicial por comisión o delegación”. En atención a ello, la Constitución ha establecido, como regla general, que corresponde al Poder Judicial el avocamiento único y singular del estudio y solución de los diversos tipos de conflictos jurídicos (principio de unidad), prohibiéndose al legislador que atribuya la potestad jurisdiccional a órganos no conformantes del Poder Judicial (principio de exclusividad).

6. De allí que, en sentido estricto, la función jurisdiccional, siendo evidente su íntima correspondencia con los principios de división de poderes y control y balance entre los mismos, debe entenderse como el fin primario del Estado consistente en dirimir los conflictos interindividuales, que se ejerce a través del órgano jurisdiccional mediante la aplicación de las normas jurídicas. Por ello es que tradicionalmente se ha reservado el término “jurisdicción” para designar la atribución  que ejercen los órganos estatales encargados de impartir justicia y aplicar las disposiciones previstas en la ley para quien infringen sus mandatos.

7. Sin embargo, el artículo 139º, inciso 1 de nuestro ordenamiento constitucional consagra la naturaleza excepcional de la jurisdicción arbitral, lo que determina que, en el actual contexto, el justiciable tenga la facultad de recurrir ante el órgano jurisdiccional del Estado para demandar justicia, pero también ante una jurisdicción privada. 

Al respecto, el reconocimiento constitucional de fueros especiales, a saber, militar y arbitral (inciso 1 del artículo 139°); constitucional (artículo 202°) y de Comunidades Campesinas y Nativas (artículo 149°), no vulnera el principio de igualdad ante la ley, previsto en el inciso 2 del artículo 2° de la Constitución; siempre que dichas jurisdicciones aseguren al justiciable todas las garantías vinculadas al debido proceso y a la tutela judicial efectiva.

8. Llegados a este punto, cabe preguntarse si es constitucionalmente legítimo el establecimiento de esta jurisdicción de carácter privado.

Al respecto, conforme lo ha establecido este Colegiado “(...) el ejercicio de la jurisdicción implica cuatro requisitos, a saber: 

a) Conflicto entre las partes.

b) Interés social en la composición del conflicto.

c) Intervención del Estado mediante el órgano judicial, como tercero imparcial.

d) Aplicación de la ley o integración del derecho”(2).

Qué duda cabe, que prima facie la confluencia de estos cuatro requisitos definen la naturaleza de la jurisdicción arbitral, suponiendo un ejercicio de la potestad de administrar justicia, y en tal medida, resulta de aplicación en sede arbitral el artículo VI in fine del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional por el cual los jueces (y por extensión, también los árbitros) quedan vinculados a los preceptos y principios constitucionales conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones del Tribunal Constitucional; sin perjuicio del precedente vinculante con efectos normativos del artículo VII del título preliminar del Código Procesal Constitucional.

9. Asimismo, la naturaleza de jurisdicción independiente del arbitraje, no significa que establezca el ejercicio de sus atribuciones con inobservancia de los principios constitucionales que informan la actividad de todo órgano que administra justicia, tales como el de independencia e imparcialidad de la función jurisdiccional, así como los principios y derechos de la función jurisdiccional. En particular, en tanto jurisdicción, no se encuentra exceptuada de observar directamente todas aquellas garantías que componen el derecho al debido proceso(3).

10. De allí que el arbitraje no puede entenderse como un mecanismo que desplaza al Poder Judicial, ni tampoco como su sustitutorio, sino como una alternativa que complementa el sistema judicial puesta a disposición de la sociedad para la solución pacífica de las controversias. Y que constituye una necesidad, básicamente para la solución de conflictos patrimoniales de libre disposición y, sobre todo para la resolución para las controversias que se generen en la contratación internacional.

11. Es justamente, la naturaleza propia de la jurisdicción arbitral y las características que la definen, las cuales permiten concluir a este Colegiado que no se trata del ejercicio de un poder sujeto exclusivamente al derecho privado, sino que forma parte esencial del orden público constitucional. 

La facultad de los árbitros para resolver un conflicto de intereses no se fundamenta en la autonomía de la voluntad de las partes del conflicto, prevista en el artículo 2º inciso 24 literal a de la Constitución, sino que tiene su origen y, en consecuencia, su límite, en el artículo 139º de la propia Constitución. 

De allí que el proceso arbitral tiene una doble dimensión pues, aunque es fundamentalmente subjetivo ya que su fin es proteger los intereses de las partes, también tiene una dimensión objetiva, definida por el respeto a la supremacía normativa de la Constitución, dispuesta por el artículo 51º de la Carta Magna; ambas dimensiones, (subjetiva y objetiva) son interdependientes y es necesario modularlas en la norma legal y/o jurisprudencia. Tensión en la cual el árbitro o tribunal arbitral aparece en primera instancia como un componedor jurisdiccional, sujeto, en consecuencia, a la jurisprudencia constitucional de este Colegiado.

Así, la jurisdicción arbitral, que se configura con la instalación de un Tribunal Arbitral en virtud de la expresión de la voluntad de los contratantes expresada en el convenio arbitral, no se agota con las cláusulas contractuales ni con lo establecido por la Ley General de Arbitraje, sino que se convierte en sede jurisdiccional constitucionalmente consagrada, con plenos derechos de autonomía y obligada a respetar los derechos fundamentales. Todo ello hace necesario que este Tribunal efectùe una lectura iuspublicista de esta jurisdicción, para comprender su carácter privado; ya que, de lo contrario, se podrían desdibujar sus contornos constitucionales.

12. El reconocimiento de la jurisdicción arbitral comporta la aplicación a los tribunales arbitrales de las normas constitucionales y, en particular, de las prescripciones del artículo 139º de la de Constitución, relacionadas a los principios y derechos de la función jurisdiccional. Por ello, el Tribunal considera  y reitera la protección de la jurisdicción arbitral, en el ámbito de sus competencias, por el principio de “no interferencia” referido en el inciso 2) del artículo constitucional antes citado, que prevé que ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el órgano jurisdiccional, ni interferir en el ejercicio de sus funciones. Los tribunales arbitrales, por consiguiente, dentro del ámbito de su competencia, se encuentran facultados para desestimar cualquier intervención y/o injerencia de terceros –incluida autoridades administrativas y/o judiciales– destinada a avocarse a materias sometidas a arbitraje, en mérito a la existencia de un acuerdo arbitral y la decisión voluntaria de las partes.

13. Es por tal motivo que este Tribunal considera conveniente reiterar la plena vigencia del principio de la “kompetenz-kompetenz” previsto en el artículo 39º de la Ley General de Arbitraje –Ley N.º 26572–, que faculta a los árbitros a decidir acerca de las materias de su competencia, y en el artículo 44º del referido cuerpo legal, que garantiza la competencia de los árbitros para conocer y resolver, en todo momento, las cuestiones controvertidas que se promuevan durante el proceso arbitral, incluida las pretensiones vinculadas a la validez y eficacia del convenio. Este Colegiado resalta la suma importancia práctica que reviste dicho principio, a efectos de evitar que una de las partes, que no desea someterse al pacto de arbitraje, mediante un cuestionamiento de las decisiones arbitrales y/o la competencia de los árbitros sobre determinada controversia, pretenda convocar la participación de jueces ordinarios, mediante la interposición de cualquier acción de naturaleza civil y/o penal, y desplazar la disputa al terreno judicial.

Lo expuesto no impide que posteriormente se cuestione la actuación arbitral por infracción de la tutela procesal efectiva, conforme a las reglas del Código Procesal Constitucional.

14. Este Tribunal reconoce la jurisdicción del arbitraje y su plena y absoluta competencia para conocer y resolver las controversias sometidas al fuero arbitral, sobre materias de carácter disponible (artículo 1º de la Ley General de Arbitraje), con independencia jurisdiccional y, por tanto, sin intervención de ninguna autoridad, administrativa o judicial ordinaria. El control judicial, conforme a la ley, debe ser ejercido ex post, es decir, a posteriori, mediante los recursos de apelación y anulación del laudo previsto en la Ley General de Arbitraje. Por su parte, el control constitucional deberá ser canalizado conforme a las reglas establecidas en el Código Procesal Constitucional; vale decir que tratándose de materias de su competencia, de conformidad con el artículo 5°, numeral 4 del precitado código, no proceden los procesos constitucionales cuando no se hayan agotado las vías previas. En ese sentido, si lo que se cuestiona es un laudo arbitral que verse sobre derechos de carácter disponible, de manera previa a la interposición de un proceso constitucional, el presunto agraviado deberá haber agotado los recursos que la Ley General de Arbitraje prevé para impugnar dicho laudo.

§1.3. Criterios para el Control Constitucional de las Resoluciones Arbitrales:

§ Principio de Autonomía de la Voluntad y Jurisdicción Arbitral:

15. Conforme lo señala el artículo 9º de la Ley General de Arbitraje, N.º 26572, el convenio arbitral es el acuerdo por el cual las partes deciden someter a arbitraje las controversias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas respecto de una determinada relación jurídica contractual o no contractual, sean o no materia de un proceso judicial. De lo que se desprende la naturaleza contractual del  convenio, que obliga a las partes a la realización de cuantos actos sean necesarios para que el arbitraje se desarrolle y para el posterior cumplimiento del laudo arbitral. 

16. La noción de contrato en el marco del Estado constitucional de Derecho se remite al principio de autonomía de la voluntad, previsto en el artículo 2°, inciso 24, literal a de la Constitución, y que, en relación a la jurisdicción arbitral, puede tener dos vertientes:

a) Una negativa: En cuya virtud permite regular del modo que los particulares estimen oportuno sus relaciones jurídicas, creándolas, modificándolas o extinguiéndolas(4). 

b) Una positiva: En cuya razón el carácter autónomo, garantista y procesal del arbitraje, equivale a facultar a los particulares para que sustraigan del ámbito del ejercicio funcional de la jurisdicción estatal aquellas materias consideradas de libre disposición, es decir, plantea la conceptualización, si bien de modo no absoluto, del arbitraje como un derecho fundamental.

17. Entonces, el principio de autonomía de la voluntad no debe ser entendido de manera absoluta, sino dentro de los valores y principios constitucionales antes señalados.

En el caso del convenio arbitral, si bien se gesta a partir del sentido privatista de las relaciones contractuales, no presenta un haz de contenidos cuyas categorías sean exclusiva y excluyentemente de Derecho Privado. Interpretarlo de este modo implicaría soslayar su naturaleza constitucional, sujeta a los principios y deberes primordiales de la función jurisdiccional consagrados en el artículo 139º de la Constitución; los mismos que deberán extenderse razonablemente a la jurisdicción arbitral.

Si bien es cierto que la autonomía de la voluntad deriva de la Constitución, no puede discutirse la facultad de controlarla por razones del orden público constitucional, máxime si la propia jurisdicción arbitral integra éste. Esto supone que en un Estado constitucional, el poder se desagrega en múltiples centros de decisión equilibrados entre sí por un sistema de control de pesos y contrapesos, como postula el artículo 43º de la Constitución. Esto hace que el poder público, pero también el privado, estén sometidos al Derecho.

18. En este contexto el control constitucional jurisdiccional no queda excluido, sino que se desenvuelve a posteriori cuando se vulnera el derecho a la tutela procesal efectiva o se advierte un incumplimiento, por parte de los propios árbitros, de la aplicación de la jurisprudencia constitucional o los precedentes de observancia obligatoria, los mismos que los vinculan en atención a los artículos VI in fine y VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, respectivamente.

19. El ejercicio de las potestades jurisdiccionales –ordinaria o constitucional- no puede ni debe ser, desde luego, abusivo, ni supone la imposición de medidas irrazonables y desproporcionadas que lesionen los derechos fundamentales de autonomía de la voluntad y de contenido patrimonial -las libertades de contratar y de empresa-. 

§  Principio de Interdicción de la Arbitrariedad: 

20. El principio de interdicción de la arbitrariedad(5) es uno inherente a los postulados esenciales de un Estado constitucional democrático y a los principios y valores que la propia Constitución incorpora; de allí que, si bien la autonomía de la jurisdicción arbitral tiene consagración constitucional, no lo es menos que, como cualquier particular, se encuentra obligada a respetar los derechos fundamentales, en el marco vinculante del derecho al debido proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva (artículo 139° de la Constitución); por cuanto, si así no ocurriese, será nulo y punible todo acto que prohìba o limite al ciudadano el ejercicio de sus derechos, de conformidad con el artículo 31° in fine de la Carta Fundamental(6).

Si ocurriese lo contrario, la autonomía conferida al arbitraje devendría en autarquía, lo que equivaldría a sostener que los principios y derechos constitucionales no resultan vinculantes. 

§1.4. Relaciones  con  la Función Jurisdiccional (artículo 139º, inciso 1 de la Constitución): Supuesto Constitucional de Excepción y la Apreciación de Razonabilidad: 

21. Quienes se inclinan por la irrevisabilidad de los laudos arbitrales se sustentan en el artículo 4º de la Ley N.º 26572, que establece que, salvo pacto en contrario, las partes podrán someterse de modo exclusivo y excluyente a la jurisdicción arbitral, así como en el artículo 59º, que otorga a los laudos arbítrales carácter definitivo, estableciendo que contra ellos no procede alguno, salvo el recurso de apelación y de nulidad.

Una interpretación formal propia del valorismo legalista de la Ley N.º 26572, concluiría que, sin ingresar en consideración adicional alguna, una resolución expedida por un tribunal arbitral es incuestionable en sede constitucional, incluso en aquellos supuestos en los que afecten los derechos fundamentales de la persona. 

Mas, pretender interpretar la Constitución a partir del mandato legal de la Ley N.º 26572, vaciando de contenido el principio de supremacía jurídica y valorativa de la Constitución (artículo 51º de la Constitución), configurado en el tránsito del Estado de derecho al Estado constitucional de derecho, no es atendible para defender la irrevisabilidad absoluta de las resoluciones de los tribunales arbitrales.

Además, resulta manifiestamente contrario al principio de fuerza normativa de la Constitución y al de corrección funcional, ya que desconoce, por un lado, el carácter jurídico-vinculante de la Constitución y, por otro, la función de contralor de la constitucionalidad conferida al Tribunal Constitucional (artículo 201º de la Constitución).

22. Por otro lado, el último párrafo del artículo 103° de la Constitución establece que ésta no ampara el abuso del derecho, por lo que el ejercicio de poder jurisdiccional ordinario, y con mayor razón el excepcional, será legítimo si es ejercido en salvaguarda del cumplimiento de los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación que resulte de los mismos y de las resoluciones dictadas por este Tribunal (artículo VI in fine del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional), el cumplimiento de las sentencias que constituyan precedente vinculante (artículo VII del Código Procesal Constitucional) y el respeto al derecho a la tutela procesal efectiva (artículo 4º del Código Procesal Constitucional).

23. Por los fundamentos precedentes, a juicio de este Colegiado, es un hecho incontrovertible que existe la posibilidad de cuestionar, por la vía del proceso constitucional, una resolución arbitral. Esta, por tanto, debe ser considerada como la única opción válida constitucionalmente, habida cuenta de que bajo determinados supuestos procede el proceso constitucional contra resoluciones provenientes tanto del Poder Judicial como de un Tribunal Militar (artículo 4º del Código Procesal Constitucional). En esa medida, no existe respaldo constitucional que impida recurrir al proceso constitucional frente a la jurisdicción arbitral.

§2. ACTIVIDAD FISCAL PREVIA AL INICIO DEL PROCESO PENAL:

24. Habiendo desarrollado el marco constitucional de la jurisdicción arbitral; y tomando en consideración que el petitorio constitucional del recurrente está orientado a cuestionar el procedimiento de investigación fiscal y posterior acusación que llevó a cabo la parte demandada, se procederá a analizar –aunque de manera preliminar– algunos aspectos relacionados con la actividad fiscal previa al inicio del proceso judicial penal.

25. La Constitución establece, en el artículo 159°, inciso 1, que corresponde al Ministerio Público la misión de promover de oficio, o a petición de parte, la acción judicial en defensa de la legalidad y de los intereses públicos tutelados por el derecho; asimismo, el inciso 5) del mismo artículo constitucional encarga al Ministerio Público el ejercicio de la acción penal de oficio o a petición de parte. En ese sentido, corresponde a los fiscales –representantes del Ministerio Público– hacer ejercicio de la titularidad de la acción penal pública y, una vez conocida la denuncia o noticia criminal, proceder a formalizarla ante el juez penal si lo estiman procedente, conforme a lo establecido por la Ley Orgánica del Ministerio Público, aprobada por Decreto Legislativo N° 52.

26. En cumplimiento de las atribuciones que le han sido conferidas constitucional y legalmente, la labor del fiscal se extiende a lo largo de todo el proceso penal; sin embargo, es preciso analizar su labor en el procedimiento que antecede al inicio del proceso judicial.

§2.1. Investigación y Posterior Acusación Fiscal:

27. El Ministerio Público conduce desde su inicio la investigación del delito (artículo 159°, inciso 4 de la Constitución); por ende, una vez que un hecho presuntamente delictivo es denunciado, el fiscal puede, alternativamente, abrir investigación policial para reunir la prueba indispensable o formalizarla ante el juez penal(7). En el primer supuesto, el fiscal no cuenta con elementos suficientes que ameriten la formalización de la denuncia, por lo que se procede a iniciar una investigación orientada a obtener elementos que sustenten su acusación ante el Juez Penal; ello fluye del texto del artículo 94° de la Ley Orgánica del Ministerio Público, en el extremo que señala: “(...) cuando se hubiese reunido la prueba que estimase suficiente [el fiscal] procederá a formalizar la denuncia ante el Juez Instructor(8) como se deja establecido en el presente artículo”. 

28. Respecto a la actividad probatoria y el grado de convicción al que debe arribar el fiscal en el transcurso de esta investigación previa al proceso penal, la doctrina ha señalado lo siguiente: “(...) no se requiere que exista convicción plena en el fiscal ni que las actuaciones estén completas, sólo se necesita que las investigaciones arrojen un resultado probabilístico razonable, en orden a la realidad de un delito y de la vinculación delictiva del imputado o imputados”.(9) Sin embargo, desde una perspectiva constitucional, resulta insuficiente valorar la actuación fiscal en sus propios términos legales; se requiere de su conformidad con los mandatos constitucionales de respeto a los derechos fundamentales y al ordenamiento jurídico constitucional.

§2.2. Ausencia de Normatividad en la Materia. Principios y Criterios Aplicables:

29. La labor que el fiscal realice una vez recibida la denuncia o conocida la noticia criminal no ha sido desarrollada en detalle por el ordenamiento jurídico vigente. Sin embargo, esta actividad está sujeta a diversos principios y garantías que orientan su normal desenvolvimiento para que éste sea conforme a la Constitución.

§  Principio de Interdicción de la Arbitrariedad:

30. Desde la consolidación del Estado de derecho surge el principio de interdicción de la arbitrariedad, el mismo que tiene un doble significado, tal como ha sido dicho en anterior sentencia: "a) En un sentido clásico y genérico, la arbitrariedad aparece como el reverso de la justicia y el derecho. b) En un sentido moderno y concreto, la arbitrariedad aparece como lo carente de fundamentación objetiva; como lo incongruente y contradictorio con la realidad que ha de servir de base a toda decisión. Es decir, como aquello desprendido o ajeno a toda razón de explicarlo. En consecuencia, lo arbitrario será todo aquello carente de vínculo natural con la realidad”. (Exp. N° 090-2004 AA/TC).

Adecuando los fundamentos de la referida sentencia a la actividad fiscal, es posible afirmar que el grado de discrecionalidad atribuido al fiscal para que realice la investigación sobre la base de la cual determinará si existen elementos suficientes que justifiquen su denuncia ante el juez penal, se encuentra sometida a principios constitucionales que proscriben: a) actividades caprichosas, vagas e infundadas desde una perspectiva jurídica; b) decisiones despóticas, tiránicas y carentes de toda fuente de legitimidad; y c) lo que es contrario a los principios de razonabilidad y proporcionalidad jurídica. 

§  Principio de Legalidad en la Función Constitucional:

31. El fiscal actúa como defensor de la legalidad y representante de la causa pública en el proceso penal. En efecto, el respeto de este principio implica que el Ministerio Público ejercite la acción penal por todo hecho que revista los caracteres de un delito, sin perder de vista que su labor se ejecuta en función de la justicia y teniendo como parámetros a la Constitución y a la ley.

§  Debido Proceso y Tutela Jurisdiccional:

32. Al respecto, este Colegiado ha reconocido que el debido proceso se proyecta también al ámbito de la etapa prejurisdiccional de los procesos penales, es decir, en aquella cuya dirección compete al Ministerio Público (Exp. N.° 1268-2001 HC/TC). Por tanto, las garantías previstas en el artículo 4° del Código Procesal Constitucional serán aplicables a la investigación fiscal previa al proceso penal siempre que sean compatibles con su naturaleza y fines, los mismos que deben ser interpretados de conformidad con el artículo 1° de la Constitución, según el cual "la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado".

§2.3. Hábeas Corpus y Procedimiento de Investigación Fiscal:

33. A continuación se analizará el petitorio constitucional del demandante, cuyos extremos son: que se declare la nulidad de la denuncia fiscal, de fecha 10 de mayo de 2005, formalizada en contra del recurrente por el fiscal demandado; y que se notifique al juez que haya asumido la calificación de la denuncia, a efectos de que la devuelva al Ministerio Público para que ésta sea calificada nuevamente, este vez por otro fiscal. 

El presunto agraviado sustenta, para tal efecto, la interposición de un hábeas corpus de tipo reparador respecto a los derechos que han sido vulnerados por el demandado al momento de realizar la investigación fiscal; y, asimismo, la interposición de un hábeas corpus de tipo preventivo, frente a la amenaza de su libertad individual y derechos conexos como consecuencia de la denuncia que se ha formalizado en su contra.

§  Hábeas Corpus Reparador y Procedimiento de Investigación Fiscal: 

34. Respecto del hábeas corpus reparador, es preciso señalar que dicha modalidad representa la modalidad clásica o inicial del hábeas corpus, la misma que se promueve para obtener la reposición de la libertad de una persona indebidamente detenida. Se presenta, por ejemplo, cuando se produce la privación arbitraria o ilegal de la libertad física como consecuencia de una orden policial; de un mandato judicial en sentido lato; de una negligencia penitenciaria cuando un condenado continúa en reclusión pese a haberse cumplido la pena; por sanciones disciplinarias privativas de la libertad, entre otros. (Exp. N.° 2663-2003-HC/TC).

35. En el caso de autos, el demandante promueve esta modalidad de hábeas corpus porque considera que la investigación fiscal llevada a cabo por el demandado se ha desarrollado con absoluta prescindencia del respeto a las garantías que brinda el derecho a la tutela procesal efectiva, derecho protegido a través del proceso de hábeas corpus de conformidad con el artículo 4° del Código Procesal Constitucional. 

36. Sobre este punto, es preciso tomar en consideración que la actividad del fiscal está limitada por las atribuciones que le han sido conferidas directamente a la autoridad judicial. En efecto, la imposición de medidas coercitivas, restrictivas de la libertad o derechos conexos, son atribuciones que la Constitución no ha conferido al Ministerio Público, puesto que su investigación, en todo caso, puede concluir en la formalización de una denuncia ante el Poder Judicial; pero la imposición de medidas coercitivas como la comparecencia o la detención preventiva, son medidas propias de la instancia judicial y serán adoptadas previa valoración y motivación del juez competente. En consecuencia, el procedimiento de investigación fiscal no incide de manera directa en una posible vulneración a algún derecho vinculado a la libertad individual de la persona.

37. En este orden de ideas, las presuntas irregularidades llevadas a cabo por el fiscal demandado no dan lugar a la interposición de un hábeas corpus correctivo, por lo que, en adelante, el pedido del recurrente será analizado a la luz de la tutela que brinda el hábeas corpus de tipo preventivo.

§  Hábeas Corpus Preventivo y Procedimiento de Investigación Fiscal:

38. El presunto agraviado formula demanda de hábeas corpus preventivo contra la amenaza que se cierne sobre su libertad individual y derechos constitucionales conexos como consecuencia de la acusación formulada por el fiscal demandado. Al respecto, es preciso tomar en consideración que, tal como lo dispone el inciso 1) del artículo 200° de la Constitución, el hábeas corpus no sólo procede ante el hecho u omisión de cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnera la libertad individual o derechos conexos, sino también ante la amenaza de que se pueda producir tal vulneración. En este caso, la actuación del juez constitucional es anterior al acto violatorio de la libertad individual o derechos conexos, pues se procede ante una amenaza. 

39. Sobre el hábeas corpus preventivo y a efectos de valorar la amenaza frente a la cual procede este proceso constitucional, este Colegiado ha sostenido que: “ (...) se debe comprobar: a) la inminencia de que se produzca el acto vulnerador, es decir, que se configure un atentado a la libertad personal que esté por suceder prontamente o en vía de ejecución, no entendiéndose por tal a los simples actos preparatorios; y b) que la amenaza a la libertad sea cierta, es decir, que exista un conocimiento seguro y claro de la amenaza a la libertad, dejando de lado conjeturas o presunciones”. (Exp. 3171-2003 HC/TC).

40. Como ha sido dicho anteriormente, dado que el fiscal no tiene la facultad de dictar medidas restrictivas de la libertad o derechos conexos, en principio no se configuraría una amenaza cierta e inminente de algún derecho tutelable por el hábeas corpus. No obstante, es preciso tomar en consideración que si bien la denuncia fiscal no vincula al juez –el mismo que sólo abrirá instrucción si considera que de la denuncia fluyen indicios suficientes o elementos de juicio que razonablemente revelen la existencia de un delito–, en cambio, sí constituye un importante indicativo para el juez, el cual podría ser inducido a error sobre la base de una denuncia abiertamente arbitraria, orientada a conseguir que el presunto autor del hecho delictivo sea procesado. 

41. Este Colegiado no considera que esta situación se haya configurado en el caso de autos, toda vez que la denuncia formalizada ante el juez penal ha sido construida sobre la base de las investigaciones efectuadas por el fiscal y los documentos proporcionados por Algamarca. No obstante, surge un cuestionamiento en torno al hecho de que no se haya contado con la declaración indagatoria del investigado. Esta resultaría ser una observación válida si el procedimiento de investigación fiscal se hubiera llevado “a escondidas” como se sugiere en la demanda; sin embargo, este calificativo no se condice con el hecho de que el señor Cantuarias Salaverry fue debidamente notificado (al menos en una oportunidad) del procedimiento de investigación fiscal que se le seguía. 

42. El recurrente, por tanto, tuvo oportunidad de apersonarse al procedimiento de investigación fiscal y lo hizo a través de su abogado, el mismo que presentó escritos e incluso solicitó que se actuaran diversos medios probatorios. Respecto de esta solicitud, el fiscal no llevó a cabo la actuación de todos los medios probatorios solicitados por el demandante; no obstante, atendió a su pedido en el extremo en el que solicitó se recabara la declaración indagatoria de los otros dos miembros del tribunal arbitral. Finalmente, esta diligencia no se llevó a cabo porque ambos árbitros solicitaron una reprogramación, lo cual no tuvo lugar pues el fiscal no realizó una nueva citación. 

43. De lo actuado también se desprende que el  fiscal demandado citó a informe oral a la defensa del recurrente; sin embargo, ésta volvió a solicitar que se programe una nueva fecha porque consideró que se debía esperar a que la investigación preliminar concluya. En este escenario, no resulta desproporcionado que ante las pruebas merituadas y las constantes solicitudes de reprogramación que venían siendo formuladas, el fiscal haya formalizado denuncia sobre la base de los elementos con los cuales, efectivamente, contaba. 

44. En cuanto a la denuncia fiscal, esta se ajusta a lo dispuesto por el artículo 94º de la Ley Orgánica del Ministerio Público, según el cual, si el fiscal estima procedente formalizar denuncia ante el juez penal “(...) expondrá los hechos de que tiene conocimiento, el delito que tipifican y la pena con que se sanciona, según ley; la prueba con que cuenta y la que ofrece actuar o que espera conseguir y ofrecer oportunamente.”  

45. Partiendo de las consideraciones que han sido previamente expuestas, este Colegiado no considera que el recurrente se encuentre frente a una amenaza cierta e inminente de su derecho a la libertad individual o algún derecho conexo, puesto que no se ha producido la formalización de una denuncia manifiestamente arbitraria, orientada a inducir a error al juez a fin de que dé inicio a un proceso penal en contra del investigado.

46. Si bien, a la fecha, es posible constatar que la denuncia formalizada por el fiscal demandado dio lugar a que se abriera instrucción en contra del señor Fernando Cantuarias Salaverry, no se ha dictado mandato de detención en su contra y se ha motivado debidamente el mandato de comparecencia restringida que fue dictado en su lugar. En efecto, este mandato de comparecencia no puede ser considerado como una concreción de la amenaza alegada por el recurrente, toda vez que esta medida ha sido dictada en el ejercicio legítimo de las atribuciones que han sido conferidas al juez penal.

47. Se advierte, por tanto, que en el presente caso no se configuran los supuestos necesarios para la procedencia del proceso constitucional de hábeas corpus y que el petitorio constitucional del presunto agraviado –declarar la insubsistencia del auto apertorio de instrucción– sin que se haya acreditado la existencia de una amenaza cierta e inminente de su libertad individual o derechos constitucionales conexos, importaría que este Tribunal se subrogue en las facultades que le han sido constitucional y legalmente conferidas a los representantes del Ministerio Público.

48. Sin perjuicio de la decisión adoptada por este Colegiado, se deja a salvo el derecho del recurrente respecto de la posible injerencia que el proceso penal iniciado en su contra puede suscitar de manera ilegítima en su labor como miembro del tribunal arbitral Sulliden-Algamarca; ello en tanto y en cuanto se podría estar pretendiendo trasladar, indebidamente, al ámbito penal controversias que tienen carácter civil o comercial y que han sido oportunamente sometidas al ámbito de la jurisdicción arbitral por las partes involucradas. De ser este el caso, el recurrente podrá hacer valer su derecho en la vía ordinaria correspondiente, que deberá seguir los criterios vinculantes de esta sentencia, a efectos de no sesgar la autonomía e independencia con la que cuenta la jurisdicción arbitral en el ejercicio legítimo de sus atribuciones.

49. De conformidad con el artículo VI in fine del Título Preliminar Código Procesal Constitucional, los criterios de interpretación contenidos en los fundamentos jurídicos N.º 8, 11, 12, 13, 14, 17 y 18, son vinculantes para todos los operadores jurídicos.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

1. Declarar IMPROCEDENTE la demanda de Hábeas Corpus.

2. Declarar que los fundamentos jurídicos Nos 8, 11, 12, 13, 14, 17 y 18, son vinculantes para todos los operadores jurídicos.

SS.

GARCÍA TOMA

GONZALES OJEDA

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

LANDA ARROYO
EXP. N° 617-2005-HC/TC

LIMA

RICARDO GERMÁN 

ALARCÓN TAPIA

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 13 días del mes de abril de 2005, el Tribunal Constitucional en sesión de Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Presidente; González Ojeda, García Toma, Vergara Gotelli y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia.

ASUNTO:
Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Ricardo Germán Alarcón Tapia contra  la resolución de la Tercera Sala Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 268, su fecha 11 de octubre de 2004, que declaró improcedente la demanda de habeas corpus de autos. 

ANTECEDENTES:
Demanda:
Con fecha 11 de mayo de 2004, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus contra el Consejo Supremo de Justicia Militar y el Ministerio del Interior, sosteniendo que existe amenaza cierta e inminente de la vulneración de su libertad individual por cuanto existiría una causa penal, la signada con el Nº 311-V-2003, tramitada contra su persona sin su conocimiento y en el estado de emitirse sentencia.

Investigación Sumaria:

Realizada la investigación sumaria, el juez investigador recaba copias certificadas de los antecedentes penales del demandante.

Resolución de Primera Instancia: 

El Cuadragésimo Sétimo Juzgado Penal de Lima, con fecha 2 de junio de 2004, declaró improcedente la demanda, por estimar que no se aprecian en autos elementos probatorios que causen convicción sobre las afirmaciones formuladas por el recurrente.      

Resolución de Segunda Instancia: 

La recurrida confirmó la apelada, por los mismos fundamentos.     

FUNDAMENTOS:

§1. Sobre la Aplicación del Código Procesal Constitucional (Ley N.º 28237):

Según la Segunda Disposición Final del Código Procesal Constitucional, que rige desde el 1 de diciembre del año 2004, “(…) las normas procesales previstas por el presente código son de aplicación inmediata, incluso a los procesos en trámite. Sin embargo, continuarán rigiéndose por la norma anterior: las reglas de competencia, los medios impugnatorios interpuestos, los actos procesales con principio de ejecución y los plazos que hubieran empezado”. 

Por tanto, de conformidad con el artículo 103° de la Constitución que dispone “Pueden expedirse leyes especiales porque así lo exige la naturaleza de las cosas, pero no por razón de la diferencia de personas.

Ninguna ley tiene fuerza ni efecto retroactivos, salvo en materia penal, cuando favorece al reo. La ley se deroga sólo por otra ley. También queda sin efecto por sentencia que declara su inconstitucionalidad.

La Constitución no ampara el abuso del derecho”. En el presente caso debe aplicarse el Código Procesal Constitucional, puesto que sus disposiciones no tienen relación alguna con los supuestos de excepción y no afectan derechos  del demandante. Además, su empleo es de carácter inmediato y sus normas son más convenientes para resolver los cuestionamientos existentes en el proceso.

§2. Análisis del Acto Lesivo Materia de Controversia Constitucional:

1. El actor cuestiona el inicio de un proceso en su contra en el fuero privativo militar, lo cual supondría una amenaza cierta e inminente de su libertad personal.

2. Del análisis de autos no se aprecia la existencia de elementos de juicio que indiquen la existencia de una amenaza cierta e inminente a la libertad personal del demandante; antes bien, como se aprecia de fojas 18 a 189, el recurrente ha interpuesto demandas y peticiones en sede jurisdiccional militar, de la que emerge el cuestionado proceso N.º 311-V-2003, como se aprecia de la notificación obrante a fojas 22, que se le cursó al demandante con motivo de la vista de la causa de la queja planteado por él en la secuela de la denuncia interpuesta contra el General PNP Jorge Santisteban De La Cruz, lo cual desvirtúa la reclamación materia de esta demanda.

3. Siendo así, la demanda del presente proceso debe ser desestimada, por no constituir el eludido proceso, Nº 311-V-2003 una amenaza de violación cierta e inminente a la libertad personal del demandante, requisito exigido por el artículo 2º del Código Procesal Constitucional.   

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar IMPROCEDENTE la demanda de Hábeas Corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA

VERGARA GOTELLI

LANDA ARROYO

EXP. N° 2193-2005-PHC/TC
ÁNCASH 

ERASMO RODRÍGUEZ FIGUEROA

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 10 días del mes de mayo de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia

 ASUNTO:
 Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Erasmo Moisés Rodríguez Figueroa contra la resolución emitida por la Segunda Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Áncash, de fojas 82, su fecha 22 de marzo de 2005, que declara improcedente la demanda de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 8 de febrero de 2005 el actor interpone demanda de hábeas corpus contra los jueces de primera y segunda instancia que intervinieron en el proceso N° 2004-1708, seguido en su contra por el delito de omisión familiar, ante el Segundo Juzgado Penal de Huaraz. Precisa el actor que el hábeas corpus que interpone es de tipo preventivo, puesto que, si bien la amenaza a su libertad individual aún no se ha concretado, esta es de inminente realización, ya que se le sentenció con fecha 19 de agosto de 2002 a un año de pena privativa de libertad, con ejecución suspendida, estableciéndose ciertas reglas de conducta a seguir, entre ellas el pago de las pensiones devengadas, bajo apercibimiento. Agrega que, luego de que interpuso recurso de apelación, con  fecha 3 de julio de 2003, la instancia superior confirmó la pena impuesta, mas revocó el extremo referido a dictar en su contra revocatoria directa de la pena suspendida en caso de incumplimiento de las normas de conducta antes citadas, lo cual considera atentatorio en virtud del artículo 300°, numeral 2), del Código de Procedimientos Penales, que establece que la modificatoria de la sentencia solo es procedente cuando sea más favorable al reo; añadiendo que no se ha respetado la gradualidad de las penas establecida en el artículo 59° del Código Penal.

El titular del Segundo Juzgado Especializado en lo Penal de Huaraz, Edison Percy García Valverde; contesta la demanda solicitando que se la declare improcedente, aduciendo que, ante el incumplimiento de las normas de conducta fijadas para el actor, se dictó revocatoria de la suspensión de la pena con fecha 30 de abril de 2004, resolución que no fue materia de apelación por parte del agraviado, con lo cual la resolución se volvió firme. Asimismo, precisa que ya se han declarado infundados en repetidas oportunidades los pedidos de extinción de la pena formulados por el accionante, el último de los cuales, habiendo sido declarado infundado, fue apelado por el actor, hallándose actualmente en estado de resolver.

El Primer Juzgado Penal, con fecha 25 de febrero de 2005, declara improcedente la demanda, estimando que el derecho invocado por el demandante no es de inminente violación, ya que aún tiene un recurso por resolver en segunda instancia, señalando también que se le han concedido oportunamente todos los medios de defensa de conformidad con el derecho a la tutela procesal efectiva del recurrente.

La recurrida confirma la apelada por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. El Código Procesal Constitucional, vigente desde el 1 de noviembre del 2004, dispone en su artículo 4°, segundo párrafo, que el hábeas corpus procede cuando una resolución judicial firme vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva, entendida esta como la situación jurídica de una persona en la que se respetan sus principales derechos y los principios de legalidad procesal penal.

2. De autos fluye que el recurrente interpone demanda de hábeas corpus alegando que 1) el artículo 59° del Código Penal establece una gradualidad de penas, y que, por tanto, el juzgador debe aplicarlas en ese orden, a fin de garantizar la tutela procesal de los justiciables; 2) cuando el sentenciado impugna o apela una resolución, solo se puede confirmar o reducir la pena cuando resulte favorable al reo, en virtud del artículo 300° del Código de Procedimientos Penales, y 3) nunca se le notificó de actos procesales vitales, y que no se ha resuelto su solicitud de extinción de ejecución de la pena  en los plazos previstos por la ley.

3. El artículo 59° del Código Penal establece que, si durante el período de suspensión el condenado no cumpliera las reglas de conducta impuestas, el juez podrá, según los casos, amonestar al infractor; prorrogar el período de suspensión hasta la mitad del plazo inicialmente fijado, o revocar la suspensión de la pena. Por tanto, es facultad del juzgador optar por cualquiera de las tres alternativas después de efectuar el estudio de caso por caso, y dependiendo del grado de renuencia del condenado a acatar las normas de conducta impuestas, en virtud del principio de independencia de la función jurisdiccional. Así, la resolución del 3 de julio de 2003, de fojas 17, no configura violación ni amenaza de violación alguna del derecho del recurrente, al haber actuado el juez en el margen de discrecionalidad que la ley le otorga; en este caso específico, a fin de conminar al actor a cumplir con la obligación de pagar íntegramente las pensiones alimenticias devengadas que debe, bajo apercibimiento.

4. En autos, a fojas 24, corre la resolución de fecha 30 de abril de 2004, mediante la cual el Primer Juzgado Especializado Penal de Huaraz declara procedente el mandato de revocación de la pena dictado en contra del recurrente, no obrando en el expediente ningún recurso impugnatorio interpuesto contra esta, razón por la cual tiene la calidad de consentido. Adicionalmente, a fojas 59, aparece el informe emitido por la Corte Superior de Justicia de Áncash, del que se desprende que el actor tiene pendiente, a la fecha recurso de apelación sobre extinción de ejecución de la pena, remitido a la Segunda Fiscalía Superior Mixta en segunda instancia; por tanto, el caso se enmarca en un proceso regular, por lo que no procede amparar la demanda conforme a lo preceptuado en el Código Procesal Constitucional. 

Por estos fundamentos el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú
HA RESUELTO

 Declarar IMPROCEDENTE la demanda.

 Publíquese y notifíquese.

 SS.

 ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

LANDA ARROYO 

EXP. N° 1312-2005-PHC

HUÁNUCO

SANDALIO ESPINOZA LÓPEZ

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 17 de marzo de 2005

VISTO

El Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Sandalio Espinoza López contra la Resolución de la Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Huánuco, de fojas 103, su fecha  2 de diciembre de 2004, que, confirmando la apelada, declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos; y,

ATENDIENDO A

1. Que, con fecha 8 de noviembre de 2004, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus contra don Jorge Mariano Villavicencio Tafur, solicitando que cese la amenaza y acoso permanente de la que viene siendo objeto él, su familia y los 60 comuneros y sus familias de la Comunidad Campesina de Cumbe, lo cual viola los derechos fundamentales a la vida, a la libertad ambulatoria, a la propiedad, así como al debido proceso e inviolabilidad domiciliaria. Alega que el emplazado pretende realizar el lanzamiento y descerraje del predio rústico de Cumbe, de propiedad legítima de la Comunidad Campesina de San Pedro de Cumbe.

2. Que, realizada la investigación sumaria, el actor se ratifica en todos los extremos de su demanda. Por su parte, el accionado manifiesta que se siguió un proceso civil sobre división y partición de acciones, el mismo que se encuentra arreglado a ley que el juzgado programó la fecha para la diligencia de lanzamiento. Sostiene que la presente acción tiene como única finalidad seguir dilatando por más tiempo el proceso civil, razón por la cual debe desestimarse.

3. Que el Juzgado Mixto de Ambo, con fecha 9 de noviembre de 2004, declara improcedente la demanda, por considerar que el hábeas corpus preventivo es aplicable a los casos en que, no habiéndose concretado la privación del derecho a la libertad, existe amenaza cierta e inminente de que ello ocurra. Con fecha 2 de diciembre de 2004, la recurrida confirma la apelada por los mismos fundamentos.

4. Que, según el artículo 25° de la Ley N.° 28237, el hábeas corpus es una garantía constitucional que procede en los casos en que se vulnere o amenace la libertad individual de la persona a fin de protegerla contra los actos coercitivos practicados arbitrariamente por cualquier autoridad, funcionario o persona.

5. Que del estudio de autos (f. 33-66) se desprende que el proceso del cual emana la resolución que autoriza el lanzamiento y descerraje de la propiedad rural, ha sido realizado con observancia de las normas del debido proceso. En tal sentido, resulta de aplicación el artículo 4°, a contrario sensu, de la Ley N° 28237, por cuanto no se advierte de autos que dicha resolución judicial vulnere los derechos a la libertad individual y la tutela procesal efectiva; sin perjuicio de lo cual se deja a salvo el derecho del actor para que lo haga valer en la vía correspondiente.

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le confiere la Constitución Política del Perú

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE la demanda.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

VERGARA GOTELLI

EXP. N° 2525-2005-PHC/TC

AYACUCHO

CARLOS JESÚS 

CARNERO ECHEVARRÍA

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 27 días del mes de junio de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los señores magistrados Alva Orlandini, Vergara Gotelli y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Carlos Jesús Carnero Echevarría contra la sentencia de la Segunda Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Ayacucho, de fojas 109, su fecha 28 de marzo de 2005, que declara improcedente la demanda de autos. 

ANTECEDENTES:
Con fecha 3 de marzo de 2005, el actor interpone demanda de hábeas corpus contra la Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Ayacucho, solicitando que se declare nula la resolución que amplía el plazo de su detención. Manifiesta que la emplazada, al dictar la resolución de fecha 29 de diciembre de 2004, disponiendo la prolongación del mandato de detención, ha vulnerado sus derechos a la libertad y a la tutela procesal efectiva, entre otros. Sustenta su demanda en que se encuentra detenido desde el 9 de agosto de 2003,  por lo que considera que se está alargando el plazo de detención de manera innecesaria, pues se programó audiencia para el 20 de diciembre de 2004, la cual se declaró nula, y luego se programó otra para el día 18 de febrero de 2005; pero, antes de que esta se llevara a cabo, se reprogramó para el 1 de junio del año 2005, sin tener en cuenta su condición de reo en cárcel. 

Realizada la investigación sumaria, el actor se ratifica en los términos de su demanda. Sin embargo, no se toma la declaración de los demandados dado que se encontraban haciendo uso de sus vacaciones durante el mes de marzo de 2005, conforme se desprende de la instrumental obrante en autos, a fojas21.

El Juzgado Penal de Vacaciones de Huamanga declara improcedente la demanda considerando que el actor no hizo efectivo su derecho de interponer recurso de apelación contra las resoluciones que reprogramaban la audiencia de lectura de sentencia ni la resolución que ampliaba el periodo de detención.

La recurrida confirma la apelada por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. La demanda tiene por objeto que se declare nula la resolución de fojas 61, su fecha 29 de diciembre de 2004, que  amplía el plazo de detención del actor por un lapso de 18 meses. Se argumenta que la audiencia de lectura de sentencia se viene dilatando innecesariamente, de manera que se están vulnerando sus derechos a la libertad individual y a la tutela procesal efectiva.

2. Del estudio de la instrumental obrante a fojas 58 de autos, se desprende que el actor viene siendo procesado por delito contra la salud pública en la modalidad de tráfico ilícito de drogas agravado y tenencia ilegal de arma de fuego, al amparo de lo dispuesto por los incisos 6) y 7) del artículo 297° del Código Penal.

3. El artículo 137° del Código Procesal Penal precisa que, tratándose de procedimientos por delitos de tráfico ilícito de drogas y otros de naturaleza compleja seguidos contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas o del Estado, el plazo límite de detención se duplicará hasta por 18 meses más, por lo que la resolución cuestionada ha sido expedida conforme a ley, encontrándose debidamente fundamentada.

4. Se entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que se respetan sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional; a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso; a no ser desviada de la jurisdicción predeterminada ni sometida a procedimientos distintos de los previstos por la ley; a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales, y a la observancia del principio de legalidad procesal penal.

5. Con respecto a la tutela procesal efectiva, a fojas 46, aparece que la sala emplazada advierte vicios procesales en el expediente penal 2003-0255, en el que se procesa, entre otros, al actor, puesto que los errores insubsanables recayeron en otro de los procesados. Por ello, la sala declara nulo el auto superior de enjuiciamiento y subsana los errores en los que se incurrió en la Resolución de fojas 32. Asimismo, ordena que se reprograme y se señale nueva fecha para la apertura del juicio oral conforme a las normas procesales vigentes. La sala sostiene que no se ha vulnerado el derecho a la tutela procesal efectiva invocado en la demanda.

6. Del estudio detallado de las piezas instrumentales obrantes en autos, no se acredita la alegada vulneración, sino que el proceso ha observado las garantías del debido proceso; por estas razones resulta de aplicación el artículo 4°, a contrario sensu, del Código Procesal Constitucional

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar IMPROCEDENTE la demanda.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

VERGARA GOTELLI

LANDA ARROYO
EXP. N° 3520-2005-PHC

EL SANTA

MELCHORA TIRADO 

SALAZAR

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima a los 11 días del mes de agosto de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Alva Orlandini, Vergara Gotelli y Landa Arroyo pronuncia la siguiente sentencia.

ASUNTO:
Recurso de Agravio Cconstitucional interpuesto por doña Melchora Tirado Salazar contra resolución emitida por la Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia del Santa, su fecha 28 de abril de 2005, de fojas 105, que declaró improcedente el proceso de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 15 de abril de 2005, la recurrente interpone demanda de hábeas corpus contra el Juez Especializado en lo Penal del Módulo Básico de Justicia de Nuevo Chimbote, don Jhonny Quispe Cuba, pues considera que existe amenaza a su libertad individual y vulneración a su derecho de defensa, ya que el magistrado accionado emitió, con fecha 07 de abril de 2005, la resolución N° 69, mediante la cual dispuso fecha y hora para la diligencia de expedición y lectura de sentencia para la acusada, bajo apercibimiento de declararla reo contumaz en caso de inconcurrencia. Todo esto se hizo, según alegato de la actora, sin antes haberse resuelto la incidencia de la excepción de prescripción por ella interpuesta, ni haberse tramitado el recurso de recusación formulado, por lo que, en razón de lo antes expuesto, solicita se deje sin efecto la citada resolución, hasta que sean debidamente resueltas las excepciones formuladas. 

A fojas 82 obra el Acta de Verificación realizada por orden del Módulo Básico de Justicia de Nuevo Chimbote, en el que se aprecia la diligencia de toma de declaración del accionado, don Jhonny Walter Quispe Cuba, el que refiere que no hubo vulneración alguna a los derechos de la recurrente, ya que emitió sentencia contra Peter López Risco, en la que se declara improcedente la excepción propuesta por la actora, sentencia que fue apelada por ésta, concediéndose la alzada y elevándose a la Sala Penal Superior. Posteriormente, con fecha 9 de febrero de 2005 se emitió resolución declarando nulas las resoluciones Nos 60, que declaro improcedente la excepción de prescripción, y 62, que concedía la apelación, concluyendo con el mandato de resolver las excepciones en la sentencia. Contra ésta resolución la actora formuló apelación, concediéndosele la alzada sin efecto suspensivo y poniéndose la causa a despacho para resolver. A su vez, cuando se fijó fecha para la lectura de sentencia, la actora dedujo nulidad contra esta resolución, que fue declarada infundada por el juzgado, para posteriormente emitir la cuestionada resolución N.° 69 fijando nueva fecha para lectura de sentencia, bajo apercibimiento.

El primer Juzgado Penal de Chimbote, mediante resolución de fecha 15 de abril de 2005, declaró infundada la demanda, aduciendo que no hubo amenaza cierta a la libertad individual de la demandante, ya que la prescripción y la recusación deducidas se presentaron con fecha posterior a la acusación fiscal, resultando de aplicación lo dispuesto en el artículo 5° del Decreto Legislativo N° 124, que dispone que los recursos presentados con posterioridad a la acusación fiscal se resolverán en la sentencia, sin formarse cuadernillo  incidental.

La recurrida confirmó la apelada, entendiéndola como improcedente por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. El Código Procesal Constitucional dispone en su artículo 4°, segundo párrafo, que el hábeas corpus procede cuando una resolución judicial firme vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva, entendida ésta como la situación jurídica de una persona en la que se respetan de modo enunciativo sus principales derechos, y los principios de legalidad procesal penal.

2. De autos se tiene que a la actora se le abre instrucción en la vía sumaria mediante resolución N° 1, de 26 de marzo de 2002, obrante en autos a fojas 1, por delito contra el Patrimonio en la modalidad de Estafa, dictándose en su contra mandato de comparecencia restringida sujeta a determinadas reglas de conducta. Posterior a esto, la actora deduce excepción de prescripción de la acción penal, mediante escrito de fecha 17 de enero de 2005, a fojas 3, el cual fue resuelto mediante resolución N° 60, de 31 de enero de 2005, que declaró improcedente la prescripción promovida por la actora. Interpuesta la apelación contra esta resolución, el Juzgado Especializado en lo Penal del Módulo Básico de Justicia de Nuevo Chimbote emitió resolución N° 63, mediante la cual resolvió declarar nulas las resoluciones N.os 60, que declaró improcedente la acción de prescripción, y 62, que concedió el recurso de apelación interpuesto por la actora contra la resolución N° 60, reponiendo a su estado la excepción de prescripción y disponiendo que ésta se resolvería en la sentencia, en cumplimiento de la Ley N° 28117. Contra esta resolución, la actora dedujo nuevo recurso de apelación.
3. Con fecha 17 de febrero de 2005, el Juzgado Especializado en lo Penal emite la resolución N° 64, mediante la cual concede el recurso interpuesto por la actora, disponiendo la formación de la alzada sin efecto suspensivo y con la calidad de diferida, disponiendo la formación de la incidencia correspondiente y, a su vez, el ingreso a la causa principal para emitir resolución. 
4. La actora cuestiona la resolución N° 69, de 7 de abril de 2005, obrante en autos a fojas 19,  que dispuso fecha y hora para la diligencia de expedición y lectura de sentencia para el 15 de abril del mismo año (bajo apercibimiento de declararla reo contumaz). Sin embargo, de autos se tiene que esta resolución se dio en cumplimiento de lo dispuesto en la resolución N° 64, que dispuso que la formación del cuaderno incidental para resolver la excepción de prescripción deducida no tenía efecto suspensivo; vale decir que no suspende la eficacia de la resolución recurrida hasta que se resuelva la excepción, sino que el principal sigue su curso independientemente de la tramitación del incidente. Asimismo, en la resolución N° 64 el Juzgado Especializado en lo Penal dispuso que la causa ingrese a despacho para resolver, por lo que la resolución N° 65, que fijaba fecha para lectura de sentencia, bajo apercibimiento (y contra la cual la actora dedujo recurso de nulidad), así como la cuestionada resolución N° 69, no hacen más que dar cumplimiento a los resuelto por el juez penal mediante la citada resolución N° 64, que no fue materia de apelación por parte de la recurrente. 
5. Las amenaza de violación como presupuesto para la admisibilidad del proceso constitucional de hábeas corpus debe ser real y de inminente realización, según él artículo 2° del Código Procesal Constitucional. Asimismo, el artículo 5° del Decreto Legislativo N° 124, que contempla las normas a aplicarse en los procesos sumarios, establece en su último párrafo que ‘‘(...)Las excepciones, cuestiones previas y cualquier otro medio de defensa técnica que se deduzcan después de formulada la acusación fiscal no darán lugar a la formación de cuaderno incidental y serán resueltas con la sentencia, el decreto que así lo disponga será notificado a las partes con copia de los escritos en los que se deduzcan dichos medios de defensa (...)’’. 
6. Así, de autos se tiene que la Fiscalía Provincial Penal de Chimbote emitió acusación fiscal con fecha 31 de diciembre de 2002, obrante a fojas 36; de lo que se tiene que la interposición de la excepción de prescripción por parte de la actora fue posterior a aquella, por lo que no se configura una amenaza real o cierta de vulneración de algún derecho constitucional de la actora, ya que la actuación judicial se ciñó, en todo momento, a la aplicación del Decreto Legislativo N° 124.
7. Por tanto, no apreciándose irregularidad procedimental alguna ni restricción de los derechos referidos al debido proceso, la demanda deviene en improcedente en virtud, contrario sensu, al artículo 4° del Código Procesal Constitucional.
Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú
HA RESUELTO

Declarar IMPROCEDENTE la demanda de hábeas corpus de autos.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

VERGARA GOTELLI

LANDA ARROYO

EXP. Nº 4834-2005-PHC/TC

LIMA

MARGARITA EVA 

LOBATÓN ERAZO

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 8 días del mes de agosto de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Alva Orlandini, Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por doña Margarita Eva Lobatón Erazo contra la sentencia de la Cuarta Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 79, su fecha 26 de mayo de 2005, que declaró improcedente el proceso de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 16 de noviembre de 2004, la actora interpone demanda de hábeas corpus contra el Juez del Cuadragésimo Tercer Juzgado Penal de Lima, basándose en el hecho de que el demandado ha restringido su libertad individual y contravenido las normas del debido proceso, viéndose afectada también su abogada, doña Edith Ramírez, configurándose dicha afectación al emitir la sustracción, en el expediente principal, del recurso de apelación contra la resolución de fecha 4 de octubre de 2004, causándole indefensión, pues con dicho accionar se le está privando de la instancia plural. Precisa que las resoluciones del 12 y 22 de noviembre de 2004 restringen su libertad individual y la de su abogada mediante medidas coercitivas irregulares.

Realizada la investigación sumaria, el Juez del Cuadragésimo tercer Juzgado Penal de Lima, don Eugenio Ricardo Alcalde Pineda, rechaza categóricamente haber transgredido las normas del debido proceso, pues las resoluciones materia del proceso no buscan recortar el derecho que tiene la procesada (al haberse extraviado un escrito mediante el cual la accionante apelaba a una resolución en la cual se declara sin lugar la recusación planteada por la citada accionante), por lo que, ante dicha circunstancia, se inició una sumaria investigación que, con fecha 18 de noviembre de 2004, resolvió imponer medida disciplinaria de apercibimiento al secretario cursor.

El Cuadragésimo Séptimo Juzgado Penal de Lima emitió resolución de fojas 44, su fecha 27 de diciembre de 2004, declarando improcedente el proceso de hábeas corpus por considerar que la intención de eludir la acción de la justicia es clara y contundente, evidenciándose esta actitud en el hecho de haber consignado tanto en la presente demanda de hábeas corpus como en su declaración instructiva un domicilio real en el cual no habita y, en cambio, funciona un establecimiento comercial.

La recurrida confirmó la apelada por los mismos fundamentos

FUNDAMENTOS:
1. El proceso de hábeas corpus está vinculado, en esencia, a la protección de la libertad individual de la persona humana; procede ante la acción y omisión que amenace o vulnere los derechos constitucionales contenidos en el artículo 25º del Código Procesal Constitucional, los mismos que conforman la libertad individual; tiene por finalidad proteger los derechos constitucionales, reponiendo las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación del derecho constitucional a la libertad individual. Cabe precisar que cuando se invoque la amenaza, ésta debe ser cierta y de inminente realización.

2. De las instrumentales obrantes en autos de fojas 32 y 33 se desprende que la actora fue notificada del requerimiento para presentarse ante el juzgado emplazado hasta en dos oportunidades, bajo apercibimiento de imponérsele multa compulsiva y progresiva, entendiéndose que dichas medidas coercitivas no afectan la libertad individual de la actora ni de su abogada; en tal sentido, los hechos y el petitorio de la demanda no están referidos en forma directa al contenido constitucionalmente protegido, evidenciándose que lo que pretende la actora es que se analicen cuestiones de fondo, lo que no resulta amparable ya que, de ser así, la justicia constitucional se tornaría en suprainstancia de la justicia penal ordinaria, fin para el que no ha sido instituido este órgano constitucional.

3. Con respecto a la violación al derecho al debido proceso, se aprecia de la instrumental, obrante en autos de fojas 30, que el juez emplazado dispone abrir una sumaria investigación al secretario don Javier Mejía Jipalla respecto de la pérdida del recurso de apelación interpuesto por la actora, a fin de llevarse a cabo las declaraciones indagatorias de los secretarios adscritos al Cuadragésimo Tercer Juzgado Penal, así como la declaración del encargado de mesa de partes; en la misma resolución dispone que se proceda a notificar a la actora, a efecto de que se presente al Juzgado el cargo del escrito de apelación que fuera interpuesto a su judicatura a fin de que sea proveído por ley, sin perjuicio de haberse tenido por interpuesta la apelación de la actora, debiendo previamente fundamentar su apelación en el plazo de ley, de lo que se colige que el magistrado demandado ha actuado de acuerdo a las normas del debido proceso, en tanto que se han hecho efectivos los recursos impugnatorios y  demás instrumentos procesales que la ley franquea para garantizar el ejercicio regular e irrestricto del derecho de defensa invocado en la demanda.

4. A mayor abundamiento, al disponer el a quo que se recabe el dicho de la demandante, la jueza constitucional del Cuadragésimo Séptimo Juzgado Penal de Lima se constituyó al domicilio real señalado en autos, dejando constancia mediante acta (fojas 41) que la actora, tanto en la demanda de hábeas corpus (fojas 1) como en su declaración instructiva (fojas 23) en la causa penal que se le sigue, ha señalado domicilio real en una dirección en que se corroboró que no domicilia, siendo el supuesto domicilio real un establecimiento comercial (la encargada del establecimiento comercial ubicado en ese inmueble indicó que ahí sólo se reciben las notificaciones de la actora, precisando, además, que la actora no domicilia en dicho lugar), lo que corrobora si intención de eludir la acción de la justicia y justifica su declaración como reo contumaz.

5. Del estudio detallado de las piezas instrumentales glosadas en autos se colige que no se ha vulnerado derecho constitucional alguno, resultando de aplicación, contrario sensu, para el presente caso, el artículo 4º del Código Procesal Constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar IMPROCEDENTE la demanda de hábeas corpus de autos.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

GONZALE S OJEDA

GARCÍA TOMA 
EXP. Nº 2985-2005-PHC

LIMA  

HERNÁN ALCIDES 

COLLAZOS ROJAS

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 19 de agosto de 2005

 VISTO:
Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Hernán Alcides Collazos Rojas contra la resolución de la Cuarta Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel  de la  Corte Superior de Justicia de Lima,  de fojas 67, su fecha 31 de marzo de 2005, que, confirmando la apelada declara infundada la demanda de hábeas corpus de autos, interpuesta contra la Sala Nacional de Terrorismo; y, 

ATENDIENDO A:
1. Que el presente proceso constitucional tiene por objeto que se disponga la excarcelación del demandante porque considera que el plazo límite de detención preventiva  establecido por el artículo 137.° del Código Procesal Penal, en su caso, ha vencido, sin que a la fecha el órgano jurisdiccional haya expedido resolución que permita establecer su situación jurídica. 

Alega que en su caso se ha producido una doble afectación: a) detención arbitraria originada por el vencimiento del plazo legal de detención preventiva, y b) vulneración de las garantías del debido proceso respecto del plazo razonable, debido a la duración ilimitada de su detención. Aduce que el plazo de detención debe computarse desde la fecha de aprehensión policial.    

2. Que conforme a lo enunciado por este Tribunal en reiterada jurisprudencia: “[l] a libertad personal no es solo un derecho fundamental reconocido, sino un valor superior del ordenamiento jurídico, pero su ejercicio no es absoluto e  ilimitado; se encuentra regulado y puede ser restringido mediante ley”.  (STC N.º 1230-2002-HC,  Caso Tineo Cabrera) .

3. Que es por ello que: “[l] a detención preventiva, ha sido instituida, prima facie, como una medida cautelar tendiente a asegurar el adecuado curso de las investigaciones y la plena ejecutabilidad de una eventual sentencia condenatoria” Conforme a lo sostenido en anterior oportunidad.  (STC.N.º 2915-2004-HC, Caso Berrocal Prudencio). 

4. Que mediante Oficio Adm. N.º 319-93, cursado por la Sala Penal Nacional, este Tribunal ha tomado conocimiento que la Sala emplazada, con fecha 28 de octubre de 2004, dictó sentencia condenando al recurrente por delito contra la tranquilidad pública –terrorismo, imponiéndole 18 años de pena privativa de libertad; resolución que, impugnada, fue confirmada por Ejecutoria Suprema de fecha 1 de marzo de 2005, que declara no haber nulidad en la recurrida 

5. Que, en consecuencia,  del estudio de autos se advierte que la calidad de detenido que se atribuye el propio  demandante,  al sustentar su pretensión, no es cierta. En realidad, su condición jurídica es la de sentenciado desde el 28 de octubre de 2004, fecha en que la Sala emplazada dictó sentencia condenatoria en su contra, conforme lo acreditan  las copias certificadas de dicha resolución que obran de fojas 19 a fojas 74 del cuadernillo del Tribunal Constitucional. De modo que, cuando se presentó la demanda, el supuesto agravio que la sustenta había cesado. Por consiguiente, resulta de aplicación al caso de autos el inciso  5) del  artículo 5.º del  Código Procesal Constitucional.

6. Que, finalmente, con respecto a que “[l] os plazos de detención deben computarse desde la fecha de aprehension policial”, resulta importante recodar lo sostenido por este Colegiado en anterior oportunidad  “(...) de conformidad con el artículo 7.°, inciso 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la validez de la detención judicial preventiva no solo está condicionada a la observancia del principio de legalidad, esto es, que las causales de su dictado sean previstas en el derecho interno, sino, además, a que dichas razones de justificación estén arregladas a la Constitución, ya que nadie puede ser privado de su libertad "salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las constituciones políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas”. Lo que quiere decir que no sólo basta con que las razones que puedan dar origen a la detención judicial preventiva estén señaladas en la ley, sino, además, que ellas sean conformes a la Constitución”. (STC N.° 0010-2002-AI, fundamento 127).

7. Que, de acuerdo con la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Carta Fundamental, los derechos y libertades reconocidos constitucionalmente deben interpretarse de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos, y con los tratados y las decisiones adoptadas por los tribunales internacionales sobre derechos humanos constituidos según tratados de los que el Perú es parte, los cuales, incorporados al derecho interno procesalmente, se encuentran materializados en el artículo 137.º del Código Procesal Penal, que establece los plazos de detención preventiva y el cómputo de los mismos. 

8. Que al respecto, conforme se ha afirmado en anterior oportunidad: “[l} os plazos del artículo citado están previstos para tutelar los derechos del justiciable, pero, fundamentalmente, para preservar el orden público. Ello es así porque el Estado garantiza la seguridad de la nación y la defensa nacional, pues, conforme al artículo 163.º de la Constitución, toda persona natural o jurídica está obligada a participar de la Defensa Nacional, de conformidad con la ley”. A mayor abundamiento, el artículo 44.º de la Norma Fundamental señala que es deber primordial del Estado no solo garantizar la plena vigencia de los derechos humanos, sino también proteger a la población de las amenazas contra su seguridad y promover el bienestar general.

9. Que, en el ámbito internacional de los derechos humanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos también ha efectuado similar ponderación al dejar en manos de los diferentes Estados la decisión sobre la libertad de las personas involucradas en actos terroristas, a pesar de haberse acreditado la afectación de su derecho al debido proceso, en los términos siguientes: “Corresponde al Estado, en su caso, llevar a cabo -en un plazo razonable- un nuevo proceso que satisfaga ab initio las exigencias del debido proceso legal, realizando ante el juez natural (jurisdicción ordinaria) y con plenas garantías de audiencia y defensa para los inculpados. La Corte no se pronuncia sobre la libertad provisional de estos, porque entiende que la adopción de dicha medida precautoria corresponde al tribunal nacional competente” (Caso Castillo Petruzzi. Sentencia del 4 de septiembre de 1998. Serie C, núm. 41).

10. Que, en consecuencia, “(...) los 36 meses establecidos como plazo máximo de detención previsto para procesos declarados nulos que se hubiesen seguido en fueros diferentes, cuyo cómputo se inicia desde la fecha en que se dictó el nuevo auto de detención, se encuentra dentro de los límites legales para considerar una detención preventiva constitucionalmente válida”.  (STC Nº 4568-2005-PHC, Caso Garrido Lecca Risco).

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú 

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE  la demanda de hábeas corpus. 

Publíquese y notifíquese.

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GARCÍA TOMA  

VERGARA GOTELLI
EXP. N° 5064-2005-PHC/TC

HUANCAVELICA

NELSON RUIZ ROBLES

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 17 días del mes de agosto de 2005, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Bardelli Lartirigoyen, Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Nelson Ruiz Robles contra la sentencia de la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica, de fojas 143, su fecha 14 de junio de 2005, que declara infundada la demanda de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 3 de mayo de 2005, el accionante interpone demanda de hábeas corpus alegando que el Juez del Primer Juzgado Penal de Huancavelica, don Omar Levi Paucar Cueva, viene afectando su derecho fundamental a la libertad personal y al debido proceso conexo, al no haberlo notificado válidamente de una orden de detención librada en su contra, conforme lo determina expresamente el artículo 26° de la Ley N.° 27444, encontrándose detenido en los calabozos de la Policía Nacional del Perú. Asimismo, manifiesta que el magistrado emplazado tampoco ha dado trámite a la excepción de naturaleza de acción presentada, que no existe preventiva de los agraviados, que se ha incumplido el mandato de la Sala Superior en la Resolución N° 38 de fecha 13 de octubre de 2004. Agrega que el juez ha hecho caso omiso a lo que ordena la Constitución en su artículo 139°, incisos 7) y 14), dado que, sin encontrar suficientes elementos probatorios, dispuso que se le revoque el mandato de comparecencia restringida que le fue otorgado. Solicita que sea otro Juez el que tramite su caso y que se ordene su pronta libertad.

Realizada la investigación sumaria, el actor se ratifica en el contenido de su demanda; por su parte el juez emplazado manifiesta que fue la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica la que ordenó la detención del actor; y que, dada la naturaleza del proceso, solo la Sala Mixta mediante un juicio oral, de ser el caso, puede absolver o sentenciar al actor.

El Segundo Juzgado Penal de Huancavelica, con su fecha 16 de mayo de 2005, declaró improcedente la demanda, por considerar que mediante el proceso constitucional de hábeas corpus no se puede determinar si existe, o no, responsabilidad penal del inculpado, siendo esta facultad exclusiva del órgano jurisdiccional correspondiente. 

La recurrida revocó la apelada y la declaró infundada, por considerar que, de acuerdo a la tipificación del delito imputado, el trámite que corresponde a la causa es la de un proceso ordinario. 

FUNDAMENTOS:
1. Según el artículo 4° del Código Procesal Constitucional, el hábeas corpus procede cuando una resolución judicial firme vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva. Ello comporta que debe fundamentarse con suficientes elementos de juicio la forma en que ‘manifiestamente’ la resolución judicial incoada vulnera el derecho a la tutela procesal efectiva que conexamente se considera que afecta la libertad personal. 

2. Del estudio de autos se tiene que el actor fue denunciado por el Ministerio Público mediante Denuncia N° 110-2002 por delito contra la administración pública en la modalidad de peculado (peculado propio y malversación de fondos) en agravio del Estado-Programa de Apoyo al Repoblamiento de Huancavelica (PAR-Huancavelica), tal y como consta de la instrumental que en copia certificada obra en autos de fojas 42 a 46, su fecha 28 de febrero de 2002. Recibida que fue la denuncia del Ministerio Público, el Juez del Juzgado Penal de Huancavelica, por Resolución N° 1, su fecha 14 de marzo de 2002, abrió instrucción en la vía ordinaria contra el actor y otros por los delitos denunciados, decretando mandato de comparecencia restringida. La Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica, en mérito de la apelación presentada por el representante legal de la agraviada, obrante en autos a fojas 33, y de lo opinado por el Fiscal Superior, de fojas 59 a 62,  por Resolución N° 7, obrante a fojas 59, su fecha 22 de julio de 2002, revocó el auto apertorio de instrucción en el extremo que dispone mandato de comparecencia restringida en contra del actor y, reformándolo, dictó mandato de detención, disponiendo, además, que el a quo curse los oficios pertinentes para la captura en el ámbito nacional y el internamiento en el Establecimiento Penal de esa ciudad de los inculpados, incluyéndose al actor.

3. La Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica revocó el mandato de comparecencia del actor, en observancia de las normas procesales vigentes y del debido proceso, argumentando que, dada la naturaleza del proceso ordinario, el juez penal solo recolectará las pruebas que compulsará la instancia superior, de modo que lo alegado por el actor en el sentido de que el juez penal revocó su comparecencia, no tiene sentido ni fundamento jurídico. 

4. Debe resaltarse que las atribuciones del juez emplazado se limitan a llevar a cabo la investigación judicial, concluyendo su función elevando lo actuado a la instancia superior que, en un juicio oral, de ser el caso, determinará la absolución o responsabilidad del inculpado, de lo que se colige que el emplazado dio cumplimiento a lo ordenado por la Sala Mixta al cursar los oficios respectivos a las entidades señaladas por ley.

5. Con relación a la Resolución N° 38 de fecha 20 de octubre de 2004, obrante en autos a fojas 16, en su considerando tercero, respecto a que se declare la absolución por convicción, refiere que, a efecto de que no quede impune el presunto delito, se ordene al juez de la causa colectar elementos probatorios al interior del proceso, para lo cual otorga un plazo ampliatorio excepcional y perentorio de 60 días, lo que permitirá al órgano jurisdiccional superior pronunciarse de acuerdo a ley y respetando de la tutela procesal efectiva.

6. Finalmente, en su demanda el actor precisa que no fue notificado válidamente de la revocatoria del mandato de comparecencia, hecho que queda desvirtuado por el mérito de los recursos por él presentados ante la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica, nombrando abogado defensor y señalando domicilio legal en el Jr. Torre Tagle N° 168 de la ciudad de Huancavelica, su fecha 27 de mayo de 2002, los mismos que obran en autos a fojas 57 y 58,  siendo que, de acuerdo a la cédula de notificación obrante en autos a fojas 63, debidamente recepcionada, fue correctamente notificada al domicilio señalado en autos, demostrándose así la falsedad del dicho del demandante en el presente proceso. Por consiguiente, resulta de aplicación al caso, contrario sensu, el artículo 4° del Código Procesal Constitucional, al no evidenciarse irregularidad alguna respeto del mandato de detención decretado en el proceso penal N.° 02-119. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar IMPROCEDENTE la demanda.

Publíquese y notifíquese.

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA
EXP. N° 2876-2005-PHC/TC

LIMA

Nilsen Mallqui Laurence 

y otro

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

 En Lima, a los 22 días del mes de junio de 2005, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Bardelli Lartirigoyen, García Toma y Vergara Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia:

I. ASUNTO: 

Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Nilsen Mallqui Laurence, a favor de don Rubén Pablo Orihuela López, contra la sentencia de la Sala Penal de Emergencia para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 25, su fecha 23 de marzo de 2005, que declaró improcedente la demanda de hábeas corpus de autos.

II. ANTECEDENTES:
a. Demanda:
Con fecha 23 de febrero de 2005, don Nilsen Mallqui Laurence interpone demanda de hábeas corpus a favor de don Rubén Pablo Orihuela López, contra Claudio Toledo Paytán y otros cinco sujetos que deberán ser individualizados e identificados, siendo los que lo secundan conocidos bajo los apelativos de ‘Negro Jabalí’ y ‘Negro Matute’. Tanto el demandante como el favorecido trabajan en la Empresa Comunicación Integral, Turismo y Servicios Urano Tours S.A., teniendo el segundo a su cargo la Ruta de Circulación N° IO 18: Huachipa - Carretera Central - 9 de octubre - Zárate - Acho. 

Alega que los demandados interceptan ilegalmente las unidades de la empresa, tratando de arrebatar a cobradores y conductores diversos documentos, como la licencia de conducir, el carné de seguridad vial o la tarjeta de circulación; y que para cumplir tales actos, solicitan apoyo a malos efectivos policiales. Agrega que, con respecto al favorecido, el día 22 de febrero, a la altura de la Plaza de Acho, lo amenazaron para que se retire de la ruta, advirtiéndole que, en caso contrario, tomarían por asalto de las oficinas de la empresa, ubicadas en el interior del Mercado Mayorista de Santa Anita. 

Aduce que con ello se afecta el derecho al libre tránsito, al trabajo, a la tranquilidad y a vivir en paz.

b. Resolución de Primera Instancia:
Con fecha 23 de febrero de 2005, el Trigésimo Noveno Juzgado Penal de Lima declaró improcedente la demanda respecto del libre tránsito, argumentando que éste es el único de los derechos alegados que puede ser protegido a través de un hábeas corpus, pero que no se ajusta a la finalidad de proteger al trabajador de una empresa para el control de una ruta vehicular. 

c. Resolución de Segunda Instancia:
Con fecha 23 de marzo de 2005, la Sala Penal de Emergencia para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima confirmó la apelada, por considerar que no existe documento o indicio alguno que sustente lo afirmado por el recurrente. 

III. FUNDAMENTOS: 

A. Datos generales:

1. Daño Constitucional Invocado:
Este proceso constitucional de hábeas corpus fue presentado por Nilsen Mallqui Laurence, a favor de sí(1) y de Rubén Pablo Orihuela López, contra Claudio Toledo Paytán y otros cinco sujetos que deberán ser individualizados e identificados, siendo los que lo secundan conocidos bajo los apelativos de ‘Negro Jabalí’ y ‘Negro Matute’. De otro lado, y tal como se precisa en otro expediente de hábeas corpus similar al presente que será materia de análisis infra(2), es posible determinar la identidad del resto de demandados. Entonces, la reclamación planteada debe entenderse también extendida contra José Luis Toledo Barrientos, Erasmo Toledo Barrientos, y contra ‘un grupo de aproximadamente quince personas de aspecto delincuencial y aparentemente drogadictos’. Asimismo, se señala en la demanda que ella se dirige también contra los ‘malos elementos policiales’, los cuales son identificados como efectivo PNP Manrique y Vila, de la dependencia de la Comisaría de Huachipa(3).

El acto lesivo consistiría en que los mencionados sujetos se encuentran interceptando ilegalmente unidades de la Empresa Comunicación Integral, Turismo y Servicios Urano Tours S.A., con el fin de arrebatar diversos documentos de los vehículos, hecho que se patentiza en el caso del favorecido, quien labora como chofer de la misma y a quien habrían amenazado en febrero pasado. 
2. Reclamación Constitucional:
El demandante alega la afectación de los derechos fundamentales al libre tránsito (artículo 2° inciso 11 de la Constitución), al trabajo (artículo 2° inciso 15 de la Constitución) y a la tranquilidad y a vivir en paz (artículo 2° inciso 22 de la Constitución).

Sobre la base de esta vulneración, se solicita lo siguiente: 

· Se repongan las cosas al estado anterior a la violación de sus derechos constitucionales.

· Se abstengan los demandados de consumar ‘actos antisociales’(4).

B. Materias constitucionalmente relevantes: 

3. Análisis que Debe Realizarse: 

La resolución que se dicta debe dedicarse a explicar los siguientes acápites:

· ¿Cuáles son los derechos fundamentales tutelados a través de un hábeas corpus? 

· ¿Ha existido vulneración del derecho a la libertad de tránsito? De esta forma,

· ¿Está en juego en el caso concreto el análisis del derecho fundamental a la libertad de tránsito?

· ¿Existen elementos mínimos de juicio para proteger un derecho a través de este proceso constitucional?

C. Derechos Fundamentales protegidos por el Hábeas Corpus: 

4. La Protección de los Derechos al Trabajo, a la Tranquilidad y a la Vida en Paz:
La protección de algunos de los derechos invocados en el presente proceso de hábeas corpus se realiza claramente a través del amparo. Según el artículo 37° del Código Procesal Constitucional, “el amparo procede en defensa de los siguientes derechos (...) 3) Al trabajo (...) 23) De gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida”. 

Es decir, la tutela de derechos como el trabajo, la tranquilidad y la paz debería encauzarse a través del proceso constitucional del amparo. Sin embargo, en la demanda, el recurrente ha decidido la búsqueda de su tutela a través de un hábeas corpus. La cuestión a determinar, entonces, es si puede admitirse este tipo de petición en sede constitucional.

5. La Relación entre el Hábeas Corpus y el Amparo: 

Según este Tribunal, el proceso básico del ordenamiento jurídico es el hábeas corpus, tanto así que la propia Constitución ha señalado en el artículo 200° inciso 2, con respecto al amparo, que éste procede contra la vulneración o amenaza “de los demás derechos reconocidos en la Constitución, con excepción de los derechos (...) en el inciso anterior”, el cual justamente está referido al hábeas corpus. El amparo aparece, entonces, como un proceso constitucional residual respecto de aquél. 

En esta lógica, conviene establecer cuándo corresponde la presentación de una demanda de hábeas corpus, con el fin de determinar si los derechos al trabajo, a la tranquilidad y a la paz merecen ser salvaguardados a través de este proceso constitucional. 

Una demanda de hábeas corpus sólo cabe ser interpuesta cuando se pretenda la protección de la libertad personal o derechos conexos(5). Es decir, con este proceso se protege un núcleo duro de derechos relacionados con la libertad personal; siempre que exista conexión con tal derecho, será pertinente que se analice a través de este proceso constitucional(6), por lo que corresponde señalar que sólo será atinente la protección de los derechos fundamentales demandados si ellos se encuentran en conexión directa con el derecho a la libertad personal.

6. Improcedencia de la Demanda en el Extremo de este Petitorio: 

Tomando en consideración lo señalado, queda claro que la demanda debe ser declarada improcedente en el extremo que solicita la protección de dichos derechos, en virtud de que estos no tienen conexión alguna con el derecho a la libertad personal. Cada uno de ellos tiene una autonomía tal que no pueden ser protegidos a través de un hábeas corpus; y, en el caso concreto, no se advierte el vínculo directo con la libertad personal, ni tampoco tal cuestión ha podido ser acreditada por el demandante.

Este Colegiado coincide con los argumentos vertidos por el a quo cuando señala que: “En el presente caso el recurrente afirma que se ha vulnerado específicamente los derechos constitucionales referentes a la Libertad de Tránsito, Libertad de Trabajo, la Tranquilidad y el Derecho de Vivir en Paz, de los cuales (...9 sólo el Derecho a la Libertad de Tránsito está protegido vía acción de hábeas corpus, puesto que en cuanto a los demás constituyen derechos que son protegidos mediante otros mecanismos distintos a los que se ha activado”(7).

Corresponde, por tanto, ventilar la supuesta vulneración del derecho fundamental a la libertad de tránsito, único extremo materia de pronunciamiento a través de un proceso de hábeas corpus.

D. La supuesta afectación del derecho fundamental a la libertad de tránsito: 

7. Protección de la Libertad de Tránsito a Través del Hábeas Corpus: 

Para insistir aún más en la capacidad de un juez constitucional para resolver un proceso constitucional relacionado a la libertad de tránsito, se debe retomar lo señalado en el artículo 25° inciso 6 del Código Procesal Constitucional: 
 “Procede el hábeas corpus ante la acción u omisión que amenace o vulnere (...): 6) El derecho de los nacionales, o de los extranjeros residentes a ingresar, transitar o salir del territorio nacional, salvo mandato judicial o aplicación de la Ley de Extranjería o de Sanidad”.

Entonces, este Colegiado procederá a analizar si ha existido violación, o no, del derecho aducido a través de la realización de los supuestos actos contrarios a los conductores y cobradores de la Empresa Comunicación Integral, Turismo y Servicios Urano Tours S.A., en especial de los favorecidos. 

§1. El Presunto Acto de Vulneración de la Libertad de Tránsito:
8. Según el Demandante, se Afecta su Derecho a la Libertad de Tránsito: 

Tal como se aprecia de la demanda, se estaría produciendo la afectación de este derecho fundamental a través de los siguientes actos:

“Sucede que los denunciados en forma permanente nos vienen coaccionando, interceptando las unidades, interviniendo ilegalmente a sus cobradores y conductores, tratándoles de quitar su licencia de conducir, carnet de seguridad vial, tarjeta de circulación, etc., de esa forma violenta su libertad al estar coaccionándolos y para ello solicitan apoyo de algunos malos efectivos policiales (...) incluso el día 22 de febrero del año en curso, a la altura de la Plaza de Acho, en el distrito del Rímac, nuevamente han amenazado que se retire de la ruta donde viene laborando, caso contrario van a tomar represalias e incluso han amenazado con dirigirse al local donde funciona las oficinas de la empresa ubicado en el interior del Mercado Mayorista del Distrito de Santa Anita, para que lo tomen por asalto encabezando dichas maniobras delincuenciales los sujetos conocidos como ‘EL NEGRO JABALÍ’ y ‘EL NEGRO MATUTE’, responsabilizando al denunciado de lo que pueda ocurrir”(8).

9. Según el Juzgador de Primera Instancia, lo alegado no es parte del Derecho a la Libertad de Tránsito: 

Tomando en consideración la posibilidad de circular libremente por el territorio nacional como el contenido de la libertad de tránsito, en sede judicial se consideró que:

“En el sentido antes expuesto el derecho al libre tránsito no se entiende en el sentido propuesto por el accionante, esto es a favor del trabajador de una empresa que tiene la dirección del control de una ruta vehicular, cuyas unidades de transporte son las que supuestamente están siendo intervenidas por los emplazados en razón del uso de determinadas rutas de circulación, no evidenciándose de lo expuesto por el propio recurrente que se haya vulnerado el derecho al libre tránsito del ciudadano Rubén Pablo Orihuela López”(9).

Algunas consideraciones sobre la resolución del juzgador. En primer lugar, es por lo menos llamativo que el juez haya resuelto con una prontitud excesiva. Tal celeridad, si bien se sustenta en el artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, no necesariamente debe entenderse como la prescripción de que si una demanda es presentada un día(10), en esa misma fecha debe resolverse lo solicitado(11).

En segundo lugar, no es permisible que en un Estado constitucional de derecho se resuelva la improcedencia de una demanda como la planteada de manera liminar, más aún si esta posibilidad no está reconocida explícitamente por el Código Procesal Constitucional para el caso del hábeas corpus. Cualquier demanda planteada merece, por lo menos, un mínimo análisis de lo solicitado. Para determinar el iter conveniente, es preciso partir de la norma constitucional y solo así dilucidar el caso concreto. Consideramos, por ende, errado el razonamiento y la actitud del juez de primera instancia para resolver el presente proceso, a diferencia de lo que resolvió el a quo del otro hábeas corpus planteado sobre el mismo tema(12).

10. La Norma Constitucional sobre el Derecho Fundamental a la Libertad de Tránsito: 

Entonces, la presente sentencia habrá de centrarse en determinar, sobre la base de los hechos esgrimidos en la demanda, los medios probatorios en ella incluidos y los medios probatorios actuados por el juez del otro proceso constitucional mencionado, si los actos alegados constituyen, o no, violación del derecho fundamental a la libertad de tránsito.

Según el artículo 2° inciso 11 de la Constitución, toda persona tiene derecho

“a elegir su lugar de residencia, a transitar por el territorio nacional y a salir de él y entrar en él, salvo limitaciones por razones de sanidad o por mandato judicial o por aplicación de la ley de extranjería”.

Teniendo en cuenta de la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución y el artículo V del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, tal norma debe ser interpretada de conformidad con los instrumentos internacionales de derechos humanos, motivo por lo cual es necesario analizar la noción de libertad de tránsito a partir del bloque de constitucionalidad de la normatividad internacional. 

Según el artículo VIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre,
“Toda persona tiene el derecho de fijar su residencia en el territorio del Estado de que es nacional, de transitar por él libremente y no abandonarlo sino por su voluntad”.

De otro lado, el artículo 22° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos señala, entre múltiples supuestos del derecho a la residencia y tránsito, que 
“1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales (...)

3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás. 

4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público (...)”. 

Al igual que en estos instrumentos internacionales, también el derecho a la libertad de tránsito es reconocido por el artículo 13° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y por el artículo 12° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

Sobre la base normativa expresada, este Colegiado considera pertinente fijar cuál es el contenido constitucionalmente protegido del derecho en comento. Por tal razón, en los siguientes fundamentos, se pretenderá explicar con cierta claridad cuál es la extensión de resguardo constitucional de la libertad de tránsito.

11. El Significado de la Libertad de Tránsito

La facultad de un libre tránsito comporta el ejercicio del atributo de ius movendi et ambulandi. Es decir, supone la posibilidad de desplazarse auto determinativamente en función a las propias necesidades y aspiraciones personales, a lo largo y ancho del territorio, así como a ingresar o salir de él, cuando así se desee. 

Se trata de un imprescindible derecho individual y de un elemento conformante de la libertad.  Más aún, deviene en una condición indispensable para el libre desarrollo de la persona, toda vez que se presenta como: “el derecho que tiene toda persona para ingresar, permanecer, circular y salir libremente del territorio nacional”(13).

El ejercicio de este derecho es fundamental en consideración a la libertad -inherente a la condición humana-, pues es: “una condición indispensable para el libre desarrollo de la persona”(14), cuyo sentido más elemental radica en la posibilidad de transitar en las vías y los espacios públicos. Sin embargo, de ello no puede aseverarse que el derecho sea absoluto sino que tiene que ejercerse según las condiciones que cada titular del mismo posee, según las limitaciones que se deben observar (análisis infra sobre la materia).

Como se observa, la libertad de tránsito se encuentra relacionada sobre todo con la capacidad locomotora por parte de los nacionales y extranjeros para transitar dentro del país. Sin embargo, se le debe dotar de un contenido más específico. Debe incluir, además, la facultad de cada uno de los residentes de una localidad, de un poblado o de una ciudad para movilizarse dentro de ella y en las zonas o urbanizaciones que las componen. 

12. La Titularidad del Derecho Fundamental a la Libertad de Tránsito:
La doctrina es uniforme en señalar que el sujeto activo de este derecho es una persona natural o extranjera, y que el sujeto pasivo es el Estado o cualquier persona natural o jurídica(15)], reconociéndose así la eficacia no sólo vertical del derecho fundamental, sino también horizontal, elemento este último destacable para la resolución de la presente controversia constitucional.

Respecto al sujeto activo, es necesario precisar que, en principio, la titularidad de la libertad de tránsito recaería en los nacionales, pues son ellos los que estarían en capacidad de moverse libremente a lo largo de su territorio, como efecto directo de la soberanía estatal (artículo 54° de la Constitución). Sin embargo, un análisis especial merece el caso de los extranjeros, a quienes también el dispositivo constitucional les ha reconocido la titularidad del derecho.

El artículo 12° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos señala expresamente que toda persona -sea nacional o extranjero- que se halla legalmente en el territorio de un Estado, tendrá  derecho a circular libremente por él y a escoger libremente en él su residencia. Asimismo, estipula que tendrá derecho a salir de este por decisión autodeterminativa. Las restricciones a su ejercicio están sujetas al principio de legalidad. De otro lado, el artículo 22º de la Convención Americana de Derechos Humanos estipula que toda persona -sin distinción de nacionalidad-, que se halle legalmente en el territorio de un Estado, tiene derecho a circular por el mismo, con sujeción a las disposiciones legales allí imperantes.

Es más, el Comité de Derechos Humanos, en la Observación General N.° 27, ‘Artículo 12.- Libertad de circulación’, ha señalado que todo extranjero que se encuentre legalmente dentro del territorio de un Estado o a pesar que hubiese entrado ilegalmente pero que posteriormente hubiese legalizado su situación, tiene derecho al ejercicio del libre tránsito, con sujeción a las restricciones establecidas en la ley. 

En atención a lo expuesto, el Estado está facultado total o parcialmente para reglar, controlar y condicionar la entrada y admisión de extranjeros. Igualmente, el cuerpo político goza del atributo de la expulsión, que también es un límite a la libertad de tránsito, según se explicará más adelante, siempre que se cumplan algunas condiciones: el Estado puede imponer a través de la ley requisitos para autorizar el ingreso y la salida del territorio nacional (v.g. presentación del pasaporte, visas, pago de tasas, certificaciones sanitarias, entre otros); las restricciones legales están sujetas a su fundamentación en resguardo de la prevención de infracciones penales de la seguridad nacional, el orden público, la salud, la moral pública o los derechos y libertades de terceros; la expulsión de un extranjero no debe fundarse en su mera condición de tal, sino en el hecho de haber ingresado o permanecer en el territorio nacional con violación de la ley. Dicha disposición debe emanar de autoridad administrativa o judicial competente, según sea la naturaleza del caso que la motiva.

13. El Supuesto de Hecho Protegido: 

Para determinar claramente el ámbito de protección del derecho a la libertad de tránsito, es necesario delimitar cuál es el supuesto de hecho por él salvaguardado. 

A propósito, es frecuente la presentación de hábeas corpus en donde se denuncia la vulneración del derecho a la libertad de tránsito dentro del contexto del ejercicio o impedimento de pleno ejercicio del derecho de propiedad. Al respecto, existen algunas decisiones jurisdiccionales según la materia.

Así, en la sentencia recaída en el Expediente N.º 1840-2004-HC/TC, el Tribunal Constitucional declaró fundada la demanda planteada en razón de haberse acreditado el impedimento de acceso a los aires de un predio de tres pisos, el último de los cuales era de propiedad del accionante. En dicho caso este Colegiado señaló que 

 “El libre tránsito implica más que el simple transitar por el territorio en su dimensión pública, extendiéndose al interior de la propiedad, en aplicación de la potestad que distinguen a todo propietario: la facultad de disposición del bien, característica esencial del ejercicio de la propiedad que no puede perfeccionarse sin el libre tránsito dentro los límites del mismo, campo de acción que constituye la esencia de una acción garantista de hábeas corpus”. 

Por ende, ordenó que los propietarios del primer y segundo piso retiren 

“los candados y las cadenas que restringen el acceso del demandante a su propiedad”.  

De otro lado, en la sentencia del Expediente N.º 470-96-HC/TC, este Colegiado no consideró como violatorio del derecho a la libertad de tránsito el impedimento de ingreso a un centro educativo particular por parte de un joven que había dejado de pertenecer a dicha institución, el mismo que durante su condición de alumno fue objeto de investigaciones disciplinarias.

Como se observa, en tales casos este Colegiado ha buscado delimitar cuál es el supuesto de hecho que la libertad de tránsito incluye como forma de protección. Debe puntualizarse entonces que, dentro de una propiedad privada, no puede existir ejercicio alguno de la libertad de tránsito, toda vez que ella involucra la posibilidad de traslado de un lugar público a otro, pero no el desplazamiento que se realice dentro de zonas privadas, las mismas que habrán de encontrarse amparadas por la inviolabilidad de domicilio. Por ende, no es razonable que se salvaguarde como parte de la libertad de tránsito cualquier tipo de movimiento que una persona realice dentro de una espacio destinado al uso particular, ya sea dentro de una casa, centro de trabajo o cualquier tipo de propiedad privada, aunque con una precisión al respecto; sí cabría protección a través de la libertad de tránsito si existe una vía privada de uso público, según se explica a renglón seguido.

El derecho al libre tránsito, a partir de su relación con la aptitud para residir en el lugar escogido dentro del territorio, no puede incluir -es más, proscribe- cualquier forma de desplazamiento interno forzado, situación a la cual el país no ha estado ajeno.
14. La Protección que se Realiza a Través de la Libertad de Tránsito:
La facultad de desplazamiento se manifiesta a través del uso de las vías de naturaleza pública o de las vías privadas de uso público(16). En el primer caso, el ius movendi et ambulandi se expresa en el tránsito por parques, calles, avenidas, carreteras, entre otros. En el segundo, por ejemplo, se muestra en el uso de las servidumbres de paso. En ambos casos, el ejercicio de dicha atribución debe efectuarse respetando el derecho de propiedad y las normas derivadas del poder de Policía.


Asimismo, el goce de dicho derecho supone la utilización de una vía de circulación y de un medio de transporte. En lo relativo a la vía de circulación, ésta puede ser terrestre, subterránea, aérea, marítima, fluvial o lacustre. En cuanto al medio de transporte, éste puede ser pedestre, vehicular o a lomo de bestia. 

Queda claro que a partir de la evolución de la tecnología y la rapidez de desplazamiento en el mundo de hoy en día, no sólo puede permitirse el reconocimiento de un derecho como es el de la libertad de tránsito a través de los propios medios (personales), sino que ha de admitirse la utilización de elementos tecnológicos diversos -motorizados o no- para que la población pueda llegar a su destino, cuando se esté trasladando. Entre estos medios se encuentran autos, motos, camiones, aviones, barcos, bicicletas y cualquier otro que permita este libre ejercicio del movimiento. Por ello, el mecanismo para el ejercicio de la libertad de tránsito incluye tanto la permisión de la suficiencia humana propiamente dicha (léase, a través de su caminar, su trotar o su correr), como la protección a los vehículos que facilitan o posibilitan la locomoción correspondiente. 

Por lo tanto, será materia de protección en sede constitucional la libertad de tránsito a través de transportes motorizados, como puede ser una camioneta rural, coloquialmente conocida como ‘combi’, tal como se muestra en el caso concreto. Al respecto, este Colegiado precisó en la sentencia del Expediente N.° 3247-2004-HC/TC, que el derecho fundamental al tránsito posibilita la libre circulación de un ciudadano por una vía automovilística, y sobre cuya base fue declarada fundada la demanda de hábeas corpus planteada.(17)
15. Los Diversos Tipos de Restricciones de la Libertad de Tránsito:
Como todo derecho fundamental, la libertad de tránsito no es un derecho absoluto, ya que puede y debe ser limitado por diversas razones. Así, la libertad de tránsito se encuentra razonablemente restringida. Al respecto, este Colegiado ha explicado que, como parte de la sentencia del Expediente N.° 1091-2002-HC/TC, la libertad de tránsito no constituye un derecho absoluto y ciertamente tiene sus límites. Entonces, deberá tomarse en cuenta en el caso concreto si la Empresa Comunicación Integral, Turismo y Servicios Urano Tours S.A. poseía o no la licencia de funcionamiento respectiva, pues ella es conditio sine qua non para ejercer el derecho a la libertad de tránsito de los favorecidos.

Por mandato expreso de normas contenidas en el bloque de constitucionalidad, la libertad de tránsito se encuentra sometida a una serie de límites o restricciones en su ejercicio, con el fin de tutelar otros bienes constitucionalmente protegidos. La aplicación de una medida restrictiva a un caso concreto debe ajustarse al principio de razonabilidad, ser adecuada para desempeñar su función protectora, posibilitar ser el instrumento menos perturbador de los que permitan conseguir el resultado deseado, y guardar proporción con el interés que debe protegerse. 

De esta manera, como bien lo ha señalado este Colegiado en la sentencia recaída en el Expediente N.° 2961-2002-HC/TC, no puede permitirse que exista 

 “(...) una afectación irrazonable y desproporcionada del derecho a la libertad de tránsito, reconocido en el inciso 11 del artículo 2° de la Constitución, dado que no tiene por finalidad la protección de bien constitucional alguno”.

A una conclusión similar llega la Defensoría del Pueblo cuando expresa que

“(...) cualquier acto o medida que suponga una afectación del derecho al libre tránsito deberá evaluarse dentro de los márgenes de los principios de legalidad y razonabilidad, teniendo presente que dicho derecho, por su carácter fundamental, constituye un parámetro de conformidad para la interpretación de cualquier norma que intente regularlo o limitarlo”(18).

Entonces, si bien toda persona tiene derecho a transitar libremente, nadie tiene la capacidad para impedir tal locomoción, salvo que se incurra en alguno de los supuestos limitativos. Según lo establece el artículo 2° inciso 11 de la Constitución, su ejercicio está restringido por cuestiones de sanidad, mandato judicial o aplicación de la ley de extranjería, supuestos reconocidos explícitamente en la Sentencia del Tribunal en el Expediente N.° 3040-2004-HC/TC. Además, se deben admitir los supuestos expresamente señalados por la Convención Americana de Derechos Humanos, en el artículo 22° inciso 3, el cual incluye las posibilidades de la prevención de infracciones penales, el resguardo de la seguridad nacional o el orden público, así como la defensa de la moral pública. 

Cabe mencionar, además, que en la sentencia del Expediente N.º 3482-2005-HC/TC, este Tribunal expresó que las restricciones a la libertad de tránsito pueden ser calificadas como explícitas e implícitas. Las explícitas son aquellas que se encuentran claramente enumeradas en la Constitución o en la ley y pueden, a su vez, ser de carácter ordinario o extraordinario. De otro lado, las restricciones son implícitas cuando no son expresamente detalladas en norma alguna. Veamos. 

16. Las Restricciones Explícitas Ordinarias:
Éstas se presentan cuando, en un estado de normalidad constitucional, se estima necesario que deben protegerse otros derechos fundamentales o bienes jurídicos, de modo que, en atención a un estudio de razonabilidad, pueda limitarse el derecho a la libertad de tránsito.

Son diversos los supuestos que se incluyen dentro de las restricciones explícitas ordinarias: 

· Razones Sanitarias: Son aquellas que surgen en pro del resguardo de la plenitud físico-psíquica de la población, la cual puede verse afectada por la existencia de pestes, epidemias y otros eventos de similares características, limitación permitida en el propio inciso 11 del artículo 2° de la Constitución.

· Razones Jurisdiccionales: Son aquellas que surgen de la existencia de una orden  judicial de impedimento de salida del territorio nacional, expatriación de nacionales o la expulsión de extranjeros. 

La expatriación de un nacional (acción de sacar a la fuerza a un natural del territorio de su propio país) procede en los casos de comisión de atentados contra la seguridad nacional, la participación de un grupo armado dirigido por un extranjero, la alteración de hitos fronterizos, actos desleales con el país o la traición a la patria (casos previstos explícitamente entre los artículos 325° y 332° del Código Penal). Sobre la materia, este Colegiado reserva pronunciamiento sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de dicha modalidad punitiva. 

La expulsión de un extranjero (acción de hacer salir por la fuerza a un no nacional del territorio patrio) procede como consecuencia de un acto subsecuente del cumplimiento de una condena con pena privativa de la libertad impartida por un tribunal nacional.

· Razones de Extranjería: Son aquellas que, basándose en el inciso 11 del artículo 2° de la Constitución, derivan de la falta de aptitud legal de un extranjero para ingresar al territorio nacional o para continuar residiendo dentro de él. Tales son los casos siguientes:

· Por ingreso clandestino o fraudulento al territorio nacional.

· Por haber sido anteriormente expulsado del territorio nacional por razones jurisdiccionales de poder de policía (reglas de migración).

· Por ser prófugo de la justicia por delitos tipificados como ilícitos comunes en la legislación nacional.

· Por haber sido expulsado de otro país por la comisión de delitos tipificados como ilícitos comunes en la legislación nacional o por infracciones a normas de extranjería homólogas a las nuestras.

· Por encontrarse incurso en razones de seguridad.

· Por registrar antecedentes penales o policiales por delitos tipificados como comunes en la legislación nacional.

· Por carecer de recursos económicos que le permitan solventar los gastos de permanencia en nuestro territorio.

· Por haber realizado actos contra la seguridad del Estado, el orden público interno o la defensa nacional. 

· Razones Políticas: Son aquellas que se derivan de la discrecionalidad política que la Constitución otorga al Congreso de la República en el caso del Presidente de la República. En efecto, el inciso 9 del artículo 102° de la Constitución señala que es atribución del Congreso de la República autorizar al Presidente de la República para salir del país. En ese sentido, mediante la Ley N.° 26656 se ha establecido la modalidad y plazo para las autorizaciones sobre la materia.

· Razones de Capacidad de Ejercicio: Son aquellas que se derivan de la restricción para poder realizar per se el ejercicio de la facultad de libre tránsito. Al respecto, el segundo párrafo del artículo 6° de la Constitución, concordante con los artículos 12°, 74° y subsiguientes del Código de los Niños y Adolescentes, establece que la libertad de tránsito de los menores de edad está sujeta a las restricciones y autorizaciones establecidas en la ley.

· Razones Administrativas: Pueden exigirse determinados requisitos legales o administrativos para el ejercicio del derecho, los cuales deben ser razonables a fin de no desnaturalizarlo; en el caso del transporte público, es necesario contar con una licencia de funcionamiento para transitar por las vías que se autoricen.

17. Las Restricciones Explícitas Extraordinarias:
Este tipo de restricción se deriva de situaciones singulares, que ameritan una intervención rápida y concreta. Un estado de anormalidad constitucional supone la posibilidad de restringir la libertad de tránsito de las personas.

Al respecto son citables los casos siguientes: 

· Estado de Emergencia o de Sitio: De conformidad con lo establecido en el artículo 137° de la Constitución, el Presidente de la República, con acuerdo del Consejo de Ministros, puede decretar, por plazo determinado, en todo el territorio nacional, o en parte de él (con cargo de posteriormente, dar cuenta al Congreso o a la Comisión Permanente), el Estado de Emergencia o el Estado de Sitio. En dicha eventualidad puede restringirse el derecho relativo a la libertad de tránsito. 

Tal como lo señalara este Colegiado en la sentencia del Expediente N.º 0349-2004-AA/TC, dicha restricción encuentra su justificación en la existencia de causas de extrema necesidad o grave alteración de la vida del Estado,  

“circunstancias en las que resulte posible limitar en cierta medida el ejercicio de determinados atributos personales, uno de los cuales, resulta siendo el derecho de transitar o de locomoción. Dentro de dicho contexto, cabe naturalmente precisar que lo que resulta limitable o restringible no es el ejercicio de la totalidad del derecho (...), sino aquellos aspectos estrictamente indispensables para la consecución de los objetivos de restablecimiento a lo que propende el régimen excepcional, para efectos de lo cual ha de estarse a lo determinado por referentes tan importantes como la razonabilidad y la proporcionalidad”.   

· Asilo Diplomático: Es la tutela que se otorga a una persona perseguida por razón de sus ideas y/o actos de carácter político. Se ejecuta en las legaciones diplomáticas, naves, aeronaves o campamentos castrenses del Estado asilante.

· Extradición: Alude a un instituto jurídico que viabiliza la remisión compulsiva de un individuo, por parte de un Estado, a los órganos jurisdiccionales competentes de otro, a efectos de que sea enjuiciado o cumpla con la condena señalada, según haya sido su situación de procesado o condenado en la comunidad política de destino. 

Al respecto, se ha señalado que 

“La extradición, y el asilo, cuando conllevan restricciones a la libertad de locomoción, o cuando dan lugar a la salida compulsiva del país, no implican una trasgresión de la Constitución si es que se cumplen por lo menos los siguientes requisitos: a) la legislación aplicable debe guardar correspondencia con los tratados internacionales de derechos humanos; b) la decisión del Poder Ejecutivo -instancia administrativa- debe haber sido objeto de control suficiente. El artículo 32° de la Constitución dispone que “la extradición sólo se concede por el Poder Ejecutivo previo informe de la Corte Suprema; c) el Estado a favor del cual se extradite a una persona debe ofrecer un juzgamiento con las garantías del debido proceso”(19).

18. Las Restricciones Implícitas:
Se trata de aquellas situaciones en donde se hace necesario vincular el ejercicio del derecho a la libertad de tránsito con otros derechos o bienes constitucionalmente relevantes, a fin de poder determinar, dentro de una técnica de ponderación, cuál de ellos es el que, bajo determinadas circunstancias, debe prevalecer. Son diversos los casos en que existe limitación implícita a la libertad de tránsito, pero entre ellas cabe resaltar las siguientes:

· Seguridad Ciudadana: La seguridad ciudadana no debe ser observada como un derecho fundamental sino como un bien jurídico protegido, habida cuenta que hace referencia a un conjunto de acciones o medidas que están destinadas a salvaguardar el desarrollo de la vida comunitaria dentro de un contexto de paz, tranquilidad y orden, mediante la elaboración y ejecución de medidas vinculadas al denominado poder de Policía. La seguridad ciudadana consolida una situación de convivencia con ‘normalidad’, vale decir, preservando cualquier situación de peligro o amenaza para los derechos y bienes esenciales para la vida comunitaria.

Tal como lo señala la Defensoría del Pueblo, la seguridad ciudadana tiene una doble implicancia; por un lado, plantea un ideal de orden, tranquilidad y paz, que es deber del Estado garantizar; y, por el otro, permite el respeto de los derechos y cumplimiento  de las obligaciones individuales y colectivas(20). 

De otro lado, este Colegiado ha precisado en la sentencia emitida en el Expediente N.° 349-2004-AA/TC, que se trata de 

“(...) un estado de protección que brinda el Estado y en cuya consolidación colabora la sociedad, a fin de que determinados derechos pertenecientes a los ciudadanos puedan ser preservados frente a situaciones de peligro o amenaza o repararlos en casos de vulneración o desconocimiento”.

Es más, también ha acotado en la sentencia del Expediente N.º 2961-2002-HC/TC, que 

“(...) es posible permitir la instalación de dispositivos de seguridad, vigilancia y control en las vías públicas, siempre que dicha medida tenga por propósito resguardar la seguridad y tranquilidad de los ciudadanos, cuente con la previa autorización de la autoridad competente, y resulte razonable y proporcional con el fin que se pretende alcanzar”. 

Empero, enfatizaba que, en el caso concreto, 

“(...) no sólo no obra documento alguno que permita acreditar algún problema de seguridad en la zona donde han sido instaladas las rejas, sino que existen suficientes elementos  probatorios que permiten sostener que la instalación tenía por finalidad la disminución del tránsito en las calles Arcos de la Frontera y Jacarandá”.

En el caso, este Colegiado declaró fundado el hábeas corpus y ordenó que la demandada retire en forma inmediata e incondicional las rejas metálicas colocadas en la vía pública. 

En general, este Tribunal se pronunció a favor de la colocación de rejas en la vía de acceso al lugar de residencia de los demandantes, argumentando que con ello se estaría tutelando la seguridad de los habitantes de la zona(21). Es decir, se aceptaba la reducción del contenido de la libertad de tránsito (ello tampoco significa que se eliminaba su existencia) en pos de un bien jurídico que merece una protección superlativa en las circunstancias actuales de inseguridad ciudadana. 

· Seguridad Nacional: El Comité de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, como parte de la ya mencionada Observación General N.° 27, reconoce la posibilidad restricciones a zonas militares por motivos de seguridad nacional. Asimismo, se puede recurrir a una restricción válida y necesaria de la libertad de tránsito para la protección de la seguridad nacional y el orden público(22).

19. Análisis del Derecho a la Libertad de Tránsito en el Caso Concreto:
El demandante alega que se ha vulnerado el derecho a la libertad de tránsito de los favorecidos por la interceptación ilegal de las unidades de la empresa donde labora, el despojo de diversos documentos y la amenaza de intervenir el local de la empresa. Todo ello propendería, asevera, a impedir su libre circulación a través de las calles que pertenecen a su recorrido por la ruta de circulación IO 18-Huachipa-Carretera Central-9 de Octubre-Zárate-Acho. 

El presente hábeas corpus debe resolverse a través del análisis de los medios probatorios presentados, tema que será materia del siguiente acápite de la sentencia, pero siempre tomando en cuenta que el ejercicio del derecho a la libertad de tránsito cuenta con una restricción explícita ordinaria, referida a las razones administrativas, que posibilitan el funcionamiento del servicio de transporte público. 

Por ahora, corresponde a este Colegiado determinar si los actos denunciados  terminan vulnerando, o no, en el caso concreto, el derecho a la libre circulación de Rubén Pablo Orihuela López y del recurrente.

Para ello se debe tomar en consideración, entre otros argumentos, lo que este Tribunal Constitucional ha expresado en la Sentencia del Expediente N° 1981-2002-HC/TC, la misma que precisa que 

 “(...) la incautación indebida de la licencia de conducir constituye, per se, una violación de la libertad de tránsito, pues ciertamente con ello se restringe la posibilidad de transitar libremente utilizado un vehículo”.

Esto quiere decir que si, entre otros sucesos, se logra comprobar que la retención se realizó de manera irregular, procede declarar fundada la demanda de hábeas corpus, siendo este uno de carácter restringido.

Este tipo de hábeas corpus, en opinión de este Colegiado, como parte de la Sentencia del Expediente N.° 2663-2003-HC/TC,

 “Se emplea cuando la libertad física o de locomoción es objeto de molestias, obstáculos, perturbaciones o incomodidades que, en los hechos, configuran una seria restricción para su cabal ejercicio. Es decir, que, en tales casos, pese a no privarse de la libertad al sujeto, ‘se le limita en menor grado’”.

Por tanto, sólo podrá declararse fundado este tipo de habeas corpus en caso  existan los suficientes elementos de juicio que permita determinar al juzgador si se ha restringido la libre circulación de los favorecidos. 

§2. La Probanza del Presunto Acto de Vulneración de la Libertad de Tránsito:
20. Según el Juzgador de Segunda Instancia, no hay Probanza Debida:
Para la Sala Penal de Emergencia para Procesos con Reos Libres de Lima, queda claro que

“(...) los hechos expuestos constituyen una apreciación subjetiva del accionante no existiendo en autos documento o indicio que corrobore los argumentos y que vincule a una acción de garantía constitucional; por lo que la resolución materia de grado se encuentra arreglada a ley (...)”(23).

Basándose en este argumento, se declaró improcedente la demanda.

21. Según el Demandante, sí se ha Probado la Afectación: 

El recurrente, al momento de interponer el recurso de agravio constitucional, asevera lo siguiente:

“(...) El razonamiento que se transcribe es erróneo e incurre en falsedad por cuanto en la demanda y en el recurso de apelación se ha precisado claramente que SE FORMULÓ LA DEMANDA en razón de que el demandado CLAUDIO TOLEDO PAYTÁN, conjuntamente con los sujetos codemandados vienen amenazando en forma reiterada atentar contra la integridad física de don RUBÉN PABLO ORIHUELA LÓPEZ e incluso contra mi persona, siendo así vienen amenazándonos de que seremos secuestrados y llevados a la playa, para que aplicarnos ‘la científica’ y quitarnos la vida, por lo que la presente demanda deberá ser declarada FUNDADA en todos sus extremos, ordenándose que los que se abstengan de consumar sus actos antisociales, por lo que es evidente de que existe error en la sentencia recurrida”(24).

22. La Necesidad de Probanza de los Hechos Alegados: 

El Código Procesal Constitucional, en su artículo 9°, prescribe que, 

 “(...) En los procesos constitucionales no existe etapa probatoria. Sólo son procedentes los medios probatorios que no requieren actuación, lo que no impide la realización de las actuaciones probatorias que el Juez considere indispensables, sin afectar la duración del proceso. En este último caso no se requerirá notificación previa”.

De esto se desprende que si bien la actuación de los medios probatorios no puede ser de la misma magnitud que la de un proceso ordinario, tampoco puede ser inexistente. Esto, a su vez, implica una responsabilidad implícita de las partes que acuden a la vía constitucional de adjuntar medios probatorios idóneos que sean suficientes para crear en el juzgador un criterio respecto del derecho alegado.
La naturaleza excepcional, urgente y sumarísima de  los procesos constitucionales determina que no se pueda actuar una diversidad de medios probatorios; ello por el contexto en el cual el juzgador constitucional  tiene que dictar en forma inmediata una orden encaminada a detener o suspender la realización de un hecho violador de un derecho constitucional, medida que no puede admitir demora en la ejecución en su trámite. Por tanto, la tutela inmediata no permite actuaciones procedimentales del tipo probatorio, en principio.

Adicionalmente, según lo ha manifestado este Colegiado como parte de la Sentencia del Expediente N.° 1981-2002-HC/TC,

“En cuanto derecho subjetivo, garantiza que no se afecte indebidamente la libertad física de las personas, esto es, su libertad locomotora, ya sea mediante detenciones, internamientos o condenas arbitrarias (...)”.

Por ello, si bien por la naturaleza de los actos alegados, era difícil presentar medios probatorios contundentes respecto de la responsabilidad del supuesto agresor, el juzgador debió realizar, como mínimo, actuaciones probatorias que demuestren  la afectación, o no, del derecho subjetivo, y no declarar improcedente de manera liminar la demanda.

El Tribunal Constitucional ha precisado en la Sentencia del Expediente N.° 623-2002-HC/TC que, aunque el proceso constitucional de hábeas corpus se caracteriza por tener un trámite breve y sumarísimo, por la necesidad de brindar una pronta y adecuada tutela al derecho que se reclama, esta sumariedad no puede utilizarse como pretexto para omitir diligencias esenciales, cuando de la realización de éstas dependa la tutela de los derechos objeto de reclamo.

23. La Necesidad y la Urgencia en Acopiar Medios Probatorios: 

Este Colegiado, ante la inexistencia de medios probatorios respecto del caso concreto, estaría en la capacidad de devolver el expediente del presente proceso al juez de primera instancia a fin de que recaude los medios probatorios que considere pertinentes para resolver el proceso. Sin embargo, tomando en cuenta que según el artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, “Los procesos constitucionales se desarrollan con arreglo a los principios de dirección judicial del proceso (...)”, es necesario agotar todas las medidas posibles a fin de acceder a los medios probatorios sin afectar los principios de inmediación y economía procesales.

Como se ha señalado, los procesos constitucionales tienen una finalidad sumarísima que determina la ausencia de etapa probatoria en  ellos, siendo responsabilidad de los recurrentes adjuntar los medios que consideren idóneos al proceso, a fin de  causar en el juzgador la suficiente discrecionalidad para vislumbrar la pertinencia o no del derecho que se pretende tutelar. Sin embargo, se tiene también que, si de la actuación de un medio probatorio depende la efectiva tutela jurisdiccional del derecho constitucional afectado o amenazado, esta actuación probatoria debe ser ordenada con perjuicio de lo dispuesto en la norma procesal constitucional. Por tanto, este Colegiado puede utilizar el principio de la dirección judicial del proceso consagrado en el artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, facultad que permite al juez aplicar los principios procesales adecuados al proceso constitucional para verificar la efectiva y pronta satisfacción del derecho alegado, como  los de inmediación o de economía del proceso.

Al respecto, este Colegiado, en la Sentencia del Expediente N.° 0048-2004-PI/TC, estableció que el principio de dirección judicial del proceso delega  en la figura de juez constitucional el poder-deber de controlar razonablemente la actividad de las partes, promoviendo la consecución de los fines del proceso de manera eficaz y pronta. El principio de inmediación, por su parte, procura que el juez constitucional tenga el mayor contacto con los elementos subjetivos (intervinientes) y objetivos (documentos, lugares) que conforman el proceso, para lograr una aproximación más exacta al mismo, lo cual puede motivar la necesidad de una eventual actuación probatoria ante la urgencia o inminencia de una tutela jurisdiccional constitucional efectiva.

24. La Coincidencia de Argumentos entre el Presente Proceso y el Seguido en el Expediente N.° 3873-2005-PHC/TC: 

No puede pasar inadvertido para este Colegiado que existe otro proceso constitucional que está siendo revisado en la actualidad en esta misma sede, que versa sobre un tema idéntico al que es materia del presente hábeas corpus. 

En el Expediente N.° 3873-2005-PHC/TC, la demanda fue interpuesta por Félix Escalante Martínez, a favor de sí y de César Augusto Inca Soler y Carmen Ytalha Donayre Huamaní, contra Claudio Toledo Paytán, José Luis Toledo Barrientos, Erasmo Toledo Barrientos, dos personas cuyos apelativos son el ‘Negro Jabalí’ y el ‘Negro Matute’, y contra un grupo de aproximadamente quince personas de aspecto delicuencial y aparentemente drogadictos.

Señala que tanto el demandante, en virtud de ser gerente, como todos los conductores, cobradores y marcadores de rutas que laboran en la Empresa Comunicación Integral, Turismo y Servicios Urano Tours S.A., son víctimas de hostigamiento durante el recorrido de los vehículos, pues se les arrebata los documentos y se les amenaza con  agresiones. Ello sucede en la Ruta N.° IO 30: Av. Perú - Dueñas - Naciones Unidas - Venezuela - Arica - Guzmán Blanco - Arequipa - Allende.

Como se ve, los hechos relatados son bastante similares a los que son materia de la litis del presente proceso. Sin embargo, a diferencia de lo que sucede en la tramitación de la demanda de éste, en aquél el juez consideró pertinente que se practique una sumaria investigación(25). Por tanto, las indagaciones realizadas en dicho proceso, servirán para completar los datos faltantes en el que nos encontramos resolviendo.

25. Los Medios Probatorios  Utilizados: 

A partir de los datos obtenidos se consideran como pertinentes para resolver el presente proceso de hábeas corpus los siguientes medios probatorios:

· Una de las favorecidas precisa exactamente qué estaría detrás del hábeas corpus planteado:

“(...) asimismo debo señalar que el señor Toledo Paytán ha amenazado a los señores César Augusto Inga Solier y Félix Escalante Martínez, esto se sabe porque quiere apoderarse de la empresa Urano Tours (...)”(26).

· El demandado Claudio Toledo Paytán niega completamente ese dato y por el contrario asevera que

“(...) esta denuncia es como acto de venganza por haber yo obtenido precisar que  una administración judicial del primer Juzgado Civil del Callao y a la vez haber obtenido dos sentencias favorables de la Nulidad de la Junta General que ellos habían fraguado, además ellos no quieren reconocerme en el cargo y siguen manteniendo en los cargos ilegales que han obtenido”(27).

· Respecto al nombramiento del administrador judicial de la empresa Urano Tours S.A., en sede judicial se ha señalado lo siguiente:

“se RESUELVE CONCEDER MEDIDA CAUTELAR GENÉRICA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL sobre LA EMPRESA COMUNICACIÓN INTEGRAL TURISMO Y SERVICIOS URANO TOURS S.A., ubicada en la Mz. E 1, lote 13, Urbanización del Álamo, Callao, nombrándose como administrador judicial de la misma a DON CLAUDIO TOLEDO PAYTAN, con las facultades y obligaciones que prescribe la ley, hasta que concluya el proceso principal”(28).

Esta resolución se encuentra inscrita en Registros Públicos(29).

· Posteriormente, los demandantes han señalado de manera idéntica en ambos expedientes, que la situación ha variado:

“CLAUDIO TOLEDO PAYTÁN YA NO ES ADMINISTRADOR JUDICIAL DE LA EMPRESA COMUNICACIÓN INTEGRAL TURISMO Y SERVICIOS URANO TOURS S.A., por haberse ordenado la variación de la medida que lo designó como tal, por el Primer Juzgado Civil del Callao, conforme aparece de la copia de la Resolución N.° 21, su fecha 05ABR05”(30).

Entonces, de los medios probatorios recogidos, queda claro que no ha existido vulneración alguna a la libertad de tránsito de los favorecidos. Por el contrario, lo que se demuestra es la utilización del hábeas corpus con el fin de contradecir, de manera indirecta, una resolución emitida regularmente en un proceso judicial, pues cuando se presentó la demanda el administrador judicial de la empresa era el demandado.  

La supuesta vulneración a la libertad de tránsito no se ha producido en el sentido manifestado por el recurrente, sino que, por el contrario, él es quien estuvo realizando un ejercicio proscrito por una orden judicial, máxime si se reconoce como un límite de la libertad de tránsito  contar con el correspondiente permiso, y claro está, ser el titular de dicho permiso, situación que no se cumplía cuando se interpuso la demanda.

26. Se Debe Declarar Improcedente la Demanda Planteada:
De otro lado, la demanda interpuesta debe ser declarada improcedente, toda vez que, como señala el artículo 5° inciso 1 del Código Procesal Constitucional, se declarará la improcedencia de un proceso constitucional cuando:
“Los hechos y el petitorio de la demanda no están referidos en forma directa al contenido constitucionalmente protegido del derecho invocado”.

Y si bien supra se mencionó que la libertad de tránsito protege la libre circulación de vehículos por la ciudad, ello debe realizarse según las limitaciones exigidas por la legislación y sobre todo por los instrumentos internacionales. En el caso concreto, a los favorecidos sólo les corresponde respetar el título que fuera ejercido por el demandado, cuál era el de administrador general.

Llama, asimismo, la atención la coincidencia existente entre los dos hábeas corpus planteados, toda vez que tratan de impugnar hechos similares. Al respecto, uno de los demandados del proceso existente en el Expediente N.° 3873-2005-PHC/TC, señaló lo siguiente:
“(...) yo creo que esta denuncia es porque soy sobrino del actual administrador judicial señor Claudio Toledo Paytán y con esto quieren hacerle daño tanto a él como a mi familia, por otro lado, debo precisar que los accionantes nos han denunciado en otros juzgados tal es así en el Cono Norte de Lima, Callao y ante el catorce Juzgado Penal de Lima con el mismo tenor que el de la presente investigación (...)” (31)
Por ello, este Colegiado considera pertinente insistir en la proscripción del uso de un proceso constitucional que tiene por objeto una tutela urgente. Y por más que el Código no restringe su utilización en supuestos tan específicos como el mostrado (se plantean diversas demandas en distintos juzgados), debe entenderse que su utilización no puede ser excesiva, pues todo acto de abuso de derecho se encuentra proscrito por el artículo 103° de la Constitución. 

I. FALLO:
Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar IMPROCEDENTE la demanda de hábeas corpus de autos. 

Publíquese y notifíquese.

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN
GARCÍA TOMA

VERGARA GOTELLI

____________________________________

[31]  Declaración indagatoria de José Luis Toledo Paytán (fs. 35 del Expediente N.° 3873-2005-PHC/TC). Asimismo, en la demanda del presente caso, los supuestos agresores deben ser notificados en el Jr. Alberto Yabar 190, Magdalena del Mar (fs. 1 del Expediente), mientras que en la demanda del otro, en la Av. Tupac Amaru 3785 km. 22, El Progreso, Carabayllo (fs. 35 del Expediente N.° 3873-2005-PHC/TC).
Análisis Cualitativo de la Jurisprudencia:

Del total de las resoluciones materia de la Investigación correspondiente al Año 2 005, el 33% (10) fueron declaradas Improcedentes, y que análogamente al año anterior (2 004) la mayoría de los cuales se refieren a acciones promovidas como consecuencia de Detenciones Ilegales o Arbitrarias, sea ocurrido por Mandato Judicial o sea el caso de flagrancia, tomando énfasis en cuanto a esta Muestra se refiere las causas referidas al exceso de detención preventiva amparadas en el Art. 137º del CPP;  o sea que la detención haya ocurrido por Mandato Judicial, cuando la detención excede, también, del plazo fijado por Ley sin que exista sentencia definitiva. Comparativamente tenemos una diferencia del 7% a favor del derecho protegido por el Habeas Corpus respecto del Año 2 004, eso desde el punto de vista numérico.
Como ya habíamos apreciado en el análisis del contexto anual precedente (2 004), las falencias o deméritos protectores de las resoluciones del TC durante el Año 2 005, presentan otro matiz y para el caso en concreto de la jurisprudencia analizada en este parágrafo tenemos una amplia fundamentación jurídica, jurisprudencial y doctrinaria, que se inicia por dar una apreciación clara del Recurso de Agravio Constitucional interpuesto como elemento instancial, ante el Tribunal Constitucional. Las prerrogativas de las causa fluyen en la amenaza inminente a su Libertad Individual y al Debido Proceso por parte del Representante del Ministerio Público en contra del recurrente en el Proceso Penal   por los delitos de Falsedad Genérica y Fraude Procesal. El contenido de la Sentencia nos muestra una amplia fundamentación de hecho y de derecho en aspectos referentes a la Demanda como la Contestación de la misma así como la relevancia de los Actos Resolutorios de Primera y Segunda Instancia. Por otro lado encontramos una amplia interpretación jurídica – constitucional del antecedente básico del proceso, es decir, del Marco Jurídico Constitucional de la Jurisdicción Arbitral, el cual es por donde encaja el ápice fundamental del acto violatorio del Derecho Invocado. Y algo muy importante resulta la calificación de los Habeas Corpus (Reparador y Preventivo) promovido por el recurrente y que el TC analiza respecto de su aplicabilidad al Proceso de Habeas Corpus; consideremos que, lo importante del expediente en análisis es que el TC para poder llegar a resolver la causa – independientemente sea este favorable o desfavorable al recurrente – es que analiza el fondo material sobre la que fluye la amenaza invocada por el recurrente, en este caso es el referente a la Jurisdicción Arbitral y que representa el sustento del Ministerio Público para tipificar el delito y formalizar la Denuncia Penal respectiva.

Sobre este mismo expediente en análisis es importante apreciar que tenemos amplios márgenes de representatividad jurisprudencial, sustentados en las sentencias del mismo TC. Asimismo, no dejamos de apreciar a la Doctrina enunciada en cada fundamento de la Sentencia en análisis y cuyo aporte indubitable representa un sustento más consecuente y técnico – jurídico del fallo. (Exp. N° 6167-2005-PHC/TC).
El Art. 2º, del Código Procesal Constitucional (CPC), establece la Procedencia de los Procesos Constitucionales: “...cuando se violen o amenacen los derechos constitucionales por acción u omisión de actos de cumplimiento obligatorio, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona...”. En el expediente en análisis el TC define al igual que el anterior, los antecedentes del proceso y los fundamenta de acuerdo a la síntesis de todos los periodos instanciales, toca como punto importante el Análisis del Acto Lesivo Materia de la Controversia, el mismo que sirve para determinar si en efecto es de aplicación la norma antes referida, como elemento adjetivo para restaurar el derecho tutelado. Independientemente de lo expuesto por el recurrente en su Demanda, el TC hace entrever los términos contrarios y de acuerdo a los antecedentes obrantes en el expediente que primario y base de la Demanda; efectos que dan por fin la determinación final del fallo. Por nuestra parte podemos afirmar que existe un adecuado manejo por parte del Tribunal, de los elementos de prueba, así como de la normativa y su aplicabilidad en mérito del derecho tutelado por el Habeas Corpus. Sin embargo, carece de elementos jurisprudenciales y doctrinarios que harían del fallo un final más coherente y justificado. (Exp. N° 617-2005-HC/TC).

Tenemos ahora que el Art. 4º, Segundo Párrafo del Código Procesal Constitucional (CPC), establece que “...el Habeas Corpus procede cuando una resolución firme vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva”. Es sobre este margen normativo que el TC establece –  en sus fundamentos – que la tutela procesal efectiva cunde de acuerdo a la gradualidad con que el procesado hace uso de los grados instanciales que la ley le otorga, y en el caso en concreto se tiene por demostrado que el recurrente, en el expediente en análisis, no hizo uso de dichos elementos de impugnación, consiguientemente los meritos de la sentencia tienen el efecto de consentida, demostrando finalmente que el procesos estuvo enmarcado dentro de los términos de un proceso regular, quedando por tanto claro la improcedencia e inaplicabilidad del Art. 4º, Segundo Párrafo del CPC. (Exp. N° 2193-2005-PHC/TC – Exp. N° 1312-2005-PHC/TC).

El Art. 137° del Código Procesal Penal precisa que, tratándose de procedimientos por delitos de Tráfico Ilícito de Drogas y otros de naturaleza compleja seguidos contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas o del Estado, el plazo límite de detención se duplicará hasta por 18 meses más. Es en este mérito procesal, en lo que el TC sustenta su fundamentación y fase primaria de su resolución, denotándose por consiguiente que la resolución cuestionada ha sido expedida conforme a ley, encontrándose por tanto debidamente fundamentada. 

Asimismo sobre los márgenes de análisis de la presente resolución tenemos que se entiende por Tutela Procesal Efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que se respetan sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional; a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso; a no ser desviada de la jurisdicción predeterminada ni sometida a procedimientos distintos de los previstos por la ley; a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales, y a la observancia del principio de legalidad procesal penal. Sin embargo resulta algo relativamente cuestionable que con respecto a la tutela procesal efectiva, a fojas 46, aparece que la Sala emplazada advierte vicios procesales en el expediente penal 2003-0255, en el que se procesa, entre otros, al actor, puesto que los errores insubsanables recayeron en otro de los procesados. Por ello, la Sala declara nulo el auto superior de enjuiciamiento y subsana los errores en los que se incurrió en la Resolución de fojas 32. Asimismo, ordena que se reprograme y se señale nueva fecha para la apertura del juicio oral conforme a las normas procesales vigentes. La Sala sostiene que no se ha vulnerado el derecho a la tutela procesal efectiva invocado en la demanda. Sin embargo, el TC pudo en mérito al Acto Lesivo del Derecho Invocado pudo bien resolver favorablemente al recurrente, sin embargo aplica el Art. 4º del CPC y contrario sensu considera que no existió vulneración alguna de la Tutela Procesal Efectiva. (Exp. N° 2525-2005-PHC/TC).

Las amenaza de violación como presupuesto para la admisibilidad del Proceso Constitucional de Hábeas Corpus debe ser real y de inminente realización, según él artículo 2° del Código Procesal Constitucional. Asimismo, el artículo 5° del Decreto Legislativo N° 124, que contempla las normas a aplicarse en los procesos sumarios, establece en su último párrafo que: ‘‘(...)Las excepciones, cuestiones previas y cualquier otro medio de defensa técnica que se deduzcan después de formulada la acusación fiscal no darán lugar a la formación de cuaderno incidental y serán resueltas con la sentencia, el decreto que así lo disponga será notificado a las partes con copia de los escritos en los que se deduzcan dichos medios de defensa (...)’’. 
Así, de autos se tiene que la Fiscalía Provincial Penal de Chimbote emitió acusación fiscal con fecha 31 de diciembre de 2002, obrante a fojas 36; de lo que se tiene que la interposición de la excepción de prescripción por parte de la actora fue posterior a aquella, por lo que no se configura una amenaza real o cierta de vulneración de algún derecho constitucional de la actora, ya que la actuación judicial se ciñó, en todo momento, a la aplicación del Decreto Legislativo N° 124. Resultando por tanto aplicable el Art. 4° del Código Procesal Constitucional. (Exp. N° 3520-2005-PHC).
A continuación encontramos una fundamentación clara y motivada por parte del TC al emitir su fallo y se  ajusta a afirmar que con respecto a la violación al Derecho al Debido Proceso, se aprecia de la instrumental, obrante en autos de fojas 30, que el Juez emplazado dispone abrir una sumaria investigación al secretario don Javier Mejía Jipalla respecto de la pérdida del recurso de apelación interpuesto por la actora, a fin de llevarse a cabo las declaraciones indagatorias de los secretarios adscritos al Cuadragésimo Tercer Juzgado Penal, así como la declaración del encargado de mesa de partes; en la misma resolución dispone que se proceda a notificar a la actora, a efecto de que se presente al Juzgado el cargo del escrito de apelación que fuera interpuesto a su judicatura a fin de que sea proveído por ley, sin perjuicio de haberse tenido por interpuesta la apelación de la actora, debiendo previamente fundamentar su apelación en el plazo de ley, de lo que se colige que el magistrado demandado ha actuado de acuerdo a las normas del debido proceso, en tanto que se han hecho efectivos los recursos impugnatorios y  demás instrumentos procesales que la ley franquea para garantizar el ejercicio regular e irrestricto del derecho de defensa invocado en la demanda; con lo cual se tiene que lo expuesto en su demanda por la recurrente no encuentra sustento de la violación de su derecho tutelado por el Habeas Corpus. Y es más el TC, a mayor abundamiento, al disponer él a quo que se recabe el dicho de la demandante, la Jueza Constitucional del Cuadragésimo Séptimo Juzgado Penal de Lima se constituyó al domicilio real señalado en autos, dejando constancia mediante acta que la actora, tanto en la demanda de Hábeas Corpus como en su declaración instructiva en la causa penal que se le sigue, ha señalado domicilio real en una dirección en que se corroboró que no domicilia, siendo el supuesto domicilio real un establecimiento comercial (la encargada del establecimiento comercial ubicado en ese inmueble indicó que ahí sólo se reciben las notificaciones de la actora, precisando, además, que la actora no domicilia en dicho lugar), lo que corrobora si intención de eludir la acción de la justicia y justifica su declaración como reo contumaz. Resultando por tanto de aplicación el Art. 4º del CPC contrario sensu y que no existió vulneración alguna del derecho invocado. (Exp. Nº 4834-2005-PHC/TC).
Ahora y como ya hemos podido apreciar, durante la puesta en vigencia del CPC, muchas de las interposiciones de los Procesos de Habeas Corpus, encontraron sustento en el exceso de detención preventiva, sobre todo en los casos de Delitos de Terrorismo y TID, dado que como se sabe en estos casos y cuando la complejidad del proceso, así como el número de procesados exceda el número de 10; estos plazos tenían el asidero legal de duplicar sus plazos de 18 a 36 meses. El expediente en análisis presenta un matiz similar, pero el TC dentro de su fundamentación concuerda en demostrar que a la fecha de interposición de la demanda, el recurrente ya había sido sentenciado y consiguientemente de aplicación el Inc. 5) del Art. 5º del CPC. Para ello sustenta su fallo en la jurisprudencia supranacional y la propia de su Alta Judicatura, exceptuándose del ejercicio complementario de la Doctrina, pero no con ello deja de tener – para el presente caso – una fundamentación con contenido propio y expresivo del Tribunal Constitucional Peruano. (Exp. Nº 2985-2005-PHC/TC).

En los acápites del presente análisis tenemos al igual que en los anteriores, una semblanza y fundamentación propia del TC, pero esta vez tengamos presente que de acuerdo a autos, el recurrente muchas veces afirma tener la razón en mérito a probanza subjetiva de la lesión del derecho tutelado por el Habeas Corpus. Pero en muchos de los casos se demuestra lo contrario, tal como que el recurrente afirma no haber sido notificado de la Revocatoria del Mandato de Comparecencia con lo cual sustenta erróneamente su derecho lesionado; sin embargo y tal como se demuestra por autos todo ello resulta efímero y subjetivo. Muchas veces este tipo de actuaciones por parte de los demandantes se debe a la performance jurídica del Abogado Defensor y que sin poner el mérito en cuanto al planteamiento de su defensa opta por la simplicitud y subjetividad de sus recursos y el poco o inexacto valor probatorio, tal como en este caso el TC nos muestra y fundamenta como fallo final. (Exp. N° 5064-2005-PHC/TC).

Finalmente, tenemos que en el último Expediente en análisis se solicita la tutela del Habeas Corpus, para proteger derechos tales como: Derecho al Trabajo, a la Tranquilidad y Vida en Paz, así como al Libre tránsito. Como habrá de verse esta Sentencia tomada como muestra tiene una configuración clara y eficazmente sustentada y motivada, toda vez que promueve uno de los principios y derechos de la función jurisdiccional más importantes en materia procesal, establecido así por nuestra Carta Magna en su art. 139º, Inc. 5) y que a la letra dice: “5) La Motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los de mero trámite, con mención expresa de la Ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan”. Notamos claramente que el TC luego de hacer reseñar los antecedentes del proceso, muestran la procedibilidad sustentada del Derecho al Trabajo, a la Tranquilidad y Vida en Paz, dejando entrever que estos derechos conforman parte del Proceso de Amparo, no teniendo asidero legal para pronunciarse sobre estos términos de derechos vulnerados. Sin embargo, tenemos que el TC hace ver sinónimamente su competencia protectora respecto del Derecho a la Libertad de Tránsito, como sobre el cual tiene injerencia pronunciarse, considerando que el Art. 25º, Inc. 6), lo establece así como uno de los derechos enunciativamente protegidos por el Habeas Corpus y que conforman parte del Derecho a la Libertad Individual. Vemos un análisis amplio respecto a la procedibilidad o no del Habeas Corpus, para este derecho invocado en este proceso, usando para ello los mecanismos jurisprudenciales y las comparativas expuestas con el expediente en análisis, asimismo tenemos la inserción de una Doctrina bastante amplia como elemento adicional a la formulación final de su fallo y que aunque fue resuelto desfavorablemente al recurrente tiene desde ya para éste uno de los pormenores más convincentes del más Alto Tribunal. Como hemos podido apreciar el TC en la presente Sentencia una muestra de fundamentación jurisprudencial y doctrinaria que deberían tener todos los fallos de este nivel, pero que sin embargo aún se tiene resoluciones y sentencias recaídas en la rutinaria de pobre fundamentación de los derechos tutelados que consiguientemente concluyen con la desprotección del Derecho Tutelado a los agraviados. (Exp. N° 2876-2005-PHC/TC).
1.2.2. Resoluciones Infundadas:
a. Muestra correspondiente al Año 2 004:
EXP. Nº 1140-2004-HC/TC

CONO NORTE DE LIMA

JAMES WILLIAMS 

LEÓN MEJÍA

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

 En Lima, a los 16 días del mes de junio de 2004, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, con la asistencia de los señores magistrados Alva Orlandini, Presidente; Bardelli Lartirigoyen y Revoredo Marsano, pronuncia la siguiente sentencia:
ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Freddy Daniel Zevallos Ángeles, a favor de don James Williams León Mejía, contra la sentencia de la Primera Sala Penal de Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia del Cono Norte de Lima, de fojas 46, su fecha 19 de marzo de 2004, que declaró infundada la acción de hábeas corpus de autos. 

ANTECEDENTES:
El recurrente, con  fecha 1 de marzo de 2004, interpone acción de hábeas corpus a favor de don James Williams León Mejía, contra la Jueza del Undécimo Juzgado Especializado en lo Penal del Cono Norte de Lima, por considerar que ha sido vulnerado su derecho a la libertad personal. Sostiene que el 8 de octubre de 2003 fue condenado a 3 años de pena privativa de libertad efectiva, por la comisión del delito de lesiones graves; que el 16 de febrero de 2004, con arreglo al artículo 52° del Código Penal, solicitó la conversión de la pena privativa de libertad en una de prestación de servicios a la comunidad; y que, habiendo transcurrido más de 15 días sin que su petición haya sido concedida, su detención se ha convertido en arbitraria.    

La emplazada manifiesta que con fecha 27 de febrero de 2004 la solicitud del recurrente fue declarada improcedente, por considerar que el momento en el cual el juez puede efectuar la conversión de la pena es cuando expide sentencia.

El Décimo Juzgado Especializado Penal del Cono Norte de Lima, con fecha 2 de marzo de 2004, declaró infundada la demanda, por considerar que la formulación de un pedido de conversión de pena no concede por sí el derecho a obtener la libertad, pues éste puede ampararse o desestimarse.

La recurrida confirmó la apelada, por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS: 

1. En un inicio, la demanda tenía por objeto que la emplazada se pronuncie respecto al escrito presentado por el recurrente en el que solicitaba la conversión de la pena privativa de libertad impuesta al beneficiario de la acción en una de prestación de servicios a la comunidad. Sin embargo, dado que luego de presentada la demanda dicha solicitud fue declarada improcedente, en esta instancia la pretensión consiste en que se ordene a la emplazada que efectúe la referida conversión, por considerar que el artículo 52° del Código Penal establece una obligación del juez penal.

2. El artículo 52° del Código Penal estipula que: “En los casos que no fuera procedente la condena condicional o la reserva del fallo condenatorio, el Juez podrá convertir (...) la pena privativa de libertad no mayor de cuatro años en otra de prestación de servicios a la comunidad o limitación de días libres (...)” (subrayado agregado). En consecuencia, resulta meridianamente claro que la conversión de la pena es una facultad, y no una obligación del juez penal, de manera tal que la condena al cumplimiento de una pena privativa libertad efectiva, a pesar de que ésta sea menor de 4 años, tal como ocurrió en el caso del beneficiario de la acción, según se aprecia de la sentencia obrante a fojas 16, no constituye afectación del derecho fundamental a la libertad personal.

3. En tal sentido, en aplicación a contrario sensu del artículo 2° de la Ley N.° 23506, corresponde desestimar la demanda.

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política le confiere

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la acción de hábeas corpus de autos.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

BARDELLI  LARTIRIGOYEN

REVOREDO MARSANO

EXP. Nº 1193-2004-HC/TC

PIURA

LUIS FELIPE CALLE PEÑA
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 15 días del mes de junio de 2004, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, con la asistencia de los señores magistrados Bardelli Lartirigoyen, Presidente; Revoredo Marsano y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Luis Felipe Calle Peña contra la sentencia de la Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Piura, de fojas 58, su fecha 4 de marzo de 2004, que declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos. 

ANTECEDENTES:
El recurrente, con fecha 26 de enero de 2004, interpone acción de hábeas corpus contra los vocales de la Segunda Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Piura, señores Santa María Morillo, Cevallos Vegas y Guerrero Castillo, alegando que se ha vulnerado el principio previsto en el artículo 139°, inciso 11 de la Constitución, conforme al cual, en caso de duda o de conflicto entre leyes penales, debe aplicarse la que resulte más favorable al procesado. Refiere que presentó una solicitud de beneficio penitenciario de semilibertad ante el Juzgado Penal de Chulucanas, la cual, invocándose la Ley N.° 27507, fue declarada improcedente, resolución que fue confirmada por los emplazados. Sostiene que no era aplicable la Ley N.° 27507, que no permite la concesión de beneficios penitenciarios para el delito de violación sexual, por cuanto dicha norma no se encontraba vigente en la fecha en que tuvo lugar la comisión del ilícito; y que existen diversas resoluciones judiciales dictadas en la zona judicial de Piura que han concedido el beneficio de semilibertad en casos similares al suyo, por lo que se ha vulnerado el derecho a la igualdad.

El vocal de la Segunda Sala Penal de Piura, Dr. Marco Antonio Guerrero Castillo, manifiesta que la Ley N.° 27057 era plenamente aplicable al caso del recurrente, pues se encontraba vigente en la fecha en la que fue sentenciado.

El Cuarto Juzgado Penal de Piura, con fecha 12 de febrero de 2004, declaró improcedente la demanda, por considerar que en la fecha en la que el recurrente fue sentenciado se encontraba vigente la Ley N° 27507.

La recurrida confirmó la apelada, por considerar que la aplicación de la norma procesal penal aplicable es la vigente al momento en el que se realiza el acto. 

  FUNDAMENTOS:
1. El recurrente considera que las resoluciones que declararon improcedente su solicitud de concesión del beneficio penitenciario de semilibertad, afectan el principio constitucional previsto en el artículo 139°, inciso 11 de la Constitución (conforme al cual, en caso de duda o de conflicto entre leyes penales, debe aplicarse la que resulte más favorable al procesado), pues –según afirma– los emplazados no debieron aplicar la ley vigente al momento de presentarla, sino la vigente al momento de la comisión del delito por el que fue condenado. 

2. En el FJ. 6 de la sentencia recaída en el Exp. N.° 1593-2003-HC/TC (Caso Llajaruna Sare), el Tribunal Constitucional dejó sentado que al momento de resolverse una solicitud de beneficios penitenciarios de liberación condicional y semilibertad, no es aplicable el artículo 139°, inciso 11 de la Constitución. En primer lugar, porque quien solicita acogerse a la liberación condicional, no tiene la condición de “procesado”, sino la de “condenado”, por virtud de una sentencia judicial firme. Y, en segundo lugar, porque la ley penitenciaria (que regula las condiciones en las que se ejecutará la pena impuesta), no tiene la naturaleza de una “ley penal”, cuya duda sobre sus alcances o eventual colisión con otras leyes, imponga al juzgador la aplicación de la ley más favorable.

En tal sentido, en el FJ. 11 de la misma sentencia, este Colegiado estableció que “(...) si las disposiciones que establecen los supuestos para conceder un beneficio penitenciario, como la liberación condicional y la semilibertad, no son normas materialmente penales, éstas deben considerarse, a los efectos de determinar la ley aplicable en el tiempo, como normas materialmente procesales o procedimentales (...). Se trata, en efecto, de normas que establecen los presupuestos para iniciar un procedimiento (artículos 50° y 55° del Código de Ejecución Penal) destinado a crear certeza en el juez penal de que el tiempo de prisión efectiva y el tratamiento penal efectuado, permiten concluir que el interno está apto para reincorporarse a la sociedad, pues fue reeducado y rehabilitado durante el tiempo que sufrió la condena”. Es por ello que este Colegiado no considera inconstitucional que el juez penal, ante una solicitud de otorgamiento de beneficios penitenciarios, aplique la ley vigente al momento de su presentación.

3. Del análisis de autos se acredita que, con fecha 27 de febrero de 2002, el recurrente fue condenado a pena privativa de libertad por la comisión del delito de violación sexual de una menor de 14 años de edad, tipificado por el artículo 173° del Código Penal; y que, con fecha 1 de octubre de 2003, solicitó el beneficio penitenciario de semilibertad, el cual fue declarado improcedente en aplicación de la Ley N° 27507, cuyo artículo 4° proscribe la posibilidad de conceder dicho beneficio a quienes hayan incurrido en el delito por el que fue condenado el recurrente, norma que entró en vigencia el 13 de junio de 2001.

En consecuencia, no se advierte inconstitucionalidad alguna, pues la ley aplicada se encontraba vigente en la fecha en la que el recurrente presentó la solicitud de semilibertad. 

4. Tampoco puede estimarse el alegato del recurrente según el cual, al existir diversas resoluciones judiciales en las se ha concedido el beneficio de semilibertad a personas que se encuentran en situación análoga a la suya, se ha vulnerando el derecho a la igualdad pues, además de determinados elementos formales, la concesión de tal beneficio está subordinada a la evaluación de si los fines del régimen penitenciario, contemplados en el artículo 139°, inciso 22 de la Constitución (reeducación, rehabilitación y resocialización del penado) se han cumplido, lo que necesariamente impone un detenido análisis de cada caso concreto.
Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política le confiere

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la acción de hábeas corpus de autos.

Publíquese y notifíquese.

SS.

BARDELLI  LARTIRIGOYEN

REVOREDO MARSANO

GARCÍA TOMA

EXP. N° 1768-2004-HC/TC

LIMA

FÉLIX FIDEL ALMERCO Ó 
FIDEL DOMÍNGUEZ ALMERCO
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
En Lima, a los 21 días del mes de octubre de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Gonzáles Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Willy Quintanilla Leguía contra la resolución de la Segunda Sala Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 368, su fecha 19 de enero de 2004, que declara improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 05 de diciembre de 2003, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra la Segunda Sala Penal de Procesos Ordinarios para Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, integrada por los vocales Neyra Flores, Vilcapoma Ignacio y Arce Córdoba; asimismo, contra la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, integrada por los señores Sivina Hurtado, Palacios Villar, Biaggi Gómez, Garay Salazar y Lecaros Cornejo; solicitando que declara nulo el proceso seguido en su contra, dado que al no haberse observado las garantías del debido proceso se han transgredido sus derechos constitucionales.

Manifiesta haber sido procesado por el delito de tráfico ilícito de drogas, imponiéndosele, injustamente, 25 años de pena privativa de libertad por un delito que no cometió; que al habérsele incautado insumos químicos fiscalizados, debió ser procesado por dicha modalidad, que se encuentra prevista en el artículo 296° del Código Penal, mas no por el artículo 297°, inciso 7), según el cual fue procesado, sentenciado y condenado; agregando que no se le incautó droga alguna y que durante el proceso también se infringió su derecho de defensa.

Realizada la investigación sumaria, el actor se ratifica en los términos de su demanda, manifestando haber contado con abogado defensor durante el proceso; que la pena impuesta es excesiva, por lo que interpone la acción de garantía con el objeto de que se la rebaje (f. 168).

Los vocales emplazados sostienen que no existe vulneración constitucional; que la acción de garantía es manifiestamente improcedente; que la sentencia dictada por ellos se encuentra arreglada a ley; que condenaron al accionante por el delito por el cual fue acusado, razón por la cual dicho fallo fue confirmado por Ejecutoria Suprema.

Por su parte, los vocales supremos emplazados alegan que el ilícito penal cometido por el actor está contemplado en el inciso 7) del artículo 297° del Código Penal, habiéndose acreditado su responsabilidad penal; que la situación que se plantea mediante el hábeas corpus fue dilucidada durante la vista de la causa, dado que el accionante incurrió en adquisición, posesión y transporte de insumos químicos fiscalizados en su modalidad agravada por la pluralidad de agentes; agregando que durante toda la tramitación del proceso el actor contó con la presencia de su abogado defensor, circunstancia que acredita que no hubo vulneración del derecho de defensa ni del debido proceso.

El Cuadragésimo Primer Juzgado Especializado Penal de Lima, con fecha 11 de diciembre de 2003, declara improcedente la demanda, por considerar que no proceden las acciones de garantía contra resoluciones judiciales emanadas de procesos regulares.

La recurrida confirma la apelada por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. El objeto de la demanda es que se anule el proceso penal instaurado contra el accionante, en el que fue sentenciado por el delito de tráfico ilícito de drogas y condenado a 25 años de pena privativa de la libertad, fallo que fue confirmado por Ejecutoria Suprema; el mismo que no puede ser materia de revisión, al no concurrir ninguna de las causales previstas en el artículo 361° del Código de Procedimientos Penales.

2. El accionante alega que se ha transgredido el debido proceso al aplicarse a su caso el artículo 297°, inciso 7), del Código Penal, ya que considera que, al habérsele incautado insumos químicos fiscalizados, debió ser procesado por adquisición, posesión y comercialización de insumos para ser derivados al tráfico ilícito de drogas, previsto en el artículo 296° del Código; en consecuencia, no debió ser procesado ni condenado por el artículo citado. Por lo tanto, será materia de análisis el derecho a la tutela procesal efectiva, esto es, la correcta aplicación de los dispositivos citados y su incidencia en la libertad individual.

3. Este Tribunal considera pertinente recordar, tal como lo hiciera en la sentencia recaída en el caso Rodríguez Medrano (Exp. N.° 1567-2002-HC/TC), que la jurisdicción constitucional y, específicamente, el proceso constitucional de hábeas corpus es uno dirigido a velar por la plena vigencia del derecho a la libertad individual y sus derechos conexos, mas no orientado a dirimir sobre la existencia, o no, de responsabilidad penal del inculpado, pues tales materias son propias de la jurisdicción penal ordinaria.

4. De la revisión de la denuncia fiscal que dio mérito al proceso penal seguido contra el accionante, así como del auto de procesamiento que en copia certificada obra de fojas 65 a 73 de  autos, se advierte que desde el inicio del proceso se atribuyó al actor y a sus coprocesados la comisión del delito de tráfico ilícito de drogas, en su modalidad de adquisición, posesión transporte y comercialización de insumos químicos fiscalizados, conducta tipificada en el artículo 297°, inciso 7), que prevé como agravante del tipo base la comisión del delito por tres o más personas.

5. Al respecto, la Ley N.° 26619, cuyo artículo único incorpora el inciso 7) al artículo 297° de la ley penal sustantiva, tipifica como forma agravada del delito contra la salud pública la comisión del delito por tres o más personas, sea que se trate de la modalidad de tráfico ilícito de drogas o de insumos químicos para su elaboración, estableciendo que la pena a imponerse será privativa de libertad no menor de 25 años. En ese sentido, si el demandante estima que el hecho de haber sido procesado y condenado por el numeral referido, constituye transgresión del derecho de defensa y, por ende, al debido proceso, esta es una apreciación de tipo subjetivo, pues desde el inicio del proceso tuvo  conocimiento de la imputación, y durante su tramitación tuvo la posibilidad de ofrecer pruebas de descargo, y de usar los medios necesarios para su defensa; además, durante los interrogatorios fue asistido en algunas oportunidades por su abogado patrocinante y, en otras, por el defensor de oficio; por lo tanto, no se acredita la vulneración constitucional que sustenta la demanda, resultando de aplicación el artículo 2°, a contrario sensu, de la Ley N.° 23506.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú.

HA RESUELTO
Declarar INFUNDADA  la demanda.

Publíquese y notifíquese

SS.

ALVA ORLANDINI

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA
EXP. N° 0033-2004-HC/TC

LIMA 

LUIGI CALZOLAIO

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a 10 de mayo de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Luigi Calzolaio contra la sentencia de la Primera Sala Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 156, su fecha 10 de setiembre de 2003, que declara improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 6 de agosto de 2003, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra el Sexto Juzgado Penal de Lima, solicitando que se declare nula la resolución que ordena su detención, dictada en el proceso Nº 01-03-DNR de extradición que le sigue la República de Bolivia. Alega que la detención no es conforme al artículo 135 del Código Procesal Penal y que no ha cumplido la exigencia de motivación que impone el artículo 136 del referido Código Procesal Penal.

Practicadas las diligencias de ley, se recibe la declaración del juez emplazado, quien afirma que se ha ordenado la detención del accionante sobre la base de la documentación remitida por el Estado boliviano, la cual acredita la comisión del hecho delictivo. 

El Cuadragésimo Primer Juzgado Penal de Lima, con fecha 07 de agosto de 2003, declara improcedente la demanda, por considerar que la detención es conforme a las garantías del  debido proceso, “toda vez que ha sido expedida en uso de la facultad prevista en el artículo 20 de la Ley veinticuatro mil setecientos diez, norma que incluso faculta al juez, en los casos de extradición, para decretar prisión preventiva con el simple requerimiento del Estado solicitante”. 

La recurrida confirma la apelada, argumentando que en el presente caso queda totalmente acreditado que no se ha vulnerado ningún derecho constitucional 

FUNDAMENTOS:
1. El artículo 20 de la Ley Nº 24710 establece que antes de presentarse el pedido formal de extradición, se podrá conceder la prisión preventiva del extraditado, “mediante simple requisición hecha por cualquier medio (...) con fundamento en decisión de prisión, sentencia o fuga del criminoso”.       

2. Como ya lo ha sostenido este Tribunal, la detención es una medida cautelar de carácter excepcional, subsidiario, provisional y proporcional (Exp. Nº 1091-2002-HC). Asimismo, ha señalado, en la sentencia Nº 010-2002-AI/TC, que incluso en casos en que la norma indica que se debe emitir mandato de detención, igualmente el juez está obligado a motivar el mandato de detención, y que si durante el proceso se presume que el encausado es inocente, solo se la podrá disponer si, en un asunto determinado, ella es juzgada indispensable; lo que implica que no se puede establecer legislativamente el carácter obligatorio de su dictado. Este criterio se deriva del artículo 9.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, según el cual "la prisión preventiva de las personas no debe ser la regla general", pues, como lo ha afirmado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ello "sería lo mismo que anticipar una pena a la sentencia, lo cual está en contra de principios generales del derecho universalmente reconocidos".

3. El artículo 136 del Código Procesal Penal establece que “El mandato de detención será motivado, con expresión de los fundamentos de hecho y de derecho que los sustenten”, y su artículo 135 señala los requisitos que deben concurrir para el dictado del mandato de detención.    

4. Sin embargo, no se puede exigir que el juez que tramita la extradición realice una evaluación de los requisitos necesarios para dictar dicho mandato en el proceso penal que la motiva, porque él solo se limita a dar cumplimiento a un mandato previamente expedido en un proceso penal; de lo que se desprende que la obligación de motivar la resolución es exigible al juez que dicta el mandato, y no a quien lo ejecuta, el cual únicamente evalúa la admisibilidad y procedencia de la petición extraditoria de acuerdo con los requisitos señalados en la Ley Nº 24710.   

5. Del estudio de autos se advierte que el mandato de detención que motiva el proceso de extradición cuestionado ha sido dictado por juez competente, toda vez que el delito que imputa al beneficiario es una estafa cometida en territorio boliviano, conforme reza el auto final de instrucción obrante a fojas 53 de autos.     

6. En consecuencia, este Colegiado considera que la presente acción resulta infundada.   

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA el hábeas corpus. 

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA
EXP. N° 0040-2004-HC/TC 

LIMA  

MÁXIMO AGUSTÍN 

MANTILLA CAMPOS
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 15 días del mes de setiembre de 2004, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, con asistencia de los señores magistrados Bardelli Latrigoyen, Presidente; Revoredo Marsano y García Toma,  pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Mario Federico Cavagnaro Basile contra la sentencia  de la Primera Sala Penal para Procesos con Reos Libres de la  Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 464, su  fecha 29 de octubre del 2003, que declara infundada la  acción hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 21 de agosto de 2003,  el  recurrente interpone  acción de hábeas corpus a  favor de don Máximo Agustín  Mantilla Campos, y la dirige contra los señores congresistas Gustavo  Adolfo Pacheco Villar y Alcides Glorioso Chamorro Balvín, el Director del Instituto Nacional Penitenciario, y los funcionarios de dicho instituto que resulten responsables, con el objeto que los emplazados pongan fin a las amenazas contra la libertad personal de su patrocinado. Asimismo, solicita que los congresistas emplazados se abstengan de presionar, por cualquier medio, al Poder Judicial, y obligarlo a que deniegue la solicitud de semilibertad planteada por el beneficiario. Alega que su patrocinado, invocando el Código de Ejecución Penal, y cumpliendo los requisitos que éste establece, presentó solicitud para acogerse al beneficio penitenciario de semilibertad, la cual, luego de ser evaluada por el Consejo Técnico Penitenciario, se pronunció por su procedencia; y que, no obstante, posteriormente, y de manera inexplicable, declaró de oficio la nulidad de su resolución. Sostiene que dicha solicitud se encuentra pendiente de pronunciamiento  por el Poder Judicial, y que las opiniones vertidas por los emplazados sobre la improcedencia del beneficio, el supuesto peligro procesal que existiría en caso de concederlo, así como la obligatoria aplicación de la Ley N.º 27770 a la petición de su patrocinado, constituyen injerencia y presión sobre las autoridades judiciales, como en su oportunidad lo fueron para las autoridades penitenciarias, quienes modificaron el pronunciamiento expedido, intromisión que incide en la libertad personal del beneficiario. Finalmente, aduce que las presuntas razones que tendrían los emplazados para cuestionar el beneficio solicitado, son de índole política.

Realizada la investigación sumaria,  el beneficiario se ratifica en el contenido de su demanda; en tanto que los congresistas emplazados rechazaron la acción de garantía planteada, alegando que en ningún momento ejercieron presión sobre las autoridades del Instituto Nacional Penitenciario, ni sobre el Poder Judicial, para influir sobre el pronunciamiento del beneficio solicitado; y que, como cualquier ciudadano, se limitaron a formular su opinión sobre el tema. Refieren, asimismo, que la norma constitucional les reconoce el derecho a emitir opinión. Por su parte, el emplazado Director del INPE, José Luis Robles Campbell, sostiene que no existe presión, y que los beneficios penitenciarios se adquieren al momento de ser sentenciados, por lo que es procedente la aplicación de la Ley N º 27770 para el caso del actor.

El Decimosétimo Juzgado Penal de Lima, con fecha 12 de setiembre de 2003, declaró infundada la demanda, por considerar que, en el caso,  no existe amenaza  ni vulneración constitucional alguna, dado que las declaraciones de los emplazados fueron efectuadas en el ejercicio regular de sus derechos a la libertad de pensamiento y a la libertad de opinión y expresión.

La recurrida confirmó la apelada, por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. El objeto de la demanda es que se ponga fin a las amenazas contra la libertad personal del beneficiario, materializadas en las opiniones vertidas por los emplazados, las cuales constituirían una injerencia y presión sobre el Poder Judicial, y cuyo propósito sería que se deniegue su solicitud de semilibertad.
2. El Hábeas Corpus es un mecanismo procesal específico de tutela de la libertad y seguridad personales y derechos conexos. Según su naturaleza, se considerará preventivo cuando se amenace de manera cierta y concreta la libertad personal, la libertad de tránsito o la integridad personal, situaciones en las cuales cabrá interponerlo. En este orden de ideas, la amenaza real es un asunto casuístico que debe valorar el juez teniendo en cuenta el principio constitucional de la presunción de inocencia, la interpretación extensiva de la defensa de la libertad y la interpretación restrictiva de la limitación de la misma, según se desprende del artículo 1° de la Constitución Política vigente. Por ello, será menester analizar la certeza e inminencia de la presunta amenaza que vulneraría el derecho constitucional invocado.   

3. De autos se desprende que los congresistas emplazados brindaron sus declaraciones en diarios de circulación nacional – ofrecidos como medio de prueba –, comentando la aplicación de dispositivos legales que regulan los beneficios penitenciarios, en ejercicio de sus derechos a la libertad de opinión y pensamiento que consagra la Norma Fundamental en su artículo 2°, inciso 4, declaraciones que, en sí mismas, no constituyen injerencia en la función jurisdiccional, ni tampoco –per se– una forma de presión a la evaluación técnica realizada por el Instituto Nacional Penitenciario
4. Por consiguiente, los alegatos del actor, en este extremo, no se sustentan en elementos objetivos, que acrediten la certeza o inminencia de la amenaza al derecho constitucional invocado, exigencia que es característica de las acciones de garantía conforme lo precisa el artículo 4° de la Ley N º 25398  

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política le confiere

HA RESUELTO

Declarar  INFUNDADA  la acción de hábeas corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS.

BARDELLI LATIRGOYEN 

REVOREDO MARSANO

GARCÍA TOMA
EXP. N° 0551-2004-HC/TC

LIMA

CHARLES ACELOR COKERAN

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 15 días del mes de abril de 2004, reunida la  Sala Primera del Tribunal Constitucional, con asistencia de los señores magistrados Alva Orlandini, Presidente; Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Charles Acelor Cokeran contra la resolución de la Tercera Sala Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 385, su fecha 12 de enero de 2004, que declara improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 6 de octubre de 2003, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra la Sala Penal Especial de la Corte Superior de Justicia de Lima, integrada por los Vocales señores Inés Villa Bonilla, Roberto Barandiarán Dempwolf e Inés Tello de Ñeco, con el objeto que se ordene su inmediata libertad. Alega que el mandato de detención dictado en el proceso penal N.° 063-2001, acumulado al proceso Nº 02-2001, que se le sigue por el delito de suministro ilegal de armas y otros, vulnera su derecho a la libertad individual, puesto que no hay suficiencia probatoria ni peligro procesal, y no ha sido debidamente motivado.

Realizada la investigación sumaria, el accionante se ratifica en los términos de la demanda, en tanto que los magistrados emplazados refieren de manera uniforme que la resolución dictada se ajusta a derecho.

El Decimosegundo Juzgado Penal de Lima, con fecha 16 de octubre de 2003, declaró improcedente la demanda, por considerar que la resolución impugnada emana de un proceso regular.

La recurrida confirmó la apelada, por los mismos fundamentos. 

FUNDAMENTOS:
1. El objeto del hábeas corpus es que se deje sin efecto el auto que dispuso el mandato de detención del recurrente, por considerarse que no concurren los requisitos para dictar mandato de detención, previstos en el artículo 135° del Código Procesal Penal.

2. Conforme consta de la copia del auto apertorio de instrucción adjuntada por el mismo accionante, obrante a fojas 37 de autos, en él se analiza la concurrencia de los requisitos para la detención judicial establecidos en el artículo 135° del Código Procesal Penal. El auto precitado realiza una evaluación de la concurrencia del requisito de fumus boni iuris o “apariencia del derecho”, enunciando los elementos probatorios que abonan a favor de la responsabilidad penal del denunciado. Lo mismo ocurre con el “peligro procesal” o periculum in mora, el cual se encuentra debidamente sustentado en la resolución cuestionada. Asimismo, se señala que la pena probable a imponerse, en caso que se encuentre responsabilidad penal, deberá ser superior a los 4 años de privación de libertad.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política del Perú le confiere,

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la acción de hábeas corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA

EXP. N° 0684-2004-HC/TC

LIMA

NÉSTOR RAÚL 

ROMUCHO MOREANO

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 2 días del mes de julio de 2004, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, con la asistencia de los señores magistrados Bardelli Lartirigoyen, Presidente; Revoredo Marsano y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Néstor Raúl Romucho Moreano contra la resolución de la Tercera Sala Penal para Procesos con Reos Libres de la corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 103, su fecha 14 de enero de 2004, que declara improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 23 de octubre de 2003, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra doña Avigail Colquicocha Manrique, Jueza Penal del Cuarto Juzgado Penal de Reos en Cárcel, con el objeto que se ordene su inmediata libertad, alegando que se encuentra detenido arbitrariamente, pues el mandato de detención dictado en su contra no contiene los requisitos exigidos por el artículo 135° del Código Procesal Penal, y además porque la magistrada declaró improcedentes sus pedidos de variación del mandato de detención y de libertad provisional, pese a que existían nuevos elementos de prueba que desvirtuaban la posibilidad de que eluda la acción de la justicia o que perturbe la actividad probatoria.

Admitida a trámite la demanda, se tomó la declaración sumaria del accionante con fecha 27 de octubre de 2004, ratificándose en su acción.

La Procuradora Pública a cargo de los asuntos judiciales del Poder Judicial, contesta la demanda y solicita que se la declare improcedente, aduciendo que los argumentos expuestos por el recurrente están referidos, básicamente, a la valoración de pruebas para determinar su inocencia, no siendo el hábeas corpus un proceso destinado para tal efecto.

La emplazada contradice las afirmaciones del recurrente, sosteniendo que éste no apeló el mandato de detención dictado en su contra, y que sus pedidos de variación del mandato de detención y de libertad provisional fueron rechazados por que no se cumplieron los requisitos que establecen los artículos 135° y 182° del Código Procesal Penal.

El Trigésimo Sexto Juzgado Especializado en lo Penal de Lima, con fecha 31 de octubre de 2003, declara improcedente la demanda, por estimar que las resoluciones que impugna el recurrente han sido expedidas dentro de un proceso regular.

La recurrida confirma la apelada, por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. El actor considera que se ha vulnerado sus derechos constitucionales a la libertad individual y a la presunción de inocencia, argumentando que el proceso penal seguido en su contra por el delito de robo agravado ha sido tramitado en forma irregular.

2. El inciso 2 del artículo 6° de la Ley de Hábeas Corpus y Amparo N° 23506 establece que las acciones de garantía no procedan contra resoluciones judiciales emanadas en un proceso regular.

3. El proceso seguido contra el recurrente se tramitó en forma regular, lo que se demuestra mediante los siguientes argumentos: a) el accionante consintió los efectos de la resolución que dispuso la apertura de instrucción y dictó mandato de detención en su contra, al no impugnarla (fojas 59); b) en su oportunidad solicitó la variación del mandato de detención (fojas 32-33), pedido que fue declarado improcedente y que, de igual modo, no fue impugnado (fojas 60); y c) posteriormente, solicitó libertad provisional, la misma que fue rechazada por la emplazada (fojas 51) por estimar que: “(...) conforme  al análisis de los hechos materia de investigación (...) no aparecen ni se desprenden nuevos elementos de juicio que varíen las circunstancias dadas al momento de la calificación de los hechos (...)”; de lo cual se colige que carece de sustento la demanda, al no acreditarse en autos la vulneración constitucional invocada.

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política del Perú le confiere,

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la acción de hábeas corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN

REVOREDO MARSANO

GARCÍA TOMA

EXP. N° 0739-2004-HC/TC

LIMA

JACK CELESTINO 

YARO CORIA

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 17 días del mes de mayo de 2004, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, con la asistencia de los señores magistrados Bardelli Lartirigoyen, Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Jack Celestino Yaro Coria contra la sentencia de la Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 433, su fecha 9 de octubre de 2003, que declara improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
El recurrente, con fecha 8 de agosto de 2003, interpone acción de hábeas corpus contra los Vocales integrantes de la Sala Corporativa Nacional de Bandas, alegando que los mencionados magistrados le acumularon aritméticamente las dos penas que pesan en su contra, vulnerando con ello el principio de legalidad y su derecho a la libertad personal. Manifiesta que mediante resolución de fecha 21 de setiembre de 1999, los emplazados le impusieron la condena de 12 años de pena privativa de libertad, por el delito de robo agravado (Exp. N° 413-99), procediendo, en el mismo acto, a revocar el beneficio de semilibertad que se le había concedido en el Expediente N° 581-96, sumando a la condena mencionada el tiempo de la pena que dejó de cumplir (diez años y ocho meses), por haber obtenido dicho beneficio; y que dicha sumatoria de penas resulta inconstitucional por ser violatoria del debido proceso, debiendo haberse aplicado el criterio de refundición de penas. 

Realizada la investigación sumaria, se recauda copias de los autos penales de los procesos seguidos al demandante. De otro lado, el accionante se ratifica en los términos de su demanda.

El Sexto Juzgado Especializado en lo Penal de Lima, con fecha 28 de agosto de 2003, declaró improcedente la demanda, estimando que la resolución cuestionada proviene de un proceso regular.

La recurrida confirmó la apelada, por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. El demandante alega la vulneración, por parte de una decisión jurisdiccional, del principio de legalidad penal y de su derecho a la libertad personal, por haberse “acumulado” dos penas dictadas en su contra, sin que tal posibilidad se encuentre prevista en la Constitución, en el Código Penal o en el Código de Ejecución Penal.

2. Respecto a la supuesta violación del derecho a la libertad, el demandante sostiene que con la medida cuestionada se vulnera dicho derecho. Como quedó expresado en el caso Silva Checa (Exp. N.° 1091-2002-HC/TC), el derecho a la libertad no es absoluto. Los límites a los derechos pueden ser impuestos por la misma norma que reconoce el derecho, por el conflicto entre un derecho constitucional y uno o más derechos constitucionales, por el conflicto entre un derecho constitucional y uno o varios bienes jurídicos constitucionales, o por la legislación que desarrolle o regule su ejercicio [Remotti Carbonell, José Carlos: La Corte Interamericana de Derechos Humanos, Estructura, funcionamiento y jurisprudencia, Instituto Europeo de Derecho, Barcelona, 2003).

3. El caso de autos se encuentra comprendido en el primer tipo de límites. En efecto, conforme al artículo 2, inciso 24, literal b) de la Constitución, no se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la ley. Por tanto, para esclarecer la controversia, debe establecerse si la aplicación sucesiva de penas al condenado que, gozando del beneficio de semilibertad, comete un nuevo delito, constituye una restricción del derecho a la libertad prevista en la ley y compatible con la Constitución.

Para precisar la noción de “casos previstos en la ley”, como límite del derecho a la libertad, se debe aplicar la regla de interpretación constitucional de los derechos fundamentales, que señala que las normas relativas a estos derechos se interpretan de conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificadas por el Perú (Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución).

En tal sentido, el artículo 9°, inciso 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, establece que nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ella. Del mismo modo, la Convención Americana de Derechos Humanos dispone en su artículo 7°, inciso 2, que nadie puede ser privado de su libertad física salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. Por tanto, la restricción constitucional de la libertad deberá sujetarse a los procedimientos, causas y condiciones previstas en la ley.

4. En cuanto al procedimiento previsto por la ley para restringir la libertad del demandante, de autos se aprecia que las condenas a pena privativa de la libertad que se le impuso derivan de procedimientos judiciales regulares que no han sido cuestionados en la presente acción. En efecto, como se señaló en el caso Dionicio Llajaruna Sare (Exp. N° 1593-2003-HC/TC): “[...] desde que se expide la sentencia condenatoria, el sentenciado se encuentra temporalmente restringido en el ejercicio libre de su libertad locomotora. Tal restricción constitucionalmente ha de prolongarse hasta que se cumpla con la totalidad de la pena impuesta [...]”, salvo que el condenado obtenga los beneficios penitenciarios que le permitan nuevamente el ejercicio de su libertad. Por tanto, el procedimiento establecido por la ley para restringir la libertad se ha seguido en el presente caso.

5. En cuanto a las causas previstas en la ley para la restricción de la libertad, ellas están previstas en el ordenamiento jurídico penal, ya que el demandante fue condenado por la comisión de dos delitos en distinta época. Por tanto, en el presente caso se ha respetado el principio de legalidad penal.

6. En cuanto a las condiciones previstas en la ley, el Tribunal se remite a la legislación penitenciaria. Al respecto, el Código de Ejecución Penal contempla la posibilidad del beneficio penitenciario de semilibertad en su artículo 50°, precisando que el beneficio será concedido en los casos en que la naturaleza del delito cometido, la personalidad del agente y su conducta dentro del establecimiento permitan suponer que no cometerá nuevo delito. De producirse este hecho, el mismo cuerpo normativo ha establecido, en su artículo 52°, que: “La semilibertad se revoca si el beneficiado comete un nuevo delito doloso o incumple las reglas de conducta establecidas en el artículo 58° del Código Penal, en cuanto sean aplicables”. 

Por tanto, como se expresó en el caso Santos Walter o Juan Carlos Quispe Ramos (Exp. N° 0871-2003-HC/TC): “(...) la pena que resta por cumplir respecto del primer delito resulta independiente respecto de la pena que deberá también cumplir por la comisión del segundo, toda vez que fue cometido con posterioridad a la sentencia dictada por el primer delito, cuando el recurrente se encontraba gozando del beneficio penitenciario de semilibertad, por lo que debe disponerse su cumplimiento en forma sucesiva”.

7. En consecuencia, la aplicación sucesiva de penas al demandante ha sido dictada con arreglo al artículo 2°, inciso 24, literal b) de la Constitución, que establece que los límites del derecho a la libertad deben sujetarse a los procedimientos, causas y condiciones previstas en la ley. 

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú,

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la acción de hábeas corpus. 

Publíquese y notifíquese.

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA 

GARCÍA TOMA
EXP. N° 0804-2003-HC/TC

AREQUIPA

RAÚL ALAIN 

MENDOZA PALOMINO

 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 2 días del mes de julio de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con la asistencia de los señores magistrados Alva Orlandini, Presidente; Bardelli Lartirigoyen y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Raúl Alain Mendoza Palomino contra la resolución de la Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, de fojas 68, su fecha 24 de febrero de 2003, que declara improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:

Con fecha 30 de enero de 2003, el recurrente interpone acción de hábeas corpus en  contra de los magistrados de la Tercera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, estimando que los mencionados magistrados le acumularon aritméticamente las dos penas que pesan en su contra, vulnerando con ello el principio de legalidad y su derecho a la libertad personal

Alega que mediante resolución de fecha 13 de setiembre de 1999, los emplazados le impusieron la condena de 10 años de pena privativa de libertad, por el delito de robo agravado (Exp. N° 99-2182), procediendo, en el mismo acto, a revocar el beneficio de semilibertad que se le había concedido en el Expediente N° 217-92, en el que fue sentenciado a 12 años de pena privativa de libertad por el delito de robo agravado, disponiendo que una vez cumplido el resto de la pena de este primer delito, se inicie el cómputo de la pena del segundo delito. 

El Sétimo Juzgado Penal de Arequipa, con fecha 31 de enero de 2003, declaró la improcedencia liminar de la demanda, por considerar que el recurrente pretende cuestionar una resolución judicial emanada de un proceso regular, y por tanto no corrió traslado de la misma.

La recurrida confirmó la apelada, por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. De la demanda interpuesta se desprende que el demandante alega la vulneración, por parte de una decisión jurisdiccional, del principio de legalidad penal y de su derecho a la libertad personal, por haberse “acumulado” dos penas dictadas en su contra, sin que tal posibilidad se encuentre prevista en la Constitución, en el Código Penal o en el Código de Ejecución Penal.

2. Previamente, es pertinente precisar, respecto del rechazo in límine dictado por las instancias precedentes, que toda pretensión que cuestione la regularidad de un proceso judicial, requiere, necesariamente, de la admisión a trámite de la demanda y de su correspondiente traslado a los emplazados, con el objeto de que éstos expliquen las razones que habrían motivado la agresión. En consecuencia, teniendo en cuenta que en el presente caso no se ha actuado de tal modo, procede declarar nulo todo lo actuado y ordenar que se admita a trámite la acción de amparo. 

3. No obstante, en atención a los principios de celeridad y economía procesal, este Tribunal considera pertinente no declarar tal nulidad, toda vez que en autos aparecen elementos de prueba necesarios para emitir un pronunciamiento de fondo.

§1. Los Límites al Derecho Constitucional a la Libertad Personal:
4. El derecho a la libertad personal, reconocido en el artículo 2º, inciso 2), apartado 24, de la Constitución Política, comporta el hecho de disponer de la propia persona y de determinar la propia voluntad y actuar de acuerdo con ella, sin que nadie pueda impedirlo y siempre que no exista una prohibición constitucionalmente legítima. Garantiza que no se afecte indebidamente la libertad física de las personas, esto es, su libertad locotomora, ya sea mediante detenciones, internamientos o condenas arbitrarias.

5. Sin embargo, este Colegiado ha sostenido en el Caso Silva Checa (Expediente N.° 1091-2002-HC/TC), que “(...) Como todo derecho fundamental, el de la libertad personal tampoco es un derecho absoluto, pues como lo establecen los ordinales a) y b) del inciso 24) del artículo 2° de la Constitución, aparte de ser regulados, pueden ser restringidos o limitados mediante ley. Ningún derecho fundamental, en efecto, puede considerarse ilimitado en su ejercicio. Los límites que a éstos se puedan establecer pueden ser intrínsecos o extrínsecos. Los primeros son aquellos que se deducen de la naturaleza y configuración del derecho en cuestión. Los segundos, los límites extrínsecos, son aquellos que se deducen del ordenamiento jurídico, cuyo fundamento se encuentra en la necesidad de proteger o preservar otros bienes, valores o derechos constitucionales (...)”.
§2. El Tratamiento Penitenciario y la Revocación de los Beneficios Penitenciarios:
6. Conforme al artículo 139º, inciso 22), de la Constitución Política, el régimen penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad, lo cual, a su vez, es congruente con el artículo 10.3 del Pacto 

7. Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que señala que “el régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados”.

8. Al respecto, en la sentencia recaída en el Expediente de N.° 010-2002-AI/TC, el Tribunal Constitucional ha sostenido que los conceptos de reeducación y rehabilitación del penado “(...) suponen, intrínsecamente, la posibilidad de que el legislador pueda autorizar que los penados, antes de la culminación de las penas que les fueron impuestas, puedan recobrar su libertad si los propósitos de la pena hubieran sido atendidos. La justificación de las penas privativas de libertad es, en definitiva, proteger a la sociedad contra el delito. Tal protección sólo puede tener sentido si se aprovecha el periodo de privación de libertad para lograr, en lo posible, que el delincuente una vez liberado no solamente quiera respetar la ley y proveer a sus necesidades, sino también que sea capaz de hacerlo (...)”. 

9. De este modo, tienen cobertura dentro de nuestro ordenamiento beneficios penitenciarios tales como el de semilibertad, el cual permite al penado egresar del establecimiento penitenciario antes de haber cumplido la totalidad de la pena privativa de libertad impuesta en caso de que la pena haya cumplido su efecto resocializador. En atención a ello, el artículo 50° del Código de Ejecución Penal, estipula que: “(...) El beneficio será concedido en los casos que la naturaleza del delito cometido, la personalidad del agente y su conducta dentro del establecimiento, permitan suponer que no cometerá nuevo delito (...)”. De producirse esta último hecho, el mismo cuerpo normativo ha establecido en su artículo 52° que: “La semilibertad se revoca si el beneficiado comete un nuevo delito doloso o incumple las reglas de conducta establecidas en el artículo 58 del Código Penal, en cuanto sean aplicables”.

10. En el presente caso, debe precisarse que el cumplimiento sucesivo de penas no corresponde, propiamente, a una simple acumulación material o a una sumatoria de penas, como lo ha entendido el recurrente, sino que tiene su justificación en la observancia de legalidad prevista por el artículo VI del Título Preliminar del Código Penal, que establece que: “(...) No puede ejecutarse pena alguna en otra forma que la prescrita por la ley (...) [en] todo caso, la ejecución de la pena será intervenida judicialmente”. De este modo, la pena que resta por cumplir respecto del primer delito resulta independiente respecto de la pena que se deberá también cumplir por la comisión del segundo delito, toda vez que este último fue cometido con posterioridad a la sentencia dictada por el primero, cuando el recurrente se encontraba gozando del beneficio penitenciario de semilibertad, por lo que debe disponerse su cumplimiento en forma sucesiva. 

11. En consecuencia, la decisión de revocar el beneficio penitenciario de semilibertad otorgado al recurrente por la comisión de un nuevo delito doloso, así como la orden de que las dos penas que pesan en su contra se apliquen sucesivamente, se encuentra conforme a Derecho, no evidenciándose la vulneración de los derechos constitucionales del recurrente, más aún si éste, al cometer el segundo delito, ha actuado voluntariamente, poniendo en evidencia, en su caso, el fracaso del tratamiento penitenciario y, por tanto, de los objetivos de reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad, consignados en el artículo 139°, inciso 22) de la Constitución Política.

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política le confiere, 
HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la acción de hábeas corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN









GARCÍA TOMA

EXP. Nº 1084-2003-HC/TC

AREQUIPA

RICHARD QUEA CCAMA

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 2 días del mes de julio de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los señores magistrados Alva Orlandini, Presidente; Gonzáles Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO: 


Recurso Extraordinario interpuesto por don Richard Quea Ccama contra la resolución de la Segunda Sala Penal de Vacaciones de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, de fojas 51, su fecha 28 de febrero de 2003, que declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:

El recurrente, con fecha 17 de febrero de 2003, interpone hábeas corpus contra los vocales integrantes de la Tercera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, alegando que, con fecha 29 de agosto de 2001, la Sala emplazada revocó el beneficio penitenciario de semilibertad que le fue concedido, tras haber cometido un nuevo delito; y que, al condenarlo por este último, dispuso que primero cumpliera el saldo de la primera condena y, una vez culminada, se empezara a computar la nueva pena privativa de libertad impuesta. 

El Quinto Juzgado Penal de Arequipa, con fecha 17 de febrero de 2003, rechazó liminarmente la demanda, por considerar que se trata de una resolución emanada de un proceso regular.


La recurrida confirmó la apelada, por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS

1. De la demanda interpuesta se desprende que el demandante alega la vulneración, por parte de una decisión jurisdiccional, del principio de legalidad penal y de su derecho a la libertad personal, por haberse “acumulado” dos penas dictadas en su contra, sin que tal posibilidad se encuentre prevista en la Constitución, en el Código Penal o en el Código de Ejecución Penal.

2. Previamente, es pertinente precisar, respecto del rechazo in límine dictado por las instancias precedentes, que toda pretensión que cuestione la regularidad de un proceso judicial, requiere, necesariamente, de la admisión a trámite de la demanda y de su correspondiente traslado a los emplazados con el objeto de que éstos expliquen las razones que habrían motivado la agresión. En consecuencia, teniendo en cuenta que en el presente caso no se ha actuado de tal modo, procede declarar nulo todo lo actuado y ordenar que se admita a trámite la acción de amparo. 

3. No obstante, en atención a los principios de celeridad y economía procesal, este Tribunal considera pertinente no declarar tal nulidad, toda vez que en autos aparecen elementos de prueba necesarios para emitir un pronunciamiento de fondo.

§1. Los Límites al Derecho Constitucional a la Libertad Personal:
4. El derecho a la libertad personal, reconocido en el artículo 2º, inciso 2), apartado 24, de la Constitución Política, comporta el hecho de disponer de la propia persona y de determinar la propia voluntad y actuar de acuerdo con ella, sin que nadie pueda impedirlo y siempre que no exista una prohibición constitucionalmente legítima. Garantiza que no se afecte indebidamente la libertad física de las personas, esto es, su libertad locotomora, ya sea mediante detenciones, internamientos o condenas arbitrarias.

5. Sin embargo, este Colegiado ha sostenido en el Caso Silva Checa (Expediente N° 1091-2002-HC/TC), que “(...) Como todo derecho fundamental, el de la libertad personal tampoco es un derecho absoluto, pues como lo establecen los ordinales a) y b) del inciso 24) del artículo 2° de la Constitución, aparte de ser regulados, pueden ser restringidos o limitados mediante ley. Ningún derecho fundamental, en efecto, puede considerarse ilimitado en su ejercicio. Los límites que a éstos se puedan establecer pueden ser intrínsecos o extrínsecos. Los primeros son aquellos que se deducen de la naturaleza y configuración del derecho en cuestión. Los segundos, los límites extrínsecos, son aquellos que se deducen del ordenamiento jurídico, cuyo fundamento se encuentra en la necesidad de proteger o preservar otros bienes, valores o derechos constitucionales (...)”.

§2. El Tratamiento Penitenciario y la Revocación de los Beneficios Penitenciarios:
6. Conforme al artículo 139º, inciso 22), de la Constitución Política, el régimen penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad, lo cual, a su vez, es congruente con el artículo 10.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que señala que “el régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados”.

7. Al respecto, en la sentencia recaída en el Expediente de N° 010-2002-AI/TC, el Tribunal Constitucional ha sostenido que los conceptos de reeducación y rehabilitación del penado “(...) suponen, intrínsecamente, la posibilidad de que el legislador pueda autorizar que los penados, antes de la culminación de las penas que les fueron impuestas, puedan recobrar su libertad si los propósitos de la pena hubieran sido atendidos. La justificación de las penas privativas de libertad es, en definitiva, proteger a la sociedad contra el delito. Tal protección sólo puede tener sentido si se aprovecha el periodo de privación de libertad para lograr, en lo posible, que el delincuente una vez liberado no solamente quiera respetar la ley y proveer a sus necesidades, sino también que sea capaz de hacerlo (...)`”. 

8. De este modo, tienen cobertura dentro de nuestro ordenamiento beneficios penitenciarios tales como el de semilibertad, el cual permite al penado egresar del establecimiento penitenciario antes de haber cumplido la totalidad de la pena privativa de libertad impuesta en caso de que la pena haya cumplido su efecto resocializador. En atención a ello, el artículo 50° del Código de Ejecución Penal, estipula que: “(...) El beneficio será concedido en los casos que la naturaleza del delito cometido, la personalidad del agente y su conducta dentro del establecimiento, permitan suponer que no cometerá nuevo delito (...)”. De producirse esta último hecho, el mismo cuerpo normativo ha establecido en su artículo 52° que: “La semilibertad se revoca si el beneficiado comete un nuevo delito doloso o incumple las reglas de conducta establecidas en el artículo 58 del Código Penal, en cuanto sean aplicables”.

9. En el presente caso, debe precisarse que el cumplimiento sucesivo de penas no corresponde, propiamente, a una simple acumulación material o a una sumatoria de penas, como lo ha entendido el recurrente, sino que tiene su justificación en la observancia de legalidad prevista por el artículo VI del Título Preliminar del Código Penal, que establece que: “(...) No puede ejecutarse pena alguna en otra forma que la prescrita por la ley (...) [en] todo caso, la ejecución de la pena será intervenida judicialmente”. De este modo, la pena que resta por cumplir respecto del primer delito resulta independiente respecto de la pena que se deberá también cumplir por la comisión del segundo delito, toda vez que este último fue cometido con posterioridad a la sentencia dictada por el primero, cuando el recurrente se encontraba gozando del beneficio penitenciario de semilibertad, por lo que debe disponerse su cumplimiento en forma sucesiva. 

10. En consecuencia, la decisión de revocar el beneficio penitenciario de semilibertad otorgado al recurrente por la comisión de un nuevo delito doloso, así como la orden de que las dos penas que pesan en su contra se apliquen sucesivamente, se encuentra conforme a Derecho, no evidenciándose la vulneración de los derechos constitucionales del recurrente, más aún si éste, al cometer el segundo delito, ha actuado voluntariamente, poniendo en evidencia, en su caso, el fracaso del tratamiento penitenciario y, por tanto, de los objetivos de reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad, consignados en el artículo 139°, inciso 22) de la Constitución Política.

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política del Perú le confiere 
HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la acción de hábeas corpus.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI 

GONZALES OJEDA 

GARCÍA TOMA
EXP. N° 1305-2003-HC/TC

LIMA 

WILLER ALVARADO LINARES

 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a 25 de junio de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Alva Orlandini, Presidente; Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Willer Alvarado Linares contra la sentencia de la Tercera Sala Penal para Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 329, su fecha 25 de abril de 2003, que declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 7 de noviembre de 2002, el recurrrente interpone acción de hábeas corpus contra los vocales de la Sala Penal Especializada en Delitos de Tráfico Ilícito de Drogas de la Corte Superior de Justicia de Lima y la Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República Especializada en Delitos de Tráfico Ilícito de Drogas. Sostiene el accionante que ha sido sentenciado a cadena perpetua por la comisión de tipos penales agravados que no fueron materia del auto de apertura de instrucción ni de la acusación fiscal superior (artículos 296-A y 297, incisos 1 y 7, del Código Penal), no habiendo tenido la posibilidad de defenderse de ilícitos penales de los que no fue materia de juzgamiento, lo que afectó su derecho de defensa.


Realizada la investigación sumaria, el accionante se ratifica en los términos de su demanda, y el juez investigador recauda copias certificadas de las principales piezas del expediente penal N° 19-94.

El Primer Juzgado Penal de Lima, con fecha 26 de marzo de 2003, declaró improcedente la acción de habeas corpus, por estimar que consentir el hábeas corpus como vía indirecta o residual para obtener una resolución  significaría desnaturalizarlo por permitir la sustracción del agente activo a un debido proceso.

La recurrida confirmó la apelada, considerando que se pretendía dejar sin efecto una sentencia que tiene carácter de cosa juzgada. 

FUNDAMENTOS:
1. El accionante cuestiona la sentencia de la Sala Penal Especializada en Delitos de Tráfico Ilícito de Drogas de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fecha 24 de julio de 1997, que lo condena a cadena perpetua, y la Ejecutoria Suprema N.° 1328-97, de fecha 28 de abril de 1998, que declaró no haber nulidad de la sentencia impugnada, argumentando que se ha vulnerado su derecho constitucional de defensa al haber sido condenado por la comisión de delitos que no fueron materia de la instrucción ni del juzgamiento.

2. Al respecto, cabe precisar que la condena impuesta al demandante fue recurrida en aplicación del principio de doble instancia, adquiriendo la calidad de cosa juzgada; sin embargo, mediante la presente acción de garantía se pretende cuestionar dicha decisión jurisdiccional, argumentándose que el actor ha sido sancionado por delitos que no fueron materia de juzgamiento, aseveración que no resulta acreditada en autos, por cuanto no se ha afectado el principio de congruencia que debe existir entre la acusación y la condena penal, como se aprecia de la compulsa de los documentos judiciales obrantes de fojas 268 a 278 (acusación fiscal), 305 a 306 (acta de lectura de sentencia) y 311 a 312 (ejecutoria suprema), en que el sustento de las incriminaciones y las modalidades delictuales expresamente atribuidas al accionante son las mismas. En todo caso, de existir un error material en la consignación de los artículos legales penales correspondientes, como aparentemente ha sucedido, ello debe ser subsanado mediante el mecanismo correctivo pertinente.

3. Siendo así, debe desestimarse la demanda en aplicación del artículo 2°, a contrario sensu, de la Ley N.° 23506. 

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

 Declarar INFUNDADA la acción de hábeas corpus.

 Publíquese y notifíquese.

 SS.

 ALVA ORLANDINI

GONZALES OJEDA
GARCÍA TOMA
EXP. N° 2088-2004-HC/TC

LA LIBERTAD

SEGUNDO FORTUNATO 

CORREA DÍAZ

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a 12 de agosto de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Presidente; Bardelli Lartirigoyen y Gonzales Ojeda, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO: 

Recurso Extraordinario interpuesto por don Constante Antonio Aguilar Cornelio, a favor de don Segundo Fortunato Correa Díaz, contra la sentencia de la  Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de La Libertad, de fojas 129, su fecha 5 de abril de 2004, que declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 4 de marzo de 2004, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra el Juez Mixto de San Miguel, Cajamarca, don Adolfo G. Arribasplata Cabanillas, solicitando que se declare la nulidad de la Resolución N° 60, de fecha 28 de febrero de 2003, que ordena que el beneficiario, en el término de cinco días, pague la cantidad fijada como reparación civil y restituya el bien usurpado, bajo apercibimiento de revocarse la suspensión de la pena. Refiere que en el Exp. N.° 1999-0163-060611JX01-P se condenó al beneficiario a la pena privativa de la libertad de un año, con carácter de suspendida, por la comisión del delito de usurpación; así mismo, se lo condenó  al pago de la cantidad de S/. 2,000.00 por concepto de reparación civil y a la restitución del bien usurpado; que, pese a que ni la reparación civil ni la restitución de la pena fueron fijadas como regla de conducta, se expidió la resolución cuestionada y que, con fecha 10 de junio de 2003, se revocó la suspensión de la pena, ordenándose la captura del sentenciado, no obstante que no existe prisión por deudas.

El Décimo Juzgado Penal de Trujillo, con fecha 9 de marzo de 2004, declaró improcedente la demanda, por considerar que la resolución cuestionada ha sido expedida dentro de un proceso regular y que, por otro lado, el artículo 10.° de la Ley N.° 25398 establece que las anomalías que pudieran cometerse dentro de un proceso regular, deberán ventilarse y resolverse dentro del mismo proceso, utilizando los recursos que prevén las normas procesales.

La recurrida confirmó la apelada, por estimar que se está cuestionando una sentencia que debe ejecutarse en sus propios términos y que, además, no se puede dejar sin efecto resoluciones que han pasado en autoridad de cosa juzgada.

FUNDAMENTOS:
1. En concreto, el aspecto constitucionalmente relevante de la controversia es determinar si en el presente caso se ha vulnerado el principio constitucional que prohíbe la prisión por deudas.

2. El artículo 2°, inciso 24), literal "c", de la Constitución Política del Estado señala, como uno de los contenidos constitucionalmente garantizados de la libertad y seguridad personal, que "no hay prisión por deudas. Este principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios". 

3. Como lo ha establecido el Tribunal Constitucional en el fundamento 2 de la sentencia recaída en el Exp. N.° 2982-2003-HC/TC, cuando el citado artículo prohíbe la prisión por deudas, con ello se garantiza que las personas no sufran restricción de su libertad locomotora por el incumplimiento de obligaciones originadas en relaciones de orden civil. La única excepción a dicha regla se da, como la propia disposición constitucional lo señala, en el caso del incumplimiento de deberes alimentarios, toda vez que, en tales casos, están de por medio los derechos a la vida, la salud y a la integridad del alimentista, en cuyo caso el juez competente puede ordenar la restricción de la libertad individual del obligado. Sin embargo, tal precepto –y la garantía que contiene- no se extiende al caso del incumplimiento de pagos que se establezcan en una sentencia condenatoria. En tal supuesto, no es que se privilegie el enriquecimiento del erario nacional o el carácter disuasorio de la pena en desmedro de la libertad individual del condenado, sino, fundamentalmente, la propia eficacia del poder punitivo del Estado y los principios que detrás de ella subyacen, como son el control y la regulación de las conductas de acuerdo con ciertos valores y bienes jurídicos que se consideran dignos de ser tutelados.

4. En el presente caso, según se advierte a fojas 8, mediante la sentencia de fecha 14 de octubre de 2002, confirmada por la resolución de fecha 2 de diciembre del mismo año, se condenó al beneficiario a un año de pena privativa de la libertad, con carácter de suspendida, así como al pago de una reparación civil ascendente a S/. 2,000.00 y a la restitución del inmueble usurpado, bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento, de aplicarse el artículo 59.° del Código Penal.

5. Delimitado así el problema, queda por determinar si la exigencia del cumplimiento de la citada obligación de pago constituye, en realidad, una obligación de orden civil, donde, por tanto, no cabe que se le revoque judicialmente la libertad condicional o, si, por el contrario, es una verdadera condición de la ejecución de la sanción penal, en cuyo caso su incumplimiento sí puede legitimar la cuestionada decisión revocatoria.

6. Sin duda, cabe afirmar que los términos de la presente controversia se afincan en el ámbito penal, sede en que se condena al beneficiario imponiéndosele una determinada obligación de pago, la cual incumple. Por lo tanto, no puede sostenerse: 1) que dicha obligación de pago sea de naturaleza civil, pues opera como una condición, cuyo cumplimiento determina la inejecución de una sanción penal, y 2) que su incumplimiento impida que el juez penal pueda ordenar que se haga efectiva la pena de privación de la libertad del sentenciado, establecida condicionalmente, como sucede en el presente caso.

7. Siendo así, la resolución cuestionada no vulnera el derecho invocado, razón por la cual debe desestimarse la demanda.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la acción de hábeas corpus. 

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA

EXP. N° 2641-2003-HC/TC

LORETO

LUIS ALBERTO 

SÁNCHEZ ESPINOZA

 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a 25 de junio de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Alva Orlandini, Presidente; Bardelli Lartirigoyen y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia: 

 ASUNTO: 

Recurso extraordinario interpuesto por don Luis Alberto Sánchez Espinoza contra la sentencia de la Sala Civil Mixta de la Corte Superior de Justicia de Loreto, de fojas 166, su fecha 27 de agosto de 2003, declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

 ANTECEDENTES:
Con fecha 5 de agosto de 2003, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra los integrantes de la Segunda Sala Penal de la Corte Superior de la Corte de Justicia de Loreto, señores Jhon Rossel Hurtado Centeno, José Jara Martel y Javier Sologuren Anchante. Manifiesta que se le sigue proceso penal (Exp. N° 2001-2388) por el delito de peculado y otros, en agravio del CTAR-Loreto; que por mandato del Quinto Juzgado Penal de Maynas, de fecha 14 de enero de 2002, permanece recluido en el establecimiento penal de Iquitos, cumpliendo a la fecha más de 18 meses de detención; y que, habiendo solicitado su libertad por exceso de detención en aplicación del artículo 137° del Código Procesal Penal, la Sala penal demandada denegó su petición, decisión que considera arbitraria, por lo que reclama su inmediata excarcelación.

Realizada la investigación sumaria, el accionante se ratifica en los términos de la demanda. Los magistrados emplazados sostienen que la detención del actor no ha excedido  el plazo establecido por el artículo 137° del Código Procesal Penal, en razón de que este ha sido duplicado automáticamente, al ser el Estado parte agraviada en el mencionado proceso.

El Segundo Juzgado Penal de Maynas, con fecha 8 de agosto de 2003, declaró improcedente la demanda, por estimar que al haberse duplicado el plazo máximo de 18 meses, la detención aún no ha vencido. 

La recurrida confirmó la apelada por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. La demanda tiene por objeto solicitar la libertad del accionante, por exceso de detención, en aplicación del artículo 137° del Código Procesal Penal.

2. Al respecto, conforme a lo manifestado por el propio demandante y los magistrados emplazados, se acredita que la detención judicial del accionante data del 14 de enero de 2002, cumpliendo a la fecha (25/06/04) 29 meses por la comisión del delito de peculado y otros. Debe señalarse que al momento de su detención estaba vigente la Ley N.° 27553, del 14 de noviembre de 2001 –modificatoria del artículo 137° del Código Procesal Penal-, cuyas reglas sobre la duración de la detención rigen para el actor; esto es, que el plazo límite de la detención era de 18 meses, como lo ha señalado la Sala Penal emplazada, el cual se duplicó automáticamente, por ser agraviado el Estado, además de hallarse procesadas más de diez personas, consideración concordante con los fundamentos de la STC 330-2002-HC/TC, del 22 de setiembre de 2002, de lo que se desprende que en el caso de autos no existe el alegado exceso de detención.

3. Conforme a lo dicho, la Sala Penal Superior de la Corte Superior de Justicia de Loreto expidió la resolución de fojas 197 (auto de enjuiciamiento), con fecha 26 de julio de 2003, declarando improcedente la petición de excarcelación del actor y otro, lo que se adecua a la normativa vigente y a la jurisprudencia de este Tribunal, decisión que no resulta enervada con la resolución de fecha 1 de diciembre de 2003, de la Oficina de Control de la Magistratura, como así lo afirma el accionante en su escrito de fecha 10 de febrero de 2004. 

4. Siendo ello así, resulta de aplicación el artículo 2°, a contrario sensu, de la Ley N.° 23506, debiendo desestimarse la presente demanda. 

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

 Declarar INFUNDADA la acción de hábeas corpus.

 Publíquese y notifíquese.

 SS.

 ALVA ORLANIDNI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GARCÍA TOMA

EXP. N° 2067-2004-HC/TC

LIMA

GERMÁN SALAZAR TAMAYO 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 12 días del mes de agosto de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con la asistencia de los señores magistrados Alva Orlandini, Presidente; Bardelli Lartirigoyen y Gonzales Ojeda, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Germán Salazar Tamayo contra la sentencia de la Primera Sala Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 75, su fecha 12 de abril de 2004, que declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 15 de marzo de 2004, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra el Juez del Trigésimo Noveno Juzgado Penal de Lima, don Víctor Julio Valladolid Zeta, por amenazar su libertad individual al notificarle, bajo apercibimiento de captura, que comparezca a la audiencia de lectura de sentencia, en el proceso penal que se le sigue por la comisión del delito contra el patrimonio-estafa. Refiere que el 16 de febrero de 2004 formuló una excepción de naturaleza de acción, la cual no ha sido resuelta por el emplazado, pese al tiempo transcurrido.

Realizada la investigación sumaria, el actor se ratifica en la acción de hábeas corpus. 

El Cuadragésimo Primer Juzgado Penal de Lima, con fecha 18 de marzo de 2004, declaró infundada la demanda, por estimar que el Juez emplazado ha actuado con arreglo a ley al disponer que la excepción de naturaleza de acción propuesta por el actor se resuelva con la sentencia.

La recurrida, revocando la apelada, declaró improcedente la demanda, por considerar que el juez emplazado no ha incurrido en causal alguna que desnaturalice el proceso, puesto que, habiéndose propuesto la excepción con posterioridad a la acusación fiscal, corresponde que aquella sea resuelta con la sentencia.

FUNDAMENTOS:
1. Como se aprecia de la copia certificada que corre a fojas 20, el 19 de enero de 2004, el recurrente fue notificado por el Trigésimo Noveno Juzgado Especializado en lo Penal de Lima para que concurra a la audiencia pública de lectura de sentencia, fijada para el 24 del mismo mes y año.

2. Posteriormente, el 13 de febrero de 2004, el demandante propone la excepción de naturaleza de acción. Por resolución de fecha 18 del mismo mes y año, se tiene por deducida la excepción y se dispone que se resuelva conjuntamente con la sentencia. 
3. De conformidad con lo establecido por el artículo 5.° del Decreto Legislativo N.° 124, modificado por el artículo 2.° de la Ley N.° 28117, las excepciones, cuestiones previas y cualquier otro medio de defensa técnica que se deduzcan después de formulada la acusación fiscal no darán lugar a la formación de cuaderno incidental y serán resueltas con la sentencia; por lo tanto, la pretensión del actor para que se resuelva la excepción antes que se expida la sentencia, carece de sustento jurídico.
4. La alegación del recurrente en el sentido de que el juez de la causa debió inhibirse de resolver la presente causa, por haber intervenido en el proceso penal cuestionado, no tiene asidero, dado que se aprecia de autos que el juez que ha emitido la sentencia de primera instancia en la presente causa no intervino en el mencionado proceso 
5. En consecuencia, no habiéndose acreditado la vulneración del derecho a la libertad individual, debe desestimarse la presente acción.

6. Cabe precisar que, teniendo en cuenta que la sentencia de primera instancia desestima la demanda después de pronunciarse sobre el fondo de la cuestión controvertida y no por ausencia de algún presupuesto de  procedibilidad, la demanda resulta infundada y no “improcedente”, como erróneamente sostiene la recurrida.  

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú.

HA RESUELTO

Declarar infundada la acción de hábeas corpus.

SS.

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA
Análisis Cualitativo de la Jurisprudencia:

Del total de las resoluciones materia de la Investigación correspondiente al Año 2 004, el 47% (14) fueron declaradas Infundadas, la mayoría de los cuales se refieren a acciones promovidas como consecuencia de Detenciones Ilegales o Arbitrarias, sea ocurrido por Mandato Judicial o sea en caso de flagrancia; del mismo modo dentro de este matiz de fallos emitidos por el TC, muchos de ellos tiene como fondo la vulneración al Debido Proceso como elemento vinculante al Acto Lesivo del Derecho a la Libertad Individual. 
Bien, al declararse Infundada una Acción de Habeas Corpus, el TC resuelve en definitiva el FONDO de la cuestión litigiosa, es decir, resuelve si el pretensor tiene el derecho o no, o que si se ha acreditado o no la transgresión o vulneración a su derecho constitucionalmente protegido.

En ese sentido, el Art. 18º de la Ley Nº 23 506 establecía que: “Cuando no se trate de Detención Arbitraria el Juez citará a quien o quienes ejecutaron la violación requiriéndoles expliquen la razón que motivo la agresión...”. No existiendo evidencia de que la decisión de conversión de la pena haya resultado arbitraria resulta entonces declarar infundado la acción, comprende esta muestra.

Asimismo, la amenaza de violación a la libertad individual y de otros derechos conexos tiene que ser ciertos y de inminente realización y no conjetural o presunta. La amenaza de violación a la Libertad Individual debe ser cierta. Este criterio de certeza, que presenta un matiz subjetivo respecto del infractor de la violación, muchas veces resulta ser paradójico de acuerdo a la libertad circunstancial en que se logra escatimar el agraviado, y por ello, generalmente no se logra determinar el móvil coadyuvante o el peligro de amenaza de violación a la Libertad Individual o los Derechos Constitucionales Conexos. Por ello, el TC cuando resolvía un Recurso Extraordinario, no sólo debía contar con el argumento referencial de una de las partes, sino resolver previo a una investigación liminar, pues, después de todo, se trata de una amenaza de violación a la Libertad Individual y los demás Derechos Constitucionales Conexos.(Exp. Nº 1140-2004-HC/TC).
Si la detención proveniente de una Sentencia Condenatoria obedecía a la aplicación de la norma – según el recurrente – más favorable al reo y que debía ser aplicada por el Órgano Jurisdiccional y de manera excluyente la Ley Nº 27 505, la misma que excluye de otorgarse beneficios penitenciarios de semilibertad, a los sentenciados por delitos de violación sexual; no procedía la Acción de Habeas Corpus. En consecuencia, existía una indebida utilización respecto de esta Acción de Garantía por parte del recurrente, y del Abogado Defensor, aún cuando a la solicitud de semilibertad se aduzca el Principio de Igualdad Procesal y la analogía jurisprudencial, y la existencia de similares casos en los que si se habría otorgado, pero que para este caso el TC aduce que en este tipo de delitos juzgados, el orden de semilibertad haya provenido de los ordenes típicos del cumplimiento del objetivo del Régimen Penitenciario, es decir, (Reeducación, rehabilitación y resocialización del penado). (Exp. Nº 1193-2004-HC/TC).

Es importante mencionar el Principio de Legalidad configurado en el Art. 2º, Núm. 24., Inc. d), de la Constitución Política del Estado y que en el expediente en análisis tenemos que el recurrente afirma haber sido procesado aplicando una norma penal distinta a la que debió configurarse para el delito procesado, vulnerándose con ello el Debido Proceso y la Tutela Procesal Efectiva. El TC fundamenta su resolución en que no existió tal vulneración, dado que el recurrente hizo uso de sus derechos procesales y que bien pudo haber cuestionado dentro del proceso penal la vulneración y tipicidad procesal penal; resultando a nuestro entender que el TC sólo se basó en elementos procesales, más no en el fondo del acto lesivo del Derecho a la Libertad, consiguientemente pudo bien crear Precedente Vinculante, para los operadores de justicia y  que independientemente de resolver Infundado  el Recurso, bien pudo resolver mediante ese precedente la correcta aplicación de la tipicidad penal, evitando con ello errores operativos de carácter jurídico que vulneren el derecho tutelado de los procesados. (Exp. N° 1768-2004-HC/TC).

Tenemos ahora una de muestra de las sentencias sobre las que el TC recae en la rutinaria simplicidad con que aplica sus fallos, es decir, la carencia de una motivación firme y mucho más consecuente, cuando el fondo de la causa tiene de por medio un Proceso de Extradición y que merecería bien la aplicación de los fundamentos de hecho y derecho acorde al nivel del Proceso Constitucional y mucho más cuando este es el de Habeas Corpus. Como ya sabemos el derecho tutelado en este tipo de procesos tiene relevancia primaria para el Alto Tribunal, sin embargo para el caso en concreto de análisis no se esgrime probar objetivamente la vulneración de la libertad individual del recurrente, ni mucho menos el Debido Proceso, y como repetimos sólo recae en la subjetividad del derecho vulnerado, quedando de lado la investigación sumaria que sirve de asidero para que el Tribunal demuestre objetivamente que la fundamentación de su fallo es el más ajustado a los márgenes de justicia y protección jurídica del derecho tutelado por el Habeas Corpus. (Exp. N° 0033-2004-HC/TC).
Consideremos que, como ya lo habíamos afirmado en el análisis de expedientes precedentes, la calificación de la defensa legal importa mucho para la efectividad del un Proceso Constitucional, en el caso en concreto tenemos un margen subjetivo formulado por el recurrente, en el sentido que ampara su pedido de protección legal en las opiniones vertidas por los emplazados, así como presiones de carácter político ante el INPE y Poder Judicial, con el fin de subsumir el otorgamiento de beneficios penitenciarios de semilibertad a favor del recurrente, teniendo un caso típico de Habeas Corpus Preventivo. Sin embargo y como reiteramos muchas veces, la responsabilidad del Abogado Defensor implicará mucho en la efectividad del Habeas Corpus y en el caso en concreto y la subjetividad de lo fundamentado en la demanda nos muestra un pobre valor meritual y probatorio que lo hace recaer en desmedro del recurrente. Podemos afirmar que así como existen márgenes de análisis en los que el TC no protege el Derecho a la Libertad Individual, también podemos afirmar que la Defensa Legal en muchos de los casos, resulta bastante responsable en cuanto a su ineficacia. (Exp. N° 0040-2004-HC/TC). 
Considerando el alto nivel jurisprudencial que implican las resoluciones del Tribunal Constitucional, tenemos que de las Sentencias en análisis se desbocan tres presupuestos que hacen calificarla de insubsistente al derecho invocado por el Habeas Corpus: Investigación Sumaria carente de Amplitud Probatoria, Simplicitud de la Fundamentación Resolutoria, Pobre Valor Jurisprudencial y Doctrinario. Y como hemos de ver hace que los márgenes de fundamentación y valor probatorio de la investigación sumaria, recaen en la reiteración de la sustentado por las dos primeras etapas instanciales, sin dar importancia a la calidad probatoria presentada y sustentada sobre los topes del acto lesivo interpretado por el recurrente, toda vez que se trata una resolución que termina fallando sobre el fondo de la causa y ello es motivo más que suficiente para que la investigación sumaria tenga la amplitud necesaria y los caminos que sobre términos de protección del derecho tutelado por el Habeas Corpus, y que a la vez permita una fundamentación de calidad jurisprudencial. (Exp. N° 0551-2004-HC/TC – Exp. N° 0684-2004-HC/TC).

La Detención no resulta ser inconstitucional si se verifica dentro del marco de permisibilidad a que se contrae el Art. 2º Núm. 24, Lit. f) de la Constitución. En consecuencia, existía una indebida utilización de las acciones de garantía por parte del recurrente, y del Abogado Defensor. No obstante, si bien es cierto que la permisibilidad admitida y regulado por la Constitución indica el marco en que debe producirse la detención, no menos cierto es que se trasgreda dicho marco cuando se exceda de la permisibilidad dispuesto por la Carta Magna. En cuyo caso, es perfectamente viable la interposición de la Acción de Habeas Corpus. Es importante mencionar que sobre estos márgenes jurisprudenciales tratados podemos afirmar una fundamentación pertinente, así como la comparativa e interpretación de los Derechos Humanos plasmados en los Tratados Internacionales, lo que motiva reiterar que a la vez e considerar que durante la vigencia de la Legislación Disgregante el TC no protegió el Derecho a la Libertad Individual a través de sus resoluciones de Habeas Corpus; también podemos afirmar que existen presupuestos en algunas de sus resoluciones, que nos llevan a afirmar una protección relativa del derecho tutelado por el Habeas Corpus. (Exp. N° 739-2004-HC/TC – Exp. N° 0804-2003-HC/TC – Exp. Nº 1084-2003-HC/TC).

Las consideraciones determinadas por el TC en la Sentencia en análisis tienen que ver con un pobre valor meritual ofrecido por el Alto Tribunal Constitucional, respecto de las causas considerativas expuestas por el recurrente y el grado de lesión constitucional. La simplicitud de su investigación sumaria plasmada en su resolución, nos hace ver, que poco o nada muestra por el derecho tutelado por el Habeas Corpus. La tipicidad penal afecta, sostenida por el recurrente debería ser evaluada por el Tribunal, sin embargo éste remite dicho efecto legal al proceso penal en términos regulares, sin importar que sobre el fondo de dicho proceso se afectara constitucionalmente el Derecho a la Libertad Individual del recurrente. (Exp. N° 1305-2003-HC/TC).
La Revocatoria de la Suspensión de la Pena implica, la existencia de presupuestos establecido en el Art. 59 del Código Penal que establece: “Si durante el periodo de suspensión el condenado no cumpliera con las reglas de conducta impuestas o fuera condenado por otro delito; el Juez podrá, según los casos: 1. Amonestar al infractor; 2. Prorrogar el periodo de suspensión hasta la mitad del plazo inicialmente fijado; y 3. Revocar la suspensión de la pena. Sin embargo, la referida norma penal no estipula como condicionante para la revocatoria, el incumplimiento de pagos que se establezcan en una sentencia condenatoria; lo cual es caso de la presente Sentencia y que el recurrente ampara su demanda en el Principio Constitucional de que No hay Prisión por Deudas. Independientemente, de las condicionantes de la sentencia, el carácter sustantivo de la normativa penal, debió haber prevalecido para que el TC resuelva de manera favorable al recurrente. No está en cuestión el fondo primario de los objetivos de orden penal, sino el efecto constitucional de protección legal del Habeas Corpus. (Exp. N° 2088-2004-HC/TC). 
El Art. 137º del Código Procesal Penal establece que: “...Tratándose de procedimientos por delitos de tráfico ilícito de drogas, terrorismo, espionaje y otros de naturaleza compleja seguidos contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas, o del Estado, el plazo límite de detención se duplicará...”. Considerando este precepto legal, tenemos una mala o indebida utilización por parte de los Abogados Defensores – en cuanto a la fundamentación legal y probatoria se refiere –, toda vez que de la Sentencia en análisis tenemos que el proceso penal seguido en contra del recurrente es de naturaleza compleja y consiguientemente tenemos la aplicación del Art. 137º del CPP en cuanto se refiere a la duplicación del plazo límite de detención preventiva; concurrencia que faculta del TC a declarar Infundado el Recurso. (Exp. N° 2641-2003-HC/TC).
 El TC en la mayoría de sus resoluciones tiende a aplicar la legislación penal, desde el punto de vista procesal, mas no aprecia el fondo del Acto Lesivo del Derecho Constitucional Invocado y con ello lo que hace es desmerecer el interés proteccionista de su alta investidura jurisdiccional. Tal es el caso siguiente en el que la aplicación del Art. 5º del Dec. Leg. Nº 124, debería estar supeditado al análisis e interpretación por parte del TC, respecto del Acto Lesivo demandado por el recurrente, desde el punto de vista del Debido Proceso, más no la sola aplicación adjetiva  de la norma, considerando el efecto proteccionista del más alto tribunal. (Exp. N° 2067-2004-HC/TC).
Para que el TC declare Infundada las acciones de garantía sometidas a su conocimiento vía el Recurso Extraordinario, en lo que respecta a la Muestra correspondiente al año 2 004; se sustento básicamente en dos hechos: El primero referido a la Falta de Prueba de la Transgresión o Violación de los Derecho Constitucionales y el segundo a que los mismos Emanan de un Procedimiento Regular. Mostrando en muchos de los casos nos muestra un bajo nivel de protección resolutoria, plasmado en un pobre carácter de fundamentación expuesta, así como el mínimo efecto usual de la analogía jurisprudencial, y con un demérito más que claro del nulo carácter doctrinario expuesto a lo largo de la Muestra. 
b. Muestra correspondiente al Año 2 005:
EXP. N° 0228-2005-PHC/TC

LIMA

JAIME SEGUNDO 

GARCÍA ALAMA

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 10 días del mes de febrero de 2005, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Bardelli Lartirigoyen, Presidente; Gonzales Ojeda y Vergara Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:

Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Jaime Segundo García Alama contra la resolución de la Sexta Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 201, su fecha 17 de noviembre de 2004, que declara infundada la acción hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:

Con fecha 31 de agosto de 2004, el recurrente interpone acción de hábeas corpus contra la Sala Nacional de Terrorismo, solicitando su inmediata libertad. Manifiesta encontrarse recluido desde el 8 de octubre de 1991, y que se le siguió un proceso irregular, a cargo de jueces con identidad secreta, en el que fue condenado por presunto delito de terrorismo, el cual posteriormente fue declarado nulo (Exp. N° 215-93 y 21-99). Alega que, por efecto de la declaración de nulidad del proceso seguido en su contra, su condición jurídica es la de detenido, mas no de sentenciado; y que, habiendo transcurrido aproximadamente 13 años de reclusión, a la fecha de interposición de la demanda ha vencido en exceso el plazo máximo de detención previsto en el artículo 137º del Código Procesal Penal, por lo que su detención se ha convertido en arbitraria, vulnerándose su derecho a ser juzgado en un plazo razonable.

Agrega que las leyes que restringen la libertad individual, sean estas de carácter sustantivo o procesal penal, deben estar vigentes con anterioridad a la fecha que se produce la detención, y que no pueden ser retroactivas salvo que beneficien al detenido, conforme lo señala el artículo 103° de la Constitución, el cual no distingue entre ley penal sustantiva, procesal penal o de ejecución.

Realizada la investigación sumaria, el actor se ratifica en los términos de su demanda, alegando encontrarse detenido sin haberse dictado sentencia desde el mes de octubre de 1991, y que a la fecha han transcurrido 13 años de detención. Por su parte, la señora vocal Cayo-Rivera Schereiber, integrante del Colegiado "B" de la Sala Nacional de Terrorismo emplazada, sostiene que no existe detención arbitraria; y que, por disposición del Decreto Ley Nº 926,  se computará la detención desde la fecha en que se declaró la anulación del proceso penal, por lo que el  plazo límite de detención aún no ha vencido.

El Procurador Adjunto a cargo de los asuntos judiciales del Poder Judicial, con fecha 7 de setiembre de 2004, se apersona al proceso solicitando que se declare improcedente la demanda, por tratarse el cuestionado de un proceso regular, ante el cual el hábeas corpus no puede ser eficaz.

El Vigésimo Noveno Juzgado Penal de  Lima, con fecha 22 de setiembre de 2004, declaró improcedente la demanda, por considerar que no se acredita el exceso de detención, puesto que, encontrándose el actor sujeto a instrucción por el delito de terrorismo, el cómputo del plazo de detención establecido en el artículo 137º del Código Procesal Penal se inicia a partir de la resolución que declara la anulación.

La recurrida, revocando la apelada, declaró infundada la demanda, por fundamentos similares.

FUNDAMENTOS: 

1. La demanda tiene por objeto que se disponga la excarcelación del demandante. En el caso de autos, se alega que el plazo límite de detención establecido por el artículo 137º del Código Procesal Penal ha vencido

§. Delimitación del Petitorio: 

2. El demandante aduce que se ha producido una doble afectación constitucional:

a) Detención arbitraria originada por el vencimiento del plazo legal de detención preventiva.

b) Vulneración de las garantías del debido proceso respecto del plazo razonable, debido a la duración ilimitada de su reclusión por la aplicación de dispositivos procesales penales que no estuvieron vigentes al momento de su detención, con la consecuente transgresión del principio de legalidad procesal.

3. Resulta importante precisar que si bien el proceso de hábeas corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho al debido proceso, en el presente caso, y en otros similares, habida cuenta de que se han establecido judicialmente restricciones al pleno ejercicio de la libertad locomotora, tras la imposición de la medida cautelar de detención preventiva, el Tribunal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad constitucional de los actos judiciales considerados lesivos.

§. Materias Sujetas a Análisis Constitucional:
4. A lo largo de la presente sentencia, este Colegiado debe determinar:

(a)  Si se ha lesionado el derecho que tiene el recurrente al ejercicio pleno de las facultades que, sobre la impartición de justicia, consagrada en la Constitución Política del Perú.

(b) Si por el tiempo transcurrido en detención preventiva se ha terminado afectando la libertad  personal del demandante. 

§. De los Límites a la Libertad Personal:
5. Conforme a lo enunciado por este Tribunal en reiterada jurisprudencia, la libertad personal no es solo un derecho fundamental reconocido, sino un valor superior del ordenamiento jurídico, pero su ejercicio no es absoluto e ilimitado; se encuentra regulado y puede ser restringido mediante ley. (1) 

Por ello, los límites a los derechos pueden ser impuestos por la misma norma que reconoce el derecho; por el ejercicio de uno o más derechos constitucionales, o por el ejercicio de uno o varios bienes jurídicos constitucionales. (2)
6. El caso de autos se encuentra comprendido en el primer tipo de límites. En efecto, conforme al artículo 2°, inciso 24, literal b) de la Constitución, no se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por ley. Por tanto, para esclarecer la controversia, debe establecerse si el periodo de detención preventiva que cumple el demandante constituye una restricción del derecho a la libertad prevista en la ley y compatible con la Constitución.

§. De la Afectación a la Libertad Individual por Exceso de Detención:
7. El artículo 9.° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece que toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que serán juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.
8. Entonces, la detención preventiva constituye una de las formas constitucionales de garantizar que el procesado comparezca a las diligencias judiciales. 

§. La Legislación Penal en Materia Antiterroristaa:
9. De autos se advierte que el recurrente fue procesado y condenado por delito contra la tranquilidad pública en la modalidad de terrorismo juzgamiento que estuvo a cargo de jueces “sin rostro”; y que, luego de la expedición de la STC Nº 10-2003-AI, dicho proceso se anuló, conforme se acredita con la resolución expedida por la Sala Nacional de Terrorismo, que con fecha 5 de mayo de 2003 dispone declarar la nulidad de los actuados desde fojas 2778 e insubsistente la acusación fiscal. Siendo ello así, la nulidad declarada alcanza a los actos procesales posteriores a ella, quedando, por ende, subsistente y surtiendo plenos efectos jurídicos los actos procesales precedentes; en consecuencia, el auto que dispone la apertura de instrucción contra el demandante sigue vigente.

10. Por consiguiente, el accionante se encuentra detenido por mandamiento escrito y motivado del juez, conforme se acredita con las copias certificadas que obran en autos. 

11. En cuanto a los plazos de detención, el Decreto Legislativo N° 926, que regula las anulaciones en los procesos por el delito de terrorismo seguidos ante jueces y fiscales con identidad secreta, como el que se siguió al demandante, señala, en su Primera Disposición Complementaria, que el plazo límite de detención, conforme al artículo 137° el Código Procesal Penal, se computará desde la fecha de expedición de la resolución que declare la anulación.

En tanto que su artículo 4°, respecto a la excarcelación, precisa que la anulación no tendrá como efecto la libertad de los imputados, ni la suspensión de las requisitorias existentes.

12. Finalmente, en cuanto a la norma penal aplicable para determinar el plazo máximo de detención preventiva, este Tribunal ha sostenido que "(...) [1] a aplicación de normas procesales penales se rige por el principio tempus regit actum, que establece que la ley procesal aplicable en el tiempo, es la que se encuentra vigente al momento de resolverse".(3)
De ello se desprende que resulta aplicable al caso de autos el artículo 1° de la Ley Nº 27553, dispositivo que desde el 13 de noviembre de 2001 modifica el artículo 137° del Código Procesal Penal, estableciendo que el plazo de detención en el proceso penal ordinario tiene una duración máxima de 18 meses,  el mismo que se duplicará en caso de que el proceso sea por los delitos de terrorismo, tráfico de drogas u otro de naturaleza compleja seguido contra más de diez imputados.

13. En tal sentido, de las copias certificadas que obran en autos, consta que la resolución que declara la anulación del proceso fue expedida el 5 de mayo de 2003, fecha desde la cual se inicia el cómputo del plazo al que se refiere el artículo 137º del Código Procesal Penal, y cuyo vencimiento, tratándose de un proceso por el delito de terrorismo, es a los 36 meses, los que a la fecha no han transcurrido. Por ende, no se acredita el exceso detención que sustenta la demanda, resultando de aplicación al caso de autos, contrario sensu, el artículo 2º del Código Procesal Constitucional.

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política.
HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la demanda.

Publíquese y notifíquese. 

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA

VERGARA GOTELLI
EXP. N° 0285-2005-PHC/TC 

LIMA  

MARCIAL REYES HUAMANÍ 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 9 días del mes de febrero de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Presidente; García Toma  y Landa Arroyo,  pronuncia la siguiente sentencia

I. ASUNTO: 

Recurso  de Agravio Constitucional interpuesto por don Marcial Reyes Huamaní contra la resolución de la Sexta  Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos  Libres de la  Corte Superior de Justicia de Lima,  de fojas 168, su  fecha 19 de noviembre  de  2004, que declara infundada la acción hábeas corpus de autos. 

II. DATOS GENERALES: 

Tipo de proceso
: 

Hábeas Corpus

Demandante
: 

Marcial Reyes Huamaní

Agraviado 
: 

Marcial Reyes Huamaní 

Demandado                 
:
Sala Nacional de Terrorismo.    

Acto lesivo              
:
La  omisión del mandato judicial que ordena la detención del accionante, y el  exceso de detención preventiva  

Derecho demandado
:  
Derecho a la libertad individual (artículo 2º24 de la Constitución y artículo 25º del Código Procesal Constitucional) y derecho al debido proceso (artículo 139º3 de la Constitución y artículo 4º del Código Procesal Constitucional).

Petitorio
:    
Se ordene la inmediata excarcelación del demandante. 

III. ANTECEDENTES:
1. Demanda:
El recurrente, con fecha 31 de agosto  de 2004, interpone acción de hábeas corpus con el objeto que se disponga su inmediata libertad. Refiere encontrarse detenido en el establecimiento  Penal Castro Castro  desde el 23 de diciembre de 1992; haber  sido procesado y sentenciado por el Consejo Supremo de Justicia Militar, juicio que fue declarado nulo; y que, habiendo transcurrido más de 139 meses y 8 días de reclusión hasta la fecha de interposición del hábeas corpus  sin que se dicte sentencia de primera instancia, el plazo máximo de prisión preventiva ha vencido en exceso, por lo que procede su excarcelación. Agrega que existe un límite para la detención preventiva establecido por el artículo 137.º del Código Procesal Penal, y que se le está aplicando retroactivamente dicho dispositivo, el cual reiteradamente es modificado ampliando los plazos de detención preventiva, lo que constituye  una transgresión  a la presunción de inocencia garantizada por la norma constitucional.

Asimismo, aduce que las leyes que restringen la libertad individual de una persona deben estar vigentes con anterioridad a la fecha en que se produce su detención, sean estas de carácter sustantivo o procesal penal, y ellas no puede ser retroactivas, salvo que beneficien al detenido, conforme lo señala el artículo 103º de la Constitución.

2. Contestación de la Demanda: 

La   Procuradora Pública  a cargo de los asuntos judiciales del Poder Judicial,  con fecha 6 setiembre de 2004, se apersona al proceso solicitando que se declare improcedente la demanda, alegando que el cuestionado es un proceso regular, ante el cual el hábeas corpus no puede ser eficaz. 

3. Declaraciones Indagatorias: 

Realizada la investigación sumaria  a cargo del Sétimo Juzgado Penal de Lima, el accionante se ratifica en el contenido de su demanda; alega estar detenido sin sentencia desde el año desde el año de 1992, y que a la fecha han transcurrido más de 10 años de reclusión. Asimismo, refiere que los plazos de detención preventiva se encuentran vencidos, por lo que procede su inmediata excarcelación.

El Presidente de la Sala Nacional de Terrorismo, señor Pablo Talavera Elguera,   refiere  que no existe detención arbitraria; y que, por disposición del Decreto Ley Nº 922, la  detención preventiva se computará  desde la fecha en que se dicta el auto que apertura instrucción del nuevo proceso, por lo que el plazo límite de detención no se ha vencido.

4. Resolución de Primera Instancia: 

El Sétimo Juzgado Penal de Lima, con fecha 7 de setiembre de 2004, declaró improcedente la demanda, por considerar que de autos  no se acredita el exceso de detención denunciado, puesto que, encontrándose el accionante sujeto a instrucción por delito de traición  a la patria, el cómputo del plazo de detención fijado por el artículo 137º del Código Procesal Penal se inicia a partir de la resolución que instaura la instrucción en el nuevo proceso. 

5. Resolución de Segunda Instancia: 

Con fecha 19 de noviembre de  2004, la Sexta Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima revocó la recurrida, y, reformándola, la declaró infundada,  por fundamentos  similares. 

IV. MATERIAS SUJETAS A  ANÁLISIS CONSTITUCIONAL: 

 A lo largo de la presente sentencia, este Colegiado debe llegar a determinar:

(a) Si la detención del accionante  obedece a un mandamiento escrito y motivado del juez. 

(b) Si por el tiempo transcurrido en el estado de detención preventiva se ha terminado afectando la libertad personal del demandante. 

V. FUNDAMENTOS:
§. Sobre la Aplicación del Código Procesal Constitucional:
1. Debe señalarse que, hallándose la causa en sede del Tribunal Constitucional, en el estado de absolverse el grado del recurso extraordinario, con fecha 1 de diciembre de 2004, entró en vigencia el Código Procesal Constitucional (Ley N.° 28237), que regula los procesos constitucionales, entre ellos el hábeas corpus.

2. Conforme a lo sostenido  por este Colegiado  en la STC N.º 3771-2004-HC  (Caso Sánchez Calderón), si bien de la citada disposición legal se puede interpretar que un proceso constitucional en curso, como el de autos, puede comenzar a ser regido por una nueva ley procesal, ello solo será posible siempre que la aplicación de la referida norma garantice la vigencia del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, lo que debe ser apreciado atendiendo a las particularidades del caso en concreto.

3. Evaluando el presente caso,  se advierte que  si bien el Código Procesal Constitucional vigente exige requisitos de procedibilidad, estos no eran exigibles al momento de la postulación del presente proceso constitucional, por lo que ahora resultan inexigibles, toda vez que, de hacerlo, se vulneraría la garantía prevista en el artículo 139.º, numeral 3.º de la Constitución Política del Perú. 

A. De los Límites al Derecho  a la  Libertad:
4. De acuerdo a lo prescrito por la  norma constitucional, la libertad personal es no es solo un derecho fundamental reconocido, sino un valor superior del ordenamiento jurídico; no obstante, su ejercicio no es absoluto e  ilimitado; se encuentra regulado y puede ser restringido por ley.

 Los límites a los derechos pueden ser impuestos por la misma norma que reconoce el derecho, por el conflicto entre un derecho constitucional y uno o más derechos constitucionales, por el conflicto entre un derecho constitucional y uno o varios bienes jurídicos constitucionales, o por la legislación que desarrolle o regule su ejercicio. (1)
5. En consecuencia, el caso de autos se encuentra comprendido en el primer tipo de límites. 

En efecto, conforme al artículo 2, inciso 24, literal b) de la Constitución, no se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la ley. Por tanto, para esclarecer la controversia, debe establecerse si el periodo de detención preventiva que cumple el demandante constituye una restricción del derecho a la libertad prevista en la ley y compatible con la Constitución.

La Detención por Mandato Escrito y Motivado del Juez:

6. La  Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución exige que las normas relativas a los derechos y las libertades que ésta reconoce se interpreten de conformidad con los tratados sobre derechos humanos ratificados por el Perú.

7. Al respecto,  los diversos tratados en materia de derechos humanos ratificados por el Estado  establecen que  “[todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales, y que  nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias.  Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta (...)”.  (2)
8. Por su parte,  la Convención Americana sobre Derechos Humanos  reconoce el derecho que tiene toda persona a no ser privada de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.(3)
9. Del estudio de autos se advierte que el demandante fue procesado y condenado  a cadena perpetua por el Tribunal Supremo Militar Especial  por delito de traición a la patria,  sentencia que fuera recurrida y confirmada por el Consejo Supremo Militar Especial,  conforme refiere la resolución  expedida por la sala accionada que en copia certificada obra de fojas 41 a 49 de autos. 

Dicho proceso, por haber estado a cargo de tribunales militares, fue declarado nulo en virtud de la STC Nº10-2003-AI (4) del Tribunal Constitucional, por vulnerar el derecho que tiene todo justiciable a la observancia del debido proceso en lo concerniente al juez natural. 
10. En tal sentido, de autos se advierte  que  la declaración de nulidad  del proceso seguido al actor estuvo a cargo de la Sala Nacional de Terrorismo, que  expidió resolución con fecha 8 de abril de 2003, conforme se acredita de fojas 41 a 49 de autos. En mérito a ello, la Fiscalía Especializada en Delitos de Terrorismo, con fecha 11 de abril de 2003, procedió a formular denuncia penal contra el demandante por delito contra la tranquilidad pública en la modalidad de terrorismo agravado (fojas 50/55); y, posteriormente, el Primer Juzgado Penal de Terrorismo dictó auto de apertura de instrucción por delito de terrorismo con fecha 22 de abril de 2003, expidiéndose mandato de detención  (fojas 5656/100). 
11. De ello se concluye que el accionante se encuentra detenido por mandamiento escrito y motivado del juez, expedido al interior de un proceso penal seguido en su contra. 
De la Legitimidad Constitucional:
12. Este Colegiado en reiterada jurisprudencia ha precisado que, si bien el proceso de hábeas corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho al debido proceso, en el presente caso, y similares, habida cuenta de que se han establecido judicialmente restricciones al pleno ejercicio de la libertad locomotora, tras la imposición de la medida cautelar de detención preventiva, el Tribunal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad constitucional de los actos judiciales considerados lesivos.(5)
B. La Afectación  a la Libertad Individual por Exceso de Detención:
El Exceso de Detención según el Demandante:  

13. El demandante alega que se ha vencido el plazo máximo de prisión preventiva previsto en el artículo 137.º del Código Procesal Penal, toda vez que se encuentra detenido hace  más de 10 años sin que se expida sentencia. 

La Legalidad  de la Detención Preventiva, según el  Demandado:  

14. En su toma de dicho el demandado alega que la detención del accionante es legal toda vez que (...) “la  detención preventiva se computará  desde la fecha en que se dicta el nuevo auto que apertura instrucción del nuevo proceso, por lo que el plazo límite de detención no se ha vencido (...)”.(6)
15. Los instrumentos internacionales reseñados ut supra precisan que toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. (7)
 

16. Por consiguiente, la detención preventiva constituye una de las formas constitucionales de garantizar que el procesado comparezca a las diligencias judiciales.

La Legislación  Penal en Materia Antiterrorista:

17. El  Decreto Legislativo Nº 922, dictado en virtud de la  STC Nº10-2003-AI expedida por este Tribunal Constitucional, regula la nulidad de los procesos por el delito de traición a la patria y establece, en su artículo 4º, que en los procesos en los que se aplique dicho Decreto Legislativo el plazo límite de detención, en concordancia con el artículo 137º del Código Procesal Penal, se inicia a partir del auto de apertura de instrucción del nuevo proceso.

Asimismo, prescribe que la anulación declarada con arreglo a dicho Decreto Legislativo no tendrá como efecto la libertad de los imputados, ni la suspensión de las requisitorias existentes.
Los Límites de la  Detención  Preventiva: 

18. El  artículo 137º del Código Procesal Penal señala  que el plazo de detención en el proceso penal ordinario tiene una duración máxima de 18 meses, término que se duplicará automáticamente en caso que el proceso sea por delito de terrorismo, tráfico de drogas, espionaje u otro de naturaleza compleja seguido contra más de diez imputados. 

19. En tal sentido, conforme consta de las copias certificadas que obran en autos de fojas 56 a 72, el auto que apertura instrucción en el nuevo proceso fue expedido el  día 22 de abril de 2003, fecha en la cual el Primer Juzgado Penal de Terrorismo dictó mandato de detención contra el accionante y desde la cual se inicia el cómputo del plazo al que se refiere el artículo 137º del Código Procesal Penal, cuyo vencimiento, tratándose de un proceso de terrorismo, se produce a los  36 meses,  por lo que no puede afirmarse que a la fecha el plazo de detención haya sido superado. Por consiguiente, resulta de aplicación al caso el artículo 2º, contrario sensu, de la Ley de Hábeas Corpus y Amparo, Nº 23506. 

VI. FALLO 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la demanda. 

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI 
GARCÍA TOMA
LANDA ARROYO
EXP. Nº 0560-2005-PHC/TC

LIMA

RICARDO EMILIO 

GÓMEZ PAQUIYAURI

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 4 días del mes de marzo de 2005, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Bardelli Lartirigoyen, Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:

Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Ricardo Emilio Gómez Paquiyauri contra la resolución de la Sexta Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 80, su fecha 5 de octubre de 2004, que declara infundada la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:

Con fecha 31 de agosto de 2004, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus contra la Sala Nacional de Terrorismo, solicitando su inmediata excarcelación. Afirma encontrarse detenido desde el 19 de agosto de 1994; que fue procesado y condenado por tribunales militares a 25 años de pena privativa de la libertad, por el delito de terrorismo; y que, al haberse declarado la nulidad de su proceso por sentencia del Tribunal Constitucional, se le abrió nuevo proceso penal, en el cual se dictó mandato de detención. Alega que su condición jurídica es la de detenido, mas no de sentenciado; y que, habiendo transcurrido más de 10 años y 12 días de reclusión hasta la fecha de interposición de la demanda, ha vencido en exceso el plazo máximo previsto en el artículo 137º del Código Procesal Penal, por lo que su detención se ha convertido en arbitraria, vulnerándose su derecho a ser juzgado en un plazo razonable.

Agrega que las leyes que restringen la libertad individual, sean estas de carácter sustantivo o procesal penal, deben estar vigentes con anterioridad a la fecha que se produce la detención, y que no pueden ser retroactivas salvo que beneficien al detenido, conforme lo señala el artículo 103° de la Constitución, el cual no distingue entre ley penal sustantiva, procesal penal o de ejecución.

Realizada la investigación sumaria, el actor se ratifica en los términos de su demanda. Por su parte, el señor Ricardo Alberto Brousset Salas, integrante de la Sala Nacional de Terrorismo, sostiene que no existe detención arbitraria; y que, por disposición del Decreto Ley Nº 922, se computará la detención desde la fecha en que se dicte el nuevo auto que abra instrucción en el nuevo proceso, por lo que el plazo límite de detención no ha vencido.

El Procurador Adjunto a cargo de los asuntos judiciales del Poder Judicial, con fecha 3 de setiembre de 2004, se apersona al proceso, solicitando que se declare improcedente la demanda, por tratarse el cuestionado de un proceso regular, ante el cual el hábeas corpus no puede ser eficaz.

El Décimo Juzgado Especializado Penal de Lima, con fecha 7 de setiembre de 2004, declaró improcedente la demanda, por considerar que no se acredita el exceso de detención invocado puesto que, encontrándose el actor sujeto a instrucción por el delito de terrorismo, el cómputo del plazo de detención establecido en el artículo 137° del Código Procesal Penal se inicia a partir de la resolución que abre instrucción en el nuevo proceso.

La recurrida, revocando la apelada, declaró infundada la demanda, por fundamentos similares. 

FUNDAMENTOS:

1. La demanda tiene por objeto que se disponga la excarcelación del accionante. En el caso de autos, se alega que el plazo límite de detención establecido por el artículo 137° del Código Procesal Penal ha vencido. 
§. Delimitación del Petitorio: 

2. El accionante afirma que se ha producido una doble afectación constitucional: 
a) Detención arbitraria originada por el vencimiento del plazo legal de detención preventiva.

b) Vulneración de las garantías del debido proceso respecto del plazo razonable, debido a la duración ilimitada de su detención por la aplicación de dispositivos procesales penales que no estuvieron vigentes al momento de su detención, con la consecuente transgresión del principio de legalidad procesal.

3. Resulta importante precisar que si bien el proceso de hábeas corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho al debido proceso, en el presente caso, y en otros similares, dado que se han establecido judicialmente restricciones al pleno ejercicio de la libertad locomotora luego de la imposición de la medida cautelar de detención preventiva, el Tribunal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad constitucional de los actos judiciales considerados lesivos.

§. Materias Sujetas a Análisis Constitucional:

4. En la presente sentencia, este Colegiado debe determinar: 
a) Si se ha lesionado el derecho que tiene el recurrente al ejercicio pleno de las facultades que, sobre la impartición de justicia, consagra la Constitución Política del Perú.

b) Si por el tiempo transcurrido en detención preventiva se ha afectado la libertad  personal del demandante. 

§. De los Límites a la Libertad Personal:
5. Conforme a lo enunciado por este Tribunal en reiterada jurisprudencia, la libertad personal no es solo un derecho fundamental reconocido, sino un valor superior del ordenamiento jurídico, pero su ejercicio no es absoluto e ilimitado; se  encuentra regulado y puede ser restringido mediante ley.(1) 

Por ello, los límites a los derechos pueden ser impuestos por la misma norma que reconoce el derecho; por el ejercicio de uno o más derechos constitucionales, o por el ejercicio de uno o varios bienes jurídicos constitucionales.

6. El caso de autos se encuentra comprendido en el primer tipo de límites. En efecto, conforme al artículo 2°, inciso 24, literal b) de la Constitución, no se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por ley. Por tanto, para esclarecer la controversia, debe establecerse si el periodo de detención preventiva que cumple el demandante constituye una restricción del derecho a la libertad prevista en la ley y compatible con la Constitución. 
§. De la Afectación a la Libertad Individual por Exceso de Detención:

7. El artículo 9° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece que toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que serán juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.
8. De ello se infiere que la detención preventiva constituye una de las formas constitucionales de garantizar que el procesado comparezca a las diligencias judiciales. 

§. La Legislación Penal en Materia Antiterrorista:

9. De autos se advierte que el demandante fue procesado y condenado por el delito de traición a la patria a la pena privativa de libertad de 25 años, juzgamiento  que estuvo a cargo de tribunales militares. Sin embargo, este Tribunal, en la STC N.º 10-2003-AI, declaró la nulidad de los procesos que fueron tramitados en el fuero castrense. 
10. El Decreto Legislativo N.º 922, que conforme a la precitada sentencia constitucional regula la nulidad de los procesos por el delito de traición a la patria, establece en su artículo 4° que, en los procesos en los que se aplique dicho Decreto Legislativo, el plazo límite de detención acorde con el artículo 137° del Código Procesal Penal, se inicia a partir del auto de apertura de instrucción del nuevo proceso. 
Asimismo, preceptúa que la anulación declarada conforme con dicho Decreto Legislativo no tendrá como efecto la libertad de los imputados, ni la suspensión de las requisitorias existentes.
§. Del Presunto Exceso de Detención: 
11. El artículo 137º del Código Procesal Penal señala que el plazo de detención en el proceso penal ordinario tiene una duración máxima de 18 meses, término que se duplicará automáticamente en caso que el proceso sea por delito de terrorismo, tráfico de drogas, espionaje u otro de naturaleza compleja seguido contra más de diez imputados. 
12. En tal sentido, conforme consta de las copias certificadas que obran en autos, el auto que abre instrucción en el nuevo proceso fue expedido el 28 de abril de 2003, fecha en que el Segundo Juzgado Penal Especializado en Delitos de Terrorismo dictó mandato de detención contra el demandante y, desde la cual se inicia el cómputo del plazo al que se refiere el artículo 137º del Código Procesal Penal, cuyo vencimiento, tratándose de un proceso de terrorismo, se produce a los 36 meses, por lo que no puede afirmarse que a la fecha el plazo de detención haya sido superado; por consiguiente, resulta de aplicación al caso de autos, contrario sensu, el artículo 2º del Código Procesal Constitucional. 
Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la demanda.

Publíquese y notifíquese. 

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA

EXP. N° 0828-2005-PHC/TC

LIMA 

HERMINIO PORRAS OROYA

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 7 días del mes de julio de 2005, la Primera Sala del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen y Vergara Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO: 

Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Herminio Porras Oroya contra la resolución de la Tercera Sala Penal de Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 199, su fecha 15 de diciembre de 2004, que declara infundada la demanda de hábeas corpus de autos. 

ANTECEDENTES:

El recurrente, con fecha 5 de noviembre de 2004, interpone demanda de hábeas corpus contra la jueza del Trigésimo Juzgado Penal de Lima y la Sexta Sala Penal de Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, integrada por los Vocales Vidal Morales, Sotelo Palomino y Donayre Mavila, por vulneración al debido proceso y a su libertad personal. Aduce que los Vocales emplazados, al expedir la resolución de fecha 4 de junio de 2004, variando la medida de comparecencia simple y disponer que se le imponga la restricción de arresto domiciliario, vulneran los derechos invocados, por lo que solicita que, reponiendo las cosas al estado anterior a la violación constitucional, se deje sin efecto la referida resolución. Refiere ser procesado en la causa penal N° 256-2003, tramitada ante el Trigésimo Primer Juzgado Penal de Lima, en la cual la jueza emplazada, transgrediendo el artículo 58º del Código de Procedimientos Penales, concedió la apelación del mandato a la parte civil, antes que ésta se constituyera como tal, violentando el debido proceso. Agrega que, posteriormente, la sala emplazada, lejos de declarar nulo el concesorio de apelación, revocó la comparecencia simple y le impuso arresto domiciliario. Alega, asimismo, que se le recortó su derecho de defensa al omitir notificársele con las resoluciones expedidas, así como al no permitir la intervención del abogado de la Asociación Nacional de Productores durante la actuación de la inspección judicial.

Finalmente, el demandante refiere que la jueza emplazada transgredió el principio del indubio pro reo, dado que existe duda razonable en cuanto a la tipificación del delito de usurpación, debido a que la supuesta agraviada nunca tuvo la posesión del inmueble. 

Realizada la investigación sumaria el demandante se ratifica en el contenido de su demanda, alegando que la variación por la comparecencia con restricción de arresto domiciliario vulnera sus derechos constitucionales. La jueza emplazada solicita que se declare improcedente la acción de garantía dado que el cumplimiento de lo ordenado por el superior no implica vulneración constitucional alguna. Por su parte, los Vocales accionados alegan que la recurrida se encuentra arreglada a ley, pues actuaron en cumplimiento de sus funciones y que al reformar el mandato dictado tuvieron en consideración la opinión del Fiscal Superior.

La Procuradora Pública a cargo de los asuntos judiciales del Poder Judicial, con fecha 11 de noviembre de 2004, se apersona al proceso solicitando que se declare improcedente la demanda, por tratarse de un proceso regular, ante el cual el hábeas corpus no puede ser eficaz.

El Vigésimo Cuarto Juzgado Penal de Lima, con fecha 18 de noviembre de 2004, declaró infundada la demanda de hábeas corpus argumentando que los emplazados actuaron en ejercicio de sus atribuciones, conferidas por la Constitución y su Ley Orgánica, y que el demandante acató la medida indicando el lugar donde cumpliría el superior mandato. 

La recurrida confirmó la apelada, por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS: 

1. El objeto del presente proceso constitucional es que se deje sin efecto la resolución judicial que, variando la medida de comparecencia simple, dispone que al recurrente se le imponga la restricción de arresto domiciliario.

2. El demandante alega una doble afectación constitucional en su agravio: a) la vulneración al debido proceso en el extremo de transgresión del principio de legalidad procesal, al conceder apelación a quien no era parte civil en el proceso penal, el recorte de su derecho de defensa y la vulneración al principio del indubio pro reo y, b) la supuesta vulneración a su libertad individual, al reformar el mandato de comparecencia simple por comparecencia restringida. 

3. Es importante resaltar que, si bien el proceso de hábeas corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho al debido proceso, en el presente caso, habida cuenta que se invocan restricciones y amenazas al pleno ejercicio de la libertad locomotora, el Tribunal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad constitucional de los actos considerados lesivos. 

4. El artículo 139º de la Norma Suprema establece los principios y derechos de la función jurisdiccional, consagrando el inciso 3º la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Es decir, garantiza al justiciable, ante su pedido de tutela, el deber del órgano jurisdiccional de observar el debido proceso y de impartir justicia dentro de los estándares mínimos establecidos por los instrumentos internacionales. 

5. Este enunciado es recogido por el artículo 4° del Código Procesal Constitucional, que establece que “[s]e entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal”.

§. Análisis del Acto Lesivo:

6. El demandante sustenta la vulneración al debido proceso en el extremo de transgresión al principio de legalidad procesal porque “[c] ontraviniendo lo prescrito en el artículo 58º del Código de Procedimientos Penales, se concedió recurso impugnatorio de apelación del mandato de detención a quien no se había constituido en parte civil en el proceso penal seguido en su contra”.

§. El Actor Civil o Parte Civil:

7. Se define como parte civil a quien es sujeto pasivo del delito; es decir, quien ha sufrido directamente el daño criminal y, en defecto de él, el perjudicado; esto es, el sujeto pasivo del daño indemnizable o el titular del interés directa o inmediatamente lesionado por el delito. Así, pueden constituirse en parte civil el agraviado, sus ascendientes o descendientes (incluso siendo adoptivos), su cónyuge, sus parientes colaterales y afines dentro del segundo grado, el tutor o curador.

La ley procesal de la materia, en su artículo 57º, le reconoce a la parte civil un conjunto de derechos tales como deducir nulidad de actuados, ofrecer medios de investigación y de prueba, participar en los actos de investigación y de prueba, intervenir en el juicio oral, interponer los medios impugnatorios que la ley prevé, formular peticiones en salvaguarda de sus derechos e intereses, solicitar e intervenir en el procedimiento para la imposición, modificación, ampliación o cesación de medidas de coerción o limitativas de derechos, en tanto ello afecte, de uno u otro modo, la reparación civil, sus intereses, así como en los resultados y efectividad del proceso respecto a su ámbito de intervención.

8. Precisa el artículo 83º de la norma citada que “Contra la resolución que disponga la comparecencia, procede el recurso de apelación del representante del Ministerio Público y de la parte civil, en un solo efecto.”

9. De autos se advierte que en la causa penal N.º 256-03, el 31º Juzgado Penal de Lima, con fecha 12 de mayo de 2003, dictó auto de apertura de instrucción contra el demandante Porras Oroya por el delito de daños en agravio del Fondo Metropolitano de Inversiones INVERMET y de la Empresa de Mercados Mayorista EMMSA, dictando mandato de comparecencia, y declaró No ha lugar a la apertura de instrucción en el extremo del delito de usurpación agravada en agravio de las mismas entidades, resolución impugnada ese mismo día por el representante del Ministerio Público en el extremo del archivamiento, conforme se acredita con las copias certificadas que recaudan el Oficio N.º 256-2003-31.º JPLP MRCE, cursado por el mencionado juzgado el día 6 de julio de 2005. 

Durante la instrucción (delito de daños), la Empresa de Mercados Mayorista EMMSA, representada por el Gerente de Administración y Finanzas, don Jorge Villegas Clavo, solicitó expresamente constituirse en parte civil (fs. 27), pretensión admitida por el Juez penal con fecha 30 de junio de 2003 (fs. 28). 

10. La sala emplazada en vía incidental, al resolver la apelación, confirma el auto de no ha lugar a la apertura de instrucción por el delito de usurpación agravada en agravio de Fondo Metropolitano de Inversiones INVERMET, y lo revoca en el extremo de la Empresa de Mercados Mayorista EMMSA, disponiendo que el ad-quo cumpla con instaurar instrucción en agravio de la mencionada. En el mismo proceso (N.º 256-03), con fecha 22 de enero de 2004, el juzgado emplazado dicta auto ampliatorio de instrucción contra el demandante Porras Oroya por delito de usurpación agravada en agravio de la EMMSA, imponiéndole mandato de comparecencia. 

Dicha resolución fue apelada por la agraviada, y el superior jerárquico, con fecha 4 de junio de 2004, revoca la apelada y, reformándola, dispone comparecencia con la restricción de detención domiciliaria contra el demandante.

11. Entonces, si el juzgador instituyó como parte civil a la empresa agraviada con fecha 30 de junio de 2003, ésta tenía expedito su derecho para impugnar la resolución que disponía la comparecencia del demandante en el auto ampliatorio de instrucción, de lo cual se colige que el concesorio de apelación que sustenta la supuesta vulneración constitucional, no solo es válido sino que surtió plenos efectos legales, pues mal podría exigirse a un mismo agraviado, en la tramitación de un mismo proceso penal, que se constituya en parte civil tantas veces como ampliaciones se dicten e instruyan en su agravio.

12. De otro lado, resulta importante precisar que este Tribunal, mediante Oficio N.º 256-2003-31.º JPLP MRCE, cursado por el Trigésimo Primer Juzgado Penal, ha tomado conocimiento que la medida de comparecencia con restricción de detención domiciliaria que sustenta la demanda ha sido revocada, toda vez que dicho juzgado dispuso “[r] evocar la medida impuesta con fecha 4 de junio de 2004 sobre comparecencia con restricción domiciliaria del procesado Herminio Félix Porras Oroya, imponiéndole mandato de detención”(Tomado de la resolución del 31º Juzgado Penal de Lima de fecha 16 de mayo de 2005), la cual fue recurrida por el demandante y concedida con fecha 18 de mayo de 2005, formándose el cuaderno respectivo para ser elevado al superior jerárquico 

13. Por consiguiente, al acreditarse de autos que luego de presentada la demanda ha cesado la supuesta vulneración constitucional que la sustenta, resulta de aplicación el artículo 2º del Código Procesal Constitucional.

§. Sobre la Transgresión al Indubio Pro Reo: 

14. El demandante aduce que el juez emplazado transgredió el principio del indubio pro reo, “[d] ado que existe duda razonable en cuanto a la triplicación del delito de usurpación debido a que la supuesta agraviada nunca tuvo la posesión del inmueble”.

15. Sobre el particular, este Colegiado ha sostenido que “[E] l principio indubio pro reo no es un derecho subjetivo, sino un principio de jerarquía constitucional cuyo fin es garantizar el cabal respeto del derecho fundamental a la libertad individual, bien para resguardar su plena vigencia, bien para restringirlo de la forma menos gravosa posible, en el correcto entendido de que tal restricción es siempre la excepción y nunca la regla” (STC. N.° 1994-2002-HC/TC).

En consecuencia, dicho principio es aplicable al emitir pronunciamiento de fondo terminal, sobre la responsabilidad o irresponsabilidad penal del procesado, que incidirá inevitablemente en su libertad individual, dado que en etapas anteriores a la sentencia se encuentra vigente la presunción de inocencia, que es garantía del debido proceso reconocido por la Norma Suprema. 

16. Consecuentemente, encontrándose en trámite el proceso penal seguido al recurrente, es en su desarrollo en el que éste debe desvirtuar las imputaciones hechas en su contra, siendo por tanto prematuro –dado que la etapa de instrucción no ha culminado– y ajeno a las facultades del Tribunal Constitucional, pretender la aplicación del principio in dubio pro reo ante la modificación de una medida cautelar. Por lo tanto, su aplicación queda librada a la culminación del proceso penal correspondiente.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la demanda de hábeas corpus de autos. 

Publíquese y notifíquese.

SS. 

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN 

VERGARA GOTELLI    









EXP. N° 1145-2005-PHC

ANCASH

FREDY EDGAR 

COLLAZOS SOTELO

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 17 días del mes de marzo de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los señores magistrados Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen y Vergara Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:

Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Fredy Edgar Collazos Sotelo contra la resolución de la Segunda Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Áncash, de fojas 74, su fecha 24 de enero de 2005, que declara improcedente la demanda de autos.

ANTECEDENTES:


Con fecha 20 de diciembre de 2004, el actor interpone demanda de hábeas corpus contra el titular del Primer Juzgado Penal de Huaraz, solicitando que se deje sin efecto la resolución de fecha 19 de diciembre de 2003, y que, consecuentemente, se disponga el levantamiento del mandato de detención que recae en su persona. Manifiesta que la citada resolución revocó la condicionalidad de la pena que se le impuso por el delito de omisión de asistencia familiar, haciéndola efectiva, ordenando su captura e internamiento, fundamentándose en una resolución expedida el 15 de abril de 2003, y notificada en un domicilio distinto al que señala su DNI, razón por la cual no tuvo conocimiento de la prórroga.

El juez emplazado, Jesús Ricardo Henostroza Duque, se apersona en el proceso, manifestando que expidió una resolución debidamente motivada. Precisa, además, que el actor apeló, con lo cual quedaba confirmado que la resolución de revocatoria estuvo arreglada a ley.

El Tercer Juzgado Especializado en lo Penal de Huaraz, con fecha 6 de enero de 2005, declara improcedente la demanda por considerar que la notificación de la revocatoria de la suspensión de la pena fue realizada debidamente, no habiéndose vulnerado la observancia del debido proceso.

La recurrida confirma la apelada con fundamentos similares.                                                                                                                                      

FUNDAMENTOS:

1. Los artículos 2° y 4° del Código Procesal Constitucional establecen, respectivamente, que el hábeas corpus procede cuando se amenacen o violen los derechos constitucionales por acción u omisión de actos de cumplimiento obligatorio, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona; y que cuando se invoque la amenaza de violación, esta debe ser cierta y de inminente realización. El hábeas corpus procede siempre que una resolución judicial firme vulnere en forma manifiesta la libertad individual y/o la tutela procesal efectiva.

2. Del estudio de las piezas instrumentales obrantes en autos se colige que el primer juzgado especializado en lo penal de Huaraz sentenció al actor con fecha 24 de julio de 2002, como autor del delito contra la familia-omisión de asistencia familiar, condenándolo, a la pena privativa de la libertad de dos años suspendida por un año, imponiéndole además, reglas de conducta, entre ellas, cumplir con el pago del íntegro de las pensiones alimenticias devengadas en el término de tres meses, bajo apercibimiento de aplicarse el artículo 59° de Código Penal (ff. 4-7). Se desprende de autos que ninguna de las partes apeló contra esta resolución.  

3. Posteriormente, de conformidad con el inciso 2) del artículo 59° del Código Penal, y con lo opinado por el representante del Ministerio Público, el Juzgado prorrogó el periodo de suspensión de la pena hasta la mitad del plazo fijado, debido a que el demandante no cumplió con abonar el monto de las pensiones alimenticias devengadas, pese a habérsele amonestado conforme a ley; asimismo, se le notificó para que en el plazo de 60 días abonara las pensiones devengadas, bajo apercibimiento de revocarse la condena suspendida y ordenarse su internamiento en el establecimiento penal para sentenciados.

4. El artículo 59° del Código Penal establece que si durante el periodo de suspensión el condenado no cumpliera las reglas de conducta impuestas, el juez podrá, según los casos, amonestar al infractor, prorrogar el periodo de suspensión de la pena hasta la mitad del plazo inicialmente fijado o revocar la suspensión de la pena. Por tanto, es facultad del juzgador optar por cualquiera de las tres alternativas después de efectuar el estudio de cada caso y dependiendo del grado de renuencia del condenado a acatar las normas de conducta impuestas. En consecuencia, la resolución de fecha 19 de diciembre de 2003, obrante en autos a fojas 8, no configura violación ni amenaza de violación alguna del derecho del recurrente, pues el juez actuó conforme al margen de discrecionalidad que la ley le otorga; en este caso específico, a fin de conminar al actor a cumplir con la obligación de pagar íntegramente las pensiones alimenticias devengadas que debía, bajo apercibimiento (1). 

5. Si bien es cierto que inicialmente la citada resolución fue notificada erróneamente en un domicilio distinto al del demandante, también lo es que el a quo se percató de dicho error y dispuso que se efectuara una nueva notificación en el domicilio correcto, tal como consta en autos a fojas 10. A fojas 26 corre la Cédula de Notificación con la dirección correcta del actor. Es más, del cargo de la constancia de notificación obrante a fojas 50, se acredita fehacientemente que el demandante fue notificado debidamente en su domicilio (avenida Agustín Gamarra N.° 717), pues firmó el cargo respectivo.  

6. Con respecto a las reglas de conducta impuestas al actor, entre las que se encontraba abonar la manutención familiar a sus hijos, estas no fueron cumplidas ya que el abogado burló la asistencia familiar requerida. Por tanto, la resolución cuya nulidad solicita el demandante se encuentra arreglada a ley y debidamente motivada. Se desprende, entonces, que el actor pretende evadir su deber de alimentar, educar y dar seguridad a sus hijos, tal como lo determina el Código del Niño y el Adolescente. Siendo así, resulta de aplicación el artículo 4°, a contrario sensu, del Código Procesal Constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la demanda.

SS.

ALVA ORLADINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

VERGARA GOTELLI

_____________________________________________
(1) EXP. N° 2193-2005-PHC
EXP. N° 1277-2005-PHC/TC 

LIMA 

ISAAC QUISPE GONZALES 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 18 días del mes de julio de 2005, reunida la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen y Vergara Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO: 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Isaac Quispe Gonzales contra la sentencia de la Sexta Sala Penal de Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 88, su fecha 12 de enero de 2005, que declara improcedente la demanda de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 27 de agosto de 2004, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus contra la Sala Nacional de Terrorismo, solicitando su inmediata excarcelación; alega que ha vencido en exceso el plazo máximo de detención previsto en el artículo 137º del Código Procesal Penal; manifiesta encontrarse detenido desde el 30 de junio de 1993 y haber sido procesado y condenado por un tribunal militar por el delito de traición a la patria, que le impuso la pena de cadena perpetua; que dicho proceso fue anulado y se le inició uno nuevo en sede penal, en el cual se dictó mandato de detención. Alega tener la condición jurídica de detenido y no de sentenciado. Que, habiendo transcurrido más de 133 meses y 23 días de reclusión hasta la fecha de interposición de la demanda, su detención se ha convertido en arbitraria, vulnerándose con ello su derecho a ser juzgado en un plazo razonable. Aduce que se han violado sus derechos constitucionales a la libertad y seguridad personales, y las garantías del debido proceso.

Agrega que las leyes que restringen la libertad individual, sean éstas de carácter sustantivo o procesal penal, deben estar vigentes con anterioridad a la fecha en que se produce la detención, y que no pueden ser retroactivas, salvo que beneficien al detenido, conforme lo establece el artículo 103º de la Constitución, el cual no distingue entre ley penal sustantiva, procesal penal o de ejecución. Finalmente, invoca la sentencia de la Corte Interamericana expedida en el caso Suárez Rosero, la cual declara que el plazo de detención debe computarse desde la detención policial, por lo que solicita que se le apliquen dichos plazos. 

Realizada la investigación sumaria, el recurrente se ratifica en los términos de su demanda, manifestando haber sido detenido por la Policía Nacional en 1993, por lo que el tiempo transcurrido en detención lesiona los derechos constitucionales invocados. Por su parte, don Pablo Talavera Elguera, Presidente de la Sala Nacional de Terrorismo, sostiene que no existe detención arbitraria y que por disposición del Decreto Ley N.º 922 se computa la detención desde la fecha en que se dicta el nuevo auto que abre instrucción al nuevo proceso, por lo que el plazo límite de detención no ha vencido. 

El Procurador Adjunto a cargo de los asuntos judiciales del Poder Judicial se apersona en el proceso y solicita que se declare improcedente la demanda aduciendo que, en vista de que el proceso ha sido tramitado de manera regular, el hábeas corpus no resulta eficaz.

El Décimo Quinto Juzgado Penal de Lima, con fecha 10 de setiembre de 2004, declara infundada la demanda considerando que no se ha acreditado la invocada vulneración de derechos, toda vez que se han respetado las normas y plazos procesales que estipulan la norma adjetiva y el debido proceso.

La recurrida revocó la apelada y declaró improcedente la demanda al considerar que la presunta detención arbitraria que afectaba al demandante ha cesado y ha devenido el daño en irreparable al haberse sometido al accionante a un nuevo procedimiento, legal y legitimo, ante las autoridades judiciales correspondientes. 

FUNDAMENTOS:

1. La demanda tiene por objeto que se disponga la inmediata excarcelación del demandante. Se alega que el plazo límite de detención, establecido por el artículo 137° del Código Procesal Penal, ha vencido.

§. Petitorio:
2. El demandante sustenta su demanda en que se ha producido una doble afectación de derechos constitucionales:

a) Detención arbitraria originada por el vencimiento del plazo legal de detención preventiva.

b) Vulneración de las garantías del debido proceso respecto del plazo razonable, causada por la duración ilimitada de su detención por la aplicación de dispositivos procesales penales que no estuvieron vigentes al momento de su detención, con la consecuente transgresión del principio de legalidad procesal.

3. Esta sede precisa que, si bien el proceso de hábeas corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho al debido proceso, en el presente caso, en que se han establecido judicialmente restricciones al pleno ejercicio de la libertad locomotora tras la imposición de la medida cautelar de detención preventiva, el Tribunal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad constitucional de los actos judiciales considerados lesivos.

§. Materias Sujetas a Análisis Constitucional: 

4. En la presente sentencia, este Colegiado debe llegar a determinar:

a) Si se ha lesionado el derecho que tiene todo justiciable al pleno ejercicio de las facultades que sobre la administración de justicia consagra la Constitución Política del Perú.

b) Si, por el tiempo transcurrido en detención preventiva, se ha terminado afectando la libertad personal de la demandante. Esto es, si los magistrados emplazados no observaron las garantías del debido proceso y, a consecuencia de ello, vulneraron el derecho a la libertad personal de la demandante.

§. Límites del Derecho a la Libertad Personal:
5. Este Tribunal ha señalado, en reiterada jurisprudencia, que la libertad personal no sólo es un derecho fundamental reconocido, sino un valor superior del ordenamiento jurídico, pero que su ejercicio no es absoluto e ilimitado, pues se encuentra regulado y puede ser restringido mediante ley.

6. El caso de autos se encuentra comprendido en estos límites. En efecto, conforme al artículo 2°, inciso 24, literal b), de la Constitución, no se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por ley. Por tanto, para esclarecer la controversia, debe establecerse si el periodo de detención preventiva que cumple la demandante constituye una restricción del derecho a la libertad prevista en la ley y la Constitución.

§. Afectación del Derecho a la Libertad Individual por Exceso de Detención Preventiva: 

7. El artículo 9º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece que toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y que tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas sometidas a juicio no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el juicio o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, en la ejecución del fallo.

8. De ello se infiere que la detención preventiva debe ser la última ratio entre las opciones de las cuales dispone un juez para asegurar el éxito del proceso penal, y constituye una de las formas establecidas constitucionalmente para garantizar que el procesado comparezca en las diligencias judiciales.

9. De autos se advierte que el demandante fue procesado y condenado a cadena perpetua por el delito de traición a la patria, juzgamiento que estuvo a cargo de tribunales militares; empero, este Tribunal, en la STC N.º 10-2003-AI, declaró la nulidad de los procesos que fueron tramitados en le fuero castrense, razón por la cual la Sala Nacional de Terrorismo dispuso “[D] eclarar Nulo todo lo actuado en el proceso penal seguido contra don Isacc Quispe Gonzales, inclusive la denuncia de la Fiscalía Militar ad-hoc” [Tomado de la resolución de la Sala Nacional de Terrorismo fs. 53/64], disponiendo que en un plazo de 24 horas se remitan los actuados al Fiscal Provincial Penal competente para que proceda conforme a sus atribuciones. 

Así, en la justicia ordinaria se le formuló denuncia penal y el Segundo Juzgado Especializado en lo Penal de Terrorismo instauró el proceso N.º 433-2003, en el que le abrió instrucción por delito contra la tranquilidad pública-terrorismo, conforme se acredita con las copias certificadas que obran en autos de fojas 65 a 82. 

10. De la nulidad de actuados declarada y de la posterior tramitación de la causa penal seguida contra el demandante en la vía ordinaria se evidencia la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva, al respetarse el principio del juez natural [Conforme se enuncia en la STC Nº. 10-2003-AI/TC, Fundamento Nº. 11 Publicada en el diario oficial “El Peruano” el 4 de enero de 2003]. 

§. Exceso de Detención:
11. El artículo 137º del Código Procesal Penal dice que el plazo de detención en el proceso penal ordinario tiene una duración máxima de 18 meses, término que se duplicará automáticamente en caso de que el proceso sea por los delitos de terrorismo, tráfico de drogas, espionaje u otro de naturaleza compleja 
seguido contra más de diez imputados. 

Asimismo, precisa que en los casos en que se declare la nulidad de procesos seguidos en fueros diferentes, el plazo se computa desde la fecha en que se dicte el nuevo auto de detención.

12. El auto que abre instrucción en el nuevo proceso fue expedido el 23 de mayo de 2003, fecha en que el Segundo Juzgado Especializado en lo Penal de Terrorismo dictó mandato de detención contra el demandante y desde la cual se inicia el cómputo del plazo a que se refiere el artículo 137º del Código Procesal Penal, cuyo vencimiento, tratándose de un proceso de terrorismo, se produce a los 36 meses. Siendo ello así, a la fecha, el plazo de detención aún no ha vencido, resultando de aplicación el artículo 2º del Código Procesal Constitucional.

13. Finalmente, en el extremo invocado por la demandante, referido a que de “(...) la sentencia de la Corte Interamericana expedida en el caso Suárez Rosero se desprende que el plazo de detención debe computarse desde la detención policial, por lo que solicita que se le apliquen dichos plazos”, este Colegiado ha manifestado que “(...) de conformidad con el artículo 7°, inciso 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la validez de la detención judicial preventiva no solo está condicionada a la observancia del principio de legalidad, esto es, que las causales de su dictado sean previstas en el derecho interno, sino, además, a que dichas razones de justificación estén arregladas a la Constitución, ya que nadie puede ser privado de su libertad "salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las constituciones políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas". Lo que quiere decir que no sólo basta con que las razones que puedan dar origen a la detención judicial preventiva estén señaladas en la ley, sino, además, que ellas sean conformes a la Constitución” [STC 0010-2002-AI, fundamento 127].

14. De acuerdo con la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Carta Fundamental, los derechos y libertades reconocidos constitucionalmente deben interpretarse de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos, con los tratados y las decisiones adoptadas por los tribunales internacionales sobre derechos humanos constituidos según tratados de los que el Perú es parte, que incorporados al derecho interno procesalmente se encuentran materializados en el artículo 137º del Código Procesal Penal, que establece los plazos de detención preventiva y el cómputo de los mismos. 

15. Al respecto, el Tribunal Constitucional debe recordar, especialmente teniendo en consideración los graves problemas ocasionados por las prácticas terroristas en nuestro país durante los últimos años, que los plazos del artículo citado están previstos para tutelar los derechos del justiciable pero, fundamentalmente, para preservar el orden público. Ello es así porque el Estado garantiza la seguridad de la nación y la defensa nacional pues, conforme al artículo 163º de la Constitución: “Toda persona natural o jurídica está obligada a participar de la Defensa Nacional, de conformidad con la ley”.

A mayor abundamiento, el artículo 44º de la Norma Fundamental señala que es deber primordial del Estado no sólo garantizar la plena vigencia de los derechos humanos, sino también proteger a la población de las amenazas contra su seguridad y promover el bienestar general.

16. En el ámbito internacional de los derechos humanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos también ha efectuado similar ponderación al dejar en manos de los diferentes estados la decisión sobre la libertad de las personas involucradas en actos terroristas, a pesar de haberse acreditado la afectación de su derecho al debido proceso:

17.  “Corresponde al Estado, en su caso, llevar a cabo –en un plazo razonable– un nuevo proceso que satisfaga ab initio las exigencias del debido proceso legal, realizado ante el juez natural (jurisdicción ordinaria) y con plenas garantías de audiencia y defensa para los inculpados. La Corte no se pronuncia sobre la libertad provisional de éstos, porque entiende que la adopción de dicha medida precautoria corresponde al tribunal nacional competente” (Caso Castillo Petruzzi. Sentencia del 4 de septiembre de 1998. Serie C, núm. 41).

18. En consecuencia, los 36 meses establecidos como plazo máximo de detención previsto para procesos declarados nulos que se hubiesen seguido en fueros diferentes, cuyo cómputo se inicia desde la fecha en que se dictó el nuevo auto de detención, se encuentra dentro de los límites legales para considerar una detención preventiva constitucionalmente válida. Por consiguiente, no se acredita la alegada vulneración de derechos, resultando de aplicación el artículo 2º del Código Procesal Constitucional.

19. Por otro lado, de autos se advierte que el plazo máximo de detención preventiva se encuentra próximo a vencer. Al respecto, la facultad de administrar justicia, conferida por la Norma Suprema al Poder Judicial, debe ser ejercida con la diligencia y celeridad debidas pero, fundamentalmente, con arreglo a la Constitución y las leyes, a fin de resolver dentro de los plazos previstos por la ley procesal los asuntos que se conozcan, en atención a una doble perspectiva: la primera, el derecho de los detenidos a que se resuelva su situación jurídica lo antes posible, más aún si les asiste el derecho constitucional de presunción de inocencia; y la segunda, el derecho de la sociedad a la seguridad de la nación y a la protección ante los ataques de los responsables de ilícitos penales.

20. Por consiguiente, considerando el criterio adoptado en anterior jurisprudencia (STC 2915-2004-HC, Caso Berrocal Prudencio), este Supremo Tribunal estima que el Poder Judicial tiene la obligación, no sólo de observar las conductas jurisdiccionales adecuadas que propicien el impulso procesal de oficio, sino también –como conductor del proceso– de hacer uso de las facultades que la ley le confiere con objeto de impedir el ejercicio de una defensa obstruccionista y las dilaciones indebidas, evitando, de ese modo, incurrir en las responsabilidades previstas por ley. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

1. Declarar INFUNDADA la demanda de hábeas corpus de autos. 

2. Exhortar al órgano jurisdiccional a cumplir su obligación de administrar justicia con arreglo a la Constitución y a las leyes, bajo responsabilidad. 

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

ALVA ORLANDINI 

BARDELLI LARTIRIGOYEN 

VERGARA GOTELLI 

EXP. Nº 1774-2005-PHC/TC 

LIMA

WILFREDO ARANA GUTIÉRREZ  
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Huaral, a los 29 días del mes de abril de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Alva Orlandini, Presidente; Bardelli Lartirigoyen y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
 
El Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Wilfredo Arana Gutiérrez contra la resolución emitida por la Cuarta Sala Especializada en lo Penal Para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 333, su fecha 31 de enero de 2005, que declaró infundada la demanda de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Demanda:

Con fecha 20 de diciembre de 2004, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus contra el Juez del Cuadragésimo Noveno Juzgado Penal para Reos en Cárcel de Lima, don Marco Fernando Cerna Bazán, y contra el Juzgado Penal de Turno Permanente, que despachó el Juez Jesús  Germán Pacheco Diez, sosteniendo que el mandato de detención judicial que le ha sido impuesto por las autoridades judiciales demandadas adolece de una motivación deficente y no expresa razonadamente la existencia de peligro de perturbación de la actividad probartoria, lo que vulnera los derechos constitucionales a la presunción de inocencia, motivación resolutoria y libertad individual.

Investigación Sumaria:

Realizada la investigación sumaria, el accionante, en su declaración indagatoria, ratifica los términos de su demanda. Por su parte el emplazado, Juez Jesús Germán Pacheco Diez, rindió su declaración explicativa negando los cargos que le atribuye el demandante.

Resolución de Primera Instancia:

El Décimo Octavo Juzgado Especializado en lo Penal de Lima, a fojas 267, con fecha 28 de diciembre de 2004, declaró infundada la demanda de hábeas corpus, por estimar que atender lo solicitado por el demandante sería desnaturalizar el ámbito de protección de los derechos fundamentales tutelados por el hábeas corpus.

Resolución de Segunda Instancia:

La recurrida confirmó la apelada por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
§1. Delimitación del Petitorio:
Como se aprecia de la demanda, el accionante reclama su inmediata excarcelación por cuanto el  mandato de detención del cual es objeto adolece de motivación suficiente, por lo que dicha resolución judicial resulta arbitraria y lesiva a su derecho a la libertad personal.

§2. Análisis del Caso Constitucional:
La Excepcionalidad de la Prisión Provisional y la Motivación de las Resoluciones Judiciales: 

1. Si bien la detención provisional es una medida cautelar cuyo objetivo es resguardar la eficiencia plena de la labor jurisdiccional, dicha decisión debe cumplir la exigencia constitucional de motivación resolutoria, que garantiza que los jueces, cualquiera que sea la instancia a la que pertenezcan, deban expresar el proceso mental que los ha llevado a decidir una controversia, a efectos de asegurar que el ejercicio de la potestad de administrar justicia se haga con sujeción a la Constitución y a la ley, pero también con la finalidad de facilitar un adecuado ejercicio del derecho de defensa de los justiciables.

2. Resulta imprescindible destacar (lo ha declarado este Colegiado en la STC N° 1291-2000-AA/TC) que la Constitución no garantiza una determinada extensión de la motivación, por lo que su contenido esencial se respeta siempre que exista fundamentación jurídica, congruencia entre lo pedido y lo resuelto, y que por sí misma exprese una suficiente justificación de la decisión adoptada, aun si ésta es breve o concisa, o se presenta el supuesto de motivación por remisión.

3. En esta línea argumental, este Tribunal Constitucional considera que en el presente caso la autoridad judicial demandada ha cumplido con la exigencia constitucional de motivación de las resoluciones, al expresar en los FJ N° 4 de la resolución cuestionada (fs. 152), las causas objetivas y razonables para mantener el mandato de detención dictado contra el accionante; esta aseveración no implica, en modo alguno, un pronunciamiento sobre su responsabilidad penal, la que deberá ser determinada por el juez ordinario competente.

4. Siendo así, debe desestimarse la presente demanda, en aplicación del artículo 2°, contrario sensu, del Código Procesal Constitucional, Ley N° 28237.

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la demanda de hábeas corpus de autos.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

LANDA ARROYO
EXP. Nº 1869-2005-HC/TC

AREQUIPA

RAFAEL CARMELO 

RANILLA HUAMANÍ
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 18 días del mes de mayo de 2005, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Gonzales Ojeda, García Toma y Vergara Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:

Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Rafael Carmelo Ranilla Huamaní contra la sentencia de la Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, de fojas 137, su fecha 10 de febrero de 2005, que declaró imfundada la acción de habeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Demanda:
Con fecha 12 de enero de 2005, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus contra la Tercera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, solicitando su inmediata libertad. Sostiene que fue detenido en el año 1992 por la presunta comisión del delito de terrorismo, por el que posteriormente fue juzgado y condenado a cadena perpetua por el fuero militar; que dicho proceso fue declarado nulo; siendo juzgado en el fuero común, ha sido sentenciado a veinte años de pena privativa de la libertad por la comisión de delito de terrorismo, condena contra la que interpuso recurso de nulidad. Acota que, en virtud de lo prescrito en el párrafo quinto  del artículo 137° del Código Procesal Penal, que establece que “una vez condenado en primera instancia el inculpado, la detención se prolongará hasta la mitad de la pena impuesta, cuando ésta hubiera sido recurrida”, considera que ha cumplido en exceso su tiempo de condena, no resultando aplicable a su caso el artículo 4° del Decreto Legislativo N.° 922, que establece desde cuando se inicia el cómputo de la detención, por ser una norma restrictiva y desfavorable al derecho a su libertad personal.

Investigación Sumaria:
Realizada la investigación sumaria, el accionante ratifica los términos de su demanda. Por su parte, los vocales de la Sala Penal emplazada niegan los cargos que se les atribuye en la demanda.

Resolución de Primera Instancia:
El Tercer Juzgado Especializado en lo Penal de Arequipa, a fojas 96, con fecha 14 de enero de 2005, declaró infundada la demanda por considerar que en el caso del accionante no resulta procedente su excarcelación, por cuanto no es cierto que haya cumplido más de la mitad de la sentencia que se le impuso en primera instancia.

Resolución de Segunda Instancia:
La recurrida confirmó la apelada por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
§1. Delimitación del Petitorio:
El demandante pretende su inmediata excarcelación en aplicación del artículo 137°, quinto párrafo, del Código Procesal Penal, por considerar que ha cumplido más de la mitad de la pena que se le ha impuesto en primera instancia, sentencia que ha sido recurrida; asimismo, solicita  que se declare inaplicable a su caso el artículo 4° del Decreto Legislativo N.° 922.

§2. Análisis del Asunto Materia de Controversia Constitucional: 

1. En primer término, en cuanto a la pretensión del actor de que se declare, en su caso, la inaplicabilidad del cuestionado Decreto Legislativo N.° 922, debe ser  desestimada, por cuanto el control de inaplicabilidad se dirige a resolver cuestiones litigiosas respecto de las cuales existe incompatibilidad manifiesta, y no simples interpretaciones controvertibles entre una norma legal y una constitucional (artículo 138º de la Constitución Política del Perú) como las formuladas por el demandante, no pudiéndose preterir la aplicación del cuestionado Decreto Legislativo, cuya validez resulta beneficiada del principio de presunción de constitucionalidad de las leyes, por el cual se presume que ésta, y las demás normas dictadas por el Estado son constitucionales, salvo prueba en contrario.

Este principio, por lo demás, ha sido recogido legislativamente por la LOTC, cuya Segunda Disposición General establece que “(...) Los jueces y tribunales sólo inaplican las disposiciones que estimen incompatibles con la Constitución cuando por vía interpretativa, no sea posible la adecuación de tales normas al ordenamiento constitucional”. 

2. En cuanto al exceso de detención que alega el demandante, en su caso no resulta estimable su pedido de libertad por exceso de detención, que contempla el artículo 137° del Código Procesal Penal, por cuanto este derecho procesal opera cuando, cumplido el plazo legal de detención, aún no se ha dictado sentencia de primera instancia, situación distinta a la del actor, que ha sido condenado a veinte años de pena privativa de la libertad con fecha 16 de diciembre de 2004, como se aprecia a fojas 76 de autos.

3. Asimismo, considerando que el recurrente ha interpuesto recurso de nulidad contra su condena, “la detención se prolongará hasta la mitad de la pena impuesta”, tal como lo prescribe el párrafo quinto del artículo 137° del Código Procesal Penal, periodo de detención que todavía no ha vencido, si se considera que éste se computa desde el 23 de enero de 2003, en que se dictó el auto de apertura de instrucción del nuevo proceso, que por delito de terrorismo se le siguió al demandante, lo que es conforme con el artículo 4° del Decreto Legislativo N.° 922, que establece que “El plazo límite de detención a los efectos del artículo 137° del Código Procesal Penal se inicia a partir del auto de apertura de instrucción del nuevo proceso” .

4. Siendo así, debe desestimarse la presente demanda, en aplicación del artículo 2°, contrario sensu, del Código Procesal Constitucional. 

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la demanda de hábeas corpus de autos.

Publíquese y notifíquese.

SS.

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA

VERGARA GOTELLI

EXP. N° 1966-2005-PHC/TC

MADRE DE DIOS

CÉSAR AUGUSTO

LOZANO ORMEÑO
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 26 días del mes de mayo 2005, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Gonzales Ojeda, García Toma y Vergara Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don César Augusto Lozano Ormeño contra la resolución de la Sala Mixta Descentralizada de Puerto Maldonado de la  Corte Superior de Justicia de Madre de Dios, de fojas 17, su fecha 16 de febrero de  2005, que declara improcedente la demanda de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
El recurrente, con fecha 17 de enero de 2005, interpone demanda de hábeas corpus contra el Jefe del Registro Nacional de Identidad y Estado Civil (RENIEC) de Puerto Maldonado, solicitando que se ordene la expedición de su Documento Nacional de Identidad (DNI). Refiere que desde el 16 de mayo de 2004 en que acudió a las oficinas del RENIEC – Puerto Maldonado con la finalidad de tramitar el canje de su libreta electoral por el DNI, el funcionario encargado no cumple con hacerle entrega de dicho documento, argumentando que en la base de datos no aparece registrado su nombre. Sostiene que para obtener su libreta electoral satisfizo todos los requisitos exigidos por el ente estatal, por lo que portó dicho documento de identidad en los últimos años e hizo ejercicio de todos sus derechos civiles, y que por ello es inconcebible que ahora se le exija presentar nuevamente su partida de nacimiento como condición para la entrega de su DNI.

La Administradora de la Agencia de la RENIEC de la provincia de Tambopata rinde su declaración explicativa precisando que no se ha negado la entrega del nuevo DNI al demandante, sino que el trámite administrativo ha sido observado por el Área de Procesos en la ciudad de Lima, por figurar el apellido materno del demandante enmendado en la boleta y en el libro Registro de Inscripción, razón por la que se le solicitó que presente su partida de nacimiento y una prueba decadactilar para remitirlos a Lima y culminar el trámite correspondiente.

El Primer Juzgado Mixto de Tambopata, con fecha 17 de enero de 2005, declaró improcedente la demanda, por considerar que no se ha afectado derecho constitucional alguno del recurrente, pues éste debe cumplir con subsanar la observación realizada por la entidad emplazada, y que un eventual mandato al órgano jurisdiccional para que tramite el canje de la libreta electoral por el DNI omitiendo la presentación de los documentos solicitados significaría un peligro para el Estado, pues no se cumpliría la identificación plena y legal de sus ciudadanos.

La recurrida confirmó la apelada, por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. En concreto, el objeto del hábeas corpus es que se ordene al Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC) de Puerto Maldonado expedir el DNI del demandante.

§. Materia Sujeta a Análisis Constitucional: 
2. Este Colegiado debe determinar si la decisión de la entidad emplazada de no expedir el DNI del demandante, hasta que cumpla con presentar los documentos solicitados y subsanar la observación realizada por el Área de Procesos, ha vulnerado su derecho constitucional a no ser privado de su DNI.

§. Análisis del Acto Lesivo Materia de Controversia Constitucional:
3. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 177.º y 183.º de la Constitución, el RENIEC es un organismo constitucionalmente autónomo, encargado de manera exclusiva y excluyente de organizar y actualizar el Registro Único de Identificación de las Personas Naturales y, entre otras funciones, de emitir los documentos que acrediten su identidad.

4. De otro lado, según lo establecido por los artículos 6.º y 7.º de su Ley Orgánica –N.º 26497–, RENIEC planea, organiza, dirige, controla, norma y racionaliza las inscripciones de su competencia; igualmente, mantiene el registro único de identificación de las personas naturales y emite el documento único que acredita su identidad personal. Asimismo, el artículo 26.º de la referida norma establece que el Documento Nacional de Identidad es público, personal e intransferible; constituye la única cédula de identidad personal para todos los actos civiles, comerciales, administrativos, judiciales y, en general, para todos aquellos casos en que, por mandato legal, deba ser presentado; y constituye también el único título de derecho al sufragio de la persona a cuyo favor ha sido otorgado.

5. En cuanto al fondo del asunto controvertido, este Colegiado considera que la decisión de la entidad emplazada no vulnera el derecho constitucional a no ser privado de DNI, pues de autos se tiene que el trámite administrativo de expedición de dicho documento de identidad fue observado debido a que se detectó que el apellido materno del solicitante, consignado en la boleta y en el libro Registro de Inscripción, se encontraba enmendado, motivo por el cual se le requirió para que presente su partida de nacimiento y efectúe una prueba decadactilar, a fin de procesar los datos actualizados. La expedición del DNI no es un trámite automático, y es facultad del RENIEC el formular observaciones como en el presente caso, acorde con su obligación de verificar la identidad personal de los ciudadanos para garantizar que se encuentren debidamente identificados e inscritos en el Registro Único de Identificación de Personas Naturales.

6. Sin embargo, y sin perjuicio de lo señalado, el Tribunal Constitucional considera que la entidad emplazada sí ha vulnerado el derecho fundamental del recurrente al debido proceso en sede administrativa, si bien no invocado formalmente en la demanda, pero respecto del cual considera imprescindible pronunciarse.

§ El Aforismo iura novit curia y su Aplicación en los Procesos Constitucionales:
7. El iura novit curia constitucional, contemplado en el artículo VIII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, establece que “(...) el órgano jurisdiccional competente debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque no haya sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente”. Respecto a dicho principio y a sus relaciones con el principio de congruencia de las sentencias o, a su turno, con la necesidad de que se respete el contradictorio, este Colegiado, en el fundamento N.º 4 de la STC N.º 905-2001-AA/TC, aplicable mutatis mutandis al caso de autos, ha establecido que no considera que estos resulten “(...) afectados por el hecho de que el juez constitucional se pronuncie por un derecho subjetivo no alegado por la demandante, pues una de las particularidades de la aplicación del principio iura novit curia en el proceso constitucional es que la obligación del juzgador de aplicar correctamente el derecho objetivo involucra, simultáneamente, la correcta adecuación del derecho subjetivo reconocido en aquel. Y ello es así, pues sucede que el derecho subjetivo constitucional está, a su vez, reconocido en una norma constitucional, norma ésta, como la del inciso 7) del artículo 2.° de la Constitución, que es indisponible para el Juez Constitucional y que, en consecuencia, aunque no haya sido invocada, debe aplicarse. Además, no puede olvidarse que el contradictorio en el amparo, por lo general, no se expresa de manera similar a lo que sucede en cualquier otro ámbito del derecho procesal, en particular, si se tiene en cuenta la posición y el significado de la participación de las partes (sobre todo, la demandada) en el presente proceso; de manera que la comprensión y respeto del contradictorio en el amparo ha de entenderse, no conforme a lo que se entiende por él en cualquier otro proceso, sino en función de las características muy particulares del proceso constitucional”.

§ El Debido Proceso en los Procedimientos Administrativos:
8. El debido proceso, según lo ha establecido la doctrina, es “(...) un derecho fundamental de carácter instrumental que se encuentra conformado por un conjunto de derechos esenciales (como el derecho de defensa, el derecho a probar, entre otros) que impiden que la libertad y los derechos individuales sucumban ante la ausencia o insuficiencia de un proceso o procedimiento, o se vean afectados por cualquier sujeto de derecho (incluyendo al Estado) que pretenda hacer uso abusivo de estos”. (Bustamante Alarcón, Reynaldo. “ El derecho a probar como elemento esencial de un proceso justo.” Cit. por Javier Dolorier Torres en Diálogo con la Jurisprudencia. Año 9. N.° 54. Marzo 2003. Gareta Jurídica. Lima. Pág. 153).

9. Al respecto, este Colegiado, en reiteradas ejecutorias ha establecido que el derecho reconocido en el artículo 139°, inciso 3) de la Constitución no sólo tiene una dimensión "judicial". En ese sentido, el debido proceso comporta el cumplimiento de todas las garantías, requisitos y normas de orden público que deben observarse en las instancias procesales de todos los procedimientos, incluidos los administrativos, a fin de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos. En el caso de los procesos administrativos, se debe cumplir con el procedimiento y formalidades establecidas por ley, respetando principios y requisitos mínimos que garanticen un proceso libre de arbitrariedades.

§ El Debido Proceso en los Procedimientos ante el RENIEC:
10. Según el Reglamento de Inscripciones del RENIEC, aprobado por el Decreto Supremo N.º 015-98-PCM, el Sistema Registral es el “(...) conjunto de órganos y personas del Registro que tienen a su cargo la ejecución de los procedimientos administrativos de inscripción a que hacen referencia la Ley y el presente Reglamento, así como los órganos de apoyo, asesoramiento y control del Registro”; el Archivo Único Centralizado es la oficina encargada de recopilar, centralizar, ordenar y custodiar los Títulos Archivados (documentos que posee el Registro, los cuales sustentan los hechos inscritos), así como de proporcionar la información necesaria a los diversos órganos del sistema registral; y el Archivo Personal es aquel que contiene la información sumaria de los hechos inscritos relativos a cada persona natural.

11. De igual manera, según lo dispuesto por el artículo 8.º de la Ley N.º 26497, para el ejercicio de sus funciones, el RENIEC mantiene estrecha y permanente coordinación, entre otras entidades, con las municipalidades provinciales, distritales y de centros poblados menores. Asimismo, la Primera Disposición Complementaria de la referida norma dispone que el personal y acervo documentario de las oficinas del registro civil de los gobiernos locales se incorporan al RENIEC.

12. Por otro lado, en el orden administrativo, todo procedimiento administrativo debe regirse fundamentalmente por los principios contemplados en la Ley N.º 27444 del Procedimiento Administrativo General, entre los cuales es pertinente resaltar a los siguientes:

· Principio de impulso de oficio. Por el cual las autoridades administrativas deben dirigir e impulsar de oficio el procedimiento, así como ordenar la realización o práctica de los actos que resulten convenientes para el esclarecimiento y resolución de las cuestiones necesarias. Este principio también es recogido por el artículo 145.º del citado cuerpo legal, que dispone que la autoridad administrativa, aun sin pedido de parte, debe promover toda actuación que fuese necesaria para su tramitación y superar cualquier obstáculo que se oponga a ello, así como evitar el entorpecimiento o demora a causa de diligencias innecesarias o meramente formales, adoptando las medidas oportunas para eliminar cualquier irregularidad producida.

· Principio de celeridad. Que establece que quienes participan en el procedimiento deben ajustar su actuación de tal modo que se dote al trámite de la máxima dinámica posible, evitando actuaciones procesales que dificulten su desenvolvimiento o constituyan meros formalismos, a fin de alcanzar una decisión en tiempo razonable, sin que ello releve a las autoridades del respeto al debido procedimiento o vulnere el ordenamiento.

· Principio de simplicidad. Según el cual los trámites establecidos por la autoridad administrativa deben ser sencillos, lo que supone la eliminación de toda complejidad innecesaria; por tanto, los requisitos exigidos deberán ser racionales y proporcionales a los fines que se persigue cumplir.

13. Asimismo, la Ley Nº 27444, en su artículo 165º señala que no deberá actuarse prueba respecto a hechos alegados por las partes cuya prueba consta en los archivos de la entidad, sobre los que se haya comprobado con ocasión del ejercicio de sus funciones, o que estén sujetos a la presunción de veracidad, sin perjuicio de su fiscalización posterior. De manera complementaria, su artículo 167°, inciso 1) dispone que “(...) la autoridad administrativa a la que corresponde la tramitación del asunto recabará de las autoridades directamente competentes los documentos preexistentes o antecedentes que estime conveniente para la resolución del asunto, sin suspender la tramitación del expediente”.

14. En el caso de autos se advierte que el demandante inició un procedimiento administrativo ante RENIEC que fue observado debido a que se constató que en la boleta y en el libro Registro de Inscripción su apellido materno se encontraba enmendado, motivo por el cual se le requirió para que presentara su partida de nacimiento y se haga una prueba decadactilar. Dicha enmendadura se presenta en documentos en los cuales la consignación de datos –y por tanto lo errores en que se haya incurrido– es de exclusiva responsabilidad del ente administrador; documentos que, por lo demás, obran actualmente en su poder. De otro lado, es responsabilidad y competencia del RENIEC la custodia de los documentos que sustentan los hechos inscritos (Títulos Archivados), los mismos que, en el caso de autos, deberán servir para verificar los datos del Registro.

15. En caso no se cuente con el título archivado requerido –por haber desaparecido, haber sido mutilado o destruido a consecuencia de negligencia propia, hechos fortuitos o actos delictivos–, también es responsabilidad del RENIEC, a fin de verificar datos que pudieran estar observados, gestionar de oficio dichos documentos, solicitándolos a las entidades correspondientes, más aún si se trata de oficinas registrales que forman parte del sistema registral o de municipalidades con las cuales tiene estrecha y permanente vinculación por mandato de su propia ley orgánica. En el presente caso es evidente que la actuación de RENIEC no se ha sujetado a tales prescripciones, de modo que ha inobservado los principios de impulso de oficio, celeridad y simplicidad, vulnerando el derecho constitucional del demandante al debido proceso en sede administrativa, al causar una demora innecesaria en la expedición de su Documento Nacional de Identidad.

16. Por lo expuesto, este Colegiado considera necesario disponer que el RENIEC, en un plazo máximo de cinco días útiles de notificada la presente demanda, gestione ante la oficina registral o entidad correspondiente la expedición de la partida de nacimiento del recurrente, quien, por su parte, deberá cumplir con registrar sus huellas decadactilares, a fin de culminar el trámite de canje de libreta electoral por el DNI.

17. Esta sentencia constituye precedente vinculante respecto de los fundamentos jurídicos N.os 14, 15, y 16, supra, conforme al artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional.

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú,   
HA   RESUELTO

1. Declarar  INFUNDADA  la demanda.

2. Disponer que el Jefe del Registro Nacional de Identidad y Estado Civil –RENIEC– de Puerto Maldonado gestione la expedición de la partida de nacimiento del demandante, conforme a lo señalado en el fundamento jurídico N.º 16, supra.

Publíquese y notifíquese.

SS. 

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA

VERGARA GOTELLI

EXP. N° 2305-2004-HC/TC

PIURA

ALBERTO LUIS 

PERALTA HUATUCO

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, el 1 de julio de 2005, la Segunda Sala del Tribunal Constitucional, con asistencia de los señores  magistrados Bardelli Lartirigoyen, Presidente; García Toma y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:

Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Alberto Luis Peralta Huatuco contra la resolución de la Sala  Mixta de la Corte Superior de Justicia de Piura, de fs.163, su fecha 8 de junio de 2004, que declara infundada la demanda de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:

Con fecha 5  de mayo de 2004, don Carlos Huatuco Yacay interpone demanda de hábeas corpus a favor de su tío, don Alberto Luis Peralta Huatuco, y  la dirige contra el Fiscal Provincial Penal de Talara, el Secretario y el  Juez del Segundo Juzgado Penal de Talara y contra los que resulten responsables de las violaciones constitucionales en su agravio, con el objeto que se deje sin efecto el mandato de detención dictado  en su contra. Sostiene  que la detención dictada es consecuencia de un proceso irregular, toda vez que al beneficiario se le juzga, por quinta vez, por supuestos delitos derivados de los mismos hechos, ocurridos entre las mismas partes, irregularidad que vulnera el debido proceso y la prohibición de revivir procesos, los cuales, a pesar de estar prescritos, continúan tramitándose en cuatro procesos judiciales distintos. Alega que el beneficiario es objeto de persecución política iniciada en el gobierno anterior, hace 6 años, dirigida contra todos los alcaldes opositores del régimen de la dictadura. Sostiene que cuando el beneficiario se desempeñaba como ejecutor coactivo de la Municipalidad Distrital de Los Órganos, fue denunciado por presunto delito de abuso de autoridad en agravio de Petroperú, originado en un supuesto cobro tributario indebido, el mismo que fue archivado. Posteriormente, por estos mismos hechos, se le abre instrucción, tramitándose el proceso mencionado. Posteriormente, los emplazados, en abierta vulneración al debido proceso, nuevamente formulan denuncia, dictan apertura de instrucción y mandato de detención en la causa penal Nº 172-2004, procesándolo  por quinta vez,  sin tener en cuenta que los hechos materia de la denuncia son objeto de conocimiento judicial en los procesos   mencionados y  que éstos se tramitan  pese a estar prescrita la acción penal, arbitrariedad que afecta su libertad personal.

Finalmente, alega que el juez emplazado, al dictar mandato de detención, aplicó incorrectamente el artículo 135º del Código Procesal Penal, ya que la medida dictada no reúne los 3 elementos concurrentes y obligatorios que la ley dispone.

Realizada la investigación sumaria, el juez emplazado rinde declaración explicativa y sostiene que al momento de calificar la denuncia formulada por el representante del Ministerio Público no tenía conocimiento que el imputado era procesado en otras causas penales, que tomo conocimiento de dicho hecho cuando éste dedujo cuestión previa, por  lo que solicitó información al Primer Juzgado Penal de Talara. Alega que el mandato de detención se encuentra debidamente motivado;  que fue expedido en estricta aplicación del Art. 135 ° del Código Procesal Penal, ya que concurren los 3 requisitos establecidos por el dispositivo invocado, y, finalmente, que su pronunciamiento fue  apelado en su oportunidad ante la Sala  Mixta Descentralizada de  Sullana. 

Por su parte, el  Fiscal Provincial emplazado, refiere que el abogado Domenech, fiscal provincial que anteriormente se encontraba encargado del despacho a su cargo, expidió auto de archivamiento amparado en diligencias no actuadas  y sindicaciones directas no corroboradas en pruebas instrumentales, hecho que motivara la interposición de Recurso de Queja, que al ser resuelto dispuso declarar nula la resolución de archivo y una  investigación ampliatoria para el mejor esclarecimiento de los hechos,  la misma que  culminó en el atestado N.º 02-JNP-C10, que dió lugar a la formalización de la denuncia penal. Alega, finalmente, que  tanto la apertura de instrucción como el dictado del mandato son atribuciones jurisdiccionales y, de considerarlos arbitrarios, el procesado puede hacer valer los recursos que la ley le faculta.

El Primer Juzgado Penal de Talara, con fecha 8 de mayo de 2004, declaro infundada la demanda, por considerar que no proceden las acciones de garantía contra resoluciones emanadas de  un proceso  regular.

La recurrida confirmó la apelada, por fundamentos similares, adicionado que la demanda de hábeas corpus no es la vía procedimental idónea para cuestionar el auto de apertura de instrucción, tanto más si la ley ordinaria prevé los mecanismos procesales al interior del propio proceso.

FUNDAMENTOS:

1. El actor alega la vulneración al debido proceso materializado en la resolución de apertura de instrucción con mandato de detención que, transgrediendo el principio de legalidad procesal, dispone instruir al beneficiario por quinta vez, por los mismos hechos que son objeto de conocimiento judicial de procesos judiciales que se tramitan pese a estar prescrita la acción penal. 

§  Petitorio
2. Del contenido de la demanda se infiere una doble afectación constitucional en agravio del beneficiario; Primero: la vulneración al debido proceso, presuntamente materializada en la transgresión al principio de legalidad procesal; y,  Segundo: la supuesta detención arbitraria originada por la incorrecta interpretación y aplicación del Art. 135 ° del Código Procesal Penal producida al dictar la medida. 

3. En la demanda se aducen argumentos tendientes no a fundamentar la vulneración constitucional invocada que supuestamente agravia al  beneficiario, sino a sustentar su irresponsabilidad penal respecto a los delitos instruidos; este Tribunal considera pertinente recordar, tal como lo hiciera en reiterada jurisprudencia, que el proceso constitucional de hábeas corpus tiene como objeto velar por la plena vigencia del derecho a la libertad individual y sus derechos conexos, mas no dirimir la calificación de los hechos materia de investigación, pues se la estaría evaluando como si se tratase de una sentencia condenatoria [ STC EXP. N.o1567-2002-HC/TC Caso Rodríguez Medrano].

4. El artículo 139º de la Norma Suprema establece los principios y derechos de la función jurisdiccional, consagrando el inciso 3 la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Es decir, garantiza al justiciable, ante su pedido de tutela, el deber del órgano jurisdiccional de observar el debido proceso y de impartir justicia dentro de los estándares mínimos establecidos por los instrumentos internacionales. 

5. Este enunciado recogido por el artículo 4° del Código Procesal Constitucional establece que “Se entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los provistos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal”.

§. Análisis del acto lesivo 

6. El demandante alega que, al disponer la apertura de instrucción contra el beneficiario,  se transgrede el principio de legalidad en los extremos de prohibición de revivir procesos fenecidos, cosa juzgada, doble persecución penal, prescripción, y,  finalmente que, al no concurrir los requisitos legales obligatorios, el mandato de detención dictado es arbitrario.  

 

7. Es importante precisar que, si bien el proceso de hábeas corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho al debido proceso, en el presente caso, habida cuenta que el pronunciamiento a expedirse no sólo implica la observancia del principio de legalidad procesal, sino que incide en el ejercicio del derecho invocado, el Tribunal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad constitucional de los actos considerados lesivos.

§. Sobre el principio de legalidad   

8. El principio de legalidad penal está consagrado en el artículo 2°, inciso 24, literal "d", de la Constitución Política del Perú, según el cual "Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible, ni sancionado con pena no prevista en la ley".

9. Conforme lo ha sostenido en reiteradas oportunidades este Tribunal, "[E]l principio de legalidad exige que por ley se establezcan los delitos y que las conductas prohibidas estén claramente delimitadas previamente por la ley. Como tal, garantiza la prohibición de la aplicación retroactiva de la ley penal (lex praevia), la prohibición de la aplicación de otro derecho que no sea el escrito (lex scripta), la prohibición de la analogía (lex stricta) y de cláusulas legales indeterminadas (lex certa)[ STC0010-2002-AI/TC].

10. Este Tribunal considera que la legalidad penal se configura como un principio, pero también como un derecho subjetivo constitucional de todos los ciudadanos. Como principio constitucional, informa y limita los márgenes de actuación de los que dispone el Poder Legislativo al momento de determinar cuáles son las conductas prohibidas, así como sus respectivas sanciones; en tanto que, en su dimensión de derecho subjetivo constitucional, garantiza a toda persona sometida a un proceso o procedimiento sancionatorio que lo prohibido se encuentre previsto en una norma previa, estricta y escrita, y también que la sanción se encuentre contemplada previamente en una norma jurídica.

11. Por tanto, resulta igualmente claro que la dimensión subjetiva del derecho a la legalidad penal no puede estar al margen del ámbito de los derechos protegidos por la justicia constitucional frente a supuestos como la creación judicial de delitos o faltas y sus correspondientes supuestos de agravación o, incluso, la aplicación de determinados tipos penales a supuestos no contemplados en ellos. El derecho a la legalidad penal vincula también a los jueces penales, y su eventual violación posibilita, obviamente, su reparación mediante este tipo de procesos de tutela de las libertades fundamentales.

12. Si bien el principio de legalidad,  el cual protege el derecho de no ser sancionado por supuestos no previstos de forma clara e inequívoca en una norma jurídica, en tanto derecho subjetivo constitucional, debe ser susceptible de protección en esta vía, el análisis que debe practicar la justicia constitucional no es equiparable al que realiza un juez penal.

13. Este Tribunal ha reiterado en diversas oportunidades que "[...] no puede acudirse al hábeas corpus ni en él discutirse o ventilarse asuntos resueltos, como [lo] es la determinación del tipo penal o la responsabilidad criminal, que son de incumbencia exclusiva de la justicia penal. El hábeas corpus es un proceso constitucional destinado a la protección de los derechos reconocidos en la Constitución, y no a revisar si el modo como se han resuelto las controversias de orden penal es el más adecuado, conforme a la legislación ordinaria. En cambio, no puede decirse que el hábeas corpus sea improcedente para ventilar infracciones a los derechos constitucionales procesales derivadas de una sentencia expedida en proceso penal, cuando ella se haya dictado con desprecio o inobservancia de las garantías judiciales mínimas que deben guardarse en toda actuación judicial, pues una interpretación semejante terminaría, por un lado, por vaciar de contenido el derecho a la protección jurisdiccional de los derechos y libertades fundamentales y, por otro, por promover que la cláusula del derecho a la tutela jurisdiccional (efectiva) y el debido proceso no tengan valor normativo”[STC 2758-2004-HC, Caso Bedoya de Vivanco].

14. En efecto, no es materia del proceso constitucional de hábeas corpus establecer si un mismo acto ilícito lesiona unos o más bienes jurídicos tutelados; tampoco, la forma en que se tramitan las causas penales, ni si determinada tramitación es la más adecuada conforme a la legislación ordinaria. Tanto más, si la ley especifica de la materia establece los requisitos de procedibilidad que debe observar toda acción penal, y una vez instaurada ésta, prevé el uso de medios de defensa y recursos ordinarios que todo procesado puede accionar y que, en el presente caso, no han sido ejercitados por el imputado.
15. De otra parte, porque al no haberse emitido pronunciamiento final sobre los hechos instruidos, continúa latente  la presunción de inocencia. 

Por esta presunción iuris tantum, a todo procesado se le considera inocente mientras no se le pruebe su culpabilidad; vale decir, hasta que no se exhiba prueba en contrario; y rige desde el momento en que se imputa a alguien la comisión de un delito, quedando el investigado en estado de sospecha durante toda la tramitación del proceso, el cual sólo tendrá fin cuando se expida la sentencia que resuelva definitivamente el caso.

16. Sin embargo, del contenido de la demanda se infiere que lo que el recurrente realmente pretende no es que este Tribunal declare la nulidad del auto de apertura de instrucción dictado contra el favorecido, Peralta Huatuco, en la causa penal N.º 172-2004 como consecuencia de alguna inconstitucionalidad que lo afecte; sino, que se subrogue en las facultades reservadas al juez ordinario para determinar la calificación del tipo penal, la suficiencia probatoria exigida para la apertura de instrucción, la acumulación procesal, asunto que resulta manifiestamente incompatible con la naturaleza del proceso constitucional de hábeas corpus.

§. Sobre la Prescripción:

17. No obstante, es menester precisar que, si bien la calificación del tipo penal es atribución del juez penal, la tutela jurisdiccional efectiva se concreta a través de las garantías que, dentro de un íter procesal diseñado en la ley, están previstas en la Constitución Política del Perú, razón por la cual el Tribunal Constitucional estima conveniente pronunciarse  sobre la prescripción de la acción penal.

18. Conforme a lo expresado en anterior oportunidad por este Tribunal, “[L] a prescripción, desde un punto de vista general, es la institución jurídica mediante la cual, por el transcurso del tiempo, la persona adquiere derechos o se libera de obligaciones (...). Y, desde la óptica penal, es una causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada en la acción del tiempo sobre los acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius punendi, en razón de que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas memoria social de la misma” [STC N.o1805-2005-PHC Fundamentos 6o y 7º].

19. Es decir que  mediante la prescripción se limita la potestad punitiva del Estado, dado que se extingue la posibilidad de investigar un hecho criminal y, con él, la responsabilidad del supuesto autor o autores del mismo.

20. En este orden de ideas, resulta lesivo a los principios de economía y celeridad procesal, vinculados al debido proceso, que el representante del Ministerio Público, titular de la acción penal, sostenga una imputación cuando ésta se ha extinguido, o que formule denuncia penal cuando la potestad persecutoria del Estado, por el transcurso del tiempo, se encuentra extinguida, y que el órgano jurisdiccional abra instrucción en tales supuestos, o prosiga la tramitación de un proceso prescrito. 

Por consiguiente, es obligación funcional tanto del defensor de la legalidad como del órgano jurisdiccional observar estrictamente los plazos legales establecidos, para no incurrir en los abusos de derecho proscritos por el artículo 103º de la Norma Suprema.

§. Sobre la presunta detención arbitraria  

21. El demandante sostiene que  el presente proceso constitucional tiene por objeto que se tenga por no presentada la denuncia fiscal y, consecuentemente, se “[d] eje  sin efecto  el mandato de detención, dictado en un escandaloso proceso irregular”  [Tomado el petitorio de la demanda fs. 85/93].

22. Para dictar la medida cautelar de detención preventiva, el artículo 135º del Código Procesal Penal dispone que procede si, atendiendo a los primeros recaudos acompañados por el Fiscal Provincial, es posible de determinar la presencia simultanea e indistinta de :

a) Que existen suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito doloso que vincule al imputado como autor o partícipe del mismo.

b) Que la sanción a imponerse sea superior a los cuatro años de pena privativa de libertad; y,

c) Que existen suficientes elementos probatorios para concluir que el imputado intenta eludir la acción de la justicia o perturbar la actividad probatoria. No constituye criterio suficiente para establecer la intención de eludir a la justicia, la pena prevista en la Ley para el delito que se le imputa.

23. En tal sentido, esta medida de última ratio entre las opciones que dispone un juez para asegurar el éxito del proceso penal,  no sólo señala parámetros objetivos que informan al órgano jurisdiccional sobre la forma en que debe llevarse a cabo la sustanciación del proceso, sino que implica una garantía para el imputado. 

24. Tal como dejara sentado este Tribunal en pronunciamientos precedentes, "[e] l principal elemento a considerarse en el dictado de (una) medida cautelar debe ser el peligro procesal que comporte que el procesado ejerza plenamente su libertad locomotora, en relación con el interés general de la sociedad para reprimir conductas consideradas como reprochables jurídicamente. En particular, el peligro de que el procesado no interferirá u obstaculizará la investigación judicial o evadirá la acción de la justicia. 

Tales fines deben ser evaluados en conexión con distintos elementos que antes y durante el desarrollo del proceso puedan presentarse y, en forma significativa, con los valores morales del procesado, su ocupación, bienes que posee, vínculos familiares y otros que, razonablemente, le impidan ocultarse o salir del país o sustraerse de una posible sentencia prolongada" [STC 1091-2002-HC/TC, Caso Silva Checa, fundamento 18]. 

25. Al respecto, del estudio de autos se advierte que el demandante, señor Peralta Huatuco, no es habido en la causa penal N.º 172-2004, seguida en su contra por los delitos de Peculado, Concusión, Falsedad Genérica, y otros en agravio de la Municipalidad Distrital de Los Organos – Talara, puesto que nunca se puso a derecho, conforme refieren los Oficio N.os 141-2004-2.º J.E.P.T  y 063-2005, cursados por el juez del Segundo Juzgado Penal de Talara, con lo cual se evidencia una sospecha razonable de  que peligra la culminación del proceso y, con ello, la especial obligación de esclarecimiento que este tipo de ilícitos conlleva. Hecho que, valorado conjuntamente con la suficiencia probatoria presentada por el Ministerio Público, como recaudo de la denuncia, y  la prognosis de pena de los delitos instruidos, hacen colegir que la medida cautelar dictada cumple con los presupuestos legales establecidos. 

A mayor abundamiento, cuando el proceso de hábeas corpus se encontraba en sede constitucional,  la Sala Descentralizada de Sullana confirmó el mandato de detención apelado por el demandante, al considerar “[q] ue los nuevos actos de investigación no cuestionan la suficiencia probatoria que dio lugar a la medida” [Tomado de la resolución de la Sala Descentralizada de Sullana, su fecha 10 de junio de 2004].

26. Por consiguiente, la medida cautelar dictada no lesiona los derechos constitucionales del demandante, resultando de aplicación el artículo 2º del Código Procesal Constitucional, Ley 28237.     

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política del Perú  le confiere

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA  la demanda de hábeas corpus de autos.

Publíquese y notifíquese.

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN 

GARCÍA TOMA 

LANDA ARROYO 
EXP. N° 3361-2005-PHC/TC

LIMA 

MARIO EFRAÍN 

GILVONIO MISARI
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 27 días del mes de junio de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Vergara Gotelli y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Mario Efraín Gilvonio Misari contra la resolución de la Primera Sala Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 111, su fecha 30 de noviembre de 2004, que declara improcedente el hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 13 de setiembre de 2004, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus contra la Sala Nacional de Terrorismo, solicitando su inmediata excarcelación. Afirma encontrarse recluido desde el 17 de noviembre de 1992; que fue procesado y condenado a una pena de cadena perpetua, y que, al haberse declarado la nulidad del proceso, se dispuso nuevo auto apertorio sin disponer su libertad. Alega que su condición jurídica es la de detenido, mas no de sentenciado; que, habiendo transcurrido más de 141 meses de reclusión hasta la fecha de interposición de la demanda, ha vencido en exceso el plazo máximo de detención previsto en el artículo 137° del Código Procesal Penal, por lo que su detención se ha convertido en arbitraria, vulnerándose su derecho a ser juzgado en un plazo razonable.

Agrega que las leyes que restringen la libertad individual, sean estas de carácter sustantivo o procesal penal, deben estar vigentes con anterioridad a la fecha en que se produce la detención, y no pueden ser retroactivas, salvo que beneficien al detenido, conforme lo señala el artículo 103° de la Constitución, el cual no distingue entre ley penal sustantiva, procesal penal o de ejecución.

Realizada la investigación sumaria, se tomó la declaración del accionante, quien se ratifica en los términos de su demanda, señalando que fue juzgado en el Fuero Militar imponiéndosele una pena de cadena perpetua, la misma que fue anulada, disponiéndose nuevo proceso en el Fuero Común. Por su parte, los Vocales integrantes del Colegiado “C” de la Sala Nacional de Terrorrismo, los señores Carlos Augusto Manrique Suárez, Dante Terrel Crispín y José de Vinatea Vara Carrillo, refirieren que el accionante se encuentra detenido por mandato judicial y que el plazo máximo de detención aún no ha vencido, pues, conforme el Decreto Legislativo N.º 922, el mismo se comienza a computar desde la fecha de anulación del proceso en el Fuero Militar.        

El Cuadragésimo Cuarto Juzgado Penal de Lima, con fecha 14 de setiembre de 2004, declaró improcedente la demanda, por considerar que, de acuerdo al Decreto Legislativo N.º 922, la declaración de nulidad no tendrá como efecto la libertad de los imputados y que el plazo límite de la detención se computará desde la fecha del nuevo auto apertorio de instrucción, el mismo que aún no ha vencido.     

La recurrida confirmó la apelada por considerar que, a la fecha de producida la anulación, ya se encontraba vigente la modificatoria del artículo 137° del Código Procesal Penal, según la cual, en los casos en que se declare la nulidad de procesos seguidos en fueros distintos, el plazo de detención se computará desde la fecha del nuevo auto apertorio de instrucción.

FUNDAMENTOS:
1. La demanda tiene por objeto que se disponga la excarcelación del accionante. En el caso de autos, se alega que el plazo límite de detención establecido por el artículo 137° del Código Procesal Penal ha vencido.

§. Delimitación del Petitorio: 

2. El demandante afirma que se ha producido una doble afectación constitucional:

a) Detención arbitraria originada por el vencimiento del plazo legal de detención preventiva.

b) Vulneración de las garantías del debido proceso respecto del plazo razonable, debido a la duración ilimitada de su detención por la aplicación de dispositivos procesales penales que no estuvieron vigentes al momento de su detención.  

3. Resulta importante precisar que, si bien el proceso de hábeas corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho al debido proceso, en el presente caso, y en otros similares, habida cuenta que se han establecido judicialmente restricciones al pleno ejercicio de la libertad locomotora, luego de la imposición de la medida cautelar de detención preventiva, el Tribunal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad constitucional de los actos judiciales considerados lesivos. 

§. Materias Sujetas a Análisis Constitucional: 

4. A lo largo de la presente sentencia, este Colegiado debe determinar:

a) Si se ha lesionado el derecho que tiene el recurrente al ejercicio pleno de las facultades que, sobre la impartición de justicia, consagra la Constitución Política del Perú.

b) Si por el tiempo transcurrido en detención preventiva se ha terminado afectando la libertad personal del demandante.

§. De los Límites a la Libertad Personal:
5. Conforme a lo enunciado por este Tribunal en reiterada jurisprudencia, la libertad personal no es sólo un derecho fundamental reconocido, sino un valor superior del ordenamiento jurídico, pero su ejercicio no es absoluto e ilimitado; se encuentra regulado y puede ser restringido mediante ley. Por ello, los límites a los derechos pueden ser impuestos por la misma norma en que se reconocen tales derechos.

6. El caso de autos se encuentra comprendido en la limitación precedente señalada. Conforme al artículo 2°, inciso 24, literal b), de la Constitución Política del Perú, no se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la ley. Por tanto, para esclarecer la controversia, debe establecerse si el periodo de detención preventiva que cumple el demandante constituye una restricción del derecho a la libertad previsto en la ley y la Constitución.

§. Vulneración del Derecho a la Libertad Individual y Exceso de Detención: 

7. Este Tribunal, en reiterada jurisprudencia, ha sostenido que “como todo derecho  fundamental, el de la libertad personal tampoco es un derecho absoluto, pues como establecen los ordinales a) y b) del inciso 24) del artículo 2° de la Constitución Política del Perú, aparte de ser regulados, pueden ser restringidos o limitados mediante ley”[Exp. Nº 1091-2002-HC/TC]. En efecto, conforme al artículo 2°, inciso 24, literal b), de la Constitución, no se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la ley. Por tanto, para determinarse la controversia, debe determinarse si el periodo de detención preventiva que cumple el demandante constituye una restricción del derecho a la libertad previsto en la ley y la Constitución.

8. El Decreto Legislativo N.° 922, que norma la anulación en los procesos por delito de traición a la patria seguidos ante el Fuero Militar, señala, en su artículo 4°, que el plazo límite de detención conforme al artículo 137º del Código Procesal Penal, en los procesos en los que se aplique tal norma, “(...) se inicia a partir del auto de apertura de instrucción del nuevo proceso”, en tanto que, en su artículo 3º, precisa que las referidas anulaciones “(...) no tendrán como efecto la libertad de los imputados”.

9. Con relación a la aplicación de las normas penales, este Tribunal ha sostenido, en reiterada jurisprudencia, que “[e] n la aplicación de normas procesales penales rige el principio tempus regit actum, que establece que la ley procesal aplicable en el tiempo es la que se encuentra vigente al momento de resolver [Exp. Nº 2196-2002-HC/TC]. 

10. Siendo ello así, resulta de aplicación al caso de autos el artículo 1° de la Ley N.º 28105, que desde el 21 de noviembre de 2003 modifica el artículo 137° del Código Procesal Penal, estableciendo que el plazo de detención en el proceso penal ordinario tiene una duración máxima de 18 meses, y que se duplicará en caso de que el proceso sea por los delitos de terrorismo, tráfico de drogas, espionaje u otro de naturaleza compleja seguido contra más de diez imputados.

11. En las copias certificadas que obran en autos, consta que con fecha 26 de febrero de 2003 la Sala Nacional de Terrorismo declaró la nulidad de la condena impuesta por traición a la patria en el Fuero Militar y se dispuso que los autos se remitan al Fiscal Provincial Especializado para que proceda conforme a sus atribuciones. El nuevo auto de apertura de instrucción, expedido por el Primer Juzgado Especializado Penal en Delito de Terrorismo, obrante a fojas 55 de autos, es de fecha 11 de marzo de 2003, fecha desde la cual se inicia el cómputo del plazo establecido en el artículo 137º del Código Procesal Penal, el mismo que, tratándose de un proceso por el delito de terrorismo, es de 36 meses, los que a la fecha no han transcurrido; por consiguiente, la demanda debe ser declarada infundada .
Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la demanda de hábeas corpus de autos.

SS.

ALVA ORLANDINI

VERGARA GOTELLI

LANDA ARROYO
EXP. N° 4856-2005-PHC/TC

LIMA

PABLO PILLACA RODRÍGUEZ
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 8 días del mes de agosto de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional integrada por los magistrados Alva Orlandini, Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Pablo Pillaca Rodríguez contra la sentencia de la Cuarta Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 85, su fecha 31 de mayo de 2005, que declara improcedente la demanda de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES: 

Con fecha 5 de abril de 2005, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus contra el Presidente de la Sala Nacional de Terrorismo, solicitando que se deje sin efecto el mandato de detención dictado en el proceso penal N.º 511-03, seguido en su contra por el delito de Traición a la Patria; manifiesta que fue procesada y condenada por tribunales militares a cadena perpetua por el delito de terrorismo, y que, al haberse declarado la nulidad de su proceso por sentencia del Tribunal Constitucional, se le abrió nuevo proceso penal, en el cual se dictó mandato de detención. Alega que su condición jurídica es la de detenido, mas no de sentenciado, y que, habiendo transcurrido más de  9 años y 93 días de reclusión hasta la fecha de interposición de la demanda, ha vencido en exceso el plazo máximo de detención previsto en el artículo 137º del Código Procesal Penal, por lo que su detención deviene en ilegal, vulnerándose su derecho a ser juzgado en un plazo razonable. Agrega que las leyes que restringen la libertad individual, sean éstas de carácter sustantivo o procesal penal, deben estar vigentes con anterioridad a la fecha en que se produce la detención, y que no pueden ser retroactivas, salvo que beneficien al detenido, conforme lo señala la Constitución Política del Perú, la cual no distingue entre ley penal sustantiva, procesal penal o de ejecución. 

Realizada la investigación sumaria, la demandante rinde su declaración indagatoria, que obra en autos a fojas 8, ratificándose en los términos de su demanda y señalando, además, que lleva once años preso y en la expedición del nuevo mandato de detención no se ha tomado en cuenta que se encuentra detenido desde el año 1995.  

Por su parte, la señora Clotilde Cavero Nalvarte, Vocal de la Sala Penal Nacional, sostiene que no existe detención arbitraria, y que el plazo de detención se computará desde la fecha en que se dicte el nuevo auto que abra instrucción en el nuevo proceso, por lo que el plazo límite de detención no ha vencido.

El Procurador Adjunto a Cargo de los Asuntos Judiciales del Poder Judicial, con fecha 18 de abril de 2005, se apersona al proceso solicitando que se declare improcedente la demanda por tratarse el cuestionado de un proceso regular, ante el cual la demanda de hábeas corpus no puede ser eficaz.

El Vigésimo Cuarto Juzgado Especializado en lo Penal de Lima, con fecha 14 de abril de 2005, declaró infundada la demanda, por considerar que no se acredita el exceso de detención invocado, puesto que, encontrándose la demandante sujeta a instrucción por el delito de terrorismo, el cómputo del plazo de detención establecido en el artículo 137º del Código Procesal Penal se inicia a partir de la fecha de expedición del nuevo auto de detención. 

La recurrida confirmó la apelada, entendiéndola como improcedente por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. La demanda tiene por objeto que se disponga la excarcelación del accionante. Se alega que el plazo límite de detención establecido por el artículo 137° del Código Procesal Penal ha vencido.

§. Delimitación del Petitorio:
2. El actor afirma que se ha producido la afectación constitucional por cuanto su detención ha devenido en arbitraria a tenor de que se ha producido el vencimiento del plazo legal de detención preventiva.

3. Resulta importante precisar que, si bien el proceso de hábeas corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho al debido proceso, en el presente caso, y en otros similares, habida cuenta de que se han establecido judicialmente restricciones al pleno ejercicio de la libertad locomotora luego de la imposición de la medida cautelar de detención preventiva, el Tribunal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad constitucional de los actos judiciales considerados lesivos.

§. Materias Sujetas a Análisis Constitucional:
4. A lo largo de la presente sentencia, este Colegiado debe llegar a determinar:

a) Si se ha lesionado el derecho que tiene el recurrente al ejercicio pleno de las facultades que, sobre la impartición de justicia, consagra la Constitución Política del Perú.

b) Si por el tiempo transcurrido en detención preventiva se ha terminado afectando la libertad personal del demandante.

§. De los Límites a la Libertad Personal: 

5. Conforme a lo enunciado por este Tribunal en reiterada jurisprudencia, la libertad personal es no es sólo un derecho fundamental reconocido, sino un valor superior del ordenamiento jurídico, pero su ejercicio no es absoluto e ilimitado; se encuentra regulado y puede ser restringido mediante ley. Por ello, los límites a los derechos pueden ser impuestos por la misma norma que reconoce el derecho; por el ejercicio de uno o más derechos constitucionales, o por el ejercicio de uno o varios bienes jurídicos constitucionales. 

6. El caso de autos se encuentra comprendido en el primer tipo de límites. En efecto, conforme al artículo 2°, inciso 24, literal b), de la Constitución, no se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por ley. Por tanto, para esclarecer la controversia, debe establecerse si el periodo de detención preventiva que cumple la demandante constituye una restricción del derecho a la libertad prevista en la ley y compatible con la Constitución Política del Perú.

§. De la Afectación a la Libertad Individual por Exceso de Detención:
7. El artículo 9º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece que toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.

8. De ello se infiere que la detención preventiva constituye una de las formas constitucionales de garantizar que el procesado comparezca a las diligencias judiciales.

§. La Legislación Penal en Materia Antiterrorista:
9. De autos se advierte que el demandante fue procesado y condenado a 30 años de pena privativa de libertad por el delito de traición a la patria, juzgamiento que estuvo a cargo de tribunales militares. Sin embargo, este Tribunal, en la STC N.º 10-2003-AI, declaró la nulidad de los procesos que fueron tramitados en el fuero castrense.

10. El Decreto Legislativo N.º 922, que, conforme a la STC N.º10-2003-AI expedida por este Tribunal Constitucional, regula la nulidad de los procesos por el delito de traición a la patria, establece en su artículo 4º que, en los procesos en los que se aplique dicho Decreto Legislativo, el plazo límite de detención, acorde con el artículo 137º del Código Procesal Penal, se inicia a partir del auto de apertura de instrucción del nuevo proceso. Asimismo, preceptúa que la anulación declarada conforme con dicho Decreto Legislativo no tendrá como efecto la libertad de los imputados, ni la suspensión de las requisitorias existentes.

§. Del Presunto Exceso de Detención:
11. El artículo 137º del Código Procesal Penal señala que el plazo de detención en el proceso penal ordinario tiene una duración máxima de 18 meses, término que se duplicará automáticamente en caso que el proceso sea por delito de terrorismo, tráfico de drogas, espionaje u otro de naturaleza compleja seguido contra más de diez imputados. 

12. Respecto de la pretensión del actor, debe hacerse la siguiente precisión a) Técnicamente, el actor tuvo la calidad procesal de detenido en el fuero militar, y fue condenado por la Justicia Militar a la pena de cadena perpetua, por la comisión del delito de traición a la patria dentro de los plazos normales de detención, previa a una sentencia condenatoria. b) La corte Interamericana de Derechos Humanos ordenó remitir los autos al fuero común con fecha  30 de mayo de 1999. c) Recién el auto de apertura de instrucción en el nuevo proceso fue expedido el 2 de junio de 2003; en consecuencia, si bien el actor sufrió privación de su libertad desde el año 1995, la excarcelación se produjo en virtud de una condena, y no en cumplimiento de una medida coercitiva personal, supuesto básico para invocar la libertad por exceso de detención [EXP. N° 1170-2001-HC/TC Jaime Francisco Castillo Petruzzi].

13. Por otro lado, es importante resaltar que la facultad de administrar justicia, conferida por la Norma Suprema del Poder Judicial, debe ser ejercida con la diligencia y celeridad debidas, pero, fundamentalmente, con arreglo a la Constitución y las Leyes, a fin de resolver, dentro de los plazos previstos por la Ley procesal, los asuntos que se conozcan, en atención a una doble perspectiva: la primera, el derecho de los detenidos de que se resuelva su situación jurídica lo antes posible, más aun si les asiste el derecho constitucional de presunción de inocencia; y la segunda, el derecho de la sociedad a la seguridad de la nación y a la protección ante los ataques de los responsables de ilícitos penales.

14. Siguiendo el criterio adoptado en anterior jurisprudencia [STC 2915-2004-HC, Caso Berrocal Prudencio], este Tribunal estimó que el Poder Judicial tiene la obligación, no sólo de observar las conductas jurisdiccionales adecuadas que propicien el impulso procesal de oficio, sino también –como conductor del proceso– de hacer uso de las facultades que la ley le confiere con objeto de impedir el ejercicio de una defensa obstruccionista y las dilaciones indebidas, evitando, de ese modo, incurrir en las responsabilidades previstas por ley.

15. En tal sentido, conforme consta de las copias certificadas que obran en el expediente, el auto que apertura instrucción en el nuevo proceso fue expedido el 2 de junio de 2003, tal como se desprende la de la instrumental obrante en autos de fojas 47, fecha en que el Tercer Juzgado Penal Especializado en Terrorismo dictó mandato de detención contra la demandante y, desde el cual se inicia el cómputo del plazo al que se refiere el artículo 137º del Código Procesal Penal, cuyo vencimiento, tratándose de un proceso de terrorismo, se produce a los 36 meses, por lo que no puede afirmarse que, a la fecha, el plazo de detención haya sido superado; por consiguiente, resulta de aplicación al caso de autos, contrario sensu, el artículo 2º del Código Procesal Constitucional, Ley N.º 28237.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

1. Declarar INFUNDADA la demanda de hábeas corpus de autos. 

2. Exhortar al órgano jurisdiccional a cumplir su obligación de administrar justicia con arreglo a la Constitución y a las leyes, bajo responsabilidad.

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

ALVA ORLANDINI

GONZALES OJEDA 

GARCÍA TOMA

EXP. N° 6214-2005-PHC/TC

CALLAO

ROSANA CLAUDIA BORELINA
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 12 días del mes de setiembre de 2005, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Bardelli Lartirigoyen, Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO: 

Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Eduardo Boris Jerónimo Falcón contra la sentencia de la Tercera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia del Callao, de fojas 228, su fecha 18 de julio de 2005, que declaró infundada la demanda de proceso de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 16 de mayo de 2005, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus a favor de su patrocinada, doña Rosana Claudia Borelina, contra el Juez del Tercer Juzgado Especializado en lo Penal del Callao, el Estado peruano como parte solicitante en el proceso de extradición y el Estado argentino como parte requerida en el proceso de extradición, con el objeto que se disponga la inmediata libertad de la favorecida, alegando que se encuentra detenida más de 36 meses, por lo que, conforme lo establece el artículo 137° del Código Procesal Penal, solicita que se deje sin efecto el mandato de detención y orden de captura internacional, oficiándose para ello al Juzgado Federal Criminal y Correccional N.° 2, de Lomas de Zamora, y a la INTERPOL. 

Señala que, con fecha 17 de mayo de 2002, la favorecida fue detenida en el aeropuerto de Ezeiza de la ciudad de Buenos Aires, por haberse expedido en su contra mandato de detención por orden del Juzgado Penal del Callao, por el delito de tráfico ilícito de drogas, proceso en el cual tiene la condición de reo ausente. Manifiesta que, no obstante haberse vencido el plazo máximo de detención preventiva, aún se mantiene en trámite el proceso de extradición activa solicitada por el Estado peruano al Estado argentino. Por último, alega que anteriormente interpuso dos procesos de hábeas corpus que fueron conocidos por este Colegiado, los cuales fueron desestimados por haberse interpuesto antes de que venza el plazo máximo de detención. Cumplido con dicho plazo, solicita que se ordene su libertad inmediata, notificándose, vía exhorto, al Juzgado Federal Criminal y Correccional N.° 2 de Lomas de Zamora, pues es la autoridad que la tiene en custodia.

El Procurador Público Adjunto a cargo de los asuntos judiciales del Poder Judicial contesta la demanda señalando que el mandato cuestionado ha sido expedido dentro de un proceso regular, respetándose las garantías de la administración de justicia contempladas en el artículo 139° de la Constitución Política del Perú.

El Noveno Juzgado Especializado en lo Penal del Callao, con fecha 27 de mayo de 2005, declaró improcedente la demanda, por considerar que a quienes les corresponde pronunciarse sobre el exceso de detención es a las autoridades que han ordenado dicho mandato esto es, a las autoridades argentinas, más aún cuando la favorecida se encuentra detenida en dicho país. En consecuencia, señala que no tiene competencia para pronunciarse sobre la excarcelación solicitada por exceso de detención.

La recurrida, revocando la apelada, declaró infundada la demanda, por considerar que la beneficiaria en este proceso aún  no se encuentra  a disposición de los órganos jurisdiccionales peruanos, pues se encuentra en condición de ausente, y que la demora en expedir la resolución correspondiente no es responsabilidad del Estado peruano sino del argentino, pues se debe esperar la conclusión del proceso de extradición a fin de llevar a cabo el juicio oral correspondiente. En consecuencia, argumenta que si la accionante viene sufriendo detención por mucho tiempo, ello se debe a la dilación del proceso de extradición, no imputable al órgano jurisdiccional peruano.

FUNDAMENTOS:
1. El objeto del presente proceso constitucional es que se disponga la inmediata excarcelación de la favorecida, alegándose que se encuentra detenida preventivamente más de 36 meses, por lo que, invocando el artículo 137° del Código Procesal Penal, solicita que se deje sin efecto el mandato de detención y la orden de su captura internacional.

3. La misma favorecida en esta causa, anteriormente interpuso dos procesos de hábeas corpus, los cuales fueron resueltos en última instancia por este Colegiado, a través de las sentencias recaídas en los Expedientes N.os 740-03-HC/TC y 1508-04-HC/TC, declarándose en ambos casos las demandas infundadas, argumentándose que  el mandato de detención cuestionado no era arbitrario ni  vulneraba derechos constitucionales de la favorecida y, por otro lado, que no podía ordenarse la inmediata libertad de la misma por no haber vencido el plazo máximo de detención de 36 meses, a que se refiere el artículo 137° del Código Procesal Penal.

4. La Ley N.° 27753, que modifica el artículo 137° del Código Procesal Penal, vigente a la fecha de detención de la favorecida, respecto al plazo de detención preventiva, establece que:  “ (...) no durará más de nueve meses en el procedimiento ordinario y 18 meses en el procedimiento especial (...). Tratándose de delitos de tráfico ilícito de drogas, terrorismo, espionaje y otros de  naturaleza compleja seguido contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas, o del  Estado, el plazo límite de detención se duplicará. A su vencimiento, sin haberse dictado la sentencia de primer grado, deberá decretarse la inmediata libertad del inculpado, debiendo el juez disponer las medidas necesarias para asegurar su presencia en las diligencias judiciales (...)”.

5. Si bien el artículo 137° del Código Procesal Penal  regula los plazos máximos de detención preventiva, precisando que el mantenimiento de la situación de prisión por un tiempo excesivo al previsto legalmente, lesiona el derecho a la libertad personal, debe resaltarse que la prescripción de dejar en inmediata libertad al procesado al vencimiento del plazo máximo de detención, en este caso 36 meses, por no haberse dictado sentencia de primer grado, de acuerdo al criterio establecido por este Colegiado en la sentencia recaída en el expediente N.° 2915-04-HC/TC, está referida al supuesto de que la autoridad jurisdiccional haya actuado con negligencia, ya sea al  haberse negado o no haber podido juzgar al encausado dentro del plazo legal previsto en el artículo señalado anteriormente.

6. En el presente caso, conforme se aprecia a fojas 63, mediante la resolución judicial de fecha 20 de setiembre de 2000, se declaró haber mérito para pasar a juicio oral contra la demandante y otro, por el delito de tráfico ilícito de drogas, reservándose el señalamiento de fecha para el juicio oral por haber sido declarada reo ausente.

7. De acuerdo al artículo 139°, inciso 12), de la Constitución Política del Perú, uno de los principios y derechos de la función jurisdiccional es de que no se debe condenar en ausencia, lo cual se encuentra concordado con el artículo 14°, numeral 3, ordinal d), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al señalar que toda persona acusada de un delito tiene derecho en plena igualdad a: “(...) hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente (...).”. Asimismo, el Código de Procedimientos Penales, en los artículos 318° y 322°, regula el juicio contra los reos ausentes, señalando que se reservará el proceso hasta que el acusado sea habido y que, luego de su aprehensión, el Tribunal fijará día para llevarse a cabo el juicio oral.

8. Teniendo en cuenta que la beneficiaria en este proceso fue detenida en la ciudad de Buenos Aires el 17 de mayo de 2002, según se aprecia del radiograma obrante a fojas 66, mediante la resolución judicial de fecha 20 de mayo de 2002 se dispuso solicitar, con carácter de urgencia, por vía diplomática, la detención provisional de la procesada Rosana Claudia Borelina con fines de ulterior e inmediata extradición activa. Cabe recalcar que, de acuerdo al Oficio N.° 5624-2005-DGPNP/INTERPOL-L-DIVITID, de fecha 24 de mayo de 2005, obrante a fojas 109, la beneficiaria se encuentra detenida en Buenos Aires y que el proceso de extradición activa se encuentra pendiente de resolver ante la Corte Suprema de Justicia de Argentina, dado que la favorecida interpuso recurso de apelación ante dicha instancia.

9. En consecuencia, se encuentra acreditado en autos que doña Rosana Claudia Borelina, si bien se encuentra sufriendo detención preventiva por más de 36 meses, no se debe a una actitud negligente por parte de los órganos jurisdiccionales peruanos, sino a la demora en la tramitación del proceso de extradición activa, pendiente de resolver por la Corte Suprema de Justicia de Argentina. En tal sentido, los plazos máximos de detención regulados por el artículo 137° del Código Procesal Penal no son aplicables a aquellos casos, como en el presente, en el que el procesado no ha sido sentenciado en primera instancia por tener la condición de reo ausente, pues caso contrario se estaría vulnerando el principio de no ser condenado en ausencia, consagrado en el artículo 139°, inciso 12), de la Constitución.

10. Por último, con relación a la afirmación realizada por la defensa de la favorecida en el punto 5.7 de su recurso de agravio constitucional, obrante a fojas  237, en el sentido que se debe computar a favor de la extraditada el tiempo transcurrido desde su prisión durante la decisión de la extradición, debe resaltarse que, de acuerdo al artículo 23°, inciso 3), de la Ley N.° 24710, una vez concedida la extradición, el Gobierno entregará al extraditado al agente o al representante diplomático del Estado solicitante, para cuyo efecto, el Estado solicitante ( en este caso el peruano) asume, entre otros, el compromiso de computar a favor del extraditado el tiempo transcurrido desde su prisión, durante la decisión de la extradición.

11. A fin de evitar situaciones de incertidumbre jurídica con relación a aquellos procesados que fueron detenidos en el extranjero debido a un mandato de detención expedido por órganos jurisdiccionales peruanos y que como tal fueron declarados reos ausentes, toda vez que se encuentran pendiente de resolución el proceso de extradición activa solicitado por el Estado peruano, este Colegiado considera necesario recomendar al Poder Judicial y al Poder Ejecutivo para que adopten las medidas necesarias a fin de que se actúen las diligencias pertinentes para obtener la declaración del procesado, constituyéndose para tal efecto en el lugar donde éste se encuentre.

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

 Declarar INFUNDADO el proceso de hábeas corpus.

1. Se exhorta a los Poderes Ejecutivo y Judicial a fin de que adopten las medidas del caso para el cumplimiento de lo dispuesto en el fundamento N° 10 de la presente resolución.

Publíquese y notifíquese.

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA 

EXP. N° 7361-2005-PHC/TC

LIMA

JACQULINE ANTONIETA 

BELTRÁN ORTEGA
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
En Lima, a los 17 días del mes de octubre de 2005, reunido el Tribunal Constitucional en sesión de Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Presidente; Bardelli Lartirigoyen, Gonzales Ojeda, García Toma, Vergara Gotelli y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por doña América Ortega Benel contra la sentencia de la Cuarta Sala Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 327, su fecha 12 de agosto de 2005, que declaró improcedente la demanda de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 18 de abril de 2005, la recurrente interpone demanda de hábeas corpus a favor de su hija, doña Jacqueline Antonieta Beltrán Ortega, y la dirige contra la Primera Sala Penal Especial de la Corte Superior de Justicia de Lima, integrada por las vocales Villa Bonilla, Tello de Ñeco y Piedra Rojas, por violación a la libertad individual, mediante la expedición de la resolución judicial N.º 30, recaída en el incidente 020-2001-“F”, que revocó el beneficio de semilibertad concedido a la beneficiaria por el Sexto Juzgado Penal Especial. Sostiene que la Constitución Política del Perú prohíbe la prisión por deudas; pese a ello, las vocales emplazadas envían a prisión a la beneficiaria, ya que ésta no puede garantizar de manera suficiente una deuda a favor del Estado. Aduce que la favorecida ha cumplido largamente con los dos tercios de la pena impuesta; que no cuenta con dinero para pagar la reparación civil porque que se le abrió instrucción con mandato de detención que, posteriormente, fue variado a arresto domiciliario, circunstancia que no le permitió trabajar para hacer efectivo el pago de la reparación civil, razón por la cual presentó fianza otorgada por la demandante, la misma que al considerarla insuficiente determinó que la Sala emplazada declarara improcedente el beneficio solicitado, vulnerando con ello su derecho constitucional. Finalmente, alega que la aplicación de Ley N.º 27770 a la solicitud de semilibertad trasgrede el derecho de la beneficiaria a que se le aplique la ley más favorable al reo, tanto más, si ésta no se encontraba vigente al momento en que se cometió el delito. 

Realizada la investigación sumaria, la beneficiaria se ratifica en el contenido de la demanda. Por su parte, las magistradas emplazadas refieren de manera uniforme que no existe vulneración constitucional, alegan que los beneficios penitenciarios son, como su nombre indica, beneficios previstos en la ley, que no constituyen derechos, por lo que mal podría la demandante reclamarlos como derechos de la beneficiaria.

El Procurador Adjunto a cargo de los asuntos judiciales del Poder Judicial se apersona en el proceso y solicita que se declare improcedente la demanda aduciendo que, en vista de que el incidente ha sido tramitado de manera regular, la demanda de hábeas corpus no resulta eficaz.

El Trigésimo Segundo Juzgado Penal de Lima, con fecha 24 de junio de 2005, declara improcedente la demanda considerando que la beneficiaria no se encuentra privada de su libertad en virtud del no pago de la reparación civil, sino en cumplimiento de una condena.

La recurrida confirma la apelada por similares fundamentos, adicionando que la aplicación de la ley N.º 27770 no lesiona los derechos de la beneficiaria, toda vez que la invocada se encontraba vigente al momento en que se solicitó el beneficio. 

FUNDAMENTOS

1. El objeto de la demanda es que se ordene a las emplazadas otorgar el beneficio penitenciario de semilibertad a la beneficiaria pues, al pronunciarse sobre su improcedencia, no sólo aplicaron una ley que no se encontraba vigente al momento de cometerse el delito, sino que violentaron con ello la prohibición constitucional de aplicar prisión por deudas.

§. Materias Constitucionalmente Relevantes:
2. En el presente caso, el aspecto constitucionalmente relevante será determinar si al expedir la resolución judicial cuestionada se respetaron los derechos constitucionales de la beneficiaria. Esto es, si a la solicitud de semilibertad se resolvió aplicando el dispositivo legal correcto y si, al declararse improcedente el beneficio concedido en primera instancia, se respetó el derecho de la beneficiaria a no ser pasible de prisión por deudas.

§. La Legislación Aplicable a la Solicitud de Beneficios Penitenciarios: 

3. La demandante considera que resolver la solicitud de beneficios penitenciarios aplicando la Ley N.º 27770 lesiona el derecho de la beneficiaria a que se le aplique la ley mas favorable, toda vez que dicho dispositivo no se encontraba vigente al momento de cometerse el delito. 

4. En este sentido, la cuestión en debate es: ¿cuál ha de ser el momento que establezca la legislación aplicable para resolver un determinado acto procedimental, como el que acontece, con el de los beneficios penitenciarios aquí abordados?

5. Al respecto, es importante señalar que la garantía contenida en el inciso 3) del artículo 139º de la Constitución Política del Perú, asegura al justiciable no ser sometido a proceso distinto al previamente establecido, no pudiéndose, en consecuencia, alterar dicho proceso cuando la norma es modificada con posterioridad, de manera que cualquier modificación realizada posteriormente no puede ser aplicable.  

De ahí lo sostenido por este Colegiado (...) cuando establece que “el momento que ha de marcar la legislación aplicable para resolver un determinado acto procedimental, como el que atañe a los beneficios penitenciarios, está representado por la fecha en la cual se inicia el procedimiento destinado a obtener el beneficio penitenciario, esto es, el momento de la presentación de la solicitud para acogerse a éste”. (STC. N.º 2096-2002-HC, Caso Saldaña Saldaña)

6. En tal sentido, conforme se acredita de autos (fs.133/137), la beneficiaria Beltrán Ortega solicitó que se organice el expediente de semilibertad, con fecha 28 de junio de 2004, fecha en la cual se encontraba vigente la Ley N.º 27770, que desde el 28 de junio de 2002 regula el otorgamiento de beneficios penales y penitenciarios a aquellos que cometen delitos graves contra la Administración Pública, dispositivo que fue aplicado en primera y segunda instancia a su solicitud de semilibertad, toda vez, que la favorecida fue condenada por delito de Tráfico de Influencias, ilícito previsto en el artículo 400º Capítulo II, sobre Delitos Cometidos por Funcionarios Públicos del Código Penal. 

A mayor abundamiento, el artículo 2º, inciso c), de la mencionada ley, dispone expresamente que “(...) la presente ley se aplica a los condenados por delito de corrupción de funcionarios en todas sus modalidades, incluidas las cometidas por particulares”. De lo cual se colige que la aplicación de la Ley N.º 27770 a la solicitud de beneficios penitenciarios de la favorecida no lesiona derecho constitucional alguno. 

§. La Presunta Vulneración Constitucional por Prisión por Deudas: 

7. La demandante alega que “(...) la Constitución prohíbe la prisión por deudas, pese a ello, las vocales emplazadas envían a prisión a la beneficiaria, ya que ésta no puede garantizar de manera suficiente una deuda a favor del Estado”.

8. El artículo 2°, inciso 24), literal c, de la Constitución Política del Perú señala, como uno de los contenidos constitucionalmente garantizados de la libertad y seguridad personal, que no hay prisión por deudas y que este principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios. 

9. En ese sentido, el Tribunal Constitucional ha sostenido que: “cuando el citado artículo prohíbe la prisión por deudas, con ello se garantiza que las personas no sufran restricción de su libertad locomotora por el incumplimiento de obligaciones, cuyo origen se encuentra en relaciones de orden civil. La única excepción a dicha regla se da, como la propia disposición constitucional lo señala, en el caso del incumplimiento de deberes alimentarios (...). Sin embargo, tal precepto –y la garantía que ella contiene– no se extiende al caso del incumplimiento de pagos que se establezcan en una sentencia condenatoria. En tal supuesto, no es que se privilegie (...) el carácter disuasorio de la pena en desmedro de la libertad individual del condenado, sino, fundamentalmente, la propia eficacia del poder punitivo del Estado y los principios que detrás de ella subyacen, como son el control y la regulación de las conductas de acuerdo con ciertos valores y bienes jurídicos que se consideran dignos de ser tutelados”. (Caso Ángel Alfonso Troncoso Mejía, Exp. N.° 1428-2002-HC/TC).

10. En el presente caso, a fojas 9 y 10, obra la resolución cuestionada que declara improcedente el beneficio concedido en primera instancia, por considerar que “ (...) la solicitante no ha cumplido con lo expresamente dispuesto en la ley, pues la fianza que otorga Benel Ortega no garantiza su pago, al no haber acreditado tener la solvencia económica que permita realizar al juzgador prognosis de su cumplimiento”. 

11. El artículo 4º de la Ley N.º 27770 señala que las personas condenadas por delitos de Corrupción de Funcionarios, en todas sus modalidades, incluidas las cometidas por particulares, podrán recibir el beneficio de “(...) Semilibertad a que se refieren los artículos 48° a 52° del Código de Ejecución Penal, cuando se haya cumplido las dos terceras partes de la pena y previo pago del íntegro de la cantidad fijada en la sentencia como reparación civil y de la multa o, en el caso del interno insolvente, la correspondiente fianza en la forma prevista en el artículo 183º del Código Procesal Penal”.

12. El artículo 183º del Código Procesal Penal precisa que cuando el imputado –en el presente caso el condenado– “(...) carezca de solvencia económica ofrecerá fianza personal escrita de una persona natural o jurídica”.

El artículo 1868º del Código Civil define al fiador como la persona que se obliga frente al acreedor a cumplir determinada prestación, en garantía de una obligación ajena, si ésta no es cumplida por el deudor, precisando que es requisito del fiador a) ser persona capaz de obligarse, b) ser propietaria de bienes suficientes para cubrir la obligación y realizables dentro del territorio de la República, donde debe cumplirse la obligación del deudor (Artículo 1876º del acotado). 

13. En este orden de ideas, la resolución cuestionada, al declarar improcedente el benéfico penitenciario concedido en primera instancia y, en consecuencia, exigir que la beneficiaria dé cumplimiento al requisito sine cuanon establecido por ley para su concesión, no implica lesión a derecho constitucional alguno ni, mucho menos, evidenciaº la transgresión de la prohibición constitucional de instaurar prisión por deudas, resultando de aplicación el artículo 2º del Código Procesal Constitucional, Ley N.º 28237. 

14. Finalmente, es importante recordar que este Tribunal, en consistente línea jurisprudencial, ha sostenido que “(...) cumplir con resarcir los daños ocasionados por el delito no constituye una obligación de orden civil, sino que es una verdadera condición de la ejecución de la sanción penal” (Caso Jorge Eduardo Reátegui Navarrete, Exp. N.° 2982-2003-HC/TC). En cuyo caso su incumplimiento sí puede legitimar la decisión de declarar improcedente la concesión del beneficio penitenciario, cuyo requisito de procedibilidad es precisamente el pago del integro de la reparación civil. Esto es así porque el origen de la obligación de pago se afinca en el ámbito penal, sede en que se condenó a la beneficiaria imponiéndosele como condena el reparar el daño ocasionado por el delito. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

Declarar INFUNDADA la demanda de hábeas corpus de autos.

Publíquese y notifíquese. 

SS.

ALVA ORLANDINI 

BARDELLI LARTIRIGOYEN 

GONZALES OJEDA 

GARCÍA TOMA 

VERGARA GOTELLI 

LANDA ARROYO
Análisis Cualitativo de la Jurisprudencia:

Del total de las resoluciones materia de la Investigación correspondiente al Año 2 005, el 47% (14) fueron declaradas Infundadas, la mayoría de los cuales se refieren a acciones promovidas como consecuencia de Detenciones Ilegales o Arbitrarias, así como exceso de Detención Preventiva amparada en el Art. 137º del CPP; del mismo modo dentro de este matiz de fallos emitidos por el TC, muchos de ellos tiene como fondo la vulneración al Debido Proceso como elemento vinculante al Acto Lesivo del Derecho a la Libertad Individual. 
El Art. 2º, Núm. 24., Inc. b), establece que “No se forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la Ley...”. Tenemos el caso del exceso de detención preventiva cuestionada por el recurrente, y como ya lo habíamos en parágrafos más arriba, el Art. 137º del CPP establece como plazo máximo de la detención preventiva en nueve meses para los procedimientos ordinarios y dieciocho meses para los especiales. Este plazo último del margen especial puede duplicarse cuando por la naturaleza compleja del proceso concurran ciertos requisitos, como cuando se trate de delitos de TID, terrorismo, espionaje y otros seguidos contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas o del estado. El recurrente aduce exceso de detención preventiva sal haberse declarado nulo mediante Dec. Leg. Nº 922, sobre efectos de Delitos de Terrorismo juzgados por jueces sin rostro, los mismos que fueron declarado inconstitucionales por Sentencia del TC. Sobre estos márgenes el TC declara Infundado la causa presentada, pero para ello emite una amplia fundamentación de su fallo y plasma sobre ella la base de lo estipulado constitucionalmente por el Art. 2º, Num. 24, Inc. b), el mismo que establece que no podrá existir restricción de la libertad individual salvo en los casos previstos por Ley, este es el caso del Dec. Leg. Nº 926, el mismo que dispone que los plazos de detención para los procesos nulos recaídos sobre la base del Dec. Leg. Nº 922 se computarán a partir de la fecha de emisión de la resolución que declare la nulidad de tales procesos. Pero no todo queda allí, sino que el Tribunal hace una amplia referencia de la Legislación Supranacional del cual el Perú, más específicamente el Art. 9º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, con lo cual sustenta la motivación de su fallo. Adherido a ello tenemos que a diferencia de falos emitidos en amparo de la Legislación Disgregante la comparativa analógica de la Jurisprudencia representa una lógica interpretativa plena y sin duda aplica los términos doctrinarios de investigadores del derecho, que hace que el fallo resulte más que fundamentado en derecho, jurisprudencia y doctrina, independientemente de que el fallo resulte desfavorable al recurrente. Es menester concurrir que, el TC dentro del contexto de sus fallos emitidos y que análogamente mostramos, exhorta al órgano jurisdiccional a cumplir su obligación de administrar justicia con arreglo a la Constitución y a las leyes, bajo responsabilidad. (Exp. N° 0228-2005-PHC/TC – Exp. N° 0285-2005-PHC/TC – Exp. Nº 0560-2005-PHC/TC – Exp. N° 1277-2005-PHC/TC – Exp. Nº 1869-2005-HC/TC)

Veamos ahora la causa siguiente, mediante el cual del TC emite su fallo bajo un sustento amplio y motivador. El recurrente aduce la vulneración al Debido Proceso y a su Libertad Personal, en proceso penal seguido en su contra, exponiendo como sustento la interposición de recurso de apelación por parte civil no apersonada al proceso, así como el otorgamiento del indubio pro reo a favor del demandante toda vez que existe duda razonable para la tipificación del delito imputado y todo esto sobre la base de resolución judicial que dispone la variación del mandato de comparecencia simple por restricción de arresto domiciliario. Es sobre esta línea procesal, que el TC desvirtúa claramente por una parte que si existió apersonamiento de la parte civil en el proceso penal instaurado y consiguientemente válido todo efecto procesal impugnatorio que cuestiona el recurrente. Asimismo, respecto de la revocatoria del mandato de comparecencia simple por el de arresto domicilio, queda definido que el recurrente habría interpuesto recurso de apelación contra este mandato, la cual fue concedida y tramita en vía superior jerárquica; con lo cual queda desvirtuado que la existencia de vulneración al derecho tutelado por el Habeas Corpus y de aplicación el Art. 2º del Código Procesal Constitucional toda vez que luego de presentada la demanda ha cesado la supuesta vulneración constitucional. Respecto del indubio pro reo, el TC sustenta su fallo en el dejando entrever que sin duda dicho principio constitucional queda librada a la culminación del proceso penal correspondiente, toda vez que este principio constituye un principio de jerarquía constitucional y no un derecho subjetivo. Finalmente, tenemos que la fundamentación de emitida por el TC en la presente causa tiene los valores procesales de una correcta aplicación jurisprudencial y un valor esquemático que a diferencia de las mostradas en la Muestra del Año 2 004 nos da la conformidad del fallo emitido. (Exp. N° 0828-2005-PHC/TC).

El Art. 59° del Código Penal establece que si durante el periodo de suspensión el condenado no cumpliera las reglas de conducta impuestas, el juez podrá, según los casos, amonestar al infractor, prorrogar el periodo de suspensión de la pena hasta la mitad del plazo inicialmente fijado o revocar la suspensión de la pena. Por tanto, es facultad del juzgador optar por cualquiera de las tres alternativas después de efectuar el estudio de cada caso y dependiendo del grado de renuencia del condenado a acatar las normas de conducta impuestas. En consecuencia, la resolución de cuestionada como vulnerante, y obrante en autos del proceso, no configura violación ni amenaza de violación alguna del derecho del recurrente, pues el juez actuó conforme al margen de discrecionalidad que la ley le otorga; en este caso específico, a fin de conminar al actor a cumplir con la obligación de pagar íntegramente las pensiones alimenticias devengadas que debía, bajo apercibimiento. Por otro lado respecto a la notificación errónea cursada el recurrente en el proceso penal, el TC saca a relucir el error material subsanada por el a quo el mismo que se percató de dicho error y dispuso que se efectuara una nueva notificación en el domicilio correcto, tal como consta en autos a confirmada mediante Cédula de Notificación con la dirección correcta del actor. Es más, del cargo de la constancia de notificación obrante en autos, se acredita fehacientemente que el demandante fue notificado debidamente en su domicilio, pues firmó el cargo respectivo.  Con respecto a las reglas de conducta impuestas al actor, entre las que se encontraba abonar la manutención familiar a sus hijos, estas no fueron cumplidas ya que el abogado burló la asistencia familiar requerida. Por tanto, la resolución cuya nulidad solicita el demandante se encuentra arreglada a ley y debidamente motivada. Se desprende, entonces, que el actor pretende evadir su deber de alimentar, educar y dar seguridad a sus hijos, tal como lo determina el Código del Niño y el Adolescente. Siendo así, resulta de aplicación el artículo 4°, a contrario sensu, del Código Procesal Constitucional; sustento más que claro para dar conformidad al fallo emitido por el TC. (Exp. N° 1145-2005-PHC).
Es importante mencionar ahora que dentro del planteamiento de la demanda importará mucho la capacidad de lógica – jurídica de los abogados defensores; es el caso de la causa en análisis toda vez que la pretensión del recurrente se basa en que la resolución o mandato de detención del cual es objeto, adolece de una motivación eficiente y no expresa razonadamente la existencia de peligro de perturbación de la actividad probartoria, lo que vulnera los derechos constitucionales a la presunción de inocencia, motivación resolutoria y libertad individual, pero más no lo fundamenta probatoriamente, ni menos amplia en hecho y derecho el acto vulneratorio, lo que sin lugar a dudas hace que el TC resuma su fallo en base a autos y el análisis lógico de la resolución cuestionada, lo cual como vemos tiene como resultante un fallo Infundado en todos sus extremos, teniendo claro el bajo nivel postulatorio de la demanda. (Exp. Nº 1774-2005-PHC/TC). 
El Art. 25º, Núm. 10), del Código Procesal Constitucional establece que el Habeas Corpus procede cuando se vulnere: “El derecho a no ser privados del documento nacional de identidad, así como de obtener el pasaporte dentro o fuera de la república”. Es sobre la base de esta normativa constitucional, que el recurrente fundamenta su demanda y hace entrever la negativa del órgano competente (RENIEC) para otorgarle su Documento Nacional de Identidad (DNI), pese a que satisfizo todos los requisitos exigidos por el ente estatal. Arguye que el RENIEC sustenta su negativa en el hecho de subsanación administrativa y que retarda el procedimiento administrativo del trámite en mención Al respecto el TC sobre el fondo del asunto estima que no existe vulneración del derecho invocado, toda vez que el ente estatal cuestionado tiene la facultad de observar cualquier trámite de su competencia, y que para el caso en concreto el recurrente no habría subsanado. Sin embargo, y sin perjuicio de lo señalado, el TC considera que la entidad emplazada sí ha vulnerado el derecho fundamental del recurrente al Debido Proceso en Sede Administrativa, si bien no invocado formalmente en la demanda, pero respecto del cual considera imprescindible pronunciarse. Sobre esta base es importante mencionar que, si bien el recurrente no invocó su derecho material vulnerado, pero conforme lo establece el Art. VIII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional que: “El órgano jurisdiccional competente debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque no haya sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente”, (Principio iura novit curia constitucional). Respecto a dicho Principio y a sus relaciones con el Principio de Congruencia de las Sentencias o, a su turno, con la necesidad de que se respete el contradictorio, el TC, en el fundamento N.º 4 de la STC N.º 905-2001-AA/TC, aplicable mutatis mutandis al caso de autos, ha establecido que no considera que estos resulten “(...) afectados por el hecho de que el juez constitucional se pronuncie por un derecho subjetivo no alegado por la demandante, pues una de las particularidades de la aplicación del principio iura novit curia en el proceso constitucional es que la obligación del juzgador de aplicar correctamente el derecho objetivo involucra, simultáneamente, la correcta adecuación del derecho subjetivo reconocido en aquel. Y ello es así, pues sucede que el derecho subjetivo constitucional está, a su vez, reconocido en una norma constitucional, norma ésta, como la del Inc. 7) del Art.  2° de la Constitución, que es indisponible para el Juez Constitucional y que, en consecuencia, aunque no haya sido invocada, debe aplicarse. Además, no puede olvidarse que el contradictorio en el amparo, por lo general, no se expresa de manera similar a lo que sucede en cualquier otro ámbito del derecho procesal, en particular, si se tiene en cuenta la posición y el significado de la participación de las partes (sobre todo, la demandada) en el presente proceso; de manera que la comprensión y respeto del contradictorio en el amparo ha de entenderse, no conforme a lo que se entiende por él en cualquier otro proceso, sino en función de las características muy particulares del proceso constitucional. Independientemente del fallo Infundado de la presente causa, tenemos que el TC sienta Precedente Vinculante al establecer que en reiteradas ejecutorias ha establecido que el derecho reconocido en el Art. 139°, Inc. 3) de la Constitución no sólo tiene una dimensión "judicial". En ese sentido, el debido proceso comporta el cumplimiento de todas las garantías, requisitos y normas de orden público que deben observarse en las instancias procesales de todos los procedimientos, incluidos los administrativos, a fin de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos. En el caso de los procesos administrativos, se debe cumplir con el procedimiento y formalidades establecidas por ley, respetando principios y requisitos mínimos que garanticen un proceso libre de arbitrariedades. (Exp. N° 1966-2005-PHC/TC).
Apreciamos, en la siguiente causa que el derecho invocado por el recurrente presenta los siguientes calificativos legales: El principio de prohibición de revivir procesos fenecidos, incongruencia procesal en cuanto a la aplicación del Art. 135 del CPP para el mandato de detención. Sobre este margen de argucias interpuestas por el recurrente, el TC considera y para ello hace referencia a múltiples sentencia emitidas por su sede y afirma que si bien pudieran existir la tramitación por quinta vez de procesos fenecidos, estos deberían tramitarse dentro del proceso penal en sí, toda vez que si el TC consideraría cuestionar el fondo de un acto lesivo como el presentado por el recurrente, este tendría que tener la brecha de Cosa Juzgada, es decir, tratarse de una resolución judicial firme que vulnere manifiestamente la libertad individual y la tutela procesal efectiva, tal como lo expresa el Art. 4º del Código Procesal Constitucional. En cuanto a la aplicación incorrecta del Art. 135º del CPP el TC demuestra que si en efecto el mandato de detención dictado en su contra cumplió con los tres preceptos legales contenidos: Que existen suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito doloso que vincule al imputado como autor o partícipe del mismo; que la sanción a imponerse sea superior a los cuatro años de pena privativa de libertad; y, que existen suficientes elementos probatorios para concluir que el imputado intenta eludir la acción de la justicia o perturbar la actividad probatoria. No constituye criterio suficiente para establecer la intención de eludir a la justicia, la pena prevista en la Ley para el delito que se le imputa. Tenemos por tanto, que la fundamentación del fallo del TC en causa, tiene más que suficiente asidero para justificar el fallo contrario al invocado. (Exp. N° 2305-2004-HC/TC).
Como bien podemos apreciar en el expediente en análisis, tenemos un efecto poco convincente de protección constitucional por parte del TC, ello se demuestra a través de la afectación del Derecho a la Libertad Individual de la extraditable y que el fundamento expuesto por el TC se sustenta subjetivamente sobre la base de la no conclusión del proceso de extradición, lo cual para la concepción protectora del Derecho Constitucional no encuentra validez, toda vez que el efecto protector de la Acción de Garantía tiene como fin cautelar el derecho vulnerado y que los efectos procesales de la extradición no se encuentran exentos a la responsabilidad judicial del Estado Peruano, quien paralelamente debió ampliar el plazo independientemente al proceso planteado  de extradición ante el Estado Argentino en este caso no puede ser argumento para que la detención – independientemente a tratarse de Delitos de TID – tenga asidero legal, no encontrando sustento los efectos de considerarse reos ausentes a los extraditables. La única acepción válida en la presente Causa lo encontramos en el numeral 2., del Fallo en donde el TC exhorta a los Poderes Ejecutivos y Judicial a efectuar las diligencias procesales respectivas constituyéndose para tal efecto al lugar donde se encuentren los extraditables, evitando con ello efectos desprotectores y vulnerantes de derechos constitucionales. En conclusión no concordamos con el fallo base de la presente causa por cuanto debió resolverse Fundada, pero al final el efecto vinculante de la sentencia también sienta un precedente para que el órgano Jurisdiccional, así como el Poder Ejecutivo adopten medidas a efectos de cumplir con los plazos procesales, independientemente de tratarse de efectos de jurídicos de extradición (Exp. N° 6214-2005-PHC/TC).
Finalmente, es importante recordar que este Tribunal, en consistente línea jurisprudencial, ha sostenido que “(...) cumplir con resarcir los daños ocasionados por el delito no constituye una obligación de orden civil, sino que es una verdadera condición de la ejecución de la sanción penal” (Caso Jorge Eduardo Reátegui Navarrete, Exp. N.° 2982-2003-HC/TC). En cuyo caso su incumplimiento sí puede legitimar la decisión de declarar improcedente la concesión del beneficio penitenciario, cuyo requisito de procedibilidad es precisamente el pago del integro de la reparación civil. Esto es así porque el origen de la obligación de pago se afinca en el ámbito penal, sede en que se condenó a la beneficiaria imponiéndosele como condena el reparar el daño ocasionado por el delito. Al respecto y sobre la Causa en tratrativa, tenemos que la recurrente aduce vulneración al otorgamiento de beneficios penitenciarios y afectación de su libertad individual, constituyendo que sobre la base constitucional no hay prisión por deudas; es sobre esta base que el TC toma en cuenta que el Art. 4º de la Ley Nº 27 770 señala que las personas condenadas por delitos de Corrupción de Funcionarios, en todas sus modalidades, incluidas las cometidas por particulares, podrán recibir el beneficio de “(...) Semilibertad a que se refieren los artículos 48° a 52° del Código de Ejecución Penal, cuando se haya cumplido las dos terceras partes de la pena y previo pago del íntegro de la cantidad fijada en la sentencia como reparación civil y de la multa o, en el caso del interno insolvente, la correspondiente fianza en la forma prevista en el Art. 183º del Código Procesal Penal”.

El TC resuelve Infundada la presente causa sobre la base de una jurisprudencia que enfoca todos los términos legales, fundamentando que los beneficios penitenciarios son, como su nombre indica, beneficios previstos en la ley, que no constituyen derechos, por lo que mal podría la demandante reclamarlos como derechos de la beneficiaria y que conclutoriamente no existió vulneración constitucional de sus derechos, ello en mérito al Art. 4º de la Ley Nº 27 770 señala que las personas condenadas por delitos de Corrupción de Funcionarios, en todas sus modalidades, incluidas las cometidas por particulares, podrán recibir el beneficio de “(...) Semilibertad a que se refieren los artículos 48° a 52° del Código de Ejecución Penal, cuando se haya cumplido las dos terceras partes de la pena y previo pago del íntegro de la cantidad fijada en la sentencia como reparación civil y de la multa o, en el caso del interno insolvente, la correspondiente fianza en la forma prevista en el artículo 183º del Código Procesal Penal”. (Exp. N° 7361-2005-PHC/TC).
1.2.3. Resoluciones Fundadas:
a. Muestra correspondiente al Año 2 004:
EXP. N° 0056-2004-HC/TC

LIMA

MANUEL MARCOS 

CONTRERAS CARDOSO

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 15 días del mes de junio de 2004, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Bardelli Lartirigoyen, Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por don Manuel Marcos Contreras Cardoso contra la sentencia de la Segunda Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 220, su fecha 27 de junio de 2003, que declaró infundado el hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
El recurrente, con fecha 31 de octubre de 2002, interpone hábeas corpus contra los vocales de la Sala Penal para Terrorismo solicitando que se declare sin efecto lo actuado en el proceso seguido en su contra por delito de terrorismo, y nula la sentencia condenatoria de fecha 20 de abril de 1998. Alega que los hechos por los que se le condenó ocurrieron entre 1987 y abril de 1991; y que, sin embargo, se le procesó aplicando el Decreto Ley N.º 25475, el cual recién entró en vigencia el año 1992, lo que significaría una aplicación retroactiva de las normas, contrariando lo establecido en el artículo 103° de nuestra Constitución.  

Realizada la investigación sumaria, el vocal superior José Abel de Vinatea Vara Cadillo afirma que el hábeas corpus debe ser declarado improcedente puesto que la condena ha sido emitida en un proceso regular, en el que se ha respetado la garantía genérica del debido proceso, la cual, según afirma, consiste en preservar las garantías de la no incriminación, juez competente, derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas, derecho a interrogar testigos y utilizar los medios adecuados para su defensa y ne bis in idem, ninguna de las cuales ha sido vulnerada.

El Trigésimo Juzgado Penal de Lima, con fecha 24 de abril de 2003, declara infundada la demanda, por considerar que el accionante fue juzgado en el fuero común, tuvo oportunidad de acceder al principio de pluralidad de instancias, contó con un abogado de su elección y se respetaron las garantías de publicidad y oralidad. Respecto de la alegada aplicación retroactiva del Decreto Ley N.º 25475, indica que el accionante tuvo expeditos los mecanismos procesales para hacer valer los derechos que considera conculcados.                        

La recurrida confirma la apelada, por considerar que de los actuados correspondientes a los procesos N.º 28-98 y 26-99 se aprecia que los hechos materia de juzgamiento ocurrieron entre fines del año 1991 y el año 1993, tiempo en el cual el Decreto Legislativo N.º 25475 ya había sido dictado y el recurrente era mayor de edad. Asimismo, señala que el recurrente fue juzgado en aplicación del artículo 4°, incisos d) y f) del Decreto Ley N.º 25475, normas que no han sido objetadas por el Tribunal Constitucional en la sentencia N.º  010-2002-AI/TC.     

FUNDAMENTOS:
1. El recurrente alega que los hechos por los que fue condenado ocurrieron entre 1987 y 1991, a pesar de lo cual se le aplicó el Decreto Ley N.º 25475, cuya entrada en vigencia se produjo recién en 1992. A su juicio, con ello se aplicó retroactivamente la ley penal, vulnerándose la garantía de la lex previa derivada del principio de legalidad penal, reconocido en el artículo 2°, inciso 24, literal “d” de la Constitución.  

2. Como ya lo ha señalado este Tribunal, no es competencia de la justicia constitucional determinar la verdad acerca de la comisión de hechos delictivos que se imputan o la oportunidad en que estos ocurrieron, ya que ello es competencia exclusiva de la justicia penal. Lo que sí corresponde determinar es si el acto u omisión cuestionada, que en el caso se trata de una resolución judicial, vulnera derechos fundamentales. En el presente caso se alega la afectación del principio de legalidad penal; concretamente, la garantía de la lex previa, según la cual, no pueden ser de aplicación tipos penales o penas en forma retroactiva, es decir, no vigentes al momento en que se cometió la conducta delictiva.

3. Este Tribunal advierte que la sentencia condenatoria no determina con exactitud el momento en que ocurrieron los hechos que se le imputan al accionante, señalándose de forma genérica que participó del actor en atentados terroristas, entre ellos un paro armado ocurrido en 1991, y haber iniciado su participación en un organismo de fachada de Sendero Luminoso el mismo año, agregando, además, que el acusado se alejó de la subversión, sin indicar, sin embargo, el momento en que ello se produjo. 

4. Como es de verse, el órgano jurisdiccional penal no determinó con precisión el momento en que ocurrieron los hechos delictivos imputados, pese a que de ello dependía en gran medida el grado de afectación de la libertad individual del imputado. En efecto, el actor fue condenado por la comisión de las conductas previstas en los incisos b) y d) del artículo 4° del Decreto Ley N.º 25475, las mismas que se encuentran sancionadas con una pena privativa de libertad no menor de 20 años. En cambio, los mismos supuestos delictivos se encontraban regulados por los derogados artículos del Código Penal de 1991, que regulaban el delito de terrorismo, previéndose para los mismos una pena privativa de libertad no menor de diez años. 

5. Según el artículo 285° del Código de Procedimientos Penales, la sentencia condenatoria deberá contener la exposición del hecho delictuoso, la misma que evidentemente no sería completa sin una adecuada referencia del momento en que éste se produjo, ya que de ello depende la norma aplicable en el tiempo. En el presente caso, la ya mencionada  diferencia en la consecuencia jurídica penal establecida en las distintas normas que serían aplicables, hace aún más imperiosa la necesidad de que el órgano jurisdiccional determine el momento en que ocurrieron los hechos que se imputan.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú, 

HA RESUELTO

1. Declarar FUNDADO el hábeas corpus; en consecuencia, NULA la sentencia de fecha 20 de abril de 1998 dictada por la Sala Corporativa Nacional Penal para casos de Terrorismo, en el Proceso Nº 28-98, en el extremo que condena a Manuel Marcos Contreras Cardozo; y NULA la ejecutoria suprema de fecha 8 de julio de 1998, que declara no haber nulidad.

2. Disponer que se vuelva a realizar juicio oral a Manuel Marcos Contreras Cardozo teniendo en consideración los fundamentos de esta sentencia.

3. La presente sentencia no supone la excarcelación del recurrente, quedando vigente la medida cautelar restrictiva de la libertad dictada durante el proceso.   

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA
EXP. Nº 1571-2003-HC/TC

LA LIBERTAD

PABLO ELMO FLORES MORI 

 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 14 días del mes de octubre de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional integrada por los señores magistrados Bardelli Lartirigoyen, Presidente; Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:

Recurso Extraordinario, interpuesto por don Pablo Elmo Flores Mori contra la sentencia de la Tercera Sala Penal Especializada en lo Penal de la Corte Superior de Justicia de La Libertad, de fojas 81, su fecha 25 de abril de 2003, que declaró improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
El accionante, con fecha 19 de marzo de 2003, interpone acción de hábeas corpus contra el Juzgado Especializado en lo Penal de San Pedro De Lloc a cargo de la Jueza doña Sabina Salazar Díaz. Sostiene el actor que se halla detenido desde el 10 de octubre de 2000, es decir, más de veintiocho meses, sin que en el proceso penal N.° 2000-220, que se le sigue ante el juzgado emplazado, se halla dictado sentencia de primer grado, por lo que debe ordenarse su  inmediata excarcelación al haber superado el plazo límite de detención de quince meses que establece el artículo 137.° del Código Procesal Penal.

Realizada la investigación sumaria, la Juez emplazada rinde su declaración explicativa y sostiene que, de conformidad con la Ley N.° 27569, el plazo de detención que se refiere el artículo 137.°, del Código Procesal Penal modificado por la Ley N.° 27553, que establece dieciocho meses como plazo límite de la detención, se computa desde el día 17 de noviembre de 2001, fecha en que se publicó la sentencia del Tribunal Constitucional que declaró fundada en parte la acción de inconstitucionalidad de diversos artículos de los Decretos Legislativos N.° 895 y N.° 897; por tanto, en el presente proceso ordinario, en virtud de la norma expresa acotada, es de aplicación el artículo 137.° del Código Penal modificado por la Ley N.° 27553, siendo así que la duración de la detención del actor no ha excedido el plazo límite establecido por esta norma.

El Juzgado Mixto de Chepén, a fojas 54, con fecha 25 de marzo de 2003, declaró improcedente la acción de hábeas corpus por estimar que la resolución por la cual el juzgado penal emplazado deniega al actor el pedido de libertad por exceso de detención, ha emanado de un proceso regular, y ha sido expedida por juez competente en ejercicio de sus atribuciones.

La recurrida confirma la apelada, por el mismo fundamento. 

FUNDAMENTOS: 

1. Respecto a la reclamación de libertad por exceso de detención, que plantea el accionante, debe señalarse que el proceso penal N.° 2000-220, que se le siguió, se tramitó en la vía especial de conformidad con el Decreto Legislativo N.° 897; es por ello que, en virtud de la Ley N.° 27569, la Segunda Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de la Libertad declaró nulo todo lo actuado con posterioridad al auto de apertura de instrucción de fecha 28 de julio de 2000, quedando susbsistentes las pruebas instrumentales  recabadas y actuadas en el sumario jurisdiccional, disponiendo adecuar el procedimiento conforme a la normatividad legal vigente y, consecuentemente, efectuar un nuevo juzgamiento de Pablo Elmo Flores Mori y sus co-inculpados.

2. En efecto, mediante resolución judicial de fecha 27 de  setiembre de 2002, de fojas 14, la Juez emplazada, en aplicación de la Ley N.° 27569, resolvió adecuar la causa penal, seguida al demandante, a la vía del proceso ordinario por delito contra patrimonio, en la modalidad de robo agravado.

3. Cabe señalar, que la citada Ley N.° 27569 establece en su artículo 2° que el plazo de detención de quienes han sido sometidos a nuevo juzgamiento debe ser computado desde el 17 de noviembre de 2001, siendo aplicable al caso del actor el plazo de dieciocho meses previsto por el artículo 137.° del Código Procesal Penal, modificado por la Ley N.° 27553 (13/11/2001), por ser su proceso penal de naturaleza ordinaria.

4. Desde el 17 de noviembre de 2001 hasta el 13 de octubre de 2004, en que la Presidencia de la Segunda Sala Penal Especializada en lo Penal de la Corte Superior de Justicia de la Libertad nos remite el Oficio N.° 10477-10-2000SC, que, por resolución de fecha 1 de octubre de 2004, se señaló el día jueves 21 de octubre para juzgar al reo en cárcel Pablo Elmo Flores Mori y coprocesados, han trascurrido treinta y cinco meses de detención del actor sin que se haya dictado auto de prolongación de detención y menos aún emitido sentencia de primer grado, por lo que el plazo límite de detención de dieciocho meses ha sido ampliamente sobrepasado, resultando acreditado el exceso de detención que se alega en la demanda.

5. Por consiguiente, habiéndose acreditado la transgresión del derecho constitucional invocado en la demanda, resultan de aplicación los Artículos 1°, 2°, 7°, 9° y 12° de la Ley N.° 23506, en concordancia con los Artículos 1°, 2° inciso 24), 3° y Disposición Final y Transitoria Cuarta de la Constitución Política del Estado, así como el párrafo tercero del Artículo 9° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Asimismo, al haberse mantenido, por parte de la Sala Penal Superior, la detención del actor no obstante la duración de esta medida coercitiva, resulta de aplicación el Artículo 11° de la Ley N.° 23506 a fin de determinar las responsabilidades que devinieren de su actuación funcional, debiendo el juez ejecutor disponer las medidas pertinentes. 

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú, 

HA RESUELTO

1. Declarar FUNDADO el hábeas corpus.

2. Ordenar la inmediata excarcelación de PABLO ELMO FLORES MORI, salvo que exista mandato judicial contra su persona dictado en otro proceso penal,  sin perjuicio de adoptarse por las autoridades judiciales competentes las medidas necesarias que aseguren su presencia en el proceso penal.

3. Disponer que el juez ejecutor remita copias certificadas de los autos al Ministerio Público para que proceda de conformidad con el artículo 11.º de la Ley N.° 23506, dando cuenta a este Tribunal de las medidas adoptadas.

Publíquese y notifíquese.

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA
EXP. Nº 1617-2003-HC/TC

LIMA

SOLEDAD MARÍA ABANTO CHAVARRÍA 

 

SENTENCIA  DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 29 días del mes de enero de 2004, la Sala Segunda del Tribunal  Constitucional, integrada por los señores magistrados Bardelli Lartirigoyen, Presidente; Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:

Recurso Extraordinario interpuesto por doña Soledad María Abanto Chavarría  contra la sentencia de la Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 163, su fecha 21 de abril de 2003,  que declaró que carece de objeto pronunciarse sobre el asunto controvertido e improcedente en el extremo en que se solicita excarcelación.

ANTECEDENTES:
Con fecha 9 de diciembre de 2002, la recurrente interpone acción de hábeas corpus contra la Sala Nacional de Terrorismo, por violación del debido proceso y detención arbitraria, solicitando que se declaren inejecutables la acusación escrita del Fiscal “sin rostro”, el auto de enjuiciamiento dictado por un tribunal “sin rostro”, la sentencia de fecha 21 de julio de 1997 y la ejecutoria suprema de fecha 14 de mayo de 1998, en virtud de las cuales se la condenó a veinte años de pena privativa de la libertad por la comisión del delito de terrorismo (Exp. N.° 50-95). Afirma que se halla detenida desde el 27 de octubre de 1992 y que fue sometida a un proceso irregular y juzgada por jueces “sin rostro” al amparo del Decreto Ley 25475, cumpliendo, además, exceso de carcelería, todo lo cual es contrario a la Constitución y a la Convención Americana de Derechos Humanos.

Realizada la investigación sumaria, la accionante se ratificó en los términos de su demanda. Asimismo, el Juzgado investigador acopió información del expediente penal N.° 50-95.

El Décimo Juzgado Especializado en lo Penal de Lima, con fecha 16 de enero de 2003, declaró fundada, en parte, la demanda, por estimar que  el proceso penal seguido a la recurrente no ha cumplido las mínimas garantías del debido proceso y que, por lo tanto, tiene derecho a un nuevo proceso plenamente garantizado, e improcedente la demanda en cuanto al pedido de excarcelación, por cuanto el plazo de detención se computará conforme al artículo 137.° del Código Procesal Penal, desde el momento en que las autoridades competentes inicien el nuevo proceso.

La recurrida revocó la apelada y, reformándola, declaró que carece de objeto pronunciarse sobre el fondo de la controversia, por estimar que el Tribunal Constitucional ha emitido sentencia en el expediente N.° 010-2003-AI/TC declarando inconstitucional, en parte, la legislación antiterrorista, incluido el Decreto Ley 25475, norma con la cual fue instruida y juzgada la accionante, e improcedente la excarcelación solicitada.

FUNDAMENTOS:
1. En la sentencia recaída en el Expediente N.° 010-2002-AI/TC, el Tribunal Constitucional subrayó que el derecho al debido proceso, reconocido en el primer párrafo del inciso 3) del artículo 139° de la Constitución, recoge un "modelo constitucional del proceso", es decir, un cúmulo de garantías mínimas que legitiman el tránsito regular de todo proceso, una de las cuales es el derecho al juez natural, reconocido en el segundo párrafo del mismo inciso y cuyo contenido, de acuerdo con la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Norma Suprema, debe concordarse con el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, según el cual "Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley [...]". 

La disposición exige que la competencia del juez llamado a conocer el proceso penal deba ser determinada a la luz de distintas consideraciones (materia, territorio, grado, etc.), de forma tal que quede preservada su independencia (principio que, a su vez, es recogido por el inciso 2 del mismo artículo 139°) e imparcialidad en la resolución de la causa.

Naturalmente, la posibilidad de evaluar la competencia, la independencia y la imparcialidad del juez encargado de dirigir el proceso, presupone, necesariamente, que se pueda identificar al juzgador.

2. En ese sentido, el hecho de que se desconociera la identidad de los magistrados encargados de llevar a cabo el juicio oral de la actora lesionó el derecho al juez natural, toda vez que el justiciable no podía conocer quiénes lo juzgaban. 

Así, el Tribunal Constitucional comparte, mutatis mutandis, el criterio sostenido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, según el cual "[...] la circunstancia de que los jueces intervinientes en delitos por traición a la patria sean "sin rostro", determina la imposibilidad para el procesado de conocer la identidad del juzgador y, por ende, valorar su competencia” (Caso Castillo Petruzzi, sentencia del 30 de mayo de 1999, párrafo 133).

3. Sin embargo, no todo el proceso penal es nulo, pues los vicios a los que antes se ha hecho referencia no afectan a la fase de la instrucción penal, sino sólo a la etapa del juicio oral. Por ello, los efectos procesales de la declaración de la nulidad de la sentencia condenatoria y la realización de un nuevo juicio quedan sujetos al artículo 2° del Decreto Legislativo N.° 926. 

4. Por otro lado, no procede la excarcelación, puesto que la nulidad no alcanza al auto apertorio de instrucción ni al mandato de detención. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le confieren la Constitución Política del Perú y su Ley Orgánica,

FALLA:
REVOCANDO en parte la recurrida que, revocando la apelada, declaró que carece de objeto pronunciarse sobre el asunto materia del hábeas corpus de autos y, reformándola, la declara FUNDADA en parte, precisando que, según lo expuesto en los fundamentos precedentes, los efectos procesales de la anulación de la sentencia condenatoria quedan sujetos al artículo 2° del Decreto Legislativo N.° 926; y la CONFIRMA en el extremo que declaró IMPROCEDENTE en la parte en que se solicita la excarcelación. Dispone la notificación a las partes, su publicación conforme a ley y la devolución de los actuados.

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA

GARCÍA TOMA
EXP. N°  2488-2002-HC/TC

PIURA

GENARO VILLEGAS NAMUCHE

 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 18 días del mes de marzo de 2004, el Pleno del Tribunal Constitucional, con la asistencia de los señores magistrados Alva Orlandini, Presidente; Bardelli Lartirigoyen, Vicepresidente; Aguirre Roca, Revoredo Marsano, Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso Extraordinario interpuesto por doña María Emilia Villegas Namuche contra la sentencia de la Primera Sala Penal de Piura, de fojas 58, su fecha 13 de setiembre de 2002, que declaró fundada, en parte, la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
La recurrente, con fecha 2 de setiembre de 2002, interpone acción de hábeas corpus a favor de su hermano, Genaro Villegas Namuche, por la violación de sus derechos a la vida, al debido proceso, a la legítima defensa y a la libertad individual. Solicita que se obligue al Estado peruano a devolver con vida a su hermano o informar dónde se encuentran sus restos mortales, y la anulación del  proceso penal que se le siguió en el Fuero Militar, en el cual se le condenó, en ausencia, a cadena perpetua por delito de traición a la patria. Refiere que el beneficiario de la presente acción de garantía, estudiante de la Facultad de Ingeniería de Minas de la Universidad Nacional de Piura, el día 2 de octubre de 1992 salió a trabajar, y que nunca más se le volvió ver. Asimismo, afirma que al día siguiente, hombres armados y encapuchados, en número de veinte, bajaron de carros portatropa e ingresaron violentamente a su domicilio, forzando la puerta, en busca de material subversivo. Sostiene que ante estos hechos decidió acudir a la Prefectura para pedir garantías, las cuales le fueron negadas, y que los abogados que contrataba fueron progresivamente detenidos.           

El Sétimo Juzgado Penal de Piura, con fecha 4 de setiembre de 2003, declaró fundada la demanda, disponiendo la nulidad del proceso penal seguido contra el beneficiario en el Fuero Militar.  

La recurrida confirmó la apelada e, integrándola, declaró inadmisible el extremo en que se solicita la entrega con vida del beneficiario de la acción de garantía o se indique el lugar donde descansan sus restos, por considerar que no se ha acreditado fehacientemente su desaparición o ausencia, de conformidad con lo prescrito por los artículos 47° y 66° del Código Civil.    

FUNDAMENTOS:
§1.Delimitación de la Materia Controvertida:
1. De conformidad con el artículo 41º de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, el recurso extraordinario procede sólo ante resoluciones denegatorias de las acciones de garantía; por tanto, al haberse declarado fundado el habeas hábeas en segunda instancia, decretándose la nulidad del proceso seguido contra el beneficiario en el Fuero Militar, este Colegiado sólo se pronunciará sobre el extremo de la demanda que fue declarado inadmisible, en el cual se solicita al Estado peruano devolver con vida a Genaro Villegas Namuche o informar dónde se hallan sus restos.       
§2. La Desaparición Forzada de Personas:
2. Los hechos denunciados por la recurrente constituyen en doctrina la figura denominada desaparición forzada. Según la Convención Americana sobre la Desaparición Forzada de Personas, ésta consiste en la “privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes”.

3. La práctica de la desaparición forzada atenta contra diversos derechos fundamentales. Además de violar la libertad locomotora, impide interponer los recursos legales que permitan proteger los derechos conculcados, lesionando, así, el derecho de acudir a un tribunal a fin de que se decida, a la brevedad, sobre la legalidad de la detención, (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 9.4 y Convención Americana de Derechos Humanos, artículo 7.6). Asimismo, implica, generalmente, actos de tortura y tratos inhumanos y degradantes, por lo que también afecta el derecho a la integridad personal. De igual manera, esta práctica criminosa supone, con frecuencia, la ejecución extrajudicial de los detenidos, y el posterior ocultamiento de sus cadáveres. Lo primero lesiona el derecho a la vida, mientras que lo segundo procura la impunidad del hecho. Así lo ha entendido también la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos [Caso Velásquez Rodríguez, sentencia de fondo, párrafo 155-157].  

4. Aunque cuando se produjo la presunta detención del beneficiario no estaba vigente la Convención Americana contra la Desaparición Forzada de Personas, ni tampoco el delito de desaparición forzada se encontraba tipificado en nuestro Código Penal, tal situación no justifica de ninguna manera la comisión del delito, ni nos impide considerarlo como un grave atentado contra los derechos humanos, puesto que los derechos contra los que atenta este ilícito se encuentran protegidos por las Constituciones de 1979 y 1993, así como por instrumentos internacionales suscritos y ratificados por el Perú, como son la Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.   

§3. La Impunidad:
5. La ejecución extrajudicial, la desaparición forzada o la tortura, son hechos crueles, atroces, y constituyen graves violaciones a los Derechos Humanos, por lo que no pueden quedar impunes; es decir, los autores materiales, así como los cómplices de conductas constitutivas de violación de derechos humanos, no pueden sustraerse a las consecuencias jurídicas de sus actos. La impunidad puede ser normativa, cuando un texto legal exime de pena a los criminales que han violado los derechos humanos; y también fáctica, cuando, a pesar de la existencia de leyes adoptadas para sancionar a los culpables, éstos se liberan de la sanción adecuada por la amenaza o la comisión de nuevos hechos de violencia.

6. Según Naciones Unidas, la impunidad es “la inexistencia, de hecho o de derecho de responsabilidad penal por parte de los autores de violaciones de los derechos humanos, así como de responsabilidad civil, administrativa o disciplinaria, porque escapan a toda investigación con miras a su inculpación, detención, procesamiento y, en caso de ser reconocidos culpables, condenas a penas apropiadas, incluso a la indemnización del daño causado a sus víctimas” [Conjunto de Principios para la Protección y la Promoción de los Derechos Humanos mediante la Lucha contra la Impunidad, E/CN.4/Sub.2/1977/20/Rev.1., Definiciones. A.]. Así, la impunidad es hoy considerada como:

1° Una situación que se opone al sentido comunitario de la justicia y provoca en el cuerpo social conmociones negativas: sentimientos de desánimo y desesperanza que afectan la vida de las personas en el plano cultural, político y económico.

2° Una violación de un conjunto de principios y normas del derecho internacional orientados a la promoción y protección de los derechos humanos.

3° Un factor que contribuye a la comisión de nuevos crímenes atroces, porque la falta de enjuiciamiento y de sanción adecuada para los responsables de los delitos cuya perpetración lesiona derechos básicos (vgr. la vida, la integridad personal, la libertad individual y la seguridad) debilita la convicción común sobre la ilegalidad de sus conductas, le resta eficacia a las normas protectoras de esos bienes jurídicos y refuerza la comisión de sus comportamientos reprochables.

4° Un factor que tiende a generar más violencia, porque no sólo alienta la reiteración de los delitos, sino porque crea condiciones para que algunas víctimas busquen hacerse justicia por propia mano.

5° Un obstáculo para la paz, porque al amparar a los culpables siembra graves dudas sobre la justicia y la sinceridad del proceso desarrollado con miras a obtenerla. [Cfr. Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Seminario Internacional Verdad y Justicia en Procesos de Paz o Transición a la Democracia. Memorias, Bogotá, junio de 2003, pp. 15 – 17]. 

7. El Gobierno, en cumplimiento del deber de adoptar las medidas más adecuadas para asegurar la plena vigencia de los derechos humanos, dictó el Decreto Supremo N.° 065-2001-PCM, que creó la Comisión de la Verdad, cuyo propósito no fue el de suplantar, sustituir o superponerse al Poder Judicial; antes bien, uno de sus objetivos fundamentales fue el de identificar los hechos y las responsabilidades de las violaciones de los derechos humanos, empeñándose, en lo posible, en tratar de determinar su real existencia y veracidad, y, complementariamente, en evitar la desaparición de pruebas vinculadas con tales hechos. Sus investigaciones, con loable criterio exhaustivo, han permitido conocer los sucesos acaecidos en nuestro país en estas últimas décadas, y contribuyen al imperativo de cumplir con la obligación internacional y constitucional de evitar la impunidad y restituir los derechos violados para conseguir la paz social y la reconciliación nacional.  

§4. Derecho a la Verdad:
8. La Nación tiene el derecho de conocer la verdad sobre los hechos o acontecimientos injustos y dolorosos provocados por las múltiples formas de violencia estatal y no estatal. Tal derecho se traduce en la posibilidad de conocer las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las cuales ellos ocurrieron, así como los motivos que impulsaron a sus autores. El derecho a la verdad es, en ese sentido, un bien jurídico colectivo inalienable.

9. Al lado de la dimensión colectiva, el derecho a la verdad tiene una dimensión individual, cuyos titulares son las víctimas, sus familias y sus allegados. El conocimiento de las circunstancias en que se cometieron las violaciones de los derechos humanos y, en caso de fallecimiento o desaparición, del destino que corrió la víctima por su propia naturaleza, es de carácter imprescriptible. Las personas, directa o indirectamente afectadas por un crimen de esa magnitud, tienen derecho a saber siempre, aunque haya transcurrido mucho tiempo desde la fecha en la cual se cometió el ilícito, quién fue su autor, en qué fecha y lugar se perpetró, cómo se produjo, por qué se le ejecutó, dónde se hallan sus restos, entre otras cosas. El derecho a la verdad no sólo deriva de las obligaciones internacionales contraídas por el Estado peruano, sino también de la propia Constitución Política, la cual, en su artículo 44º, establece la obligación estatal de cautelar todos los derechos y, especialmente, aquellos que afectan la dignidad del hombre, pues se trata de una circunstancia histórica que, si no es esclarecida debidamente, puede afectar la vida misma de las instituciones. 

Al respecto, similar y esclarecedor criterio tuvo el magistrado Manuel Aguirre Roca, en el Voto Singular emitido en la STC. N.° 013-96-AI/TC, sobre las Leyes de Amnistía Nos 26479 y 26492, estimando que no se agotan los efectos del derecho a la verdad.

10. Los derechos a la vida, a la libertad y a la seguridad personal, constituyen el sustento y fundamento de todos los derechos humanos; por tal razón, su vigencia debe respetarse irrestrictamente, sin que sea moralmente aceptable estipular excepciones o justificar su condicionamiento o limitación. El respeto de ellos y de las garantías para su libre y pleno ejercicio, es una responsabilidad que compete al Estado. En el caso que en el sistema jurídico no se tenga norma explícita que los garantice, se debe adoptar, con arreglo a los procedimientos constitucionales y a las disposiciones de la Convención Americana, las medidas legislativas o de otro carácter que sean necesarias para hacerlos efectivos. Así lo disponen los artículos 1º y 2º  de la Convención Americana de Derecho Humanos, y el artículo 2º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

11. Tanto la legislación supranacional como la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos o la Convención Americana,  definen los derechos que las personas humanas deben gozar; asimismo, algunos textos constitucionales se han impuesto el reconocimiento de nuevos derechos, en particular los vinculados directamente con el principio de dignidad, y con el propósito de entronizarlos en su condición de auténticos derechos fundamentales. Es evidente que ellos son consecuencia de la existencia de nuevas necesidades y de avances científicos, tecnológicos, culturales o sociales; por ello, de cara a este nuevo y diverso contexto las Constituciones suelen habilitar una cláusula de “desarrollo de los derechos fundamentales”, cuyo propósito no sólo es prestarle el reconocimiento como derechos de la más alta consideración, sino, incluso, el de dotarlos con las mismas garantías de aquellos que sí las tienen expresamente. 

12. Nuestra Constitución Política reconoce, en su artículo 3º, una “enumeración abierta” de derechos fundamentales que, sin estar en el texto de la Constitución, surgen de la dignidad del hombre, o en los principios de soberanía del pueblo, del Estado democrático de derecho o de la forma republicana de gobierno.

13. Así, el derecho a la verdad, aunque no tiene un reconocimiento expreso en nuestro texto constitucional, es un derecho plenamente protegido, derivado en primer lugar de la obligación estatal de proteger los derechos fundamentales y de la tutela jurisdiccional. Sin embargo, el Tribunal Constitucional considera que, en una medida razonablemente posible y en casos especiales y novísimos, deben desarrollarse los derechos constitucionales implícitos, permitiendo así una mejor garantía y respeto a los derechos del hombre, pues ello contribuirá a fortalecer la democracia y el Estado, tal como lo ordena la Constitución vigente. 

14. El Tribunal Constitucional considera que si bien detrás del derecho a la verdad se encuentra comprometidos otros derechos fundamentales, como la vida, la libertad o la seguridad personal, entre otros, éste tiene una configuración autónoma, una textura propia, que la distingue de los otros derechos fundamentales a los cuales se encuentra vinculado, debido tanto al objeto protegido, como al telos que con su reconocimiento se persigue alcanzar.

15. Sin perjuicio del contenido constitucionalmente protegido del derecho a la verdad, éste también ostenta rango constitucional, pues es una expresión concreta de los principios constitucionales de la dignidad humana, del Estado democrático y social de derecho y de la forma republicana de gobierno.

16. Es un derecho que se deriva directamente del principio de dignidad humana, pues el daño ocasionado a las víctimas no sólo se traduce en la lesión de bienes tan relevantes como la vida, la libertad y la integridad personal, sino también en la ignorancia de lo que verdaderamente sucedió con las víctimas de los actos criminales. El desconocimiento del lugar donde yacen los restos de un ser querido, o de lo que sucedió con él, es tal vez una de las formas más perversamente sutiles, pero no menos violenta, de afectar la conciencia y dignidad de los seres humanos.

17. Asimismo, el derecho a la verdad, en su dimensión colectiva, es una concretización directa de los principios del Estado democrático y social de derecho y de la forma republicana de gobierno, pues mediante su ejercicio se posibilita que todos conozcamos los niveles de degeneración a los que somos capaces de llegar, ya sea con la utilización de la fuerza pública o por la acción de grupos criminales del terror. Tenemos una exigencia común de que se conozca cómo se actuó, pero también de que los actos criminales que se realizaron no queden impunes. Si el Estado democrático y social de derecho se caracteriza por la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad, es claro que la violación del derecho a la verdad no sólo es cuestión que afecta a las víctimas y a sus familiares, sino a todo el pueblo peruano. Tenemos, en efecto, el derecho a saber, pero también el deber de conocer qué es lo que sucedió en nuestro país, a fin de enmendar el camino y fortalecer las condiciones mínimas y necesarias que requiere una sociedad auténticamente democrática, presupuesto de un efectivo ejercicio de los derechos fundamentales. Tras de esas demandas de acceso e investigación sobre las violaciones a los derechos humanos, desde luego, no sólo están las demandas de justicia con las víctimas y familiares, sino también la exigencia al Estado y la sociedad civil para que adopten medidas necesarias a fin de evitar que en el futuro se repitan tales hechos.

18. De igual forma, el Tribunal Constitucional considera que el derecho a la verdad proviene de una exigencia derivada del principio de la forma republicana de gobierno. En efecto, la información sobre cómo se manejó la lucha antisubversiva en el país, así como de cómo se produjo la acción criminal de los terroristas, constituye un auténtico bien público o colectivo, y también contribuye con la realización plena de los principios de publicidad y transparencia en los que se funda el régimen republicano. Necesarios no sólo para conocer estos luctuosos hechos, sino también para fortalecer el control institucional y social que ha de fundamentar la sanción a quienes, con sus actos criminales, afectaron a las víctimas y en general a la sociedad y el Estado.

19. En torno a ello, existe una obligación específica del Estado de investigar y de informar, que no sólo consiste en facilitar el acceso de los familiares a la documentación que se encuentra bajo control oficial, sino también en la asunción de las tareas de investigación y corroboración de hechos denunciados. Así lo ha entendido la Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuando ha señalado que la no investigación y sanción a los autores y cómplices de las desapariciones forzadas constituye una violación al deber estatal de respetar los derechos reconocidos por la Convención Americana, así como al de garantizar su libre y pleno ejercicio (Caso Bámaca Velásquez, sentencia, párrafo 129).

Además, en el caso de violaciones de derechos humanos, el derecho de la víctima no se limita a obtener  una reparación económica, sino que incluye el de que el Estado asuma la investigación de los hechos. Así lo ha precisado la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Caso Castillo Páez, Reparaciones, párrafo 168, y Loayza Tamayo, Reparaciones, párrafo 175), dado que el pleno conocimiento de las circunstancias de cada caso también es parte de una forma de reparación moral que el país necesita para su salud democrática.

20. De allí que para este Colegiado, si bien el derecho a la verdad no tiene un reconocimiento expreso, sí es uno que forma parte de la tabla de las garantías de derechos constitucionales; por ende susceptible de protección plena a través de derechos constitucionales de la libertad, pero también a través de ordinarios existentes en nuestro ordenamiento jurídico, pues se funda en la dignidad del hombre, y en la obligación estatal concomitante de proteger los derechos fundamentales, cuya expresión cabal es el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 

§5. Derecho a la Tutela Judicial Efectiva:
21. No es posible garantizar el derecho a la verdad, ni ningún otro derecho, si no existe tutela judicial efectiva. El derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido por nuestra Constitución en su artículo 139.3, cobra especial relevancia ante casos de violaciones de los derechos humanos, dada su naturaleza de medio de protección de los derechos y de contradictor de la impunidad.

Este sentido del derecho a la tutela judicial efectiva ya está previsto en el artículo 3, literal “a” del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que establece que “Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo”. Asimismo, la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece, en su artículo 25.1, que “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención”.     

22. Este Colegiado considera que los derechos subjetivos precisan de mecanismos encargados de tutelarlos y de asegurar su plena vigencia. Así lo ha precisado la jurisprudencia de este Tribunal: [Exp. Nº 1230-2002-HC] “A la condición de derechos subjetivos del más alto nivel y, al mismo tiempo, de valores materiales de nuestro ordenamiento jurídico, le es consustancial el establecimiento de mecanismos encargados de tutelarlos, pues es evidente que derechos sin garantías no son sino afirmaciones programáticas, desprovistas de valor normativo. Por ello, bien puede decirse que, detrás de la constitucionalización de procesos como el hábeas corpus, el amparo o el hábeas data, nuestra Carta Magna ha reconocido el derecho (subjetivo-constitucional) a la protección jurisdiccional de los derechos y libertades fundamentales”.

23. Asimismo, corresponde al Estado el enjuiciamiento de los responsables de crímenes de lesa humanidad y, si es necesario, la adoptación de normas restrictivas para evitar, por ejemplo, la prescripción de los delitos que violenten gravemente los derechos humanos. La aplicación  de estas normas permite la eficacia del sistema jurídico y se justifica por los intereses prevalentes de la lucha contra la impunidad. El objetivo, evidentemente, es impedir que ciertos mecanismos del ordenamiento penal se apliquen con el fin repulsivo de lograr la impunidad. Ésta debe ser siempre prevenida y evitada, puesto que anima a los criminales a la reiteración de sus conductas, sirve de caldo de cultivo a la venganza y corroe dos valores fundantes de la sociedad democrática: la verdad y la justicia.

§ 6. El Hábeas Corpus Instructivo:
24. El hábeas corpus es un proceso constitucional reconocido en el artículo 200.1 de la Constitución, que procede ante cualquier violación o amenaza de la libertad individual o derechos conexos. Ello puede suceder tanto respecto de derechos directamente conexos con el de la  libertad, como respecto de derechos diferentes a la libertad, si su eventual lesión se genera, precisamente, como consecuencia directa de una situación de privación o restricción del derecho a la libertad individual. [Exp. Nº 1429-2002-HC/TC].

En el caso de autos, estamos ante lo que doctrinariamente se ha definido como hábeas corpus instructivo, en el cual, el juez constitucional “a partir de sus indagaciones sobre el paradero del detenido-desaparecido, busca identificar a los responsables de la violación constitucional, para su posterior proceso y sanción penal en la vía ordinaria, en base al artículo 11° de la Ley 23506” [Landa Arroyo, César. Teoría del Derecho Procesal Constitucional, p. 117]. Esa deberá ser la labor que realice el juez del hábeas corpus al llevar a cabo la investigación sumaria que dispone la Ley N.º 23506, cuando se trate de un caso de desaparición forzada. 

25. No obstante, dada la carencia de etapa probatoria en los procesos constitucionales, el que se tramita será poco eficaz para lograr la identificación de los responsables y la consiguiente ubicación de la víctima o sus restos, por lo que no se podrá dispensar en esta vía una tutela en los términos en los que se ha solicitado; sin embargo, sí cabe disponer que el o los órganos competentes inicien y culminen las investigaciones necesarias destinadas a brindar la imperiosa información requerida.

§ 7. Procesos por Desaparición Forzada frente al Principio de Legalidad:
26. Finalmente, si bien cuando se produjo la presunta detención de Genaro Villegas Namuche no se encontraba vigente en nuestro Código Penal el delito de desaparición forzada, ello no constituye impedimento para que se lleve a cabo el correspondiente proceso penal y se sancione a los responsables, por los otros delitos concurrentes en los hechos.

En todo caso, si bien el principio de legalidad penal, reconocido en el artículo 2.24,d de la Constitución, incluye entre sus garantías la de la Lex previa, según la cual la norma prohibitiva deberá ser anterior al hecho delictivo, en el caso de delitos de naturaleza permanente, la ley penal aplicable no necesariamente será la que estuvo vigente cuando se ejecutó el delito.

La garantía de la ley previa comporta la necesidad de que, al momento de cometerse el delito, esté vigente una norma penal que establezca una determinada pena. Así, en el caso de delitos instantáneos, la ley penal aplicable será siempre anterior al hecho delictivo. En cambio, en los delitos permanentes, pueden surgir nuevas normas penales, que serán aplicables a quienes en ese momento ejecuten el delito, sin que ello signifique aplicación retroactiva de la ley penal.  

Tal es el caso del delito de desaparición forzada, el cual, según el artículo III de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, deberá ser considerado como delito permanente mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima. 

27. El Tribunal Constitucional, estima, por lo expuesto, que en el presente caso se ha violado el derecho a la verdad, reconocido en el artículo de 3º de nuestra Constitución vigente.

FALLO:
Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autorización que le confieren la Constitución Política del Perú y su Ley Orgánica,

Ha resuelto

1. Declarar FUNDADO el hábeas corpus, en el extremo materia del recurso.

2. Disponer que el Ministerio Público inicie la investigación correspondiente por la desaparición de Genaro Villegas Namuche.

3. Ordenar que el Juez de Ejecución dé cuenta a este Tribunal, cada seis meses, sobre el estado de las investigaciones.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI  

BARDELLI LARTIRIGOYEN

AGUIRRE ROCA

REVOREDO MARSANO

GONZALES OJEDA 

GARCÍA TOMA

Análisis Cualitativo de la Jurisprudencia:

Del total de las resoluciones materia de la Investigación correspondiente al Año 2 004, el 13% (04) fueron declaradas Fundadas, la mayoría de los cuales se refieren a acciones promovidas como consecuencia de Detenciones Ilegales o Arbitrarias, así como exceso de Detención Preventiva amparada en el Art. 137º del CPP; del mismo modo dentro de este matiz de fallos emitidos por el TC, muchos de ellos tiene como fondo la vulneración al Debido Proceso como elemento vinculante al Acto Lesivo del Derecho a la Libertad Individual. 
El Art. 103º de la Constitución Política del Estado, advierte lo siguiente: “Pueden expedirse leyes especiales porque así lo exige la naturaleza de las cosas, pero no por razón de la diferencia de personas. Ninguna Ley tiene fuerza ni efecto retroactivos, salvo en materia penal, cuando favorece al reo...”. Es en mérito a este precepto constitucional que el TC establece que el órgano Jurisdiccional aplicó el Dec. Ley Nº 25 475 sin haber establecido previamente el momento en que se produjo el delito imputado. El recurrente por su parte manifiesta que los hechos materia de sanción penal ocurrieron entre los años 1 987 – 1 991 y que la dación de la norma recién se dio en el año 1 992, consecuentemente se le aplicó retroactivamente afectando constitucionalmente sus derechos. Si bien es cierto el TC declara Fundada la causa, pero a la vez dispone que dicha sentencia no implica excarcelación del beneficiario, lo cual y como puede verse a lo largo de los fundamentos de la causa, constituye un efecto desfavorable al derecho tutelado por el Habeas Corpus, toda vez que queda demostrado que el Órgano Jurisdiccional encargado de juzgar en su momento al beneficiario, aplicó una norma no habiendo determinado previamente y de manera objetiva el margen temporal aplicativo de la Ley Penal. (Exp. N° 0056-2004-HC/TC)
La Prisión Preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podría estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto o juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y en su caso, para la ejecución del fallo.

Siendo Ello así, la Detención Judicial, en tanto importa la limitación más intensa del derecho fundamental a la Libertad Personal, sólo debe aplicarse excepcionalmente y bajo determinadas circunstancias legalmente configuradas. Es sobre estos márgenes que el TC demuestra sumilladamente un exceso de Detención Preventiva sobre el que habría incurrido el Órgano Jurisdiccional a cargo del juzgamiento afectando derechos constitucionales del recurrente, es decir se estaba procediendo a los efectos del juzgamiento habiendo transcurrido 35 meses de detención preventiva sin se haya dictado Auto de Prolongación de Detención. (Exp. Nº 1571-2003-HC/TC).
El Principio Constitucional del Procedimiento Preestablecido, previsto en el Art. 139º, Inc. 3), de la Constitución Política del Estado, supone la necesidad de observar durante la secuela del proceso el conjunto de reglas básicas establecidas imperativamente y de modo previo para que el mismo pueda cumplir su cometido, siendo ello así, lo resuelto por el TC no implica excarcelación consiguientemente tenemos un vació protector de la Acción de Garantía, a pesar de que, al recurrente por su situación procesal, le correspondía la libertad inmediata en virtud de la declaración de nulidad de la sentencia que ordena su detención, contraviniendo preceptos constitucionales (Exp. Nº 010-2002-AI/TC).

La resolución por el que se dispone la no excarcelación del beneficiario, implica una severa restricción a la libertad individual ya que se fundamenta en la supuesta gravedad del delito que se le imputa y la existencia de un peligro procesal por una probable fuga, no configura una motivación resolutoria suficiente que sustente la necesidad de la continuación del encarcelamiento, a su vez, no condice con los exigentes requisitos legales que para su aplicación prevé el Art. 137º del Código Procesal Penal, más aún si al beneficiario le asiste como procesado, el Derecho Constitucional de Presunción de Inocencia, que determina que el grado de exigencia cautelar siempre debe ser menos gravoso y aflictivo para el procesado, y que sólo excepcionalmente, y que bajo determinadas circunstancias legalmente configuradas, puede aplicarse la Detención Judicial. Sin dejar de lado la del Juez Natural que fue base de la nulidad de la sentencia. 
Estando a que se tiene acreditado la violación a los derechos constitucionales al procedimiento preestablecido, la motivación resolutoria y la Presunción de Inocencia que son manifestaciones garantistas del Derecho Constitucional al Debido Proceso, previsto en el Art. 139º, Inc. 3), de la Norma Fundamental, al acción de garantía fue amparada. (Exp. Nº 1617-2003-HC/TC).
El Hábeas Corpus es un proceso constitucional reconocido en el Art. 200.1 de la Constitución, que procede ante cualquier violación o amenaza de la libertad individual o derechos conexos. Ello puede suceder tanto respecto de derechos directamente conexos con el de la libertad, como respecto de derechos diferentes a la libertad, si su eventual lesión se genera, precisamente, como consecuencia directa de una situación de privación o restricción del derecho a la libertad individual.
En el caso de autos, estamos ante lo que doctrinariamente se ha definido como Hábeas Corpus Instructivo, en el cual, el juez constitucional “a partir de sus indagaciones sobre el paradero del detenido – desaparecido, busca identificar a los responsables de la violación constitucional, para su posterior proceso y sanción penal en la vía ordinaria, en base al Art. 11° de la Ley 23 506” [Landa Arroyo, César. Teoría del Derecho Procesal Constitucional, p. 117]. Esa deberá ser la labor que realice el juez del Hábeas Corpus al llevar a cabo la investigación sumaria que dispone la Ley Nº 23506, cuando se trate de un caso de desaparición forzada.
No obstante, dada la carencia de etapa probatoria en los procesos constitucionales, el que se tramita será poco eficaz para lograr la identificación de los responsables y la consiguiente ubicación de la víctima o sus restos, por lo que no se podrá dispensar en esta vía una tutela en los términos en los que se ha solicitado; sin embargo, sí cabe disponer que el o los órganos competentes inicien y culminen las investigaciones necesarias destinadas a brindar la imperiosa información requerida.
Finalmente, si bien cuando se produjo la presunta detención del recurrente no se encontraba vigente en nuestro Código Penal el delito de desaparición forzada, ello no constituye impedimento para que se lleve a cabo el correspondiente Proceso Penal y se sancione a los responsables, por los otros delitos concurrentes en los hechos.
En todo caso, si bien el principio de legalidad penal, reconocido en el Art. 2.24,d de la Constitución, incluye entre sus garantías la de la Lex previa, según la cual la norma prohibitiva deberá ser anterior al hecho delictivo, en el caso de delitos de naturaleza permanente, la ley penal aplicable no necesariamente será la que estuvo vigente cuando se ejecutó el delito.
La garantía de la ley previa comporta la necesidad de que, al momento de cometerse el delito, esté vigente una norma penal que establezca una determinada pena. Así, en el caso de delitos instantáneos, la ley penal aplicable será siempre anterior al hecho delictivo. En cambio, en los delitos permanentes, pueden surgir nuevas normas penales, que serán aplicables a quienes en ese momento ejecuten el delito, sin que ello signifique aplicación retroactiva de la ley penal.  Tal es el caso del delito de desaparición forzada, el cual, según el Art. III de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, deberá ser considerado como delito permanente mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima. 
El Tribunal Constitucional, estima, por lo expuesto, que en el presente caso se ha violado el derecho a la verdad, reconocido en el Art. 3º de nuestra Constitución vigente. (Exp. N°  2488-2002-HC/TC).
b. Muestra correspondiente al Año 2 005:
EXP. N° 0256-2003-HC/TC

LIMA

FRANCISCO JAVIER  

FRANCIA SÁNCHEZ

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 21 días de abril de 2005, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, con la asistencia de los magistrados Bardelli Lartirigoyen, Presidente; Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia

1. ASUNTO:
Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Segundo José Quiroz Cabanillas contra la resolución de la Segunda Sala Penal Especializada para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 35, su fecha 24 de octubre de 2002, que declaró que carece de objeto emitir pronunciamiento por haberse producido la sustracción de la materia.

2. ANTECEDENTES:
El recurrente, con fecha 14 de octubre de 2002, interpone demanda de hábeas corpus a favor de don Francisco Javier Francia Sánchez, quien había fallecido a las 14:00 horas de ese día, y la dirige contra el director del Hospital Nacional “Dos de Mayo”, por haber dispuesto la retención, en forma arbitraria, del cadáver del occiso, hasta que se cancele la suma de S/. 2,000. Alega que ello vulnera el derecho a la dignidad de la persona, y solicita que se ordene la devolución del cadáver.

El Juez de Turno ordenó la entrega del cuerpo a los familiares, y que la misma se realice el día 15 de octubre de 2002 a las 08:00 horas. Sin embargo, ese día el cuerpo fue retenido por el Jefe de Guardia, doctor Carlos Medina Soriano, por lo que el recurrente nuevamente interpuso un hábeas corpus contra el Jefe de Emergencia.

El mismo día, el Decimotercer Juzgado Penal de Lima declaró improcedente la demanda, por considerar que se produjo la sustracción de la materia, dado que se expidió pronunciamiento previo. Asimismo, determinó que la Juez de Turno se constituya en dicho hospital para verificar el cumplimiento de la resolución de fecha 14 de octubre de 2002, que ordenó la entrega del cadáver.

La recurrida confirmó la apelada, por los mismos fundamentos.

3. FUNDAMENTOS:
Determinación del Petitorio:
8. De acuerdo con el artículo 200°, inciso 1) de la Constitución, el proceso constitucional de hábeas corpus tiene por objeto la protección del derecho a la libertad individual así como los derechos conexos a él. En el presente caso, el objeto de la demanda es que se ordene la entrega del cuerpo del que en vida fue don Francisco Javier Francia Sánchez. 

En los términos en los que se ha formulado la pretensión, la violación del derecho a la libertad individual se habría generado por la indebida retención del cadáver de don Francisco Javier Francia Sánchez. 

9. Si sobre la base de tal pretensión debiera resolverse el presente hábeas corpus, éste debería declararse improcedente. Sucede que la vida es la condición necesaria para que pueda titularizarse un derecho fundamental y, entre ellos, la libertad locomotora.(1) Por tanto, no pudiendo los difuntos ser titulares de derechos fundamentales, no podrían  resultar lesionados de los mismos. Un tribunal de la justicia constitucional de la libertad, como este Colegiado, evidentemente, no podría expedir una sentencia que ordene que las cosas vuelvan al estado anterior de la supuesta violación de los derechos, conforme se ordena en el artículo 1º del Código Procesal Constitucional.

10. ¿Pero, en un pronunciamiento de tal naturaleza debería terminar este caso? Este Colegiado considera que la respuesta es negativa. Atendamos a los hechos. Después del cuestionamiento formulado con el objeto de que se ordene la devolución del cuerpo de don Francisco Javier Francia Sánchez, este Tribunal ha ponderado también una dramática solicitud de tutela de los derechos constitucionales de los familiares del occiso, derechos cuyo ejercicio pudo ser conculcado con el impedimento de velar y enterrar el cuerpo de su pariente por determinados funcionarios del “Hospital Dos de Mayo”.

El acto reclamado en este proceso, en efecto, compromete el ejercicio de diversos derechos fundamentales, entre ellos, el referido a la libertad religiosa; específicamente, el derecho a la manifestación libre de creencias, así como, relacionalmente, el derecho a la integridad personal, concretamente, el derecho a la integridad moral.

Iura novit curia y Contradictorio en el Proceso de Habeas Corpus:
11. Sin embargo, antes de determinar si el acto cuestionado lesiona, o no, dichos derechos fundamentales, es preciso que este Tribunal evalúe si tiene competencia para pronunciarse sobre tal punto, habida cuenta que dichos derechos no fueron alegados en la demanda y tampoco fueron refutados en el contradictorio. 

12. Este Tribunal ya se ha encontrado en diversas ocasiones(2) frente a una situación semejante. En todas ellas ha sostenido, y no existen razones para que aquí se cambie de criterio, que el hecho de que no se aleguen determinados derechos y, por tanto, que el contradictorio constitucional no gire en torno a ellos, no es óbice para que este Tribunal pueda pronunciarse sobre esos y otros derechos. 

Como en aquellos casos se sostuvo, el principio del iura novit curia constitucional no tiene los mismos alcances que el que rige en otro tipo de procesos, pues los derechos subjetivos constitucionales, a su vez, están reconocidos por disposiciones constitucionales, cuya aplicación, más allá de que no hayan sido invocados, o no se hayan identificado correctamente, corresponde decidir al juez de la constitucionalidad (artículo VIII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional).

13. A lo dicho, debe agregarse lo siguiente. Los alcances del iura novit curia constitucional no tienen por efecto alterar el contradictorio en el seno de un proceso constitucional de la libertad, toda vez que, como pusieramos en evidencia en la STC N.° 0976-2001-AA/TC, en estos procesos se juzga al acto reclamado, reduciéndose la labor del juez constitucional, esencialmente, a juzgar sobre su legitimidad o ilegitimidad constitucional.

De modo que, no existiendo alteración de los comportamientos juzgados como inconstitucionales (acto reclamado), tampoco existe una alteración del contradictorio que podría dejar en indefensión a alguna de las partes. 

Procedencia del Hábeas Corpus para la Tutela de los Derechos a la Integridad Personal y la Libertad de Creencias:
8. Pero aún antes de ingresar a evaluar las razones de fondo, queda pendiente por resolver dos problemas de procedibilidad. 

En primer lugar, si mediante el hábeas corpus este Tribunal podría pronunciarse sobre la lesión, o no, de los derechos a la libertad de creencias y a la integridad personal.

9. El artículo 25° del Código Procesal Constitucional señala que el derecho susceptible de protección mediante el Hábeas Corpus es la libertad individual. Dentro de su contenido, enuncia los derechos a la integridad personal y a no ser sometido a tortura o tratos inhumanos o humillantes. Sin embargo, dicho precepto no enuncia a la libertad de creencias, la que como contenido de la libertad religiosa, por el contrario, constituye un derecho susceptible de protección mediante el amparo. ¿Ello impide que este Tribunal pueda pronunciarse sobre este último derecho?

Debido a la singularidad del caso, la respuesta debe ser negativa. La posibilidad de que la libertad religiosa y, dentro de su contenido, la libertad de creencias, sea susceptible de una protección exclusiva mediante el proceso constitucional de amparo, está supeditada a que su eventual lesión repercuta íntegra y exclusivamente sobre su contenido constitucionalmente protegido, y no en aquellos supuestos en los que la eventual lesión sea consecuencia relacional de haberse afectado uno de los contenidos de la libertad individual, como se ha planteado en el presente caso. 

Tal aseveración se ajusta también a las exigencias que imponen los principios de economía procesal y de prevalencia del derecho material sobre el derecho adjetivo, incorporados como principios que rigen los procesos constitucionales en el primer y tercer párrafo del artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional.

Por consiguiente, el Tribunal Constitucional es competente, ratione materiae, para pronunciarse sobre el fondo del asunto.

10. El segundo aspecto en torno a la procedencia, o no, del hábeas corpus, tiene que ver con el hecho de que, si pese al tiempo transcurrido, todavía es posible que este Tribunal expida una resolución sobre el fondo. 

Como se sabe, la finalidad de los procesos constitucionales contemplados en el artículo 1° del Código Procesal Constitucional es la protección de los derechos fundamentales. En este mismo enunciado normativo se alude a la hipótesis de que cuando se produzca el cese del acto lesivo, o cuando el derecho haya devenido en irreparable, se declarará fundada la demanda, siempre y cuando estos supuestos se hayan producido después de presentada la demanda.

Entre tanto, de acuerdo al artículo 5°, inciso 5) del mismo Código Procesal Constitucional, una de las causales de improcedencia de este tipo de procesos es que se haya producido el cese del acto reclamado o hubiese devenido en irreparable el agravio ocasionado al derecho fundamental. Sin embargo, para que tal supuesto de improcedencia pueda prosperar, es preciso que tales hechos se hayan producido antes de la presentación de la demanda.
11. Las resoluciones recurridas mediante el recurso de agravio constitucional han  considerado que en el caso se habría producido la sustracción de la materia, puesto que antes de que se interpusiera el presente hábeas corpus, el recurrente obtuvo una sentencia estimatoria, que dispuso que el Director del Hospital “Dos de Mayo” entregara el cuerpo de don Francisco Javier Francia Sánchez.

12. El Tribunal Constitucional no comparte ese criterio. En primer lugar, porque si bien poco después de la presentación de la demanda de hábeas corpus, el 15 de octubre, se había dictado una resolución judicial que ordenaba el cese del acto lesivo, éste no fue acatado por los funcionarios del Hospital Nacional “Dos de Mayo”. En efecto, cuando los familiares del occiso se constituyeron a dicho nosocomio, un funcionario distinto al inicialmente emplazado se opuso a la entrega del cadáver, lo que motivó que se interpusiera este hábeas corpus. 

El Tribunal considera que no se puede declarar improcedente una demanda con el argumento de que se ha producido la sustracción de la materia, cuando la afectación no ha cesado; es ésta, y no la existencia de pronunciamiento judicial previo (que no fue acatado), una de las causales por las cuales el juez pudo declarar la sustracción de la materia.

12. En segundo lugar, porque si acaso el cese del acto lesivo se hubiese producido después de presentada la demanda, aún sería preciso que el juez evaluase si, por las especiales características del caso, sería necesario que se expida una sentencia sobre el fondo en aplicación del artículo 1° del Código Procesal Constitucional.

Tal facultad (y no, por tanto, una obligación) es un arma con la que el  legislador ha dotado al juez constitucional para que, en atención a la magnitud de la lesión de un derecho fundamental o a la eventualidad de que se reproduzca el mismo acto posteriormente, evalúe detenidamente si aún es posible, por ser necesario, que se expida una sentencia sobre el fondo.  

Ello se justifica no sólo en el principio de economía procesal, sino, fundamentalmente, en el carácter objetivo que también tienen los derechos fundamentales en nuestro ordenamiento jurídico. Es decir, en la consideración de que tales derechos no sólo constituyen atributos subjetivos fundamentales del ser humano, sino que son el sistema material de valores sobre el que reposa el sistema constitucional en su conjunto, de manera que éste ha de irradiarse a todo el sistema jurídico, a la par de generar, particularmente en la actuación de los órganos del Estado, un “deber especial de protección” para con ellos.

13. En ese sentido, en la medida en que en el presente caso el cese de la afectación se habría producido después de presentada la demanda, resulta aplicable el artículo 1° del Código Procesal Constitucional, por lo que este Tribunal es competente, ratione materiae, para conocer el fondo de la controversia constitucional. 

Libertad Religiosa:
14. El artículo 2°, inciso 3) de la Constitución, reconoce como derecho fundamental de toda persona “(...) la libertad de conciencia y de religión, en forma individual o asociada. No hay persecución por razón de ideas o creencias. No hay delito de opinión.  El ejercicio público de todas las confesiones es libre, siempre que no ofenda la  moral ni altere el orden público”.

15. En la STC N.° 0895-2001-AA/TC, este Tribunal hizo algunas precisiones sobre el contenido de la libertad religiosa, señalando que consiste en “(...) el derecho fundamental de todo individuo de formar parte de una determinada confesión religiosa, de creer en el dogma y la doctrina propuesta por dicha confesión, de manifestar pública y privadamente las consecuentes convicciones religiosas y de practicar el culto”. 

16. Por su parte, en la STC N.° 3284–2003–AA/TC, fundamento jurídico 18, este Tribunal consideró que la libertad religiosa contiene cuatro atributos jurídicos, a saber:

a) Reconocimiento de la facultad de profesión de la creencia religiosa que libremente elija una persona.

b) Reconocimiento de la facultad de abstención de profesión de toda creencia y culto religioso.

c) Reconocimiento de la facultad de poder cambiar de creencia religiosa.

d) Reconocimiento de la facultad de declarar públicamente la vinculación con una creencia religiosa o de abstenerse de manifestar la pertenencia a alguna. Es decir, supone el atributo de informar, o no informar, sobre tal creencia a terceros.

La libertad religiosa, como toda libertad constitucional, consta de dos aspectos. Uno negativo, que implica la prohibición de injerencias por parte del Estado o de particulares en la formación y práctica de las creencias o en las actividades que las manifiesten. Y otro positivo, que implica, a su vez, que el Estado genere las condiciones mínimas para que el individuo pueda ejercer las potestades que comporta su derecho a la libertad religiosa.

17. Un aspecto importante que forma parte del contenido de este derecho es la protección contra toda discriminación que tenga por motivo el ejercicio del derecho a la libertad religiosa. Mediante esta prohibición se garantiza también la formación de creencias y sus manifestaciones. 

La manifestación de la libertad religiosa a través de las creencias es consustancial a la libertad religiosa. Esta manifestación incluye tanto el proselitismo de las creencias como el culto, el cual forma parte de la religión que se profesa. En ese sentido, la libertad religiosa subsume a la libertad de culto(3), y dentro de la libertad de culto, quedan garantizadas constitucionalmente todas aquellas ceremonias que la expresan, como las relativas al matrimonio y los ritos. Dentro de estos últimos, se encuentra la sepultura digna de los muertos por parte de sus familiares o seres queridos(4).

18. Por cierto, como sucede con cualquier derecho fundamental, tampoco el ejercicio de la libertad religiosa, en cuyo ámbito se encuentra comprendido el de la libertad de culto, es absoluto. Está sujeto a límites. Uno de ellos es el respeto al derecho de los demás. Este límite forma parte del contenido del derecho en su dimensión negativa, que, como se ha recordado, prohíbe la injerencia de terceros en la propia formación de las creencias y en sus manifestaciones. También constituye un límite la necesidad de que su ejercicio se realice en armonía con el orden público; particularmente, con la libertad de culto(5). Asimismo, se encuentra limitado por la moral y la salud públicas. Tales restricciones deben ser evaluadas en relación con el caso concreto e interpretadas estricta y restrictivamente(6). 

19. En el caso, que el rito relativo a la sepultura digna de los muertos por parte de los familiares de don Francisco Javier Francia Sánchez fue objeto de restricciones por las autoridades del Hospital Dos de Mayo. Asimismo, es claro que tales actos no tomaron en cuenta, ni invocaron, ninguno de los límites a los cuales está sujeto el ejercicio de dicho rito. 

Por ello, el Tribunal Constitucional considera que los demandados, al no entregar el cuerpo de don Francisco Javier Francia Sánchez a sus familiares, impidieron que se le brinde sepultura digna, constituyendo, por ello, la retención de su cadáver, un ilegítimo impedimento del ejercicio de la libertad de culto.

Integridad Personal:
20. Como se señaló en la STC N° 2333-2004-HC/TC, el artículo 2°, inciso 1) de la Constitución de 1993 reconoce el derecho a la integridad en tres ámbitos: físico, moral y psíquico. 

Las circunstancias especiales que rodean al presente caso, expuestas en esta sentencia, permiten a este Tribunal Constitucional concluir que el acto reclamado tiene incidencia en uno de los contenidos del derecho a la integridad personal de los familiares de don Francisco Javier Francia Sánchez. En concreto, la integridad moral. 

En efecto, dado que el derecho a la integridad personal comprende el libre desarrollo del proyecto de vida en sociedad, de acuerdo a las costumbres que le asisten a las personas, así como el ejercicio de determinadas conductas que las identifican como parte de dicha comunidad, el rito de darle sepultura a un cadáver está amparado por dicho derecho fundamental.

La práctica de los ritos, como el de dar sepultura digna al familiar  fallecido, forma parte de la libertad de culto, de modo que el impedimento de dicha práctica afecta irremediablemente la integridad moral de los familiares.

21. En el caso, el grado de afectación de la integridad moral es tal que el acto reclamado linda con un trato cruel, inhumano o degradante, puesto que constituye una práctica cuyo fin es “(...) despertar en la víctima sentimientos de miedo, angustia e inferioridad, además de humillación y degradación, con la finalidad de obtener información, como medio intimidatorio, como castigo o medida preventiva, para intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, como castigo o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación u otro fin”(7).

En ese sentido, el Tribunal Constitucional estima que el comportamiento de los funcionarios del Hospital Nacional “Dos de Mayo” constituyó una violación del derecho a no ser objeto de un trato inhumano, de tal gravedad o severidad, que lograron despertar sentimientos de angustia y sufrimientos de especial intensidad(8) en los familiares del occiso Francisco Javier Francia Sánchez, con el objeto de intimarlos al pago de la deuda por los servicios prestados por dicho hospital.

Violación del Derecho a la Protección Jurisdiccional de los Derechos:
22. Asimismo, el Tribunal Constitucional considera que en la ocurrencia de los hechos también se ha acreditado la violación del derecho a la protección jurisdiccional de los derechos. En efecto, pese a que judicialmente se dispuso que las autoridades del Hospital “Dos de Mayo” entregasen el cadáver de don Francisco Javier Francia Sánchez, éstas no lo hicieron, de modo que el objetivo por el cual fue interpuesto el primer hábeas corpus no fue cumplido. 

De acuerdo con el artículo 25° de la Convención Americana de Derechos Humanos, todo individuo tiene derecho a la protección judicial, es decir, a un recurso efectivo, idóneo, sencillo y rápido para la protección de sus derechos fundamentales.

En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que el recurso que provea el Estado para la salvaguarda de los derechos conculcados, debe ser idóneo para protegerlos. Añadiendo que no sólo tiene que estar prescrito por la normatividad nacional, sino que tiene que ser accesible al individuo, real y no ilusorio, es decir, que fácticamente garantice la obtención de su objeto, que es la protección de los derechos vulnerados(9). La idoneidad va de la mano con la sencillez que caracteriza a dicho recurso, dada la premura con la que se requiere su efectividad, por lo que debe ser de acceso sencillo al ciudadano. 

En el caso de autos, como antes se ha dicho, pese a que se ordenó la entrega del cuerpo del occiso a los familiares, el mandato no fue acatado por los funcionarios del Hospital, vulnerándose, de ese modo, el derecho a la protección judicial efectiva.

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO

1. Declarar FUNDADA la demanda
2. Dispone que se remita copia de los actuados pertinentes al Ministerio Público para que se proceda de conformidad con el artículo 8 del Código Procesal Constitucional.

Publíquese y notifíquese.

SS.

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA
GARCÍA TOMA 
__________________________
(7) COMISIÓN DE LA VERDAD Y RECONCILIACIÓN NACIONAL–PERÚ, Informe Final. Primera Parte. El Proceso, los hechos, las víctimas. Tomo VI. p. 224.
(8) En la STC N.° 1429-2000-HC/TC, fundamento jurídico 7, señalamos que “(...) el trato inhumano se presenta siempre que se ocasione en la persona sufrimientos de especial intensidad”.
(9) Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso “Cinco Pensionistas”, párrafo 136; véase también Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, párrafo 113; Caso Ivcher Bronstein, párrafos 136 y 137; y Opinión Consultiva 9/87, “Garantías judiciales en Estados de Emergencia”, párrafo 24.
EXP. N° 1939-2004-HC/TC 

LIMA

RICARDO ERNESTO 

GÓMEZ CASAFRANCA

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 21 días del mes de julio de 2005, reunido el Tribunal Constitucional en sesión de Pleno Jurisdiccional, con asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen, Gonzales Ojeda, García Toma, Vergara Gotelli y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:

Recurso Agravio Constitucional interpuesto por don Ricardo Ernesto Gómez Casafranca contra la resolución de la Primera Sala Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 271, su fecha 7 de octubre de 2003, que declara improcedente la acción de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:

Con fecha 28 de agosto de 2003, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus contra la Sala Nacional de Terrorismo y contra la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, con el objeto que se declare nula la sentencia y la correspondiente Ejecutoria Suprema dictadas en su contra, por vulnerar su derecho al debido proceso y el principio de legalidad procesal. Afirma que ha sido condenado por la comisión del delito de terrorismo establecido en la Ley Nº 24651, hecho que resulta arbitrario e irregular, toda vez que, al momento de su comisión el delito se encontraba regulado por el Decreto Legislativo Nº 046. No obstante ello, la Sala emplazada lo juzgó y condenó aplicando el dispositivo mencionado y la Sala Suprema confirmó la recurrida, vulnerándose no sólo sus derechos constitucionales sino también los principios constitucionales de legalidad e irretroactividad de la ley penal. En consecuencia, solicita que se disponga su inmediata libertad “y/o” se realice un nuevo juicio oral conforme a las normas del debido proceso.


Realizada la investigación sumaria, el demandante ratifica el contenido de su demanda y alega que el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha expedido una comunicación a su favor resolviendo, ante la violación de sus derechos, que se disponga su libertad, así como el pago de una indemnización. 

Por su parte, el Vocal Carlos Augusto Manrique Suárez, integrante de la Sala Nacional de Terrorismo, refiere que la resolución cuestionada no vulnera derecho constitucional alguno, pues se encuentra arreglada a ley; aduce que la demanda debe ser declarada improcedente, dado que la sentencia condenatoria cuestionada se encuentra en etapa de ejecución. Finalmente, alega que mediante resolución aclaratoria se ha subsanado el “error material” en el que se incurrió, aplicándose el Decreto Legislativo Nº  046 y el artículo 108º del Código Penal, por ser las normas más benignas.


El Trigésimo Tercer Juzgado Penal de Lima, con fecha 4 de setiembre de 2003, declaró improcedente la demanda, al estimar que el “error material” alegado por el actor fue subsanado por la Sala Nacional de Terrorismo mediante la resolución de fecha 18 de noviembre de 2002. También consideró “apartarse” del conocimiento del proceso, pues el recurrente pretende cuestionar un proceso fenecido y pendiente de ejecución.


El Procurador Público a cargo de los Asuntos Judiciales Relativos a Terrorismo del Poder Judicial, con fecha 2 de octubre de 2003, se apersona al proceso solicitando que se declare improcedente la demanda, alegando que el cuestionado es un proceso regular, ante el cual el hábeas corpus no puede ser eficaz.

La recurrida confirmó la apelada por similares fundamentos.

FUNDAMENTOS:
1. El presente proceso constitucional tiene por objeto la declaración de nulidad de la sentencia condenatoria expedida contra el demandante y su posterior confirmación por Ejecutoria Suprema, pues el actor considera que ambas resoluciones judiciales son arbitrarias, al haberse vulnerado los principios de legalidad e irretroactividad de la ley penal.

2. Del contenido de la demanda se infiere que el recurrente pretende que este Tribunal declare la nulidad de la sentencia y la Ejecutoria Suprema que la confirma, como consecuencia de la inconstitucionalidad que las afecta. 

§. Análisis del acto lesivo materia de controversia constitucional

3. La controversia constitucional radica en determinar si los jueces emplazados, al procesar, juzgar y condenar al demandante, observaron el debido proceso o si, por el contrario, al expedir las resoluciones judiciales cuestionadas lesionaron sus derechos constitucionales a la libertad individual y al debido proceso en el extremo de transgresión a los principios de legalidad e irretroactividad de la ley penal.

§. Del Debido Proceso y la Tutela Judicial Efectiva 

4. La Norma Suprema, en el artículo 139º, establece los principios y derechos de la función jurisdiccional, consagrando el inciso 3  la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Es decir, garantiza al justiciable, ante su pedido de tutela, el deber del órgano jurisdiccional de observar el debido proceso y de impartir justicia dentro de los estándares mínimos establecidos por los instrumentos internacionales.

5. Ese enunciado es recogido por el artículo 4° del Código Procesal Constitucional, al establecer que “[s]e entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona  en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente  oportuna de las resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal”.

6. En consecuencia, el debido proceso parte de la concepción del derecho de toda persona a la tutela jurisdiccional efectiva, y se concreta a través de las garantías que, dentro de un iter procesal diseñado en la ley, están previstas en la Constitución Política del Perú.

7. Este Colegiado ha sostenido que “[n]o puede acudirse al hábeas corpus ni en él discutirse o ventilarse asuntos resueltos y que, como es la determinación de la responsabilidad criminal, son de incumbencia exclusiva de la justicia penal” (STC Nº 1230-2002-HC, Caso Tineo Cabrera, Fundamento Nº 7).  

8. Es importante resaltar que el hábeas corpus es un proceso constitucional destinado a la protección de los derechos reconocidos en la Constitución y no para revisar si el modo como se han resuelto las controversias de orden penal son las adecuadas conforme a la legislación ordinaria. En cambio, no puede decirse que el hábeas corpus sea improcedente para ventilar infracciones a los derechos constitucionales procesales derivadas de una sentencia expedida en un proceso penal, cuando ella se haya expedido con desprecio o inobservancia de las garantías judiciales mínimas que deben observarse en toda actuación judicial, pues una interpretación semejante terminaría, por un lado, por vaciar de contenido al derecho a la protección jurisdiccional de los derechos y libertades fundamentales y, por otro, por promover que la cláusula del derecho a la tutela jurisdiccional (efectiva) y el debido proceso no tengan valor normativo.

9. En este sentido, el proceso de hábeas corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y al debido proceso. En el presente caso, en que se han establecido judicialmente restricciones al pleno ejercicio de la libertad locomotora, tras la imposición de una sentencia condenatoria, este Colegiado tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad de los actos judiciales considerados lesivos. Esto es, evaluar si las resoluciones cuestionadas presentan la inconstitucionalidad que invoca el demandante. 

§. De los Principios de Legalidad e Irretroactividad de la Ley Penal:

10. En nuestro ordenamiento, tratándose de una disposición que forma parte del derecho penal material, la ley aplicable es la vigente al momento de cometerse el delito. Así se desprende del ordinal “d” del inciso 24) del artículo 2° de nuestra Constitución, a tenor del cual: “Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley.” 

11. No obstante ello, conforme lo sostenido en reiterada jurisprudencia, “[L]a aplicación retroactiva de las normas se produce cuando a un hecho, relación o situación jurídica se les aplica una norma que entró en vigencia después que éstos se produjeron. Nuestro ordenamiento prohíbe la aplicación retroactiva de las normas. Como excepción a la regla se permite la aplicación retroactiva en materia penal, cuando favorece al reo’. Así, el artículo 103° de la Constitución dispone que ‘Ninguna ley tiene fuerza ni efecto retroactivos, salvo en materia penal cuando favorece al reo’. Esta excepción es aplicable a las normas del derecho penal material, por ejemplo, en caso de que, posteriormente a la comisión del delito, entre en vigencia una norma que establezca una pena más leve. El artículo 6° del Código Penal prescribe que se aplicará la norma vigente al momento de la comisión del delito y, en caso de conflicto de normas penales en el tiempo, se aplicará la más favorable” (STC N.º 1300-2002-HC, Caso Eyzaguirre Maguiña, Fund. 8º).

12. De la revisión de las copias certificadas que forman el expediente constitucional, se advierte que el  recurrente, con fecha 30 de enero de 1998, ha sido condenado a “[v]einticinco años de pena privativa de libertad, por la comisión de los delitos Contra La Tranquilidad Pública – terrorismo, en agravio del Estado;  Contra La Vida El Cuerpo y La Salud – homicidio en agravio del GC Osdado Rojas Saavedra, Aurelio de la Cruz del Aguila y  Rolando Marín Páucar y  Contra El Patrimonio -  robo en agravio del Estado y de los  efectivos antes nombrados” (fs. 206-208), delitos tipificados en los artículos 288-A, 288-B e inciso “a” de la Ley N.º 24651 y el artículo 152º del Código Penal anterior. 

Recurrida la sentencia, la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, mediante Ejecutoria Suprema de fecha 18 de setiembre de 1998, declaró no haber nulidad en la parte de la sentencia que condena al demandante Gómez Casafranca a 25 años de pena privativa de libertad (fs. 217/219).

Posteriormente, la Sala Nacional de Terrorismo,  con fecha 18 de noviembre de 2002,  emite auto aclaratorio, precisando que la sentencia dictada con fecha 30 de enero de 1998 debe entenderse dictada en aplicación de los artículos 1º, y 2º, inciso “a”, del Decreto Legislativo N.º 046 y, en cuanto al delito de Homicidio, el artículo 108º del Código Penal vigente, por ser lo más favorable, dejando subsistente la pena impuesta al considerar que “[p]or error material se consignaron los artículos (...) tales errores deben ser subsanados en aplicación del artículo 298º del Código de Procedimientos Penales” (Resolución de la Sala Nacional de Terrorismo, Fund. 3º, fojas 220/226).

13. El demandante alega que “[s] e ha vulnerado el principio de legalidad porque se le aplicó una norma que no existía a la comisión del ilícito penal” (tomado del Recurso de fs. 257). Este Tribunal considera que no puede ser subsanado mediante una resolución aclaratoria pues no se trata de un error material, y porque en el Decreto Legislativo N.º 046 se encuentra subsumido  el delito de Homicidio Calificado por lo que no procedía la aplicación del artículo 108º del Código Penal vigente.

14. Al respecto, en autos aparece que:

a) En la denuncia fiscal se advierte que la conducta incriminada al demandante se encontraba dentro el tipo genérico del Decreto Legislativo Nº 046 y los artículos 150º, 237º y 259º del Código Penal de 1924, que tipificaban los delitos de terrorismo, homicidio simple, robo y daños (fs. 88).  

El auto que abre la instrucción lo procesa por los artículos 1º y 2º de dicho decreto legislativo, que preveían el  tipo genérico de terrorismo con una sanción de penitenciaria  no menor de 10 ni mayor de 20 años; y el de asociación ilícita con fines de terrorismo, que establecía una sanción de penitenciaria  no menor de 2 ni mayor de 4 años; y en su modalidad agravada preveía una sanción no menor de 6 ni mayor de 12 años (fs. 91-93).  En tanto que los artículos del Código Penal citados prevén los delitos de homicidio simple, robo y daños, respectivamente.

b) Bajo este marco incriminatorio fue procesado el demandante y respecto de los cargos formulados ejerció su derecho de defensa.

c) El Fiscal Superior, al emitir acusación contra el demandante, consideró que los hechos cometidos por éste tipificaban el delito de homicidio calificado previsto en el artículo 152º del Código Penal de 1924, “[p]or haberse realizado dicho ilícito para facilitar la comisión de otro delito, como es el terrorismo e inclusive ocasionándose las mismas por una acción de perversidad brutal que demuestran ferocidad en sus actos y no de un homicidio simple sin agravantes de ninguna clase como  lo tipificó el Juez Instructor”

Asimismo,   en cuanto al delito de terrorismo considera que la conducta está prevista en los artículos 288º A y 288º B, inc. a), de la Ley N.º 24651, que introduce en el Libro Segundo del Código Penal  el delito de Terrorismo, pero, como los hechos ocurrieron bajo la vigencia del Decreto Legislativo N.º  046 formula acusación bajo los alcances de los artículos 1º y 2º, inc. a), de dicho dispositivo” (tomado de la Acusación Fiscal de fs. 141). 

d) El auto aclaratorio expedido por la Sala Nacional de Terrorismo tipifica la conducta del demandante  en cuanto al delito de terrorismo, conforme a lo solicitado por el Fiscal Superior en su acusación escrita : artículos 1º y 2º del Decreto Legislativo N.º 046 y en cuanto al delito de Homicidio lo tipifica en el artículo 108º  del Código Penal vigente.

15. Lo antes anotado nos permite concluir que se ha afectado el derecho de defensa del demandante, toda vez que fue instruido por los tipos básicos de homicidio, terrorismo y asociación ilícita con fines de terrorismo, sin precisar la modalidad básica o agravada, y sin que exista un auto ampliatorio de instrucción y con ello la oportunidad que el procesado amplíe su declaración y su defensa sobre los nuevos cargos imputados. De lo  cual se colige que el Fiscal Superior agravó su situación al emitir acusación por el delito de homicidio agravado previsto en el artículo 152º del Código Penal anterior, cuya figura actual es el artículo 108º y una de las modalidades agravadas de terrorismo, la prevista en el inc a)  del artículo 2º del Decreto Legislativo N.º 046, figuras delictivas que establecían penas mucho más graves, pues el artículo 152º establecía internamiento que iba mas allá de un mínimo de 25 años y el ilícito de terrorismo, previsto en el artículo 2º inc a), establecía penitenciaria no menor de 12 años,  que en el Código anterior podía extenderse máximo hasta los 20 años.

16. En tal sentido,  el representante del Ministerio Público, al variar los términos de la imputación en forma desfavorable para el demandante, le generó estado de  indefensión, modificación sustancial que fue acogida por la Sala que lo juzgó, determinando que el proceso se haya tornado en irregular al haber transgredido uno de los derechos fundamentales que integran el debido proceso; esto es, el derecho de defensa, irregularidad que a su vez ha determinado la afectación de la tutela jurisdiccional, ambos garantizados por la Norma Constitucional. 

17. A mayor abundamiento, este Tribunal considera que se ha transgredido el Principio Acusatorio, pues el demandante no tuvo ocasión de defenderse de todos y cada uno de los elementos de hecho que componen el tipo de los delitos señalados en la sentencia, pues no hubo congruencia entre los hechos instruidos, los delitos tipificados por el Fiscal Superior y los establecidos en la sentencia. Irregularidades que afectan la nulidad insalvable del proceso y la vulneración de derechos fundamentales que no pueden convalidarse por la circunstancia que el demandante estuvo asistido por un abogado defensor. Razón por la cual procede declarar la nulidad parcial de las resoluciones judiciales que vulneran en forma manifiesta los derechos constitucionales del demandante 

18. Finalmente, en cuanto al extremo de inmediata excarcelación invocado por el demandante, resulta necesario precisar que la nulidad, declarada mediante el presente proceso constitucional, alcanza a los actos procesales mencionados, quedando subsistentes y surtiendo plenos efectos jurídicos los actos procesales precedentes; en consecuencia, el auto que dispone la apertura de instrucción y el mandato de detención dictado en él continúan vigentes. 
19. Por otro lado, con respecto a la actuación de los magistrados emplazados, este Colegiado considera que no resultan aplicables las sanciones contenidas en el artículo 22º del Código Procesal Constitucional, pues se trata de criterios de interpretación y aplicación de normas sustantivas, proceder que no es censurable y por tanto tampoco sancionable.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO

1. Declarar FUNDADA en parte la demanda de hábeas corpus, en el extremo de vulneración al debido proceso, e INFUNDADA en el extremo de la excarcelación solicitada.  

2. Declarar NULA la Sentencia expedida por la Sala Corporativa Nacional de Terrorismo de fecha 30 de enero de 1998, NULA la Ejecutoria Suprema de fecha 18 de setiembre de 1998, NULO el Auto Aclaratorio de fecha 18 de diciembre de 2002 e INSUBSISTENTE la Acusación Fiscal de fecha 10 de febrero de 1998, en  el  extremo referido al demandante Ricardo Ernesto Gómez Casafranca.
3. Disponer la realización de nuevo juicio oral con arreglo a ley.
Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI 

BARDELLI LARTIRIGOYEN

GONZALES OJEDA 

GARCÍA TOMA

VERGARA GOTELLI 

LANDA ARROYO 

EXP. N° 2522-2005-PHC/TC

AREQUIPA

JULIO CÉSAR 

SÁNCHEZ ESCOBEDO

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

 
En Lima, a los 9 días del mes de junio de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Presidente; García Toma y Vergara Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:

Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Julio César Sánchez Escobedo contra la sentencia de la Sala Penal de Vacaciones de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, de fojas 69, su fecha 14 de marzo de 2005, que declaró improcedente la acción de habeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:

El recurrente, con fecha 22 de febrero de 2005, interpone demanda de habeas corpus contra los jueces del Sétimo Juzgado Penal, señores Álvarez Neyra y Abril Paredes, contra los vocales integrantes de la Primera Sala Penal, señores Luna Regal y Zeballos Zevallos, y contra los vocales integrantes de la Segunda Sala Civil, señores Carreón Romero, Fernández Dávila Mercado y Del Carpio Milón, por vulneración del debido proceso. Sostiene que se encuentra procesado por delito de defraudación en la modalidad de estelionato, sujeto a tramitación sumaria, y que, no obstante haber prescrito la acción penal y haberse deducido la excepción correspondiente, la causa penal seguida en su contra continúa tramitándose, pese a que debe declararse prescrita la acción penal. 

Alega que durante la tramitación del proceso seguido en su contra se incurrieron en múltiples vicios, que lo convierten en irregular, por lo que la Tercera Sala Penal de Arequipa declaró nula la sentencia e insubsistente el dictamen fiscal, ampliando en 20 días el plazo investigatorio; ello originó que recusara al juez Álvarez Neyra, avocándose al conocimiento de la causa el emplazado Abril Paredes, quien expidió sentencia el 29 de octubre de 2004, declarando infundada la excepción de prescripción deducida. Agrega que esta fue recurrida y estuvo pendiente de pronunciamiento por el variado Tribunal Unipersonal; y que, durante la tramitación en segunda instancia, se evidenciaron irregularidades en el extremo de declararlo reo contumaz, por lo que procedió a recusar al juzgador, petición que, desestimada y apelada, fue reformada, siendo declarada improcedente.


El Octavo Juzgado Penal de Arequipa, con fecha 23 de febrero de 2005, rechazó liminarmente la demanda, por considerar que las irregularidades denunciadas se refieren al   propio proceso penal y no tienen relación con el derecho a la libertad individual, ni con la libertad personal o ambulatoria del demandante, toda vez que al interior del mismo proceso penal deberá determinarse la responsabilidad del procesado respecto a los hechos incriminados.

La recurrida confirmó la apelada, por similares fundamentos, agregando que no corresponde al juez constitucional pronunciarse sobre la excepción deducida. 

FUNDAMENTOS:

1. Es pertinente precisar que la demanda de habeas corpus fue rechazada in limine en las instancias precedentes, incurriéndose, en el presente caso, en un vicio del proceso que ha afectado el sentido de la decisión. Al haberse producido el quebrantamiento de forma procedería devolverse los autos con la a finalidad de que se emita un nuevo pronunciamiento. 

No obstante, por celeridad y economía procesal, a efectos de evitar las dilaciones innecesarias que acarrearía un nuevo tránsito por la vía judicial, y estimando que en autos aparecen elementos de prueba suficientes para emitir pronunciamiento de fondo, el Tribunal ingresará a resolver el fondo del asunto controvertido.

2. El demandante alega que no obstante haber prescrito la acción y haberse deducido la excepción correspondiente, la causa penal seguida en su contra continúa tramitándose, hecho que afecta su derecho al debido proceso e incide en su libertad personal.

3. Es importante precisar que si bien el proceso de habeas corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho al debido proceso, en el presente caso, habida cuenta que el pronunciamiento a expedirse no solo implica la observancia del principio de legalidad procesal sino que incide en el ejercicio del derecho invocado, el Tribunal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad constitucional de los actos considerados lesivos.

4. El artículo 139.º de la Norma Suprema establece los principios y derechos de la función jurisdiccional, consagrando el inciso 3.º la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Es decir, garantiza al justiciable, ante su pedido de tutela, el deber del órgano jurisdiccional de observar el debido proceso y de impartir justicia dentro de los estándares mínimos establecidos por los instrumentos internacionales. 

Este enunciado recogido por el artículo 4.° del Código Procesal Constitucional, establece que “[s]e entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal”.

5. En consecuencia, el debido proceso se asienta en la concepción del derecho de toda persona a la tutela jurisdiccional efectiva y se concreta a través de las garantías que, dentro de un iter procesal diseñado en la ley, están previstas en la Constitución Política del Perú. 

§. Análisis del acto lesivo 

6. Por tanto, será materia de análisis constitucional si la resolución judicial cuestionada, al disponer que la excepción de prescripción sea resulta conjuntamente con la sentencia, transgrede el principio de legalidad procesal e incide en la libertad personal del demandante.

7. Conforme a lo expresado en anterior oportunidad por este Tribunal, “[L] a prescripción, desde un punto de vista general, es la institución jurídica mediante la cual, por el transcurso del tiempo, la persona adquiere derechos o se libera de obligaciones (...). Y, desde la óptica penal, es una causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada en la acción del tiempo sobre los acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius punendi, en razón de que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas memoria social de la misma” (1).

Es decir, mediante la prescripción se limita la potestad punitiva del Estado, dado que se extingue la posibilidad de investigar un hecho criminal y, con él, la responsabilidad del supuesto autor o autores del mismo.

8. Del estudio de autos se advierte que el demandante es procesado por el delito de defraudación en la modalidad de estelionato, ilícito penal para el cual el artículo 197º inciso 4 del Código Penal, prevé una pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de cuatro años. Porque “[a] sabiendas que no le correspondía la propiedad del inmueble, el 14 de octubre de 1998, constituye hipoteca sobre el mismo a favor de la entidad agraviada”(2). 

En cuanto al iter del proceso, el accionante fue condenado en primera instancia, declarándose infundada la excepción de prescripción, y se le impusieron dos años de pena privativa de libertad, conforme se advierte de la copia de la sentencia que obra en autos de fojas 174/180. Esta sentencia fue recurrida por el demandante, procediendo nuevamente a deducir la excepción mencionada en segunda instancia con fecha 14 de febrero de 2005, como se constata de las copias que obran de fojas 28 a 31.

9. Por disposición del artículo 80.º del Código Sustantivo, la acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada por la ley para el delito, si es privativa de libertad (prescripción ordinaria); y, en todo caso, prescribe cuando el tiempo transcurrido sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de prescripción, conforme lo señala el artículo 83.º del acotado (prescripción extraordinaria)

En tal sentido, si los hechos investigados ocurrieron el 14 de octubre de 1998, a la fecha en que se solicitó la prescripción de la acción penal habían transcurrido 6 años y 4 meses de la presunta comisión del delito, de modo que los plazos máximos establecidos por ley se encontraban vencidos, ya que, por el tiempo transcurrido, el Estado perdió su facultad punitiva y, con ello, la posibilidad de investigar y sancionar.

10. En este orden de ideas, no tiene objeto que el órgano jurisdiccional prosiga con la tramitación del proceso y, por ende, con la determinación de la responsabilidad de los supuestos autores, si por mandato legal dicha responsabilidad se encuentra extinguida. Ni mucho menos está facultado para  determinar, vía sentencia, la responsabilidad penal de los procesados aludidos en las resoluciones expedidas por los jueces constitucionales en las instancias precedentes. 

11. Por otra parte, el delito de estelionato imputado al procesado provendría de la Escritura Pública que obra de fojas 81 a 85 de autos; en tal caso, la figura delictiva sería la prevista en el artículo 427.º del Código Penal, que no ha sido materia de este proceso, en el que no están tampoco comprendidos todos los partícipes.

Al respecto, el artículo 235.º del Código Procesal Civil precisa que “[e]s documento público el otorgado por funcionario público en ejercicio de sus atribuciones; y, la escritura pública y demás otorgados ante o por notario público según la ley de la materia”. A su vez, el artículo 236º del propio código indica que “[e]s documento privado aquel que no tiene las características del documento público. La legalización o certificación de un documento privado no lo convierten en público”.

Es necesario precisar tal distinción para los efectos de resolver, en el caso, la excepción de prescripción, habida cuenta que son distintas las penas y. por ende, los plazos de prescripción de la acción penal.

12. Finalmente, resulta importante recordar al órgano jurisdiccional que por disposición del artículo VII del Titulo Preliminar del Código Procesal Constitucional, las sentencias expedidas por este Tribunal, constituyen precedente vinculante cuando así se exprese resolutivamente, como en efecto se dispuso en el Fundamento Nº 48 de la STC N.º 1805-2005-PHC. 

Por consiguiente, es menester que los operadores judiciales observen lo dispuesto en el artículo invocado, no solo para cumplir con una disposición legal, sino también y sobre todo, para generar la seguridad jurídica del país que estriba en la predictibilidad de las decisiones judiciales.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

1. Declarar FUNDADA la demanda.

2. Disponer que se emita pronunciamiento respecto a la excepción de prescripción deducida por el demandante conforme al Fundamento N° 10, supra.   

SS.

ALVA ORLANDINI 

GARCÍA TOMA 
VERGARA GOTELLI
______________________________

 (1) STC Nº 1805-2005-PHC Fundamentos 6.º y 7º
(2) Tomado de la delimitación típica contenida en la sentencia de fecha 29 de octubre de 2004, fs. 174/180.
EXP. N° 3364-2005-PHC/TC

PUNO

PABLO MAMANI PARI

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 27 días del mes de junio de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los señores magistrados Alva Orlandini, Vergara Gotelli y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:

Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Pablo Mamani Pari contra la  sentencia de la Sala Penal de la Provincia de San Ramón de la Corte Superior de Justicia de Puno, de fojas 133, su fecha 7 de abril de 2005, que declara improcedente la demanda de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 25 de enero de 2005, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus contra los vocales de la Sala Penal de San Román, Reynaldo Luque Mamani, David Carreón Figueroa y Pastor Navinta Huamaní, alegando que los emplazados han expedido una resolución que amenaza de violación sus derechos a la libertad individual y al debido proceso. Alega el accionante que los cuestionados vocales, en el proceso que se le sigue por el presunto delito de peculado en agravio de la Municipalidad Provincial de Huancané, emitieron la resolución de fecha 4 de enero de 2005, revocando el mandato de comparecencia que se le había otorgado anteriormente en el proceso 2001-00118, mediante Resolución expedida el 25 de enero de 2001, en la que le fijaron, además, ciertas reglas de conducta, las cuales debía seguir bajo apercibimiento de revocársele dicha medida. Considera, entonces, que con la resolución de fecha 4 de enero de 2005, se ha consumado dicha violación, sin sustento legal alguno, ya que si no cumplió las normas de conducta durante el periodo julio-setiembre de 2004, ello se debió a la huelga indefinida en que se encontraba el Poder Judicial, máxime cuando tampoco se le hizo el requerimiento de ley.

El Primer Juzgado Especializado Penal de Puno, con fecha 23 de febrero de 2005, declara improcedente la demanda considerando que del examen del registro de firmas del procesado en el Libro de Reglas de Conducta del Juzgado de Huancané, se observaban irregularidades, pues aparecían firmas en días feriados no laborables, (p. ej. el sábado 1 de noviembre de 2003); asimismo, estableció que la huelga general indefinida del Poder Judicial, que abarcó agosto y setiembre de 2004, no fue huelga de magistrados, por lo que los diversos procesos seguidos ante el Juzgado Mixto de Huancané no sufrieron perturbación en su tramitación, no teniendo asidero, por tanto, lo sustentado por el actor.

La recurrida confirma la apelada por los mismos fundamentos.

FUNDAMENTOS:

Proceso Irregular:

1. El artículo 4° del Código Procesal Constitucional dispone que "el hábeas corpus procede cuando una resolución judicial firme vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva", entendiendo por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica en la que se respetan sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial del proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal". 

2. A juicio del Tribunal Constitucional, una acción de garantía constituye la vía idóneapara evaluar la legitimidad constitucional de los actos o hechos practicados por quienes ejercen funciones jurisdiccionales, en la medida en que de ellas se advierta una violación de los derechos al debido proceso y a la tutela jurisdiccional. Procederá incoarse el hábeas corpus, entonces, entre otros supuestos, contra resoluciones judiciales emanadas de un "procedimiento irregular", esto es, el que se produzca cada vez que en un proceso jurisdiccional se expidan actos que violen el derecho al debido proceso o la tutela jurisdiccional. En ese sentido, dado que en el presente caso se ha alegado la violación de diversos contenidos del derecho al debido proceso, corresponde evaluar si, en efecto, estos han sido afectados, debiendo subrayarse que la dilucidación de la culpabilidad, o no, del actor, es materia que no puede ser tratada mediante esta acción sumarísima de finalidad garantista.(1) 

3. El Tribunal ha señalado que el derecho al debido proceso, reconocido en el primer párrafo del inciso 3) del artículo 139° de la Constitución, en estricto, recoge un "modelo constitucional del proceso", es decir, un cúmulo de garantías mínimas que legitiman el tránsito regular de todo proceso. (2) Asimismo, este Colegiado sostiene que todas las normas del ordenamiento jurídico nacional, en particular aquellas que tienen relación con los derechos y libertades fundamentales, deben ser interpretadas en concordancia con los tratados en materia de derechos humanos suscritos por el Estado peruano. (3) 

Por otra parte, el artículo 7.6 de la Convención Americana de Derechos Humanos reconoce el derecho de toda persona privada de su libertad "a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que este decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención, y ordene su libertad si el arresto o su detención fueran ilegales"; debiendo entenderse dicho enunciado en el sentido de que no procede el hábeas corpus si la detención ordenada por un juez no es arbitraria, o, lo que es lo mismo, si se trata de una detención ordenada en forma debida. A contrario sensu, procede el proceso constitucional, si la detención se ordena en forma indebida, vale decir, cuando existieron errores en el procedimiento.

4. En el caso de autos, al haberse alegado la violación del derecho a la defensa, corresponde al Tribunal Constitucional decidir sobre la legalidad o ilegalidad de la detención, en virtud de lo establecido por la Convención Americana de Derechos Humanos, citada en el párrafo precedente; ya que, si bien no cabe acudir al hábeas corpus con objeto de hacer de este un recurso de casación o convertir a las instancias de la justicia constitucional en suprainstancia de la jurisdicción ordinaria, es posible acudir para solicitar lo prescrito en la propia Constitución, vale decir para "proteger únicamente derechos constitucionales". Sentada dicha premisa, deben evaluarse los derechos presuntamente vulnerados, pues en caso de que ellos no se hayan respetado se configurará un proceso irregular, y la procedencia de la acción será manifiesta. 

Petitorio de la Demanda:

5. Del petitorio de la demanda se desprende que la revocación de la medida de comparecencia dictada con fecha 4 de enero de 2005, obrante a fojas 10, deviene supuestamente en transgresora de los derechos constitucionales del demandante, en atención a lo siguiente: 

· El demandante ha cumplido, en forma irrestricta, con el mandato de concurrir el primer día hábil de cada mes al local del juzgado, a fin de informar y justificar sus actividades, dejando constancia de esto con su firma en el registro de firmas del respectivo juzgado, precisando que en los meses de agosto y setiembre no pudo cumplir tal norma de conducta debido a la huelga general indefinida del poder Judicial, y 

· No se le ha notificado debidamente el requerimiento para revocar la comparecencia, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 144° del Código Procesal Penal. Además, en la resolución en que se dicta comparecencia no se menciona en ninguna parte que, en caso de incumplimiento, operará el apercibimiento de detención. 

6. La resolución de fecha 4 de enero de 2005, obrante a fojas 10, emitida por los demandados, dispone revocar el mandato de comparecencia dictado contra el actor en virtud del incumplimiento de la norma de conducta impuesta a este, mediante la resolución de fecha 25 de enero de 2001, obrante a fojas 86, en la que se estableció la obligación del peticionario de "acudir al juzgado el primer día hábil de cada mes, a fin de informar sobre sus actividades, en forma personal y obligatoria, bajo apercibimiento de ser revocado el mandato de comparecencia y convertirla en efectiva en caso de incumplimiento". 

7. Del estudio de las piezas instrumentales obrantes en autos, se observa, a fojas 19 y 20, el informe N° 001-2005, emitido por el Secretario Judicial del Juzgado Mixto de Huancané, mediante el cual se remite copia certificada del registro de firmas del procesado en el Libro de Reglas de Conducta de dicho juzgado. De dicho registro se infiere que el recurrente no acudió a firmar en los meses de mayo, junio y agosto de 2004. 

8. Según se aprecia de la constancia emitida por el Administrador de la Corte Superior de Justicia de Puno, su fecha 18 de enero de 2005, obrante en autos, a fojas 7, “el despacho judicial de la Corte Superior de Justicia de Puno ha sido interrumpido a partir del día 14 de Julio hasta el día 10 de setiembre del 2004, por la huelga nacional indefinida acatada por los trabajadores del Distrito Judicial de Puno, la misma que ha sido decretada por la Federación Nacional de Trabajadores del Poder Judicial; “por consiguiente, no se han atendido en los órganos jurisdiccionales y administrativos de todas las instancias, mesas de partes de la sede central, San Roman y otras provincias”. De las afirmaciones señaladas se acredita el dicho del demandante respecto de que no pudo firmar el Libro de Reglas de Conducta específicamente en el mes de agosto de 2004, debido a la huelga del Poder Judicial. No obstante, no justifica la razón de su inasistencia al juzgado en los meses de mayo y junio del 2004, en los que no se registra su asistencia y de los que tampoco se da explicación alguna. 

9. Del mérito del Informe N°001-2005, su fecha 27 de enero de 2005, emitido por el secretario judicial Jany E. Espinoza, se colige que el demandante tampoco firmó el Libro de Reglas de Conducta en los meses de febrero, marzo, junio y agosto del 2002. De igual forma, no firmó en el mes de abril del año 2003. 

10. Asimismo, del análisis del citado registro de asistencias, se desprende que, entre las fechas en que el actor acudió a firmar, figuran el 5 de mayo de 2002, que, a la postre, recayó en día domingo no laborable y el 1 de noviembre de 2003, que recayó en día sábado no laborable; por lo tanto, el citado registro no se ha llevado de forma regular. 

11. El artículo 144° del Código Procesal Penal establece las consecuencias en caso de infracción de la comparecencia, y, en su segundo párrafo, estipula que "si el imputado no cumple con las restricciones impuestas en el artículo 143° del mismo, previo requerimiento realizado por el Fiscal o por el Juzgador en su caso, se revocará la medida y se dictará mandato de detención (...)". Así, del estudio de las instrumentales obrantes en autos se aprecia que el juzgado no ha cumplido el requisito procesal del requerimiento bajo apercibimiento, lo que constituye una violación a la tutela procesal efectiva del peticionario, en la modalidad de afectación del derecho a la defensa, protegido en el artículo 4°, tercer párrafo, del Código Procesal Constitucional. 

12. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 145° del Código Procesal Penal, que regula las formas de notificación, "El mandato de comparecencia y las demás restricciones serán notificadas al imputado mediante citación que le entregará el secretario por intermedio de la Policía, o la dejará en su domicilio a persona responsable que se encargue de entregarla sin perjuicio de notificársele por la vía postal, adjuntándose a los autos constancia razonada de tal situación. La Policía, además, dejará constancia de haberse informado de la identificación del procesado a quien notificó o de la verificación de su domicilio, si estaba ausente[...]". Se colige del estudio de las instrumentales obrantes en autos, que esto no se cumplió cabalmente. 

13. A mayor abundamiento, el titular de la Fiscalía Superior en lo Penal de San Román - Juliaca emitió dictamen con fecha 15 de noviembre de 2004, que obra en autos, a fojas 56, respecto de la solicitud de revocatoria de mandato de comparecencia por el de detención, sosteniendo que no cabe la variación de la medida al no haberse cumplido "con los requisitos establecidos por el artículo 135° del Código Procesal Penal, apareciendo de autos que el procesado viene actuando procesalmente, desvirtuándose el hecho de que este viene eludiendo la acción de la justicia o perturbando la actividad probatoria; que si bien es cierto no se ha presentado a las audiencias programadas, [se] debe cumplir con notificársele en su domicilio real haciéndose el apercibimiento correspondiente", a fin de cumplir con el requerimiento establecido por la norma antes citada. Finalmente, se pronuncia declarando improcedente la solicitud de variación del mandato de comparecencia por el de detención. 

14. Asimismo, el recurrente, a lo largo de la tramitación del proceso, ha ido haciendo uso de los medios impugnativos que la ley procesal prevé, tales como el recurso de nulidad de fecha 14 de enero de 2005, obrante a fojas 59, planteado contra la resolución del 4 de enero de 2005, que dictó mandato de detención en su contra, y que fue resuelto mediante resolución de fecha 26 de enero de 2005, obrante a fojas 71, que declaró improcedente la nulidad planteada; y el escrito de recusación interpuesto con fecha 18 de enero de 2005, corriente a fojas 62. 

15. Del estudio de las instrumentales obrantes en autos, se concluye que quien interpuso el pedido de revocatoria fue el Alcalde de la Municipalidad Provincial de Huancané, ente agraviado con el delito de peculado imputado al actor. En ese sentido, el artículo 57° del Código de Procedimientos Penales establece que son facultades y actividad de la parte civil "deducir nulidad de actuados, ofrecer medios de investigación y de prueba, participar en los actos de investigación y de prueba, intervenir en el juicio oral, interponer los recursos impugnatorios que la ley prevé, y formular solicitudes en salvaguarda de sus derechos e intereses legítimos. Asimismo, solicitar e intervenir en el procedimiento para la imposición, modificación, ampliación o cesación de medidas de coerción o limitativas de derechos, en tanto ello afecte, de uno u otro modo, la reparación civil y su interés legítimo, en los resultados y efectividad del proceso respecto a su ámbito de intervención"; de lo que se desprende la legitimidad del agraviado para interponer la solicitud de revocatoria que fuera resuelta mediante la resolución de fecha 4 de enero de 2005, que es materia de cuestionamiento por parte del actor. 

16. Del recuento de las situaciones antes descritas se aprecia que los vocales demandados, antes de revocar el mandato de comparecencia, se hallaban en el imperativo legal de emitir previamente una resolución requiriendo al procesado Pablo Mamani Pari el cumplimiento de las reglas de conducta impuestas en la resolución de fojas 86, bajo apercibimiento. No habiendo procedido de la forma señalada, se concluye que los demandados obviaron el requisito procesal establecido en los artículos 144° y 145° del Código Procesal Penal, quedando demostrado que se ha vulnerado el debido proceso, en su manifestación de procedimiento preestablecido por Ley, deviniendo en fundada la pretensión a tenor del artículo 4°, segundo y tercer párrafos, del Código Procesal Constitucional. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

1. Declarar FUNDADA la demanda; en consecuencia, inaplicable al actor la resolución de fecha 4 de enero de 2005; y dispone que el a quo emita una nueva resolución sobre la materia de autos, tomando en cuenta los requisitos procesales establecidos en el fundamento 16, supra, de la presente.

2. Exhorta a la Corte Superior de Justicia de Puno a poner mayor control en el registro de firmas del Libro de Reglas de Conducta, cuidando que la asistencia de los firmantes se registre efectivamente el primer día hábil de cada mes, bajo apercibimiento de revocárseles el beneficio de la comparecencia, ya que en el caso de autos se han detectado irregularidades en el citado registro.

3. Ordena que se remita copia certificada de esta sentencia a la OCMA del Poder Judicial, para que proceda de acuerdo con sus atribuciones, conforme a los fundamentos 8, 9 y 10 de la presente.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

VERGARA GOTELLI

LANDA ARROYO
EXP. N° 3482-2005-PHC/TC

LIMA

LUIS AUGUSTO 

BRAIN DELGADO 

Y OTROS
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 27 días del mes de junio del 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Alva Orlandini, Vergara Gotelli y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO:
Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por don Luis Augusto Brain Delgado contra la resolución emitida por la Tercera Sala Penal con Reos en Cárcel, de fojas 171, su fecha 11 de Febrero del 2005, que declara infundada, en todos sus extremos, la demanda de hábeas corpus de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 16 de noviembre de 2004, don Luis Augusto Brain Delgado interpone demanda de hábeas corpus a su favor, y en beneficio de su esposa, doña Julia Patricia Barrientos Alcántara, y de su menor hijo, Sebastián Brain Barrientos; y la dirige contra Ricardo Lublin Frydman y Mirtha Salazar Becerra, presidente y secretaria, respectivamente, de la Junta de Vecinos del Parque Malpica, sito en la calle N.° 1 de la urbanización Monterrico Chico, en el distrito de Santiago de Surco; así como contra los vigilantes particulares René Gonzales Romero y Aníbal Suárez Gómez, solicitando que se disponga el retiro de las rejas que se han instalado en el referido parque y sus alrededores, donde se encuentra su domicilio, impidiendo el libre ingreso y tránsito vehicular y peatonal.

Manifiesta que si bien la citada Junta de Vecinos cuenta con autorización municipal para efectuar el enrejado de la calle N.° 1, de conformidad con la Resolución de Alcaldía N.° 4821, del 20 de agosto de 1992, de acuerdo con la misma norma, las citadas rejas, cuyo propósito es el control vehicular y proteger la seguridad ciudadana, deben permanecer abiertas entre las 7:00 horas. y las 20:00 horas, lo que, en el presente caso, no se viene cumpliendo. Refiere que desde el año 2000 reside en la calle 1, N.° 191, de la urbanización Monterrico Chico, fecha desde la cual empezó a aportar un monto de S/. 30.00 a la Junta de Vecinos, que el sistema de seguridad administra; pero que, a raíz de haber sido víctima de un robo  en su vehículo y ante la indiferencia  de la citada junta frente a sus reclamos, decidió dejar de aportar la cuota mensual, habiéndose producido desde entonces una actitud hostil hacia su persona por parte de los miembros de la junta y de los vigilantes, la misma que se ha manifestado en la retención indebida de su correspondencia o en no entregarla en su domicilio; en la obstaculización del paso de su vehículo y el de su familia y de vehículos de terceros que se dirigen hacia su domicilio (incluyendo una ambulancia que en determinado momento debió atender a su hijo); y, finalmente, en agresiones verbales hacia él y su esposa por parte de los vigilantes, quienes le han manifestado que, por no aportar sus cuotas, no tiene derecho alguno de reclamar. Reitera que las rejas permanecen cerradas todo el día y que cuando ingresan los que aportan a la Junta de Vecinos, el tránsito fluye sin ningún inconveniente, añadiendo que, al no permitirle ingresar diariamente, se ve obligado a bajar de su vehículo y abrir personalmente la reja, ya que los vigilantes aducen seguir órdenes expresas de la junta de impedirle el ingreso.  

Practicadas las diligencias de ley se reciben las declaraciones de los demandantes (el recurrente y su esposa), quienes se ratifican en su dicho. Asimismo, se reciben las declaraciones de los demandados Daniel Lublin Frydman y Mirtha Margarita Salazar Becerra de Roca, en su condición de directivos de la Junta de Vecinos, quienes coinciden en señalar que la reja en cuestión permanece semiabierta, no existiendo restricciones o impedimentos contra el demandante para desplazarse con su vehículo. En todo caso, señalan, no se le brinda a este el servicio de seguridad y vigilancia porque no paga sus cuotas de mantenimiento; y ha presentado ante la Municipalidad una queja contra la Junta de Vecinos a fin de que retiren el enrejado. Finalmente, también se reciben las declaraciones de René Gonzales Romero y Aníbal Suárez Gómez, en su calidad de vigilantes, quienes señalan que, a raíz de que el demandante dejó de pagar sus cuotas, se procedió a recortarle los servicios de vigilancia, mas que en ningún momento se le ha restringido, ni a él, ni a sus familiares o sus trabajadores, el libre tránsito; tampoco se ha impedido que su correspondencia llegue a su domicilio. Agrega que anteriormente se recepcionaba dicha correspondencia por indicación del propio recurrente, pero, posteriormente, y a su solicitud, esta ya no se recepciona, permitiéndose el ingreso del mensajero en su domicilio.

El Cuadragésimo Tercer Juzgado Penal de Lima, con fecha 17 de diciembre de 2004, declara infundada la demanda en el extremo referido al retiro de rejas y fundada en el extremo referido al libre tránsito sin ningún tipo de restricciones. Tales consideraciones se sustentan en que no ha quedado acreditado que las rejas instaladas impidan el tránsito peatonal, ya que estas se encuentran abiertas y, por otra parte, están debidamente autorizadas; y que, sin embargo, sí se ha demostrado que el demandante tiene que bajar de su vehículo para abrir por completo la reja debido a que el personal de vigilancia no le brinda ni a él ni a su familia dicho servicio.

La recurrida confirma la apelada en el extremo que declara infundada la demanda, y la revoca en el extremo que la declara fundada, entendiéndola como infundada, por considerar que las rejas no están cerradas ni el demandante impedido de abrirlas, sino que este tiene que tomarse la molestia de abrirlas, lo cual es consecuencia de la restricción del derecho de libertad permitido por la ley.

FUNDAMENTOS:
Petitorio:
1. La demanda tiene por objeto solicitar el retiro de las rejas ubicadas en la Calle N° 1 S/N de la urbanización Monterrico Chico, en el distrito de Santiago de Surco, y que se disponga el libre ingreso del vehículo del recurrente y su familia, sin ningún tipo de restricciones. Se alega que el sistema de control implementado por la Junta de Vecinos de dicho lugar atenta contra el derecho constitucional al libre tránsito.

Cuestionamiento de Sistemas de Control de Tránsito Público y Necesidad de Establecer Criterios Generales:

2. De manera preliminar a la dilucidación de la presente controversia, y tomando en consideración que son diversas las ocasiones en que se han venido cuestionando mediante procesos de tutela de derechos sistemas de control implementados en vías o zonas de tránsito público, este Colegiado estima pertinente, independientemente del resultado al que finalmente arribe, exponer una serie de criterios que en lo sucesivo habrán de adoptarse para resolver controversias similares a la presente. Esta sentencia será precedente vinculante  para este mismo Colegiado y para los restantes órganos de la jurisdicción ordinaria, de conformidad con lo establecido en el artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional.

Hábeas Corpus de Naturaleza Restringida:

3. En el caso de autos, se cuestionan directamente restricciones a la libertad de tránsito o de locomoción presuntamente producidas por haberse instalado en una vía de uso público un sistema de control mediante rejas y vigilancia particular. Se trata, por consiguiente, no de un supuesto de detención arbitraria frente al que normalmente procede un hábeas corpus de tipo reparador, sino de un caso en el que se denuncia una restricción a la libertad individual distinta a los supuestos de detenciones arbitrarias o indebidas; por lo tanto, estamos frente al denominado hábeas corpus de tipo restringido.

4. Conviene precisar que en los hábeas corpus del tipo señalado, aun cuando no esté de por medio una medida de detención, no quiere ello decir que la discusión o controversia a dilucidar resulte un asunto de mera constatación empírica. En estos casos, como en otros similares, es tan importante verificar la restricción a la libertad que se alega como lo señalado por las partes que participan en el proceso, además de merituar las diversas instrumentales que puedan haber sido aportadas. Al margen de la sumariedad del proceso, es necesario evaluar con algún detalle lo que se reclama y el elemento probatorio con el que se cuenta.

Los Alcances Genéricos de la Libertad de Tránsito o Derecho de Locomoción y la Existencia de Límites a su Ejercicio:
5. La libertad de tránsito o derecho de locomoción es, dentro del catálogo de atributos susceptibles de tutela por mediante el hábeas corpus, de los más tradicionales. Con el mismo se busca reconocer que todo nacional o extranjero con residencia establecida pueda circular libremente o sin restricciones por el ámbito de nuestro territorio patrio, habida cuenta de que, en tanto sujeto con capacidad de autodeterminación, tiene la libre opción de disponer cómo o por dónde decide desplazarse, sea que dicho desplazamiento suponga facultad de ingreso hacia el territorio de nuestro Estado, circulación o tránsito dentro del mismo, o simplemente salida o egreso del país. Dicho atributo, por otra parte, se encuentra también reconocido en los artículos 12 ° y 13° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en el artículo 22° de la Convención Americana de Derechos Humanos, constituyendo uno de los derechos de mayor implicancia en el ámbito de la libertad personal.
6. Siendo el derecho de tránsito o de locomoción un atributo con alcances bastante amplios, se encuentra, sin embargo, por mandato expreso de la propia Constitución y conforme a los criterios recogidos por los instrumentos internacionales antes referidos, sometido a una serie de límites o restricciones en su ejercicio. Dichas restricciones, por de pronto, pueden ser de dos clases: explícitas o implícitas.

7. Las restricciones calificadas como explícitas se encuentran reconocidas de modo expreso y pueden estar referidas tanto a supuestos de tipo ordinario, como los enunciados por el inciso 11) del artículo 2° de la Constitución (mandato judicial, aplicación de la ley de extranjería o razones de sanidad), como a supuestos de tipo extraordinario (los previstos en los incisos 1 y 2 del artículo 137° de la Constitución, referidos a los estados de emergencia y de sitio, respectivamente).

8. El primer supuesto explícito implica que ninguna persona puede ser restringida en su libertad individual, salvo que exista un mandato formal emitido por autoridad judicial. En dicho contexto, y aunque toda persona tiene la opción de decidir el lugar al cual quiere desplazarse y el modo para llevarlo a efecto, queda claro que cuando ella es sometida a un proceso, sus derechos, en buena medida, pueden verse afectados a instancias de la autoridad judicial que lo dirige. Aunque tal restricción suele rodearse de un cierto margen de discrecionalidad, tampoco puede o debe ser tomada como un exceso, ya que su procedencia, por lo general, se encuentra sustentada en la ponderación efectuada por el juzgador de que, con el libre tránsito de tal persona, no puede verse perjudicada o entorpecida la investigación o proceso de la que tal juzgador tiene conocimiento. En tales circunstancias no es, pues, que el derecho se torne restringido por un capricho del juzgador, sino por la necesidad de que el servicio de Justicia y los derechos que ella está obligada a garantizar, no sufran menoscabo alguno y, por consiguiente, puedan verse materializados sin desmedro de los diversos objetivos constitucionales.

9. El segundo supuesto, mucho más explicable, y en parte advertido desde la propia idea que el derecho de locomoción solo le corresponde a los nacionales o extranjeros con residencia establecida, supone que quien, sin pertenecer a nuestro Estado, pretende ingresar, transitar o salir libremente de su territorio, se expone a ser expulsado bajo las consideraciones jurídicas que impone la Ley de Extranjería. La justificación de dicho proceder se sustenta en que si bien los derechos fundamentales son reconocidos universalmente, cuando se trata de aquellos cuyo ámbito de ejecución trastoca principios esenciales, como la soberanía del Estado o la protección de sus nacionales, el ordenamiento jurídico, sobre la base de una equilibrada ponderación, puede hacer distingos entre quienes forman parte del mismo (del Estado) y aquellos otros que carecen de tal vínculo. En tales circunstancias, no es que se niegue la posibilidad de poder gozar de un derecho a quienes no nacieron en nuestro territorio o no poseen nuestra nacionalidad, sino que resulta posible o plenamente legítimo imponer ciertas reglas de obligatorio cumplimiento a efectos de viabilizar el goce de dichos atributos. Supuesto similar ocurre, en el ámbito de loa derechos políticos, donde el Estado se reserva el reconocimiento y la obligación de tutela de derechos fundamentalmente para el caso específico o preferente de los nacionales, sin que con ello se vea perturbada o desconocida la regla de igualdad.

10. El tercer supuesto explícito tiene que ver con otra situación perfectamente justificada. Como resulta evidente, por razones de sanidad también puede verse restringido el derecho de tránsito, esencialmente porque, en tal caso, de lo que se trata es de garantizar que el ejercicio de dicho atributo no ponga en peligro derechos de terceros o, incluso, derechos distintos de los derechos de la persona que intenta el desplazamiento. Tal contingencia, de suyo, podría ocurrir en el caso de una epidemia o grave enfermedad que pudiese detectarse en determinada zona o sector del territorio del país. En tales circunstancias, la restricción al derecho de tránsito se vuelve casi un imperativo que el ordenamiento, como es evidente, está obligado a reconocer y, por supuesto, a convalidar.

11. Un cuarto supuesto explícito, aunque este último de naturaleza extraordinaria, se relaciona con las situaciones excepcionales que la misma norma constitucional contempla bajo la forma de estados de emergencia o de sitio y que suelen encontrarse asociados a causas de extrema necesidad o grave alteración en la vida del Estado, circunstancias en las que es posible limitar en cierta medida el ejercicio de determinados atributos personales, uno de los cuales es el derecho de tránsito o de locomoción. En dicho contexto, lo que resulta limitable o restringible no es el ejercicio de la totalidad del derecho o los derechos de todos los ciudadanos, sino de aquellos aspectos estrictamente indispensables para la consecución de los objetivos de restablecimiento a los que propende el régimen excepcional, para cuyo efecto ha de estarse a lo determinado por referentes tan importantes como la razonabilidad y la proporcionalidad.

12. Las restricciones implícitas, a diferencia de las explícitas, resultan mucho más complejas en cuanto a su delimitación, aunque no, por ello, inexistentes o carentes de base constitucional. Se trata, en tales supuestos, de vincular el derecho reconocido (en este caso, la libertad de tránsito) con otros derechos o bienes constitucionalmente relevantes, a fin de poder determinar, dentro de una técnica de ponderación, cuál de todos ellos es el que, en determinadas circunstancias, debe prevalecer. Un caso específico de tales restricciones se da precisamente en los supuestos de preservación de la seguridad ciudadana, en los cuales se admite que, bajo determinados parámetros de razonabilidad y proporcionalidad, es posible limitar el derecho aquí comentado.

El Bien Jurídico Seguridad Ciudadana y sus Alcances:

13. Aunque no existe una aproximación conceptual precisa en cuanto a lo que para la Constitución representa la seguridad ciudadana, sino, básicamente, un conjunto de características o elementos que permiten integrar lo que sería su contenido, esta puede ser catalogada como un estado de protección que brinda el Estado y en cuya consolidación colabora la sociedad, a fin de que determinados derechos pertenecientes a los ciudadanos puedan ser preservados frente a situaciones de peligro o amenaza o reparados en caso de vulneración o desconocimiento. Derechos como la vida, la integridad, la tranquilidad, la propiedad o la libertad personal suelen ser los principales referentes que integran el contenido de la seguridad ciudadana en atención a lo que del Estado y la colectividad se espera, siendo evidente que, por sus alcances, se trata fundamentalmente de un bien jurídico de relevancia antes que de un atributo o libertad a título subjetivo.

14. De alguna forma la idea de los bienes jurídicos relevantes se encuentra, pues, asociada al interés general, mientras que el concepto de derechos se asocia al interés subjetivo particular de quien reclama por su defensa. Lo dicho cobra especial importancia si se parte del supuesto que la ciudadanía ve cotidianamente arriesgada su seguridad como resultado del entorno conflictivo y antisocial, cuando no de la criminalidad mayoritariamente presente en las ciudades con abundante población y tráfico económico y, frente a lo cual se hace necesaria una específica política de seguridad en favor de la colectividad. En el Estado social de derecho, por otra parte, es incuestionable la existencia de roles vitales en relación con la consecución de grandes objetivos. Vista la seguridad ciudadana como uno de esos roles en los que todo Estado se compromete, no cabe discusión alguna respecto del papel relevante que le toca cumplir y la especial posición que el ordenamiento constitucional le suele otorgar.

15. Cabe precisar que cuando se trata de bienes jurídicos como los aquí descritos, no resulta extraño, sino perfectamente legítimo que, en determinadas circunstancias, y como se anticipó anteriormente, los derechos puedan verse restringidos en determinados ámbitos de su contenido, a fin de compatibilizar los objetivos sociales propios de todo bien constitucional con los intereses individuales correspondientes a todo atributo o libertad. Naturalmente, no es que los derechos se encuentren posicionados por debajo de los bienes jurídicos y ni siquiera a un mismo nivel o jerarquía, pero es evidente que ante la existencia de ambas categorías al interior del ordenamiento se hace imperioso integrar roles en función de los grandes valores y principios proclamados desde la Constitución. En ese gran reto ponderativo el juez constitucional ocupa un papel gravitante.

Las Vías de Tránsito Público y el Establecimiento de Rejas como Medida de Seguridad Vecinal:

16. Exceptuados los ámbitos de lo que constituye el dominio privado, todo aquel espacio que desde el Estado haya sido estructurado como referente para el libre desplazamiento de personas puede ser considerado una vía de tránsito público. Dentro de tales espacios (avenidas, calles, veredas, puentes, plazas, etc.), no existe, en principio, restricción o limitación a la locomoción de los individuos, esto es, no existe la necesidad de pedir autorización alguna ni ante el Estado ni ante particular alguno, pues se presume que la vía pública pertenece a todos y no a determinada persona o grupo de personas en particular.

17. Las vías de tránsito público, por otra parte, sirven no solo para permitir el desplazamiento peatonal, sino para facilitar otros ámbitos de su autodeterminación o el ejercicio de una diversidad de derechos constitucionales (trabajo, salud, alimentación, descanso, etc.); y como tales, se constituyen en un elemento instrumental sumamente importante del cual depende la satisfacción plena o la realización de una multiplicidad de objetivos personales.

18. Siendo las vías de tránsito público libres en su alcance y utilidad, pueden sin embargo, y en determinadas circunstancias, ser objeto de regulaciones y aun de restricciones. Cuando estas provienen directamente del Estado, se presumen acordes con las facultades que el propio ordenamiento jurídico reconoce en determinados ámbitos (como ocurre, por ejemplo, con las funciones de control de tránsito efectuadas por los gobiernos municipales); cuando provienen de particulares, existe la necesidad de determinar si existe alguna justificación sustentada en la presencia, o no, de determinados bienes jurídicos.

19. Justamente en la existencia o reconocimiento del bien jurídico seguridad ciudadana, se encuentra lo que, tal vez, constituya la más frecuente de las formas a través de la cual se ven restringidas las vías de tránsito público. Tras la consabida necesidad de garantizar que la colectividad no se vea perjudicada en sus derechos más elementales frente al entorno de inseguridad recurrente en los últimos tiempos, se ha vuelto una práctica reiterada el que los vecinos o las organizaciones que los representan opten por colocar rejas o mecanismos de seguridad en las vías de tránsito público. Aunque queda claro que no se trata de todas las vías (no podría implementarse en avenidas de tránsito fluido, por ejemplo) y que sólo se limita a determinados perímetros (no puede tratarse de zonas en las que el comercio es frecuente), es un hecho incuestionable que la colocación de los citados mecanismos obliga a evaluar si el establecimiento de todos ellos responde a las mismas justificaciones y si puede asumir toda clase de características.

20. Este Colegiado ha tenido la oportunidad de precisar, en ocasiones anteriores, que la instalación de rejas como medidas de seguridad vecinal no es, per se, inconstitucional, si se parte de la necesidad de compatibilizar o encontrar un marco de coexistencia entre la libertad de tránsito como derecho con la seguridad ciudadana como bien jurídico. Lo inconstitucional sería, en todo caso, que el mecanismo implementado o la forma de utilizarlo resulte irrazonable, desproporcionado, o simplemente lesivo de cualquiera de los derechos constitucionales que reconoce el ordenamiento. Como lo ha sostenido la Defensoría del Pueblo en el Informe Defensorial N° 81 sobre “Libertad De Tránsito y Seguridad Ciudadana. Los enrejados en las vías públicas de Lima Metropolitana”, emitido en el mes de enero del 2004, pp. 42, “No se puede admitir un cierre absoluto de una vía pública ya que ello afectaría el contenido esencial del derecho al libre tránsito. Consecuentemente, se debe garantizar que los enrejados no sean un obstáculo para el ejercicio del derecho al libre tránsito, sino sólo una limitación razonable y proporcional. Ello quiere decir que dicha medida tiene que estar justificada por los hechos que le han dado origen, el crecimiento de la delincuencia; por la necesidad de salvaguardar un interés público superior, la protección del bien jurídico seguridad ciudadana; y debe ser proporcionada a los fines que se procuran alcanzar con ella”.

El Caso Planteado:
21. Como ya se ha precisado, el demandante cuestiona la colocación de rejas en la vía de acceso al lugar donde reside, debido a que, según afirma él y su familia, vienen siendo objeto de restricciones en su derecho de tránsito, a lo que se han añadido otras restricciones, como el no facilitarle el ingreso  o salida normal, viéndose obligado a bajar de su automóvil y abrir él mismo las rejas; no recibir su correspondencia en su domicilio; y tener que soportar que terceros que lo visitan no puedan ingresar.

22. Merituados los argumentos de las partes así como las instrumentales obrantes en el expediente, este Colegiado considera que la demanda interpuesta resulta legítima sólo en parte, habida cuenta de que: a) la instalación de las rejas en la Calle N° 1 de la urbanización Monterrico Chico no vulnera los derechos invocados, pues ello obedece a razones de seguridad vecinal, de conformidad con la Resolución de Alcaldía N.° 4821, emitida con fecha 20 de agosto de 1992, obrante a fojas 16 de los autos. Dicha resolución, cabe precisar, es de fecha anterior al momento en que el demandante empezó a residir en la citada urbanización, conforme se reconoce en el mismo texto de su demanda; b) no ha quedado acreditado en el caso de autos, según se desprende del Acta de Inspección Judicial y Constatación de fojas 97, que las rejas cuestionadas se encuentren cerradas; es decir, que exista impedimento de tránsito absoluto por el hecho de que no haya puertas en las referidas rejas o que, existiendo estas, se encuentren totalmente cerradas impidiendo el ingreso o salida de personas o vehículos; c) tampoco ha quedado acreditado que el demandante tenga restricciones actuales en la recepción de su correspondencia, pues aun cuando de las instrumentales de fojas 84 a 86 aparece que la correspondencia del demandante, en algún momento, era recepcionada por la vigilancia ubicada junto a la reja cuestionada, dicha situación se produjo muchos meses antes de promoverse la presente demanda (entre febrero y abril del 2004), debiendo estarse a la versión proporcionada por los vigilantes emplazados en sus declaraciones de fojas 75 a 75 vuelta y 93 a 93 vuelta, en el sentido de que el demandante optó a posteriori por solicitar a la vigilancia del lugar que sus comunicaciones le fueran directamente cursadas a su domicilio, hecho que evidentemente puede presumirse por no haberse presentado instrumentales que acrediten afectaciones recientes; d) no ha quedado acreditado, por último, que la familia del recurrente o terceros relacionados a él se hayan visto afectados en el derecho de tránsito, pues no existen  instrumentales o diligencias que respalden lo señalado en la demanda. Tampoco, se ha probado que la esposa del recurrente haya sido víctima de maltratos o comportamientos análogos por parte del personal de vigilancia; e) en todo caso, donde sí existe una evidente controversia es con relación a la situación descrita por el recurrente en el sentido de que, a diario, debe bajarse de su vehículo para terminar de abrir las puertas de la reja, sin que la vigilancia lo apoye o le facilite el libre tránsito. Respecto de este extremo, aceptado por lo demás por la propia parte emplazada, conforme aparece de las declaraciones obrantes de fojas 91 a 92 vuelta, cabe precisar que, aunque el hecho de que la vigilancia no quiera brindarle al recurrente ningún tipo de servicio responde a su condición de renuente en el pago de las cuotas destinadas al mantenimiento del sistema de seguridad y la vigilancia que lo acompaña, ello no quiere decir que sea legítimo que las dificultades o contratiempos que entraña el sistema implementado tengan que cargársele a quien, por determinadas razones, no opta por mantener dicho sistema; f) quiérase o no, resulta evidente que, al implementar el sistema de enrejado, se incorporan determinadas limitaciones al derecho de tránsito o locomoción. Precisamente para reducir al mínimo las molestias que se ocasionan con dicha limitación, el personal de seguridad, tomando en cuenta que las rejas se encuentran semiabiertas o juntas, participa abriéndolas en su totalidad, sobre todo en el supuesto de los que transitan con su vehículo. Sin embargo, si por el  hecho de no estar al día en las cuotas como integrante de la Junta de Vecinos o no pertenecer a ella, todo conductor de un vehículo va a tener que bajarse a terminar de abrir las rejas sin que el personal de vigilancia se tome la elemental molestia de colaborar, el mencionado sistema termina convirtiéndose en un mecanismo de entorpecimiento antes que en un sistema mínimamente eficiente; g) este Colegiado considera que la versión proporcionada por los emplazados, según la cual no se restringe su libertad porque la reja se encuentra semiabierta, no es aceptable si existe, como en el presente caso, un elemento facilitador representado por el personal de seguridad. No es razonable ni equitativo que, si al resto de vecinos e incluso a quien llega desde afuera sin pertenecer a la vecindad, se le facilitan las condiciones de tránsito, al recurrente, por el contrario, se le entorpezcan las cosas y tenga que ser él mismo el que se baje de su vehículo para poder transitar. Los demandados confunden lo que es el servicio de vigilancia o seguridad, que ciertamente no se está pretendiendo imponer aquí con carácter gratuito, con lo que representa la obligación de facilitar el tránsito, dadas las características del sistema. Así como no podría pretenderse imponer a la Junta Vecinal que brinde gratuitamente los servicios de seguridad a quien no los sufraga, tampoco es razonable imponer molestias al vecino que debe transitar como lo hace cualquier ciudadano en una vía pública. Facilitar el tránsito, en otras palabras, no forma parte del sistema de vigilancia o seguridad, sino que es obligación correlativa impuesta como carga sobre quienes apelan a tal sistema. No entenderlo de eso modo significaría privar al recurrente de determinadas garantías a las que sí tiene derecho como cualquier ciudadano que transita por la vía pública.

23. Por consiguiente, habiéndose acreditado, en el presente caso, que existe una parcial restricción a la libertad de tránsito, la presente demanda deberá declararse fundada en el extremo que invoca el libre ingreso del vehículo del recurrente y de los miembros de su familia, sin obstáculos, lo que se traduce en que el personal encargado de la seguridad frente a las rejas no obstaculice el libre tránsito, por las vías respectivas, del demandante, sus familiares y terceros que acudan a ellos, conforme a los términos precedentes.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

HA RESUELTO

1. Declarar FUNDADA, EN PARTE, la demanda en el extremo referido en el fundamento 23 supra.

2. Ordena que la Junta de Vecinos de la urbanización Monterrico Chico, del Distrito de Santiago de Surco, de la Provincia de Lima o quienes la representen, así como sus dependientes, cumplan con la presente sentencia.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ALVA ORLANDINI

VERGARA GOTELLI

LANDA ARROYO

EXP. N° 3766-2004-HC/TC

CAJAMARCA 

M. I V. CH. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
En Lima, a 16 de mayo de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los señores magistrados Alva Orlandini, García Toma y Vergara Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO:
Recurso Agravio Constitucional interpuesto por doña Marina Rosa Chugden Leyva contra la sentencia de la Sala Mixta Descentralizada de la Corte Superior de Cajamarca, de fojas 27, su fecha 5 de noviembre del 2004, que declara improcedente la demanda de autos.

ANTECEDENTES:
Con fecha 14 de octubre de 2004, la recurrente interpone demanda de hábeas corpus a favor de su hijo M.I.V.CH., y la dirige contra el Mayor Comisario y los efectivos de la Policía Nacional del Perú de la Comisaría de Bambamarca, solicitando la inmediata libertad del beneficiario. Refiere que, no obstante que su hijo es menor de edad, está detenido arbitrariamente, desde el 8 de octubre de 2004 en la mencionada comisaría; que hasta la fecha de interposición de la demanda, no ha sido entregado a sus padres o puesto a disposición del juez, habiendo transcurrido más de las 24 horas previstas por ley para la detención. Alega que el representante del Ministerio Público intervino al menor como si fuera un adulto y no un adolescente infractor.

Realizada la investigación sumaria, el favorecido refiere haber sido detenido en la discoteca Blue Sky, portando dos gramos de marihuana. Por su parte, los efectivos policiales emplazados manifiestan que realizaron la intervención en presencia del fiscal provincial, y que la investigación por delito de tráfico ilícito de drogas dura 15 días.

El Juzgado Mixto de Bambamarca, con fecha 15 de octubre del 2004, declara infundada la demandada considerando que no existe detención arbitraria, pues, conforme al artículo 2º, inciso 24, literal f), de la Constitución, en el caso de delito de tráfico ilícito de drogas el plazo para la detención puede extenderse hasta por 15 días. 

La recurrida confirma la apelada con similares fundamentos, añadiendo que la Resolución Nº 12268-2004-MP-FN, que aprueba el protocolo básico de atención para casos de adolescentes infractores de la ley penal, señala que, en casos de tráfico ilícito de drogas, la detención preliminar podrá prolongarse hasta por 15 días. 

FUNDAMENTOS:
1. La demanda tiene por objeto que se ordene la inmediata libertad del beneficiario por estar detenido arbitrariamente, no obstante ser un menor de 17 años de edad, transgrediéndose con ello la Constitución y el Código del Niño y el Adolescente.

2. La libertad personal es un derecho subjetivo reconocido en el inciso 24) del artículo 2.° de la Constitución Política del Estado, en el artículo 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en el artículo 7.2 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos. Este derecho constituye uno de los valores fundamentales de todo Estado constitucional de derecho, por cuanto fundamenta diversos derechos constitucionales, a la vez que justifica la propia organización constitucional.

No obstante lo dicho, como todo derecho fundamental, la libertad personal no es un derecho absoluto, pues su ejercicio se encuentra regulado y puede ser restringido mediante ley; por lo tanto, no existen derechos absolutos e irrestrictos, pues la norma suprema no ampara el abuso del derecho.

3. Con relación a la detención personal, la Constitución, en el inciso 24, literal f, del artículo 2°, dice que la detención es legítima, cuando así lo disponga el mandamiento escrito y motivado del juez y en caso de flagrante delito. Por consiguiente, para esclarecer la controversia, es menester determinar si la detención personal se produjo en estas circunstancias y si el periodo de detención cumplido por el favorecido constituye una restricción del derecho a la libertad prevista en la ley y la Constitución.

4. Este Tribunal ha manifestado, en reiterada jurisprudencia, que para que exista flagrancia de delito, debe cumplirse cualquiera de los dos requisitos siguientes: a) la inmediatez temporal, es decir, que el delito se esté cometiendo o que se haya cometido instantes antes; b) la inmediatez personal, esto es, que el presunto delincuente se encuentre en el lugar de los hechos, en el momento de la comisión del delito y esté relacionado con el objeto o a los instrumentos del delito, ofreciendo una prueba evidente de su participación en el hecho delictivo.

5. En autos consta que a las 17h 50min del día 8 de octubre de 2004, al menor M.I.V.CH., “[d]e 17 años de edad, estudiante del Colegio Santa Isabel Bea, con domicilio en [...], sin documentos personales a la vista [...] se le encontró un envoltorio, papel bond color blanco, conteniendo restos de hierba color verduzca, de aprox. 0.2 gramos, que al ser orientada con el niocinato de cobalto dio positivo para canavis sativa - marihuana [...]” (Acta de Comiso de Droga que en fotocopia obra a fojas 7 de autos). 

El día de autos el menor fue detenido a las 20.00 horas y permaneció retenido en la comisaría hasta las 14.00 horas del día 17 de octubre de 2004, fecha en la que el instructor y el representante del Ministerio Público, Juan Carlos Rodríguez Vargas, fiscal adjunto de Hualgayoc, lo notificaron en presencia de su madre, Marina Rosa Chugden Leyva, a efectos de que concurra ante la autoridad competente las veces que fueran necesarias para presentar sus descargos en relación con el presunto delito de tráfico ilícito de drogas, conforme lo acreditan las notificaciones remitidas en fotocopia por la autoridad policial mediante el Oficio N.º 19-05-C-NI-BCA/SEC-S3, recepcionado por este Tribunal el 10 de mayo de 2005, obrantes a fojas 58 y 60 del cuaderno formado en esta instancia.  

6. El artículo 299º del Código Penal prevé la posesión no punible de droga “[p]ara el propio e inmediato consumo, en cantidad que no exceda de cinco gramos de pasta básica de cocaína, dos gramos de clorhidrato de cocaína, ocho gramos de marihuana o dos gramos de sus derivados, un gramo de látex de opio o doscientos miligramos de sus derivados”. 

Siendo así, al haberse encontrado al menor en posesión de la droga, la comisión del delito es flagrante y, por ende, la detención legítima. Sin embargo, dada la cantidad de droga decomisada no se justifican los 9 días que se mantuvo detenido al menor, tanto más cuanto que el Código del Niño y Adolescente establece que, en caso de menores infractores, ellos deben ser entregados a sus padres, sin perjuicio de que en el trámite de la investigación se determine con qué finalidad el menor poseía la droga incautada. 

7. Se desprende de autos que, luego de presentada la demanda, cesó la agresión al haber sido puesto en libertad el menor por los propios policías denunciados. Cabe subrayar que los efectivos policiales emplazados quedan en la obligación de no reincidir en prolongar arbitrariamente las detenciones que realizan en el ejercicio regular de sus funciones, resultando de aplicación el artículo 1.º del Código Procesal Constitucional. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú  

HA RESUELTO

1. Declarar FUNDADA la demanda. 

2. Ordena la remisión de la correspondiente copia de la presente sentencia a la Inspectoría de la Policía Nacional del Perú a efectos de que proceda conforme a sus atribuciones en relación con la conducta de los efectivos policiales emplazados. 

Publíquese y notifíquese.

SS. 

ALVA ORLANDINI

GARCIA TOMA 

VERGARA GOTELLI

Análisis Cualitativo de la Jurisprudencia:

Del total de las resoluciones materia de la Investigación correspondiente al Año 2 005, el 20% (06) fueron declaradas Fundadas, lo cual representa desde ya un notable avance – en cuanto a números se refiere – para el efecto protector del Habeas Corpus y representado por la jurisprudencia de su más Alto Tribunal; ello en comparativa al año precedente en +7% a favor. La mayoría de los cuales se refieren a acciones promovidas como consecuencia de Detenciones Ilegales o Arbitrarias, así como exceso de Detención Preventiva amparada en el Art. 137º del CPP; del mismo modo dentro de este matiz de fallos emitidos por el TC, muchos de ellos tiene como fondo la vulneración al Debido Proceso como elemento vinculante al Acto Lesivo del Derecho a la Libertad Individual. 

Como se sabe, la finalidad de los procesos constitucionales contemplados en el Art. 1° del Código Procesal Constitucional es la protección de los Derechos Fundamentales. En este mismo enunciado normativo se alude a la hipótesis de que cuando se produzca el cese del acto lesivo, o cuando el derecho haya devenido en irreparable, se declarará fundada la demanda, siempre y cuando estos supuestos se hayan producido después de presentada la demanda. Entre tanto, de acuerdo al Art. 5°, Inc. 5) del mismo Código Procesal Constitucional, una de las causales de improcedencia de este tipo de procesos es que se haya producido el cese del acto reclamado o hubiese devenido en irreparable el agravio ocasionado al derecho fundamental. Sin embargo, para que tal supuesto de improcedencia pueda prosperar, es preciso que tales hechos se hayan producido antes de la presentación de la demanda. Estos preceptos constitucionales constituyen una de las innovaciones respecto de la legislación derogada, y como vemos en la causa en análisis tenemos que el proceso fue declarado improcedente en sus dos primeras instancias (Juzgado y Sala) ello en mérito a haberse producido la Sustracción de la Materia, pero tal como lo expresa el TC en la parte fundamental de su sentencia los hechos de sustracción de la materia se produjeron después de presentada la demanda, lo que considerativamente no habría sido considerada por las dos instancias previas; pero para ello el TC también considera que tiene mérito su pronunciamiento respecto del derecho a la Libertad de Creencias y la Libertad Personal – pese a no haber sido invocado – teniendo como sustento normativo lo establecido por el Art. VIII del Código Procesal Constitucional, que establece  que: “el Órgano Jurisdiccional Competente debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque no haya sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente. Asimismo el Art. 8 del CPC establece la Responsabilidad del Agresor y el falo de la sentencia amerita proceder de acuerdo a este articulado a efectos de sentar precedente de responsabilidad en los funcionarios públicos que lesionen derechos constitucionales. Tengamos en cuenta que a diferencias de las causas resueltas en amparo a la Legislación Disgregante, tenemos un amplio margen contenido, debido lo sustancial de la fundamentación y al uso aplicativo de la jurisprudencia nacional y supranacional, así como la Doctrina que por cierto muy rica y que profundiza el contenido meritual de la sentencia (Exp. N° 0256-2003-HC/TC).
Lo analizado en la siguiente causa permite al TC, concluir que se ha afectado el derecho de defensa del demandante, toda vez que fue instruido por los tipos básicos de homicidio, terrorismo y asociación ilícita con fines de terrorismo, sin precisar la modalidad básica o agravada, y sin que exista un auto ampliatorio de instrucción y con ello la oportunidad que el procesado amplíe su declaración y su defensa sobre los nuevos cargos imputados. De lo  cual se colige que el Fiscal Superior agravó su situación al emitir acusación por el delito de Homicidio Agravado previsto en el Art. 152º del Código Penal anterior, cuya figura actual es el Art. 108º y una de las modalidades agravadas de terrorismo, la prevista en el Inc. a)  del Art. 2º del Decreto Legislativo Nº 046, figuras delictivas que establecían penas mucho más graves, pues el Art. 152º establecía internamiento que iba mas allá de un mínimo de 25 años y el ilícito de terrorismo, previsto en el Art. 2º Inc. a), establecía penitenciaria no menor de 12 años,  que en el Código anterior podía extenderse máximo hasta los 20 años. En tal sentido,  el representante del Ministerio Público, al variar los términos de la imputación en forma desfavorable para el demandante, le generó estado de  indefensión, modificación sustancial que fue acogida por la Sala que lo juzgó, determinando que el proceso se haya tornado en irregular al haber transgredido uno de los derechos fundamentales que integran el Debido Proceso; esto es, el derecho de defensa, irregularidad que a su vez ha determinado la afectación de la tutela jurisdiccional, ambos garantizados por la Norma Constitucional. 
A mayor abundamiento, el TC considera que se ha transgredido el Principio Acusatorio, pues el demandante no tuvo ocasión de defenderse de todos y cada uno de los elementos de hecho que componen el tipo de los delitos señalados en la sentencia, pues no hubo congruencia entre los hechos instruidos, los delitos tipificados por el Fiscal Superior y los establecidos en la sentencia. Irregularidades que afectan la nulidad insalvable del proceso y la vulneración de derechos fundamentales que no pueden convalidarse por la circunstancia que el demandante estuvo asistido por un Abogado Defensor. Razón por la cual procede declarar la nulidad parcial de las resoluciones judiciales que vulneran en forma manifiesta los derechos constitucionales del demandante 
Finalmente, en cuanto al extremo de inmediata excarcelación invocado por el demandante, resulta necesario precisar que la nulidad, declarada mediante el presente proceso constitucional, alcanza a los actos procesales mencionados, quedando subsistentes y surtiendo plenos efectos jurídicos los actos procesales precedentes; en consecuencia, el auto que dispone la apertura de instrucción y el mandato de detención dictado en él continúan vigentes. (Exp. N° 1939-2004-HC/TC).

Es importante precisar que si bien el proceso de Habeas Corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el Derecho al Debido Proceso, en el presente caso, habida cuenta que el pronunciamiento a expedirse no solo implica la observancia del Principio de Legalidad Procesal sino que incide en el ejercicio del derecho invocado, el TC tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad constitucional de los actos considerados lesivos.
El Art. 139º de la Norma Suprema establece los Principios y Derechos de la Función Jurisdiccional, consagrando el Inc. 3) la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Es decir, garantiza al justiciable, ante su pedido de tutela, el deber del órgano jurisdiccional de observar el debido proceso y de impartir justicia dentro de los estándares mínimos establecidos por los instrumentos internacionales. 
Este enunciado recogido por el Art. 4° del Código Procesal Constitucional, establece que: “...Se entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal”.
En consecuencia, el Debido Proceso se asienta en la concepción del derecho de toda persona a la tutela jurisdiccional efectiva y se concreta a través de las garantías que, dentro de un iter procesal diseñado en la ley, están previstas en la Constitución Política del Perú. 

Por disposición del Art. 80º del Código Sustantivo, la acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada por la ley para el delito, si es privativa de libertad (Prescripción Ordinaria); y, en todo caso, prescribe cuando el tiempo transcurrido sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de prescripción, conforme lo señala el artículo 83.º del acotado (Prescripción Extraordinaria). En tal sentido, si los hechos investigados ocurrieron el 14 de Octubre de 1 998, a la fecha en que se solicitó la Prescripción de la Acción Penal habían transcurrido 6 años y 4 meses de la presunta comisión del delito, de modo que los plazos máximos establecidos por ley se encontraban vencidos, ya que, por el tiempo transcurrido, el Estado perdió su facultad punitiva y, con ello, la posibilidad de investigar y sancionar.
En este orden de ideas, no tiene objeto que el órgano jurisdiccional prosiga con la tramitación del proceso y, por ende, con la determinación de la responsabilidad de los supuestos autores, si por mandato legal dicha responsabilidad se encuentra extinguida. Ni mucho menos está facultado para  determinar, vía sentencia, la responsabilidad penal de los procesados aludidos en las resoluciones expedidas por los jueces constitucionales en las instancias precedentes. 
Finalmente sobre la base fundamentada por el TC precedentemente tenemos por acierto un elemento protección clara, ello se establece fallar Fundada la demanda y concluir que existió una vulneración al Debido Proceso, y dentro de ello disponer que el Órgano Jurisdiccional cumpla con emitir nuevo pronunciamiento respecto de la Excepción  de Prescripción. (Exp. N° 2522-2005-PHC/TC).

A juicio del TC, una Acción de Garantía constituye la vía idónea para evaluar la legitimidad constitucional de los actos o hechos practicados por quienes ejercen funciones jurisdiccionales, en la medida en que de ellas se advierta una violación de los derechos al Debido Proceso y a la Tutela Jurisdiccional. Procederá incoarse el Hábeas Corpus, entonces, entre otros supuestos, contra resoluciones judiciales emanadas de un "procedimiento irregular", esto es, el que se produzca cada vez que en un proceso jurisdiccional se expidan actos que violen el derecho al debido proceso o la tutela jurisdiccional. En ese sentido, dado que en el presente caso se ha alegado la violación de diversos contenidos del Derecho al Debido Proceso, corresponde evaluar si, en efecto, estos han sido afectados, debiendo subrayarse que la dilucidación de la culpabilidad, o no, del actor, es materia que no puede ser tratada mediante esta acción sumarísima de finalidad garantista. 
El TC ha señalado y señala en la presente causa  que el Derecho al Debido Proceso, reconocido en el Primer Párrafo del Inc. 3) del Art. 139° de la Constitución, en estricto, recoge un "Modelo Constitucional del Proceso", es decir, un cúmulo de garantías mínimas que legitiman el tránsito regular de todo proceso. Asimismo, el TC sostiene que todas las normas del ordenamiento jurídico nacional, en particular aquellas que tienen relación con los derechos y libertades fundamentales, deben ser interpretadas en concordancia con los Tratados en Materia de Derechos Humanos suscritos por el Estado Peruano.
Por otra parte, el Art. 7.6 de la Convención Americana de Derechos Humanos reconoce el derecho de toda persona privada de su libertad: "...a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que este decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención, y ordene su libertad si el arresto o su detención fueran ilegales"; debiendo entenderse dicho enunciado en el sentido de que no procede el Hábeas Corpus si la detención ordenada por un juez no es arbitraria, o, lo que es lo mismo, si se trata de una detención ordenada en forma debida. A contrario sensu, procede el proceso constitucional, si la detención se ordena en forma indebida, vale decir, cuando existieron errores en el procedimiento.
En el caso de autos, al haberse alegado la violación del Derecho a la Defensa, corresponde al TC decidir sobre la legalidad o ilegalidad de la detención, en virtud de lo establecido por la Convención Americana de Derechos Humanos, citada en el párrafo precedente; ya que, si bien no cabe acudir al Hábeas Corpus con objeto de hacer de este un recurso de casación o convertir a las instancias de la justicia constitucional en suprainstancia de la jurisdicción ordinaria, es posible acudir para solicitar lo prescrito en la propia Constitución, vale decir para "proteger únicamente derechos constitucionales". Sentada dicha premisa, deben evaluarse los derechos presuntamente vulnerados, pues en caso de que ellos no se hayan respetado se configurará un proceso irregular, y la procedencia de la acción será manifiesta. 
Del recuento de las situaciones antes descritas se aprecia que los vocales demandados, antes de revocar el mandato de comparecencia, se hallaban en el imperativo legal de emitir previamente una resolución requiriendo al procesado el cumplimiento de las reglas de conducta impuestas, bajo apercibimiento. No habiendo procedido de la forma señalada, se concluye que los demandados obviaron el requisito procesal establecido en los Arts. 144° y 145° del Código Procesal Penal, quedando demostrado que se ha vulnerado el debido proceso, en su manifestación de procedimiento preestablecido por Ley, deviniendo en Fundada la pretensión a tenor del Art. 4°, Segundo y Tercer Párrafos, del Código Procesal Constitucional; en consecuencia, inaplicable al actor la resolución que vulnera el derecho tutelado; y dispone que el a quo emita una nueva resolución sobre la materia de autos. Asimismo exhorta a la Corte Superior de Justicia a poner mayor control en el registro de firmas del Libro de Reglas de Conducta, cuidando que la asistencia de los firmantes se registre efectivamente el primer día hábil de cada mes, bajo apercibimiento de revocárseles el beneficio de la comparecencia, ya que en el caso de análisis se han detectado irregularidades en el citado registro. (Exp. N° 3364-2005-PHC/TC).

En la presente causa el TC fundamenta su resolución aduciendo que la Libertad de Tránsito o Derecho de Locomoción es, dentro del catálogo de atributos susceptibles de tutela mediante el Hábeas Corpus, de los más tradicionales. Con el mismo se busca reconocer que todo nacional o extranjero con residencia establecida pueda circular libremente o sin restricciones por el ámbito de nuestro territorio patrio, habida cuenta de que, en tanto sujeto con capacidad de autodeterminación, tiene la libre opción de disponer cómo o por dónde decide desplazarse, sea que dicho desplazamiento suponga facultad de ingreso hacia el territorio de nuestro Estado, circulación o tránsito dentro del mismo, o simplemente salida o egreso del país. Dicho atributo, por otra parte, se encuentra también reconocido en los Arts. 12 ° y 13° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en el Art. 22° de la Convención Americana de Derechos Humanos, constituyendo uno de los derechos de mayor implicancia en el ámbito de la libertad personal.
Como ya se ha precisado, el Demandante cuestiona la colocación de rejas en la vía de acceso al lugar donde reside, debido a que, según afirma él y su familia, vienen siendo objeto de restricciones en su Derecho de Tránsito, a lo que se han añadido otras restricciones, como el no facilitarle el ingreso  o salida normal, viéndose obligado a bajar de su automóvil y abrir él mismo las rejas; no recibir su correspondencia en su domicilio; y tener que soportar que terceros que lo visitan no puedan ingresar.

Por el contenido del expediente y los antecedentes expuestos y analizados por el Tribunal, éste concluye en la acreditación de que, en el presente caso, existe una parcial restricción a la Libertad de Tránsito, consiguientemente concluye en que la presente demanda debería declararse Fundada en el extremo que invoca el libre ingreso del vehículo del recurrente y de los miembros de su familia, sin obstáculos, lo que se traduce en que el personal encargado de la seguridad frente a las rejas no obstaculice el libre tránsito, por las vías respectivas, del demandante, sus familiares y terceros que acudan a ellos, conforme a los términos precedentes. (Exp. N° 3482-2005-PHC/TC).
Con relación a la Detención Personal, la Constitución, en el Inc. 24, Lit. f, del Art. 2°, dice que la detención es legítima, cuando así lo disponga el mandamiento escrito y motivado del juez y en caso de flagrante delito. Por consiguiente, para esclarecer la controversia, es menester determinar si la detención personal se produjo en estas circunstancias y si el periodo de detención cumplido por el favorecido constituye una restricción del derecho a la libertad prevista en la ley y la Constitución.
El TC ha manifestado, en reiterada jurisprudencia, que para que exista flagrancia de delito, debe cumplirse cualquiera de los dos requisitos siguientes: a) la inmediatez temporal, es decir, que el delito se esté cometiendo o que se haya cometido instantes antes; b) la inmediatez personal, esto es, que el presunto delincuente se encuentre en el lugar de los hechos, en el momento de la comisión del delito y esté relacionado con el objeto o a los instrumentos del delito, ofreciendo una prueba evidente de su participación en el hecho delictivo.
En autos consta que a las 17:50 Hrs., del día 8 Oct. 2 004, al menor M.I.V.CH., “de 17 años de edad, estudiante del Colegio Santa Isabel Bea, con domicilio en [...], sin documentos personales a la vista [...] se le encontró un envoltorio, papel bond color blanco, conteniendo restos de hierba color verduzca, de aproximadamente 0.2 gramos, que al ser orientada con el niocinato de cobalto dio positivo para canavis sativa - marihuana [...]”. Elemento constituido en probatorio mediante Acta de Comiso de Droga. El día de autos el menor fue detenido a las 20.00 Hrs., y permaneció retenido en la comisaría hasta las 14.00 Hrs., del día 17 Oct. 2 004, fecha en la que el Instructor y el Representante del Ministerio Público, Fiscal Adjunto, lo notificaron en presencia de su madre, a efectos de que concurra ante la autoridad competente las veces que fueran necesarias para presentar sus descargos en relación con el presunto Delito de Tráfico Ilícito de Drogas.

El Art. 299º del Código Penal prevé la posesión no punible de droga: “...para el propio e inmediato consumo, en cantidad que no exceda de cinco gramos de pasta básica de cocaína, dos gramos de clorhidrato de cocaína, ocho gramos de marihuana o dos gramos de sus derivados, un gramo de látex de opio o doscientos miligramos de sus derivados”. Siendo así, al haberse encontrado al menor en posesión de la droga, la comisión del delito es flagrante y, por ende, la detención legítima. Sin embargo, dada la cantidad de droga decomisada no se justifican los 9 días que se mantuvo detenido al menor, tanto más cuanto que el Código del Niño y Adolescente establece que, en caso de menores infractores, ellos deben ser entregados a sus padres, sin perjuicio de que en el trámite de la investigación se determine con qué finalidad el menor poseía la droga incautada. 

Se desprende de autos que, luego de presentada la demanda, cesó la agresión al haber sido puesto en libertad el menor por los propios policías denunciados. Cabe subrayar que los efectivos policiales emplazados quedan en la obligación de no reincidir en prolongar arbitrariamente las detenciones que realizan en el ejercicio regular de sus funciones, resultando de aplicación el Art. 1º del Código Procesal Constitucional, que faculta declarar Fundada una demanda de Habeas Corpus, independientemente de haberse dado la Sustracción de la Materia. Conforme hemos observado en las resoluciones precedentemente analizadas, sobre todo en los márgenes de las Improcedentes, ello no podía darse en tiempos de la vigencia de la Legislación Disgregante, debido a que resultaba improcedente una causa cuya materia se había sustraído o en términos normativos habría cesado la amenaza o violación del derecho constitucional, es decir, si en el curso de resolverse la demanda el agraviado fuera puesto en libertad. Sin embargo y cómo podemos apreciar el Código Procesal Constitucional, nos muestra un efecto innovador de nivel protector y en los que según la discrecionalidad del juzgador puede devenir en Fundada y que independientemente de la sustracción material ello implica que en estos términos, las autoridades policiales y judiciales no reincidan en la vulneración de derechos constitucionales. (Exp. N° 3766-2004-HC/TC).
Habiendo desarrollado hasta acá todo lo concerniente al Muestreo extraído para el presente trabajo, resulta importante – respecto del objetivo planteado – establecer los móviles o las razones por las que el TC declaraba y declara Fundada, Infundada o Improcedente las resoluciones sometidas a su conocimiento, vía el Recurso Extraordinario (según la derogada legislación) y el Recurso de Agravio Constitucional, en mérito al vigente Código Procesal Constitucional; y consiguientemente dar los siguientes resúmenes de márgenes conclutorios:
i. Los móviles o razones técnicas – jurídicas por las cuales el Tribunal Constitucional declaraba Fundada, Infundada o Improcedente las resoluciones sometidas a su conocimiento vía el Recurso Extraordinario (al amparo de la Ley Nº 23 506, sus modificatorias y complementarias), ofrece claramente a factores legislativos que la reglamentaban. Sin duda y a través de lo largo de nuestro trabajo, hemos tocado constantemente la denominada Legislación Disgregante como elementos falentes para la interpretación jurídico – constitucional, toda vez que sobre la base esta legislación (Ley Nº 23 506: Ley de Habeas Corpus y Amparo) es que se resolvieron innumerables causas. Conviene afirmar que el espíritu proclamado por esta Ley, era el de tutelar el Derecho a la Libertad Individual vulnerado, sin embargo a lo largo de su vigencia habría de mostrar cuestionamientos surgidos en los deméritos de sus modificatorias y complementariedades, que en todo caso quebrantaron ese espíritu protector y lo convirtieron, más bien, en un elemento vulnerante y represor de los derechos fundamentales sustentados en el caos social y político que vivía el país, sin  importar que los cambio legislativos otorgados al país – sobre esta materia –, resultaban ser inquisitivos para un Estado de Derecho, característica fundamental del Derecho a la Libertad.
ii. Las normas complementarias que sobre Delitos de Terrorismo se dieron durante la década de los ’90 tuvieron carácter vulnerante del Derecho a la Libertad Individual, obstaculizando la eficacia para el cual fue instituido el Habeas Corpus. Muchas de estas normas fueron declaradas inconstitucionales por sentencias del propio TC, tal como lo mostramos a lo largo de nuestra investigación: Tercera Parte, Título II, Capítulo III: Legislación Disgregante, de nuestra investigación (Pág. 482 – 508).
iii. Es importante mencionar asimismo, que las resoluciones emitidas por el TC durante la vigencia de la Legislación Disgregante carecieron de una consecuente motivación y fundamentación, característica indubitable del contenido de las sentencias del más Alto Tribunal, los antecedentes mostrados en cada causa sólo eran el contenido por demás resumido y simplícito del contenido de la Corte Superior. La fundamentación jurídica – Constitucional de sus resoluciones devenían e vulnerantes y desprotectoras, toda vez que la Institución del Proceso Regular, hacían que la causa fuera declarada Improcedente o Infundada. 
iv. Otro de los elementos vinculantes a la desprotección por parte del TC, significo lo estipulado en el Art. 6º, Num. 1) de la Ley Nº 23 506: Causales de Improcedencia; dicha norma establecía la improcedencia de las acciones de garantía, para el caso nuestro el Habeas Corpus: “En caso de haber cesado la violación o la amenaza de violación de un derecho constitucional, o si la violación se ha convertido en irreparable”; ello implicaba la denominada en marcos jurídicos como Sustracción de la Materia, con lo cual se dejaba en indefensión al recurrente y sin mérito al reparo.

v. Asimismo, tenemos que las resoluciones del TC ceñidos a la Legislación Disgregante, mostraba un demérito de consideración en cuanto se refiere a la precedencia jurisprudencial como sustento vinculante de sus fallos, es decir, la comparativa jurisprudencial tenía márgenes de representatividad de bajos niveles, ello sólo cuando tocamos términos jurisprudenciales nacionales y hablamos de niveles casi nulos, cuando tocamos niveles de jurisprudencia supranacional. Como sabemos la jurisprudencia constituye uno de los elementos vinculantes en ámbitos judiciales. Al respecto, Marcial RUBIO CORREA(412) afirma: “Al revisar la jurisprudencia constitucional con detalle y perseverancia (porque hay que ser perseverante para poder verla toda y a tiempo), hemos podido apreciar que, en determinados períodos, el Tribunal Constitucional adoptó una posición pretoriana (en el sentido del magistrado romano) dentro de determinados ámbitos del Derecho que, aunque rozaban con el propiamente constitucional, estaban tan en el borde que podían ser también temas pertenecientes al Derecho de los niveles infraconstitucionales. En todos ellos, el Tribunal “dio acción” para reclamar. El hecho de que la anterior Ley Nº 23 506 considerara a las vías constitucionales como alternativas y no como subsidiarias, favoreció este comportamiento”.
vi. Por último, en lo que concierne a este margen temporal – legislativo         (2 004), tenemos que la jurisprudencia emitida por el TC, careció ampliamente de una Doctrina relevante, toda vez que a lo largo de todo el Muestreo hemos podido apreciar que no existe casi una configuración paralela con la jurisprudencia, la Doctrina implicó una falencia amplia en los fallos emitidos por el TC en cuanto al Muestreo en referencia (2 004). Asimismo, es importante mencionar que podría discutirse si la opinión de los juristas, constituyen o no fuentes del Derecho, pero no se discute la importancia que tienen dichas opiniones en la evaluación y transformación del Derecho mismo. Su influencia se manifiesta en la enseñanza del Derecho, pues ellos lo comentan y crean doctrinas nuevas y toman parte en la redacción de las leyes y consolidación de jurisprudencia. Sin la intervención de los juristas, las leyes envejecerían más rápidamente, con su intervención como Pensadores del Derecho, este se hace cada vez más técnico, de modo que la influencia de los juristas es también cada vez mayor en los términos finales de toda jurisprudencia.

vii. Veamos ahora los móviles o razones técnicas – jurídicas por las cuales el Tribunal Constitucional declara Fundada, Infundada o Improcedente las resoluciones sometidas a su conocimiento vía el Recurso de Agravio Constitucional (al amparo de la Ley Nº 28 237: Código Procesal Constitucional). Creemos que ahora sí existe tal descripción general de los derechos y posible predictibilidad. En algunos casos con mayor detalle y otros con menos pero prácticamente en todos ellos tenemos un perfil que permite resolver casos futuros con consistencia. Relativa escasez de pronunciamientos, al menos hasta donde llega nuestro conocimiento de ellos, existe en referencia al Derecho a la Presunción de Inocencia del Art 2º, Num. 24, Inc. e) de la Constitución; a la Inviolabilidad del Domicilio (Num. 9); a la Legítima Defensa (Num. 23), y otros. Sin embargo, teniendo en cuenta que el TC sólo puede resolver frente a casos concretos que se someten a su jurisdicción, hay que reconocer que ha hecho un inmenso esfuerzo por detallar el tratamiento de los derechos establecidos.
viii. Por otro lado, la jurisprudencia paralela empleada en los fallos del TC, presentan otro margen respecto al anterior Muestreo, toda vez que a lo largo de las resoluciones materia de investigación hemos podido apreciar la inmersión de Jurisprudencia Nacional (STC), así como Supranacional, tales como la jurisprudencia de la Convención Americana de Derechos Humanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Comité de Derechos Humanos.
ix. La motivación y fundamentación jurisprudencial a partir de este margen temporal (2 005) representa otros matices, toda vez que la misma esquemática presentada en cada una de las resoluciones del TC, tales como la Delimitación del Petitorio,  Análisis del Acto Lesivo Materia de la de la Controversia Constitucional, el Debido Proceso y la Tutela Jurisdiccional Efectiva, del Principio de Legalidad y Retroactividad de la Ley Penal, Procedencia del Hábeas Corpus para la Tutela de los Derechos a la Integridad Personal, Tipologías de Habeas Corpus, y el Fallo respectivo, fallo que tendrá como sustento todo lo expresado en su fundamentación jurídica y doctrinaria.
x. Por otro lado el Art. 1º del Código Procesal Constitucional en su segunda párrafo establece que: “...Si luego de presentada la demanda cesa la agresión o amenaza por decisión voluntaria del agresor, o si ella deviene en irreparable, el Juez, atendiendo al agravio producido, declarará fundada la demanda precisando los alcances de su decisión, disponiendo que el emplazado no vuelva a incurrir en las acciones u omisiones que motivaron la interposición de la demanda y que si procediera de modo contrario se le aplicarán las medidas coercitivas previstas en el Art. 22º del presente Código, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda”. En este mismo margen el Art. 5º, Num. 5) del CPC establece como una de las Causales de Improcedencia en cuanto a procesos constitucionales se refiere: “A la presentación de la demanda ha cesado la amenaza o violación de un derecho constitucional o se ha convertido en irreparable”. Ambos tramos normativos nos presenta una aparente contradictoriedad, pero la jurisprudencia sentada en este sentido no presenta un matiz protector al Derecho Tutelado por el Habeas Corpus, y ello es que el Proceso podrá ser declarado Fundado, cuando la Sustracción de la Materia se ha producido después de presentada la demanda, y por otro lado será declarada Improcedente cuando la Sustracción de la Materia se habría dado antes de presentada la demanda. Como podemos apreciar esta normativa y su jurisprudencia sentada constituye desde ya un avance muy consecuente para el Derecho a la Libertad Individual, bien jurídico tutelado por el Habeas Corpus.
xi. Por último, en lo que concierne a este margen temporal – legislativo         (2 005), tenemos que la jurisprudencia emitida por el TC, contiene una amplia y consecuente doctrina como elementos vinculantes al carácter propio de sus fallos. La Doctrina contiene el mérito de consolidar la importancia de la investigación jurídica en los casos de la controversia judicial, del mismo modo su influencia en cuanto a las Ejecutorias Judiciales se manifestará en la enseñanza del Derecho, pues los contenidos de investigación doctrinaria inmersa en las jurisprudencias; por naturaleza propia crean doctrinas nuevas y toman parte en la redacción de las leyes y consolidación de jurisprudencia. Sin embargo es importante precisar que la doctrina inmersa en las resoluciones del TC presenta el matiz de los pensadores del derecho cuyo renombre tiene desde ya una relevancia previa en el tiempo y la pregunta que nos venimos a hacer respecto de esta acepción es: ¿Existe acaso un rezago en cuanto a la representatividad de doctrinólogos cuya responsabilidad lo tienen los Entes Educadores del Derecho?
b. Determinar si la Legislación Vigente, Jurisprudencia y Doctrina Constitucional constituyen una sólida fuente a la protección de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.
La Legislación Vigente materia de investigación, lo constituye la Ley Nº       28 237: Código Procesal Constitucional. Tomando esta norma como fuente legislativa podemos dar las siguientes conclusiones al objetivo planteado:
i. En efecto y en razón a lo tratado en el Objetivo a., podemos afirmar que a diferencia de la derogada Legislación  Disgregante, la Legislación Vigente nos ofrece una sólida fuente a la protección de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos, por cuanto constituye un elemento normativo adjetivo, ello porque la norma recoge importantes avances e innovaciones, recogiendo los aportes de la doctrina y jurisprudencia de la materia, así como corrigiendo vacíos y deficiencias observadas en el funcionamiento y tratamiento judicial de la legislación precedente. Debe recordarse que la norma pionera y matriz en este campo, la Ley N° 23 506: Ley de Hábeas Corpus y Amparo, data de fines de 1 982, habiendo sufrido modificaciones parciales que, en la mayoría de casos, afectaban su eficacia. 

ii. Por otro lado el Código contiene novedades importantes respecto a la actuación y ejecución de las sentencias por los jueces. Las sentencias dictadas en procesos constitucionales de Hábeas Corpus, Amparo, Hábeas Data y Cumplimiento se actúan conforme a sus propios términos por el Juez que conoció de la demanda y tienen prevalencia sobre cualquier sentencia de otros procesos judiciales. Se faculta al juez a utilizar medios de apercibimiento para asegurar el cumplimiento de la sentencia por el obligado a realizar prestaciones de dar, hacer o no hacer, tales como la imposición de multas fijas o acumulativas, determinadas discrecionalmente por el juzgador según la capacidad económica del obligado, o a disponer la destitución del responsable. Sin duda todo lo concerniente a lo tratado en párrafos precedentes y que sería redundar en lo afirmado (Tercera Parte: Marco Jurídico; Título II: Marco Jurídico Especial; Capítulos IV – VII: Código Procesal Constitucional; Págs. 505 – 655).
iii. La Jurisprudencia de igual modo ha tomado fondos más sólidos, desde que la magnitud de la norma protectora lo exige, y tal como lo referimos anteriormente, tenemos que la Jurisprudencia Nacional viene siendo constante y paralelo en las causas resueltas por el TC y porque no decirlo por los órganos jurisdiccionales instanciales previos al tratamiento del máximo Tribunal. Algo que indudablemente tiene un fuerte asidero a la protección del derecho tutelado por el Habeas Corpus es la Jurisprudencia Supranacional que usada hoy y a diferencia del ámbito temporal precedente (2 004), representan una sólida fuente de recurso procesal para las causas resueltas.
iv. La Doctrina representa hoy en día un elemento vinculante de suma importancia, toda vez que del estudio de la investigación jurídica se desprende nuevas doctrinas que servirán de sustento y soporte a los fallos emitidos por los órganos jurisdiccionales encargados de resolver causas sobre todo en materia constitucional. Sin embargo, y considerando su solidez, ésta tiene valores resumidos en tratadistas de renombre formados en las universidades de las décadas pasadas (1 970 – 1 900), entre los que podemos nombrar a Domingo GARCÍA BELAÚNDE, Francisco José EGUIGUREN PRAELI, Juan F. MONROY GALVEZ, Samuel ABAD YUPANQUI, Jorge DANÓS ORDOÑEZ, Arsenio ORÉ GUARDIA, Marcial RUBIO CORREA, José PALOMINO MANCHEGO entre otros; pero que partir de finales de los ’90 se ha visto seriamente afectada la investigación jurídica toda vez son pocos los investigadores de la nueva generación, ello debido a la poca o casi nula implementación de los Centros de Investigación Jurídica en las universidades del país y el alto número de abogados egresados bajo los márgenes de los mal llamados Programas de Titulación. En síntesis, respecto del fondo del objetivo planteado podemos afirmar que el uso de la doctrina en los fallos jurisdiccionales tiene hoy en día una fuerte solides, pero con el único demérito de la poca proyección en cuanto a doctrinólogos que a futuro sienten sus investigaciones a favor de la jurisprudencia la responsabilidad de ello es más que sabido por nosotros. 
c. Determinar si la disgregante normativa constitucional y la carencia de una legislación global, en materia de Habeas Corpus, constituía un demerito a la interpretación jurídica, así como a la aplicabilidad jurídica – protectora de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.
La Legislación Disgregante a la que nos hemos referido a lo largo de nuestro trabajo es la Ley Nº 23 506: Ley de Habeas Corpus y Amparo, sus complementarias y modificatorias Vigente. Tomando estas normas como fuente legislativa podemos dar las siguientes conclusiones al objetivo planteado:

i. Definitivamente concluimos en que, la disgregante normativa constitucional así como la carencia de una legislación global, constituyó un demérito a la interpretación jurídica – constitucional, así como a la aplicabilidad jurídica – protectora de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos. Ello por las consideraciones y márgenes de tratativa expuestos a lo largo de nuestro trabajo y que resulta necesario reiterarlo; así en las Etapas Evolutivas del Habeas Corpus Peruano analizamos el que cuadrificamos como el Cuarto Periodo (Que comprende desde 1 993 al 2 004); que se inicia con la Constitución de 1 993 y con la posterior legislación de sucesivas reformas a la primigenia Ley de Habeas Corpus y Amparo. En este periodo se mantiene los perfiles propios de afirmar la libertad individual. Bajo ese marco Constitucional, se apreció una política legislativa de sucesivas reformas, tanto del Habeas Corpus como de la Acción de Amparo, muchas de ellas pareciera, tratando de restarle vigor a ambos Institutos. Es más, si se examina la configuración constitucional sobre las garantías, el propio texto dispone que la regulación futura de los procesos constitucionales debe ser a través de una Ley Orgánica, es decir, un virtual Código Procesal Constitucional. Sin embargo, violando esta garantía institucional, vía legislación ordinaria y a través de decretos legislativos, se impusieron reformas que atentan contra esta materia reservada.
ii. Por otro lado, el demérito de la Legislación Disgregante se aprecia en las restricciones del Habeas Corpus y como precisa Samuel ABAD YUPANQUI, se observa el relacionado a la etapa de la investigación policial y del Proceso Penal, en virtud del cual el Art. 6º del D.L. Nº 25 659, del 13 de Agosto de 1 992, dispuso que no procede el Habeas Corpus cuando se trataba de personas detenidas, implicadas o procesadas por terrorismo o traición a la patria. Luego, el Art. 2º de la Ley Nº 26 248, del 25 de Noviembre de 1 993, modifica la norma citada del D.L. Nº 25 659 y establece un procedimiento especial para la tramitación del Habeas Corpus. Así dispone que ya no será cualquier Juez Penal el competente, sino un Juez Penal Especializado en Terrorismo donde exista; se requiere que haya una previa identificación de los terceros que entablen dicha acción a favor del detenido o procesado; igualmente se dispone que no será admisible el Habeas Corpus sustentado en los mismos hechos objeto del procedimiento en trámite o ya resuelto; y no cabe recusación ni excusa de los magistrados o auxiliares de justicia. 

iii. Posteriormente el Habeas Corpus es regulada por otras reformas específicas, tales como las Leyes Nº 25 398 y 26 248 y la Cuarta Disposición Transitoria de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional: Ley Nº 26 435. Posterior a esta legislación, se han dictado el Dec. Leg. Nº 895 que regula el Terrorismo Agravado, en cuyo Art. 5º se dispone que, en este tipo de delito, la Acción se interpone ante un Juez Instructor Militar. Igualmente, existe otra norma, el Dec. Leg. Nº 900, que dispone y reafirma la competencia de esta singular judicatura militar, para conocer los Procesos de Habeas Corpus en caso de Delitos de Terrorismo Agravado. Lo propio y con anterioridad, en Abril de 1 996 se dictó el Dec. Leg. Nº 824, que dispone que tampoco procederán las acciones de Habeas Corpus a favor de personas involucradas en el Delito de Tráfico Ilícito de Drogas, durante la Detención Preventiva en la investigación policial. 

iv. Como se podrá apreciar, virtualmente los aspectos sustanciales en el Procedimiento del Habeas Corpus, fueron reformados con graves distorsiones que restaron vigor a este Proceso Constitucional, constituyendo un demérito a la interpretación jurídico – constitucional y la aplicabilidad jurídico protectora de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.

d. Determinar si la puesta en vigencia del Código Procesal Constitucional, es producto de un tratamiento integral  y concienzudo de la legislación positiva, tomando como base lo resuelto por el Tribunal Constitucional, en materia de Habeas Corpus y la Aplicabilidad Jurídico – Protectora de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.
El Código Procesal Constitucional y su puesta en vigencia nos retrae dar los siguientes conceptos conclutorios al objetivo planteado:
i. Como bien sabemos el anteproyecto del CPC., fue elaborado, motu propio, por un destacado grupo de juristas integrado por Domingo GARCÍA BELAÚNDE, Francisco José EGUIGUREN PRAELI, Juan F. MONROY GALVEZ, Samuel ABAD YUPANQUI, Jorge DANÓS ORDOÑEZ y Arsenio ORÉ GUARDIA. La idea nació en Enero de 1 994 y con algunos intervalos de descanso, lo concluyeron en 2 001 y lo sometieron a revisión de otros colegas. Los mencionados juristas lo presentaron ante el Congreso de la República y un grupo multipartidario de congresistas asumió la autoría, y luego fue admitido por las comisiones correspondientes, a fines de 2 003. Después de su respectiva aprobación, el Pleno hizo lo propio el 06 May. 2 004 y lo envió al Ejecutivo para su promulgación. Ello se dio pocos días después, para orgullo nacional, habida cuenta que, a partir de ese entonces, Perú sería el primer país del mundo hispánico que contaría con un Código Procesal Constitucional, a excepción de la provincia Argentina de Tucumán que ya lo ostentaba. 
ii. Con lo cual podemos afirmar respecto a este objetivo, que en efecto el CPC es producto de un tratamiento integral  y concienzudo de la legislación positiva, y no el mérito de un Poder Legislativo que muchas veces sólo atina estructurar normas de bajo nivel tutelar, consiguientemente a su aplicación en los niveles jurisdiccionales se tornan falaces y poco congruentes con la interpretación jurídica, convergiéndose finalmente en fallos atentatorios a los derechos fundamentales; diferencia más que clara respecto a la elaboración de las Leyes Disgregantes, cuya cuna estuvo en el seno del Poder Legislativo y el Poder Político del Gobierno de turno..
e. Determinar las cuestiones conexas al problema y el tratamiento que se les ha dado desde el punto de vista jurídico – doctrinario.
Las cuestiones conexas al problema, conforme lo hemos tratado y reiteramos en este punto, versan sobre los siguientes contextos jurídicos – doctrinario:

i. La apreciación jurisprudencial a tratar respecto de la derogada Legislación Disgregante, queda más que clara, por cuanto constituyó el elemento más claro de desprotección al derecho tutelado por el Habeas Corpus, ello por las consideraciones tratadas a lo largo del Objetivo Específico a). Sin embargo, es importante mencionar que la jurisprudencia a tratar a partir de la entrada en vigencia del Código Procesal Constitucional deberá consolidar tratamientos más sólidos en cuanto a su estructura y fundamentación.
ii. La Doctrina sin lugar a dudas es otro de las cuestiones conexas al problema investigado, ello considerando que a la entrada en vigencia del Código Procesal Constitucional, los márgenes doctrinarios empleados en las resoluciones del TC presentan otro matiz favorable, pero que por otro lado aun no consolidan un elemento vinculante a la envergadura de tan importantes elementos jurisprudenciales, como son las resoluciones del más alto Tribunal en materia constitucional. Ello sin duda dependerá del aporte de nuevos jurisconsultos, independientemente de los ya renombrados, consiguientemente ello dependerá de las universidades el hecho de formar a los futuros investigadores del derecho.
iii. La Comparativa Jurídica y Doctrinaria, constituye hoy en día el elemento sobre el que ha de sentarse los resultados jurisprudenciales a través del tiempo. Sin duda otra de las cuestiones conexas al problema tratado es que hoy en día los más altos estamentos jurisdiccionales no constituyen elementos cuantitativos y cualitativos de Comparativa Jurisprudencial, en cuanto al Tribunal Constitucional se refiere, éste ha constituido a través de su Oficina de Planeamiento y Presupuesto un configurado de comparativa cuantitativa respecto de los procesos constitucionales que ingresaron y publicaron en su sede desde el año 1 996 hasta la fecha, pero no abarca una comparativa respecto del Efecto Resolutorio (Improcedente, Infundado y Fundado), lo cual serviría como elementos mucho más objetivos para el estudio de la jurisprudencia que el Alto Tribunal emitiera a través de los años. 
CAPÍTULO III

CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS CON LOS RESULTADOS OBTENIDOS

Como se podrá apreciar de la Primera Parte: Planteamiento Metodológico, en el Capítulo Único: Proyección Definitoria de la Investigación, en el ítem 7.: Formulación de Hipótesis (Págs. 17 – 18); se ha formulado tres (03) hipótesis al problema planteado, las mismas que nos ha permitido desarrollar el presente trabajo. En este sentido corresponde a esta parte del trabajo establecer la Confirmación o Negación de las hipótesis formuladas.

Las hipótesis formuladas fueron las siguientes: 

1. HIPÓTESIS I:

 “A mayor declaración de Resoluciones Improcedente e Infundadas, en los Procesos de Habeas Corpus, resueltos por el Tribunal Constitucional, mayor será la desprotección de la Libertad Individual y de los Derechos Constitucionales Conexos”.

Comprobación:

Efectivamente, como habremos podido apreciar a lo largo de nuestro trabajo; y más específicamente en la Cuarta Parte: Resultados de la Investigación Empírica, Capítulo I: Aspectos Analíticos de la Investigación (Págs. 740 – 783), se apreció una desprotección al Derecho a la Libertad Individual y los Derechos Constitucionales Conexos, porque como cuantitativamente se demostró en el Cuadro Nº 6 y los Gráficos XI y XII, durante el Año 2 004 el 87% de las resoluciones emitidas por el Tribunal Constitucional como consecuencia de la Interposición del Recurso Extraordinario fueron denegatorias (Improcedentes o Infundadas) agregado a ello el demérito legislativo, jurisprudencial y doctrinario plasmado en cada una de ellas. Contrariamente, en este mismo contexto durante el Año 2 005 conforme se desprende del Cuadro Nº 8 y los Gráficos XV y XVI, el 80% de las resoluciones emitidas por el Tribunal Constitucional como consecuencia de la interposición del Recurso de Agravio Constitucional fueron denegatorias (Improcedentes o Infundadas), pero a diferencia del año anterior estas resoluciones presentan un efectivo sustento legislativo, jurisprudencial y doctrinario que nos lleva concluir que el Tribunal Constitucional presenta márgenes favorables de Protección al Derecho a la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos. 

Por lo expuesto, podemos afirmar entonces que los márgenes cuantitativos y cualitativos tratados CONFIRMAN PARCIALMENTE nuestra Hipótesis respecto de los Ámbitos Temporales (2 004 – 2 005).

2. HIPÓTESIS II:

 “Las Procesos de Habeas Corpus, resueltos por el Tribunal Constitucional, bajo al vigencia del la Ley Nº 23 506, sus modificatorias y complementarias, por su carácter desmembrante, constituían una firme adhesión desprotectora de la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos”.

Comprobación:

El carácter desmenbrante de la Legislación Disgregante, tal como lo tratamos en la Tercera Parte: Marco Jurídico; Título II: Marco Jurídico Especial; Capítulo III: Ley Nº 23 506: Legislación Disgregante (Págs. 482 – 508) nos mostró el nivel de complejidad y falencias en que se incurrió – legislativamente hablando –, a los topes que muchas de las modificatorias y complementariedades de la Norma Base se dictaron con el único objetivo de quitarle eficacia a tan importante Acción de Garantía Constitucional; ello indudablemente se consolido negativamente en los Procesos de Habeas Corpus, resueltos en las etapas instanciales previas, así como por el Tribunal Constitucional como última y definitiva instancia, constituyendo con ello una firme adhesión desprotectora al Derecho a la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos. Asimismo y consiguiente a lo afirmado en el Cuadro Nº 6 y Gráficos Nº XI y XII nuestra Hipótesis es CONFIRMADA. 

3. HIPÓTESIS III:

 “El Código Procesal Constitucional constituye un Marco Procesal Global en materia Procesal Constitucional, que a diferencia de la precedente normativa, garantiza la Primacía de la Constitución y la vigencia efectiva de los Derechos Constitucionales, como mérito primario la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos”.

Comprobación:

La Legislación Global, conforme lo hemos nominado a lo largo de nuestra Investigación, lo constituye el Código Procesal Constitucional, normativa que en materia Procesal Constitucional conforma el Marco Procesal Global y que en efecto tal como lo hemos tocado a lo largo de la Tercera Parte: Marco Jurídico; Título II: Marco Jurídico Especial; Capítulos IV al VII: Código Procesal Constitucional (Págs. 509 – 633), así como lo tratado en el Capítulo II: Desarrollo de los Objetivos Propuestos, de la presente Parte (Págs. 784 – 951); y que a diferencia de la precedente normativa garantiza la Primacía de la Constitución y la vigencia de los Derechos Constitucionales. Asimismo y consiguiente a los resultados obtenidos y expresados en el Cuadro Nº 8 y Gráficos XV y XVI nuestra Hipótesis es CONFIRMADA.
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(409) No se debe olvidar que las acciones de garantías sólo son procedentes frente a la violación de derechos constitucionales de orden subjetivo, y con legitimación activa, real, vigente y existente.


(410) DEBIDO PROCESO: Es el cumplimiento de todas la garantía y todas las normas de orden público que debían aplicarse en el caso que se trate. Es llevar el Proceso Judicial de acuerdo a Derecho.


La Doctrina y la Jurisprudencia distinguen entre Debido Proceso Sustantivo y Debido Proceso Formal. Por el primero se refieren específicamente a que la sentencia respete los Principios de Razonabilidad, Proporcionabilidad y Legitimidad; en tanto que el Debido Proceso Formal está referido a la forma como se ha desarrollado el proceso, al respecto de las garantías jurisdiccionales al interior del proceso.


(411) STC N’ 366-2004-HC-TC, Caso M.I.V.CH.


(1) Tribunal  Constitucional  del  Perú.  Sentencia  recaída en el Exp. N.º 0024-2003-AI/TC, Caso Municipalidad de Lurín. 


(2) TRIBUNAL CONSTITUCIONAL DEL PERÚ. Sentencia recaída en el Exp. N.° 0023-2003-AI/TC. Caso Jurisdicción Militar. (Fundamento 13)


(3) Ibidem, Fundamento 25.


(4) Montero Aroca, Juan. “Comentarios al artículo1”. En: Comentario breve a la Ley de Arbitraje. Madrid: Civitas, 1990, p. 20.  


(5) Tribunal  Constitucional  del  Perú.  Sentencia  recaída en el Exp. N.º 0090-2004-AA/TC, Caso Juan carlos callegari herazo, Fundamento 12.


(6) Tribunal  Constitucional  del  Perú.  Sentencia  recaída en el Exp. N.º 5854-2005-Pa/TC, Caso Pedro Andrés Lizana Puelles,  Fundamento 18.


(7) Artículo 94 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, Decreto Legislativo N.° 052


	      Son obligaciones del Fiscal Provincial en lo Penal:


2. (...) Si el fiscal estima procedente la denuncia, puede alternativamente, abrir investigación policial para reunir la prueba indispensable o formalizarla ante el Juez Penal. En este último caso, expondrá los hechos de que tiene conocimiento, el delito que tipifican y la pena con que se sanciona, según ley; la prueba con que cuenta y la que ofrece actuar o que espera conseguir y ofrecer oportunamente. (...) 


(8) En la actualidad Juez Penal.


(9) SAN MARTÍN CASTRO, César. Derecho Procesal Penal. Vol. 1. Lima: Editora Jurídica Grijley, 2° ed., 2003. p.470.


(1) Se señala en el recurso de agravio constitucional que “(...) se formuló la demanda en razón de que el demandado CLAUDIO TOLEDO PAYTAN, conjuntamente con los sujetos codemandados vienen amenazando en forma reiterada atentar contra la integridad física de don RUBÉN PABLO ORIHUELA LÓPEZ e incluso contra mi persona” (fs. 34 del Expediente).


(2) Expediente N.° 2876-2005-PHC/TC.


(3) Apelación de la sentencia de primera instancia (fs. 9 del Expediente).


(4) Petitorio claramente delimitado en el recurso de agravio constitucional (fs. 34 del Expediente).


(5) “Son garantías constitucionales: 1) La Acción de Hábeas Corpus, que procede ante el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza la libertad individual o los derechos constitucionales conexos” [artículo 200° inciso 1 de la Constitución].


(6) Sobre la conexidad, Hart Ely, John. On constitutional. New Jersey, Princenton University Press, 1996, pp. 279, ss.


(7) Fundamento 3 de la Sentencia del Trigésimo Noveno Juzgado Penal de Lima, H.C. N° 074-2005 (fs. 3 del Expediente).


(8) Fundamentos 2 y 3 de la demanda de hábeas corpus (fs. 1, 2 del Expediente). 


(9) Fundamento 3 de la Sentencia del Trigésimo Noveno Juzgado Penal de Lima, H.C. N° 074-2005 (fs. 3 del Expediente).


(10) En la demanda consta el sello que señala: “23 FEB 2005” (fs. 1 del Expediente).


(11) En la sentencia se señala: “Lima, veintitrés de febrero del dos mil cinco” (fs. 7 del Expediente).


(12) Expediente N.° 3873-2005-PHC/TC.


(13) Badeni, Gregorio. Instituciones de derecho constitucional. Buenos Aires, Ad-hoc, 2000. p. 231.


(14) Comité de Derechos Humanos. Observación General N.° 27, ‘Artículo 12.- Libertad de circulación’, 67º período de sesiones, de 1999.


(15) En este punto, se coincide con lo señalado por la Defensoría del Pueblo, cuando declara que “(...) el sujeto activo de este derecho es cualquier persona natural, y el sujeto pasivo es el Estado o cualquier persona natural o jurídica, por tratarse de un derecho fundamental” [Informe Defensorial N.° 81. Libertad de Tránsito y Seguridad Ciudadana. Lima: 2004, p. 8].


(16) De Esteban, Jorge y Gonzales Trevijano, Pedro. Curso de Derecho Constitucional español. Madrid, Rumagraf; 1993. t. II, p.129.


(17) En ese caso, el demandante recurrió “(...) al hábeas corpus, porque considera que su libertad de tránsito está restringida al impedírsele circular por el Km 14 de la Autopista Callao – Ventanilla, hoy avenida Néstor Gambeta, distrito del Callao”.


(18) Informe Defensorial N.° 81. Libertad de Tránsito y Seguridad Ciudadana. Lima: 2004, p. 10.
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(20) Informe Defensorial N.° 81. Libertad de Tránsito y Seguridad Ciudadana. Lima: 2004, p. 15.


(21) En la sentencia recaída en el Expediente N.° 3482-2005-PHC/TC, este Colegiado declaró que la colocación de rejas de seguridad instaladas en la calle de acceso a la Urbanización Monterrico Chico no es, por sí misma, contraria a la Constitución, pero también enfatizó que el personal encargado de la vigilancia no debía obstaculizar el libre tránsito por la vía pública.   


Igualmente, en la sentencia del Expediente N.° 0311-2002-HC/TC, el Tribunal Constitucional señaló que “(...) las vías públicas son bienes de dominio público, y no privado. No obstante, previa autorización de la autoridad competente, y bajo cánones de razonabilidad y proporcionalidad, es posible permitir la instalación de dispositivos en ellas -tranqueras de seguridad-  las mismas que no pueden tener por propósito restringir la libertad de tránsito, sino tan sólo resguardar la seguridad y tranquilidad de los ciudadanos”. 


(22) Comunicación del Comité de Derechos Humanos N.º 492/1992, Lauri Peltonen c. Finlandia, párrafo 8.4. 49º período de sesiones, Suplemento N. º 40 (A/49/40).


(23) Considerando Segundo de la Sentencia de la Sala Penal de Emergencia para Procesos con Reos Libres de Lima, Exp. N°  05-05 HC (fs. 25 del Expediente).


(24) Recurso de agravio constitucional (fs. 29, 30 del Expediente).


(25) Auto emitido por el juez del Vigésimo Juzgado Penal de Lima (fs. 5 del Expediente N.° 3873-2005-PHC/TC).


(26) Declaración indagatoria de Carmen Ytalha Donayre Huamaní (fs. 35 del Expediente N.° 3873-2005-PHC/TC).


(27) Declaración indagatoria de Claudio Toledo Paytán (fs. 33 del Expediente N.° 3873-2005-PHC/TC).
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(2) Remotti Carbonell, José Carlos: La Corte Interamericana de Derechos Humanos, Estructura, Funcionamiento y Jurisprudencia, Instituto Europeo de Derecho, Barcelona, 2003).


(3) STC Nº 1593-2003-HC, Caso Dionisio Llarajuna Sare.


(1) Remotti Carbonell, José Carlos: La Corte Interamericana de Derechos Humanos, Estructura, funcionamiento y jurisprudencia, Instituto Europeo de Derecho, Barcelona, 2003. 


(2) Articulo 9º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.


(3) Artículo 7º inciso 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  


(4) Sentencia recaída en la Acción de Inconstitucionalidad N.º  10-2003-AI/TC, expedida con fecha  3 de enero de 2003, y publicada en el diario oficial El Peruano el 4 de enero de 2003.


(5) STC emitida en el Exp. N.° 1230-2002-HC/TC, Caso Tineo  Cabrera. 


(6) Declaración del señor Pablo Talavera Elguera,  fs. 85/87.


(7) Artículo 9º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
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